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En consideración, 


Manifestaciones del miembro informante, señor 
senador Blanco. 


Se resuelve, por moción del señor senador Kor- 
zeniak, archivar la notificación del Poder Eje- 
cutivo y comunicarle lo resuelto por el Cuerpo. 


Organismos Financieros Internacionales relacio- 
nados con nuestro país ... 


arranco rro rocarccones: .. 


Se resuelve, a solicitud del señor senador Ara- 
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renta minutos en la sesión ordinaria del día miér- 
coles once. 


Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con solicitudes de venia del Po- 
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(En sesión secreta) 


El Senado, en sesión secreta, resolvió conceder 
venia al Poder Ejecutivo para destituir de sus 
cargos a dos funcionarios del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, a uno del Ministerio de Salud 
Pública, a uno del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social y a uno del Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca; asimismo resolvió 
devolver los antecedentes referidos a la destitu- 
ción de un funcionario del Ministerio de Educa- 
ción y Cultura. 
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TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 29 de octubre de 1992. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 


naria, el próximo martes 3 de noviembre, a la hora 16, a fin de 


informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Discusión general y particular del proyecto de ley so- 


bre Protección del Medio Ambiente e Impacto Am- 


biental. 


(Carp. N' 492/91 - Rep. N* 474/92) 


2%) Discusión particular del proyecto de ley por el que se 


aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República 
y el Gobierno de Nueva Zelandia en materia de coope- 
ración económica-comercial y científica-tecnolópica, 


(Carp. N? 568/91 - Rep. N* 486/92) 


Discusión general y particular de Jos siguientes proyectos 
de ley: 


3%) Por el que se aprueba el Convenio de Asistencia Jurídi- 


ca en materia de tráfico de drogas, entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno del Reino Unido de 


Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 


(Carp. N* 876/92 - Rep. N* 487/92) 
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4%) 


5%) 


6) 


79) 


8% 


2) 
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13) 


Por el que se aprueba el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abo- 
lición de la pena de muerte. 


(Carp. N* 920/92 - Rep. N* 488/92) 


Por el que se modifica el decreto-ley N* 15,322, de 17 
de setiembre de 1982, que refiere al sistema de inter- 
mediación financiera. 


(Carp. N* 937/92 - Rep. N* 502/92) 


Por el que se autoriza a las Sociedades Cooperativas 
de Consumo a retener haberes de sus afiliados. 


(Carp. N* 925/92 - Rep. N* 493/92) 


Por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Jurídica 
Mutua en Asuntos Penales entre la República y el Rei- 
no de España. 


(Carp. N* 798/92 - Rep. N* 495/92) 


Por el que se establecen normas para la reinscripción 
de promesas de enajenación de inmuebles a plazos. 


(Carp. N? 932/92 - Rep. N* 499/92) 


Por el que se designa con el nombre “Margarita Mu- 
niz” la Escuela N* 42 de la ciudad de Aiguá, departa- 
mento de Maldonado. 


(Carp. N* 931/92 - Rep. N* 496/92) 


Por el que se concede pensión graciable a los señores 
Nubar Ounanian y Ohannes Ounanian, 


(Carp. N* 967/92 - Rep. N* 501/92) 


Por el que se modifica la forma de elección de los 
representantes de los productores granjeros en la Junta 
Nacional de la Granja. 


(Carp. N* 639/91 - Rep. N* 500/92) 


Discusión particular del proyecto de ley por el que se 
modifican los artículos 499 y 500 de la Ley N* 16.226, 
se establecen normas sobre la determinación de cuotas 
y la refinanciación de los préstamos concedidos por el 
Banco Hipotecario del Uruguay y se deja sin efecto el 
reajuste correspondiente al mes de setiembre de 1992. 


(Carp. N* 722/92 - Rep. N* 470/92 Anexo I) 
Informes de la Comisión de Asuntos Internacionales 


relacionados con los Mensajes del Poder Ejecutivo so- 
licitando el acuerdo para acreditar: 
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al Dr. Elbio Rosselli Frieri como Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario de la Repú- 
blica ante el Dominio de Canadá. (Carp. 
N? 936/92 - Rep. N* 482/92). 


al Embajador Juan Andrés Pacheco Ramírez 
como Embajador Extraordinario y Plenipoten- 
ciario de la República en el Reino de los Países 
Bajos. (Carp. N* 918/92 - Rep. N* 480/92). 


14) Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo solici- 
tando la devolución del proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Go- 
bierno de la República y el Gobierno de la ex-Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 


(Carp. N* 714/91 - Rep, N* 481/92) 
15) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 


relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública (pla- 
zo constitucional vence 8 de noviembre de 1992). 
(Carp. N* 895/92 - Rep. N* 489/92). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra (plazo constitucional vence 18 de noviembre de 
1992). (Carp. N* 907/92 - Rep. N* 490/92). 


un funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social (plazo constitucional vence 13 de diciem- 
bre de 1992). (Carp. N* 933/92 - Rep. N* 491/92). 


un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca (plazo constitucional vence 21 de diciembre de 
1992). (Carp. N* 939/92 - Rep. N* 492/92). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra (plazo constitucional vence 26 de noviembre de 
1992). (Carp. N* 914/92 - Rep. N* 497/92). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra (plazo constitucional vence 3 de enero de 1993), 
(Carp. N? 772/92 - Rep. N* 498/92). 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Belvisi, Blan- 
co, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Boismenu, 
Gargano, González Modernell, Jude, Korzeniak, Librán Bo- 
nino, Millor, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Raffo, Ricaldoni, 
Santoro, Silveira Zavala y Zumarán. 
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FALTAN: con licencia, los señores senadores Bouza, Irur- 
tia y Urioste; y, con aviso, los señores senadores Riesgo y 
Singlet. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 07 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 3 de noviembre de 1992, 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios Men- 
sajes del Poder Ejecutivo comunicando haber dictado los si- 
guientes decretos y resoluciones: 


por el que se autoriza, la transposición de rubros en el 
Presupuesto Operativo, de Operaciones Financieras y de 
Inversiones de la Administración Nacional de Combusti- 
bles, Alcohol y Portland, correspondiente al Ejercicio 1992. 


y comunicando las resoluciones adoptadas por la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública por las que se dispo- 
ne la distribución de fondos provenientes de la Fundación 
Bianchi Ardoino; se refuerzan varios proyectos con fondos 
provenientes del Impuesto de Educación Primaria para la 
adquisición de equipos de computación, construcción de 
Escuelas y Liceos en Montevideo y departamentos del inte- 
rior. 


-Ténganse presente, 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
del Tribunal de Cuentas de la República dando cuenta de las 
resoluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios relacionada con los Estados de Situación Pa- 
trimonial, de Resultados, de Origen y Aplicación de Fondos 
y Ejecución Presupuestal, correspondientes al Ejercicio 1991. 


de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado; 
relacionada con el Presupuesto Operativo, de Operaciones 
Financieras y Plan de Inversiones al 31 de diciembre de 
1991. 


del Ministerio de Economía y Finanzas: referente a la certi- 
ficación de la deuda que mantiene la Tesorería General de 
la Nación con la firma CONATEL S.A. 


de la Comisión Honoraria Pro-Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre (MEVIR) relacionado con los Estados de 
Situación Patrimonial, de Resultados, de Origen y Aplica- 
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ción de Fondos y de Ejecución Presupuestal correspondien- 
tes al Ejercicio 1991. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes solicitando ve- 


“nia para exonerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura, ex- 
pediente que le fuera devuelto por resolución del Cuerpo de 
focha 13 de mayo de 1992, a fin de dar cumplimiento al 
dictamen de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 


y a una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 
-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remite in- 
formación, en relación a las manifestaciones formuladas por el 
seflor senador Mariano Arana vinculadas con los problemas 
laborales en la zona norte de nuestro país. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador Mariano 
Arana, 


La Cámara de Representantes remite la versión taquigráfica 
de las palabras pronunciadas por el señor representante nacio- 
nal Ramón Pereira Pabén, a fin de que la misma sea remitida a 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, solici- 
tando se amparc a la totalidad de enfermos psiquiátricos cróni- 
cos con el beneficio de pensión por incapacidad que otorga el 
Banco de Previsión Social. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, 

La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social ele- 
va a consideración del Senado un proyecto de comunicación al 
Poder Ejecutivo solicitando el otorgamiento de una pensión 
graciable a la viuda e hijos menores del funcionario policial 


fallecido, señor Julio César Araújo Núñez. 


-Repártase y pase al orden del día de la próxima sesión 
ordinaria”. 


4) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una renuncia He- 
gada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 
“El señor senador Singlet presenta renuncia a su banca”, 
-Léase. 


(Se lce:) 


128- C.S. 
“Montevideo, 3 de noviembre de 1992. 


Señor Presidente del Senado 
Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 


De mi mayor consideración: 


Por este intermedio, presento renuncia a la Banca, que he 
tenido el honor de ocupar en representación del Movimiento 
Nacional de Rocha. 


Tal determinación se fundamenta exclusivamente en razo- 
nes políticas, en tanto tengo la convicción de que otro ciudada- 
no, estará más apto que el suscrito para representar conjunta- 
mente con quienes han sido hasta el presente mis dignos com- 
pafleros de bancada, los seftores senadores Carlos Julio Pereyra 
y Ernesto Amorín Larrañaga, las decisiones políticas del sector. 


Le ruego me permita dejar señor Presidente, el testimonio 
de mi profundo reconocimiento a todos los integrantes del Cuer- 
po por la consideración y amistad que me han dispensado, así 
como a mis antiguos compañeros de trabajo los funcionarios 
del Poder Legislativo. 


En todos -sin excepción- he encontrado el apoyo necesario, 
para cumplir de la mejor manera posible con tan alta responsa- 
bilidad. 


Le saluda muy atentamente. 

Manuel Singlet”. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: nosotros hemos 
tomado conocimiento hace unas horas de esta decisión del se- 
for senador Singlet que, obviamente, pertenece a nuestro sector 
político. Por esta razón, solicitamos que el Cuerpo postergue la 
consideración del asunto a fin de que las autoridades de mi 
sector dispongan de tiempo para mantener una entrevista con el 
señor senador Singlet, con el objetivo de tratar de allanar algu- 
na dificultad, de modo que podamos seguir contando con su 
presencia en la Cámara de Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La moción de orden formulada 
por el señor senador Pereyra, ¿es con un plazo predeterminado 
para una próxima sesión o incluiríamos el asunto en la conside- 
ración del Cuerpo luego de que se trate en el seno del Movi- 
miento Nacional de Rocha? 


SEÑOR BATALLA. - Hasta que el señor senador Pereyra 
lo indique. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, en ese entendido, se va 
a votar la moción de orden formulada. 
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(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) SOCIEDAD URUGUAYA DE ENSEÑANZA. Colegio 
Nacional “José Pedro Varela”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: el 24 de octubre del 
corriente se cumplieron 50 años de la fundación de la Sociedad 
Uruguaya de Enseñanza “José Pedro Varela” y, por consiguiente, 
de su Colegio Nacional. 


Quiero recordar ese acontecimiento en tanto la creación de 
la Sociedad Uruguaya de Enseñanza con su Colegio José Pedro 
Varcla y la trayectoria, es decir, la obra de la institución en 
estos 50 años, me parece ejemplar, en lo que tienc que ver con 
el esfuerzo cumplido desde el sector privado, pero con un 
profundo sentido vareliano de la educación laica, entendida en 
su sentido más completo y auténtico. 


Pienso que acontecimientos de esta importancia no deben 
pasar inadvertidos para nosotros ya que esta institución ha con- 
tribuido de manera relevante a la causa de la educación, comu 
sin duda lo seguirá haciendo. 


Fue un grupo de personalidades vistonarias, integrantes del 
Comité José Pedro Varela, escindido de la Sociedad de Amigos 
de la Educación Popular, es decir, la Escuela y Liceo Elbio 
Fernández, el que hace 50 años, alentado y alertado en los 
principios educativos del reformador, poseedor de su mismo 
fervor místico, fundó esta Sociedad e integró su primer Conse- 
jo Directivo fundado con el propósito de impulsar la mayor 
difusión de la cultura y la enseñanza, en el estímulo de los 
estudios sobre problemas pedagógicos y morales y todo ello, 
además, dentro del marco de la defensa del régimen democráti- 
co republicano de gobierno. 


Los fundadores fueron -y deseo mencionarlos a todos- los 
siguientes: doctor Francisco M. Pucci, ingeniero agrónomo Ro- 
berto Jorge Urta, señora Esther Serrato de Fabregat, señor Pa- 
blo Fierro Vignoli, maestra Elvira Nardechia, profesor Was- 
hington Reyes Abadie, doctor Juan Delger, doctor Luis Mat- 
tiauda, ingeniero Mario Lenzi, profesor Pedro Lenoble, profe- 
sor Horacio Ferrer Pérez, contador Raúl Previtali, señor Eduar- 
do Ferreira, señorita Ofelia Ubal de Iroz, arquitecto Carlos 
Pérez Montero, escribano Carlos María Trianón, señor Arnoldo 
Gaggero, profesor Carlos Sabat Ercasty, capitán de navío Juan 
M. Canosa, general Elbio Almiratti, doctor Miguel de Dios 
Serna, profesor Jorge da Silveira Ramasso, señor Pedro Carve, 
señor Teodoro Vázquez, señor Silvio Carrara y doctor Juan 
Frugoni. Todos ellos, acompañados de una Educacionista ejem- 
plar, la señorita Débora Vitale d'Amico, que fue la primera 
directora de esta Institución, dieron impulso y vida al Colegio 
Nacional José Pedro Varela que durante cincuenta años ha 
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desarrollado una labor relevante en diversas áreas. Una de ellas 
es, por supuesto, la educación, alcanzando la enseñanza prees- 
colar, la escolar, secundaria y la enseñanza preuniversitaria en 
un acuerdo realizado con otros institutos como la Escuela y 
Liceo Elbio Fernández, el Instituto Crandon y el Colegio y 
Liceo Alemán. 


Por otro lado, se han desarrollado diversas actividades cu- 
rriculares y cursos extracurriculares de las más variadas disci- 
plinas, procurando originar tempranas vocaciones en los alum- 
nos. Además, cuenta con una estupenda biblioteca de 20.000 
volúmenes la que realiza 50.000 préstamos anuales y tiene 
características tan singulares como la de haber sido designada 
como biblioteca de práctica por la Escuela de Bibliotecología 
de la Universidad de la República. 


En el plano científico resalta la actividad que cumple el 
Colegio Nacional en los diversos talleres de ciencias que sobre- 
salen en el área de la robótica y la informática. En este aspecto 
cabe señalar que el Colegio posee más de sesenta equipos com- 
putadores destinados a la educación y, en este momento, se 
está complementando una red de comunicación que permitirá 
que los docentes y alumnos puedan acceder desde sus domici- 
lios, al sistema de base de datos instalado en la sede del Institu- 
to. También se realizan cursos de actualización y capacitación 
de docentes mediante sistemas de becas. 


Por otra parte ha alcanzado un gran desarrollo en el área de 
la educación física, sobre todo con niños de temprana edad. 
Asimismo, la reciente creación de un Departamento de Video 
permitirá un mayor desarrollo de la educación valiéndose de 
una importante videoteca como un elemento auxiliar muy sig- 
nificativo en la labor educativa. 


Actualmente encara la ampliación de su área edilicia para 
albergar más actividades, fundamentalmente, en el sector de 
preescolares. 


Por todo ello, en los umbrales del Siglo XXI, la Institución 
se renueva y transforma en la aplicación de tecnologías que 
informan, conforman y armonizan la interrelación entre educa- 
dor y educando, lo que ha sido una preocupación constante de 
este centro educativo de acuerdo a las orientaciones matrices 
del reformador José Pedro Varela, que se han tomado como 
guía desde su fundación. Al mismo tiempo, actúan hacia un 
devenir pleno de acuciante problemática y formidables realiza- 
ciones, al amparo de principios siempre vigentes en lo que 
refiere a Educación, Libertad y Laicidad. 


En esta circunstancia muy feliz para esta Institución y tam- 
bién feliz para todo el sistema educativo nacional, nosotros 
queremos saludar la memoria de sus fundadores; la de su pri- 
mera directora, Débora Vitale d'Amico que fue una educadora 
de vasta proyección en el país y, además, trasmitir nuestro 
saludo a su actual director, profesor Eduardo Tornaría. Asimis- 
mo, queremos, extenderlo a los miembros de su actual Consejo 
Directivo presidido por un querido amigo nuestro, el capitán de 
navío retirado don Pedro Retamoso. 
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Finalmente, solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea remitida a la Sociedad Uruguaya de Enseñanza, Cole- 
gio Nacional José Pedro Varela y al Consejo Directivo Central 
de ANEP. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor senador Cassi- 
na, en el sentido de que la versión taquigráfica de sus palabras 
sea enviada a la Sociedad Uruguaya de Enseñanza, Colegio 
Nacional José Pedro Varela y al CODICEN. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


6) COVICOES. Préstamo del local comunal para el fun- 
cionamiento de la Escuela N? 249, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Arana. 7 


SEÑOR ARANA. - Deseo hacer referencia a dos problemas 
que están vinculados, en este caso, a la enseñanza pública. 


Hace unos días recibimos una nota de una de las cooperati- 
vas de vivienda afincada en Montevideo, concretamente, de la 
que se ha designado con el nombre de COVICOES, ubicada en 
la calle Zum Felde y Pitágoras. 


En este lugar se vive un problema que creo conveniente 
difundir y que se origina cn el año 1986. Ese año, la dirección 
de la Cooperativa resolvió -con la generosidad que las organi- 
zaciones cooperativas suelen tener para beneficiar no sólo al 
conjunto cooperativo sino a los distintos barrios en que se 
insertan esos agrupamientos de vivienda- prestar su salón 
comunal, elaborado con esfuerzo y con la propia economía 
generada por el núcleo cooperativo, para que funcionara la 
Escuela N* 249. Esto respondía a un pedido concreto hecho 
por integrantes de ese centro docente, para que pudieran fun- 
cionar allí algunos de sus grupos, ya que el local que poseían 
era locativamente insuficiente. El préstamo del salón comunal 
se efectivizó para ambos turnos escolares: matutino y vespertino. 


Mientras se usaba este espacio locativo, el proyecto era 
construir un edificio para la Escuela N* 249 en un predio cedi- 
do por el Complejo Habitacional José Pedro Varela -precisa- 
mente a esos efectos- que estaba situado en las proximidades 
de ese núcleo cooperativo. 


De esta manera, aún estando el salón comunal ubicado a 
seis cuadras del local de la Escuela mencionada, los docentes y 
alumnos podían cumplir con los cursos mientras estaban a la 
espera de la construcción del edificio definitivo. 


Además de la distancia que separa la Escuela N* 249 del 
referido salón comunal, cabe señalar que éste no reúne, obvia- 
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mente, las condiciones mínimas necesarias para el correcto fun- 
cionamiento, en forma estable y definitiva de los fines específi- 
cos de la enseñanza, es decir, atender a varios grupos de prima- 
ria ya que la infraestructura de ese local no fue concebida para 
que se imparticran allí clases diferenciadas en condiciones de 
aislamiento sonoro, iluminación adecuada y demás requisitos 
que se hacen imprescindibles para la puesta en marcha que 
todo centro educativo requiere, más aún, señor Presidente, cuan- 
do se trata del nivel primario de enseñanza. 


La Administración Nacional de Enseñanza Primaria y el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas encararon la cons- 
trucción de ese centro escolar en obra por convenio. Se inicia- 
ron efectivamente las tareas, llegándose solamente a un míni- 
mo de construcción, prácticamente su estructura, la que se vio 
luego paralizada. 


Al día de hoy, aquel préstamo concedido por un año por la 
cooperativa de vivienda ya lleva 6 años y no parecen vislum- 
brarse soluciones. Es con esa preocupación que la Cooperativa 
COVICOES hizo llegar el aviso de que, al finalizar el presente 
año lectivo, el préstamo del salón comunal habrá de caducar 
indefectiblemente, puesto que, efectivamente, las obras prome- 
tidas no se han cumplido y, por otra parte, como es lógico la 
cooperativa necesita de ese salón comunal para atender en for- 
ma integral la vida comunitaria de ese núcleo habitacional. 


Obviamente, señor Presidente, aquí se aprecian dos aspec- 
tos a tener en cuenta. Por un lado, se ve la buena voluntad de 
los integrantes de la cooperativa al haber prescindido dc un 
servicio que había sido destinado a atender las necesidades de 
los usuarios del grupo cooperativo. Ahora, ellos mismos se 
cuestionan si con la concesión del local a partir de 1986 en 
calidad de préstamo, y que fuera otorgado por un año, no se 
convirtieron en cómplices, involuntarios por cierto, del incum- 
plimiento de una responsabilidad que deben asumir en forma 
indudable aquellas instituciones que tienen la obligación de 
atender las necesidades locativas de los centros de enseñanza 
de nuestro país. Por otro lado, surge la inquietud en relación a 
lo inmediato, no sólo porque no se tiene claro dónde funciona- 
rán los grupos que hasta ahora habían usufructuado del citado 
salón comunal, sino porque además nuevas familias habrán de 
residir en el terreno formado por las calles Zum Felde, Avenida 
Italia, Avenida Bolivia y Camino Carrasco, incrementando en 
consecuencia la demanda escolar. 


Este planteo, señor Presidente, lleva a hacer reflexionar a 
las autoridades competentes para que tomen medidas urgentes 
a fin de que los escasos pasos dados para concluir la obra del 
local destinado a la Escuela N* 249 se reviertan y se ponga en 
marcha a la brevedad la acción que lleve a terminar las obras 
antes del comienzo de los cursos del próximo año, 


7) ACTO EN DEFENSA DE LA EDUCACION PUBLI 
CA EN LAS LOCALIDADES DE FLORENCIO SAN- 
CHEZ Y CARDONA 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para referirme a otro 
asunto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Deseo referirme ahora a otra acción 
vinculada a nuestra Educación Pública que es tremendamente 
positiva y significó un acto de éxito sorpresivo por su convoca- 
toria popular, Fue llevado a cabo el sábado 31 de octubre en 
las localidades de Florencio Sánchez y Cardona. Allí, la pobla- 
ción fue convocada a un acto público y tuvimos oportunidad de 
participar en el mismo. Esc acto consistió en una marcha que 
atravesó las localidades mencionadas en un recorrido próximo 
a los 3 kilómetros y pasó frente a los distintos locales escola- 
res, liceales, de Enseñanza Técnica y cscuclas especializadas. 
Culminó en un acto cívico que contó con un núcleo importante 
de ambas localidades, sin distinción de credos, edades, orienta- 
ciones profesionales o de ideologías y terminó, además con 
una proclama en defensa de la Educación Pública y en reivin- 
dicación de las remuneraciones, que se consideran absoluta- 
mente indecorosas, para el cuerpo docente y los funcionarios 
no docentes -como allí se explicó- de la Educación Pública 
Nacional. 


Es por ello que nos pareció pertinente poner en conoci- 
miento del Cuerpo ambos problemas. Solicito que la versión 
taquigráfica de la primera parte de mi exposición sea enviada a 
la Administración Nacional de Educación Pública, al Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas y a la Cooperativa COVI- 
COES, así como también a la Federación Uruguaya de Magis- 
terio. Asimismo, solicito que la versión taquigráfica de la sc- 
gunda parte de lo que he manifestado sea remitida a la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública, a las Juntas Depar- 
tamentales de Soriano y Colonia y a las Juntas Locales de 
Cardona y Florencio Sánchez. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da en el sentido de que la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas en la segunda parte de la exposición del señor 
senador Arana pasen al Consejo Directivo Central de Educa- 
ción, a las Juntas Departamentales de Soriano y Colonia y a las 
Juntas Locales de Cardona y Florencio Sánchez, y la versión 
taquigráfica de lo expuesto por el señor senador Arana en la 
primera parte de la exposición se remita al Consejo Directivo 
Central de Educación, al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a la Federación Uruguaya de Magisterio y a la Cuo- 
perativa COVICOES. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE E IMPAC- 
TO AMBIENTAL. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar cl 
asunto que figura en primer término del orden del día: “Pro- 
yecto de ley sobre Protección del Medio Ambiente e Impacto 
Ambiental. (Carp. N* 492/91 - Rep. N* 474/92)”. 
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cumplida sobre la base del respeto a los principios de soberanía 
nacional e igualdad de derechos. 


La asistencia será prestada en relación a la investigación, 
enjuiciamiento y procedimientos judiciales relacionados con 
delitos vinculados al tráfico de drogas, incluyéndose en dicha 
asistencia la inmovilización y confiscación de los instrumentos 
y productos de dicho tráfico. 


Para que dicha asistencia se haga efectiva es menester que 
la conducta que la motiva sea considerada delito tanto en el 
Estado Requirente como en el Estado Requerido, con lo cual se 
recoge el principio de la doble incriminación. 


Las disposiciones del Convenio no serán entendidas en el 
sentido de conceder derechos a particulares para obtener o su- 
primir pruebas u oponerse a la asistencia, ni tampoco de facul- 
tar a las autoridades del Estado Requirente a cumplir funciones 
reservadas a las del Estado Requerido por el ordenamiento 
jurídico de éste. (Artículo 1). 


La instrumentación del Convenio estará a cargo de las Au- 
toridades Centrales de cada una de las Partes, las cuales actua- 
rán en base a pedidos formulados por las autoridades compe- 
tentes, según el ordenamiento jurídico de cada Parte, para la 
investigación, enjuiciamiento u otros procedimientos judiciales 
relativos a los delitos objeto del Convenio. 


Dicho rol será desempeñado en Uruguay por el Ministerio 
de Educación y Cultura y en el Reino Unido por el Ministerio 
del Interior. (Artículo 3) 


El Artículo 4 estipula que la asistencia podrá ser denegada 
en aquellos casos en que su cumplimiento afecte la soberanía, 
seguridad, orden público, etc., de la Parte requerida; perjudique 
una investigación o procedimiento judicial en curso en la mis- 
ma; implique gastos excesivos o en el caso en que la persona 
vinculada a la solicitud haya sido ya absuelta o indultada, o 
bien haya cumplido una condena por el mismo delito que moti- 
vó dicha solicitud. En todo caso se indicarán las razones de la 
referida negativa. 


Asimismo la Parte requerida podrá someter el cumplimien- 
to de la asistencia a ciertas condiciones, si las mismas son 
aceptadas por la Parte requirente. 


Entre las actividades que encuadran en el concepto de asis- 
tencia en el marco del Convenio se incluyen entre otras, la 
entrega de información o elementos de prueba, la recepción de 
testimonios o realización de peritajes, la adopción de medidas 
de incautación o inmovilización de bienes y el traslado de 
personas tanto para prestar testimonio como para otros fines. 
(Artículo 5). 


El Artículo 6 estipula que la solicitud deberá formularse por 
escrito, salvo casos de urgencia. En tales situaciones, si bien 
puede usarse otro medio en caso de así aceptarlo la Parte re- 
querida, la solicitud deberá ser confirmada por escrito en un 
lapso de diez días. 
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La referida solicitud se cursará en el idioma del Estado 
Requerido. 


En los numerales 2 y 3 del mismo Artículo se enumeran 
respectivamente las indicaciones que deberá incluir la solicitud 
en todo caso y aquellas necesarias de acuerdo a las característi- 
cas de la asistencia solicitada. 


El cumplimiento de la solicitud estará sometido a la ley 
interna del Estado Requerido, pudiendo adoptarse formas espe- 
ciales especificadas en la solicitud por la Parte requirente, siem- 
pre que la referida ley interna lo permita. (Artículo 7, numera- 
les 1 y 2). 


Cumplida la solicitud, la Autoridad Central de la Parte Re- 
querida informará de tal circunstancia a la Autoridad Central 
de la Parte Requirente, remitiendo asimismo la información o 
prueba obtenida. (Artículo 7, numeral 5). 


Si el cumplimiento de la asistencia solicitada interfiriese 
con un procedimiento judicial o una investigación en curso en 
el Estado Requerido, la Autoridad Central de dicho Estado 
podrá aplazar el mismo o, de contar con la anuencia de la otra 
Parte, someterlo a condiciones. (Artículo 7, numeral 6). 


Si el referido cumplimiento resultase imposible, esa situa- 
ción y sus razones deberán ser comunicadas a la Autoridad 
Central de la Parte requirente. (Artículo 7, numeral 7). 


La información o prueba obtenidas sólo podrán ser utiliza- 
das en el procedimiento que motivó la solicitud, salvo que las 
Partes acordasen otra cosa. (Artículo 8, numeral 3). 


En el numeral 1 del Artículo 8 se establece que la Autori- 
dad Central del Estado Requirente podrá solicitar a su homólo- 
ga del Estado Requerido que se mantenga el carácter confiden- 
cial de la solicitud. Si el cumplimiento de la misma fuese 
imposible bajo dicha condición, corresponderá a la Parte requi- 
rente decidir sobre si mantiene la referida solicitud. 


Si la Autoridad Central del Estado Requerido solicita que la 
información o prueba remitida tenga el carácter de confidencial 
la otra Parte respetará tal solicitud, salvo que la revelación de 
dicha información sea necesaria en el marco de la investiga- 
ción o procedimiento judicial. (Artículo 8, numeral 2). 


El Artículo 10 prevé que los gastos irrogados por la asisten- 
cia correrán, salvo acuerdo en contrario, por cuenta de la Parte 
requerida, con la excepción de los de carácter cuantioso O ex- 
traordinario, en cuyo caso se celebrarán consultas entre las 
Autoridades Centrales para determinar la forma en que serán 
abonados. 


Si la asistencia solicitada consiste en la comparecencia de 
una persona en el territorio de la Parte requirente para prestar 
testimonio o informe, la Parte requerida invitará a la persona en 
cuestión a comparecer, voluntariamente en el otro Estado, pu- 
diendo recabar el consentimiento en forma escrita. La respuesta 
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el Acuerdo entre el Gobierno de la República y el Gobierno de 
Nueva Zelandia en materia de cooperación económica-comer- 
cial y científica-tecnológica. (Carp. N* 568/91 - Rep. N* 486/92)”. 


(Antecedentes: Ver 50a. S.E.) 


-La Mesa desea aclarar que este proyecto de ley ya fue 
votado en general, por lo tanto, corresponde pasar a la discu- 
sión particular. 


En discusión particular, 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el acuerdo entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
Nueva Zelandia en materia de cooperación económica-comer- 
cial y científica-tecnológica, contenido en las Notas Reversales 
de fechas 9 y 20 de noviembre de 1989, intercambiadas entre 
ambos países”. 


-En consideración. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Zu- 
marán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Daré un corto informe, porque se 
trata de un convenio muy breve y claro, que pretende incluir en 
un marco jurídico los esfuerzos de cooperación que están desa- 
rrollando los Gobiernos de Uruguay y de Nueva Zelandia. 


Estos esfuerzos de cooperación tienen como ámbito funda- 
mental el de la investigación científica y técnica. Es conocido 
por el Cuerpo y, en general, por el país, que Nueva Zelandia 
tiene condiciones naturales y de producción muy similares a las 
de nuestro país y que desde hace varias décadas existe un 
intercambio muy importante en materia tecnológica y científi- 
ca, especialmente, en el ámbito agropecuario aunque no hay 
que reducirlo solamente a ese campo. 


Es de público conocimiento la influencia que ha tenido el 
desarrollo tecnológico neozelandés en materia de producción 
de carnes, de lanas, de leche y de pasturas en nuestro Uruguay 
y el intercambio a que ha dado lugar. 


Como dice el texto del Acuerdo, se trata de un intercambio 
de información científica y técnica, de materiales con fines de 
investigación y de visitas de científicos y expertos -que es 
normal que vengan al Uruguay, sobre todo, desde Nueva Ze- 
landia- para poder encuadrar estas acciones en un beneficio 
mutuo. En este sentido, hay que destacar que los equipos y 
materiales destinados a proyectos de cooperación ofrecidos por 
el Gobierno de Nueva Zelandia al Gobierno uruguayo, estarán 
exonerados de todo tributo, gravamen, recargo y tarifas públicas. 


Por último, quiero señalar que este acuerdo fue suscrito en 
el año 1989 -por lo que cuenta con tres años- y existe una cierta 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


urgencia y un interés evidente por parte del país, a fin de poder 
dar este paso en materia de cooperación económica, comercial 
y sobre todo, científica y tecnológica con el Gobicmo de Nue- 
va Zelandia. 


Por estas razones, la Comisión de Asuntos Internacionales 
del Senado, por unanimidad, resolvió propiciar ante el Cuerpo 
la aprobación de este convenio. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo único del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que será comunicado a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


10) CONVENIO DE ASISTENCIA JURIDICA, EN MA- 
TERIA DE TRAFICO DE DROGAS, CON EL GO- 
BIERNO DEL REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA 
E IRLANDA DEL NORTE. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar cl tercer 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba 
el Convenio de Asistencia Jurídica en materia de tráfico de dro- 
gas, entre el Gobierno de la República y el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. (Carp. N* 876/92 - 
Rep. N* 487/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N' 876/92 
Rep. N? 487/92 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 14 de julio de 1992, 


Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de remitir a su consideración el adjunto proyecto de Ley 
por el cual se aprueba el Convenio de Asistencia Jurídica en 
Materia de Tráfico de Drogas entre el Gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito el 23 de enero de 
1992, 


Dicho Convenio fue suscrito con el objeto de profundizar 
los lazos de cooperación en materia jurídica, de forma tal de 
dotar a las Partes de los instrumentos necesarios para combatir 
actividades delictivas que, como el narcotráfico, poseen moda- 
lidades que llevan a que muchas veces las pruebas u otros 
elementos vinculados a los mismos estén radicados en distintos 
Estados. Por otra parte se expresa que tal cooperación será 
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cumplida sobre la base del respeto a los principios de soberanía 
nacional e igualdad de derechos. 


La asistencia será prestada en relación a la investigación, 
enjuiciamiento y procedimientos judiciales relacionados con 
delitos vinculados al tráfico de drogas, incluyéndose en dicha 
asistencia la inmovilización y confiscación de los instrumentos 
y productos de dicho tráfico. 


Para que dicha asistencia se haga efectiva es menester que 
la conducta que la motiva sea considerada delito tanto en el 
Estado Requirente como en el Estado Requerido, con lo cual se 
recoge el principio de la doble incriminación. 


Las disposiciones del Convenio no serán entendidas en el 
sentido de conceder derechos a particulares para obtener o su- 
primir pruebas u oponerse a la asistencia, ni tampoco de facul- 
tar a las autoridades del Estado Requirente a cumplir funciones 
reservadas a las del Estado Requerido por el ordenamiento 
jurídico de éste. (Artículo 1). 


La instrumentación del Convenio estará a cargo de las Au- 
toridades Centrales de cada una de las Partes, las cuales actua- 
rán en base a pedidos formulados por las autoridades compe- 
tentes, según el ordenamiento jurídico de cada Parte, para la 
investigación, enjuiciamiento u otros procedimientos judiciales 
relativos a los delitos objeto del Convenio. 


Dicho rol será desempeñado en Uruguay por el Ministerio 
de Educación y Cultura y en el Reino Unido por el Ministerio 
del Interior. (Artículo 3) 


El Artículo 4 estipula que la asistencia podrá ser denegada 
en aquellos casos en que su cumplimiento afecte la soberanía, 
seguridad, orden público, etc., de la Parte requerida; perjudique 
una investigación o procedimiento judicial en curso en la mis- 
ma; implique gastos excesivos o en el caso en que la persona 
vinculada a la solicitud haya sido ya absuelta o indultada, o 
bien haya cumplido una condena por el mismo delito que moti- 
vó dicha solicitud. En todo caso se indicarán las razones de la 
referida negativa. 


Asimismo la Parte requerida podrá someter el cumplimien- 
to de la asistencia a ciertas condiciones, si las mismas son 
aceptadas por la Parte requirente. 


Entre las actividades que encuadran en el concepto de asis- 
tencia en el marco del Convenio se incluyen entre otras, la 
entrega de información o elementos de prueba, la recepción de 
testimonios o realización de peritajes, la adopción de medidas 
de incautación o inmovilización de bienes y el traslado de 
personas tanto para prestar testimonio como para otros fines. 
(Artículo 5). 


El Artículo 6 estipula que la solicitud deberá formularse por 
escrito, salvo casos de urgencia. En tales situaciones, si bien 
puede usarse otro medio en caso de así aceptarlo la Parte re- 
querida, la solicitud deberá ser confirmada por escrito en un 
lapso de diez días. 
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La referida solicitud se cursará en el idioma del Estado 
Requerido. 


En los numerales 2 y 3 del mismo Artículo se enumeran 
respectivamente las indicaciones que deberá incluir la solicitud 
en todo caso y aquellas necesarias de acuerdo a las característi- 
cas de la asistencia solicitada. 


El cumplimiento de la solicitud estará sometido a la ley 
interna del Estado Requerido, pudiendo adoptarse formas espe- 
ciales especificadas en la solicitud por la Parte requirente, siem- 
pre que la referida ley interna lo permita. (Artículo 7, numera- 
les 1 y 2). 


Cumplida la solicitud, la Autoridad Central de la Parte Re- 
querida informará de tal circunstancia a la Autoridad Central 
de la Parte Requirente, remitiendo asimismo la información o 
prueba obtenida. (Artículo 7, numeral 5). 


Si el cumplimiento de la asistencia solicitada interfiriese 
con un procedimiento judicial o una investigación en curso en 
el Estado Requerido, la Autoridad Central de dicho Estado 
podrá aplazar el mismo o, de contar con la anuencia de la otra 
Parte, someterlo a condiciones. (Artículo 7, numeral 6). 


Si el referido cumplimiento resultase imposible, esa situa- 
ción y sus razones deberán ser comunicadas a la Autoridad 
Central de la Parte requirente. (Artículo 7, numeral 7). 


La información o prueba obtenidas sólo podrán ser utiliza- 
das en el procedimiento que motivó la solicitud, salvo que las 
Partes acordasen otra cosa. (Artículo 8, numeral 3). 


En el numeral 1 del Artículo 8 se establece que la Autori- 
dad Central del Estado Requirente podrá solicitar a su homólo- 
ga del Estado Requerido que se mantenga el carácter confiden- 
cial de la solicitud. Si el cumplimiento de la misma fuese 
imposible bajo dicha condición, corresponderá a la Parte requi- 
rente decidir sobre si mantiene la referida solicitud. 


Si la Autoridad Central del Estado Requerido solicita que la 
información o prueba remitida tenga el carácter de confidencial 
la otra Parte respetará tal solicitud, salvo que la revelación de 
dicha información sea necesaria en el marco de la investiga- 
ción o procedimiento judicial. (Artículo 8, numeral 2). 


El Artículo 10 prevé que los gastos irrogados por la asisten- 
cia correrán, salvo acuerdo en contrario, por cuenta de la Parte 
requerida, con la excepción de los de carácter cuantioso o €x- 
traordinario, en cuyo caso se celebrarán consultas entre las 
Autoridades Centrales para determinar la forma en que serán 
abonados. 


Si la asistencia solicitada consiste en la comparecencia de 
una persona en el territorio de la Parte requirente para prestar 
testimonio o informe, la Parte requerida invitará a la persona en 
cuestión a comparecer, voluntariamente en el otro Estado, pu- 
diendo recabar el consentimiento en forma escrita. La respuesta 
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a dicha invitación será transmitida con prontitud al Estado Re- 
quirente. (Artículo 11). 


El Artículo 12 refiere a la situación en la cual el Estado 
Requirente solicita, por ser necesaria en razón de la asistencia 
regulada por el Convenio, la presencia en su territorio de una 
persona sometida a custodia en un procedimiento penal en el 
Estado Requerido, En tal caso, si la persona en cuestión y el 
Estado Requerido están de acuerdo, se procederá al traslado de 
acuerdo a lo solicitado, y lo mismo sucederá si tal presencia es, 
en las mismas condiciones, solicitada por el Estado Requerido. 


Una vez trasladada la persona, el Estado Receptor deberá 
mantenerla bajo custodia física, salvo indicación en contrario 
del Estado Remitente. 


Asimismo deberá proceder a la devolución de la persona lo 
más pronto posible, una vez cumplida la diligencia, salvo acuer- 
do en contrario, sin que sea necesario para tal fin un procedi- 
miento de extradición, 


El lapso de permanencia de la persona en el Estado Recep- 
tor no podrá exceder del que le reste para cumplir su condena o 
el de 90 días, según lo que primero acontezca, salvo que el 
interesado y ambas Partes acuerden prorrogarlo. Dicho lapso le 
será reconocido a la persona trasladada a los efectos de la 
sentencia que le haya sido impuesta en el Estado Remitente, 


El Artículo 13 está vinculado al tema del salvoconducto 
que el Estado Receptor podrá consentir en conceder, a solicitud 
de la persona conducida o a requerimiento del Estado Remiten- 
te. Concedido dicho salvoconducto la persona no podrá ser 
enjuiciada por delitos anteriores o basados en la declaración 
salvo el de falso testimonio, ni requerida para declarar en pro- 
cedimientos ajenos al especificado en la solicitud. 


El referido salvoconducto caducará en el caso que la perso- 
na prolongue su estadía más allá de diez días contados a partir 
de aquél en que su presencia ya no sea necesaria en el Estado 
Receptor. 


A efectos de hacer efectiva una solicitud de inmovilización 
de bienes sujetos a una confiscación, existente o potencial, la 
ley aplicable, tanto desde el punto de vista formal como sustan- 
tivo, será la del Estado Requerido. 


La referida solicitud deberá contener información sobre el 
inicio, ya acaecido o próximo, de un proceso penal; sobre el 
delito cometido, hechos conexos y legislación aplicable; sobre 
las características de los bienes y su relación con la persona 
inculpada, monto del dinero (si fuera del caso), etc. 


De ser necesario, se deberá adjuntar copia de la orden de 
inmovilización o en su caso confiscación, y una estimación del 
plazo previsto para el inicio del proceso penal o, de haberse ya 
iniciado el mismo, para que se dicte la sentencia definitiva. 
Cualquier modificación en los plazos expresados deberá ser 
comunicada por la Parte Requirente, la cual indicará simultá- 
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neamente la etapa del proceso alcanzada. Lo mismo se estipula 
respecto a cualquier circunstancia vinculada con la asistencia 


pedida. 


La inmovilización antes citada podrá condicionarse por parte 
del Estado Requerido a un cierto plazo, lo cual deberá ser 
comunicado a la otra Parte, expresando los correspondientes 
fundamentos. (Artículo 14). 


El Artículo 15 refiere a las órdenes de confiscación, las 
cuales deberán ser decididas por la autoridad judicial compe- 
tente del Estado Requirente, “que imponga la privación con 
carácter definitivo” de los bienes en cuestión. 


En la solicitud de cumplimiento de dicha orden deberá 
incluirse, además de una copia certificada de la resolución 
judicial, la constancia de que dicha decisión ha quedado firme; 
la descripción de los bienes objeto del trámite o en su caso del 
monto de la suma de dinero, su relación con la persona contra 
la cual se expide la orden y, de ser necesario y posible, infor- 
mación sobre los intereses que pudieren tener en los bienes 
otras personas. 


La ley aplicable en lo procesal y en lo sustantivo para el 
cumplimiento de la orden de confiscación será la del Estado 
Requerido. Si dicha ley no permite más que el cumplimiento 
parcial de Ja solicitud, la asistencia se prestará con esa limita- 
ción. 


Asimismo será dicha ley la que regule el modo en que se 
dispondrá de los bienes, pero dentro de los límites que ésta 
imponga, los mismos o el producto de su venta podrán ser 
transferidos total o parcialmente a la otra. 


En lo que atañe a la responsabilidad emergente de los actos 
realizados en cumplimiento del Convenio, la misma será regu- 
lada por la ley interna de la Parte cuyas autoridades hayan 
llevado a cabo el acto en cuestión. 


Cada Parte será responsable por los actos de sus propias 
autoridades. (Artículo 17). 


En relación a la compatibilidad del Convenio con otros 
instrumentos internacionales, bilaterales o multilaterales, más 
favorables, el Artículo 19 expresa que éste no inhibe la posibi- 
lidad de prestarse asistencia al amparo de aquéllos. 


La actualidad que reviste, el fenómeno de la delincuencia 
de carácter internacional relacionada con el tráfico de drogas 
pone de manifiesto, a juicio del Poder Ejecutivo, la importan- 
cia de la rápida entrada en vigor del Convenio a estudio, para 
lo cual se solicita la correspondiente aprobación parlamentaria, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea Gencral las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Héctor Gros Espiell, Guillermo García Costa. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Apruébase el Convenio de Asistencia Jurídica 
en Materia de Tráfico de Drogas entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito el 23 de enero de 
1992, 


Art. 2?.- Comuníquese, etc. 
Héctor Gros Espiell, Guillermo García Costa. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha considera- 
do el proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio sobre 
asistencia jurídica en materia de tráfico de drogas, entre los 
gobiernos de la República y del Reino Unido de Gran Bretaña 
€ Irlanda del Norte. 


1. ANTECEDENTES 


1. El Convenio fue suscrito el 23 de enero de 1992 y el 
Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo es de fecha 14 
de julio del corriente, habiendo sido destinado al Senado. 


2, El Senado sancionó el 18 de marzo de 1992 un Convenio 
de asistencia jurídica en asuntos penales con el gobierno de los 
Estados Unidos de América. 


3. La Comisión de Asuntos Internacionales está consideran- 
do un Convenio similar al anterior, con el Reino de España. La 
Cancillería informa que se encuentran en distintas etapas de 
negociación varios instrumentos internacionales de naturaleza 
análoga. 


ITLOBJETO 


El propósito del instrumento es promover la cooperación 
entre ambas partes, en materia jurídica-penal, para la investiga- 
ción y enjuiciamiento de los delitos relacionados con el tráfico 
de drogas (preámbulo). 


TIT ANALISIS 


1. Ambito. La asistencia que las partes se prestarán tiene un 
ámbito de aplicación limitado a los delitos vinculados al tráfico 
de drogas, Abarca la investigación, el enjuiciamiento y los 
procedimientos judiciales relacionados con esos delitos (artícu- 
lo 1). A 


2. Alcance. La asistencia puede consistir en entrega de in- 
formaciones, documentos, recepción de declaraciones, locali- 
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zación de personas, medidas sobre bienes, registros y traslados 
de personas. También habilita a prestar otras formas de asisten- 
cia que no estén prohibidas por la legislación del Estado reque- 
rido (artículo 5). 


3. Procedimiento. Las solicitudes se formularán por escrito 
salvo casos de urgencia -en los que luego se confirmarán en 
aquella forma- y habrán de contener indicaciones minuciosa- 
mente detalladas en el Convenio (artículo 6). Se tramitarán 
ante las Autoridades Centrales de las partes, a pedido de las 
autoridades competentes del Estado requirente (artículo 3), En 
el Uruguay la Autoridad Central es el Ministerio de Educación 
y Cultura. La asistencia podrá ser denegada si se considera que 
ella menoscaba intereses esenciales del Estado requerido; si 
perjudica un procedimiento judicial en curso; o si se trata de un 
delito por el cual la persona involucrada fue absuelta, indultada 
o cumplió la pena (artículo 4). La actividad requerida se cum- 
plirá de acuerdo con la ley interna del Estado requerido “y en 
la medida que lo permita esa ley” (artículo 7). Puede condicio- 
narse el otorgamiento de la asistencia (artículo 7, numeral 6). 


4. Testimonio en el otro Estado. Se requerirá en todo caso 
el consentimiento de la persona y si ésta se hallare sometida a 
un procedimiento penal, también se necesita el acuerdo del 
Estado requerido (artículos 11 y 12). Tanto la persona como el 
Estado podrán exigir un salvoconducto del Requirente, con ga- 
rantías precisas para el testigo (artículo 13). 


5. Medidas con respecto a bienes. El cumplimiento de las 
mismas se sujetará tanto a la ley procesal como a la sustantiva 
dei Estado requerido. Pueden consistir en la inmovilización o 
en la confiscación de bienes, La solicitud de confiscación debe 
emanar de autoridad judicial. En todos los casos, las solicitudes 
deben contener un minucioso detalle de los antecedentes jurídi- 
co-penales que justifican la medida, así como de los propios * 
bienes. La inmovilización puede ser condicionada a un plazo 
(artículos 14 y 15). 


6. Especificidad de las pruebas, La información o prueba 
obtenida a través del procedimiento explicado, sólo podrá ser 
utilizada en el procedimiento que motivó la solicitud (artículo 
8, numeral 3). 


7. Doble incriminación. La asistencia se brindará cuando 
la conducta que motiva el pedido constituye delito en ambos 
Estados (artículo 1, numeral 2). 


8. Autoridades competentes. Las partes nombran sus res- 
pectivas Autoridades Centrales, a través de las cuales se trami- 
tará la asistencia. Las solicitudes emanan de la autoridad que 
en cada país cs competente para entender en la investigación o 
enjuiciamiento de delitos, sin distinguir entre autoridad judicial 
y administrativa. 


IV EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. El Convenio, a diferencia de los mencionados en el capí- 
tulo de ANTECEDENTES, se refiere específicamente a delitos 
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vinculados con el tráfico de drogas, mientras aquéllos abar- 
can -con algunas excepciones- el conjunto de los delitos. Esta 
circunstancia enfoca explícitamente el objeto de este instru- 
mento en esa grave cuestión que, por su dimensión trasnacional 
y la modalidad de las formas delictivas que supone, exige una 
actividad y firme cooperación también de naturaleza internacional, 


2, En este sentido, se alinea con la tendencia moderna -refleja- 
da en los otros Convenios citados- de organizar la cooperación 
jurídica más allá de las fronteras nacionales. Esta tendencia, 
con particular énfasis en los ilícitos vinculados a las drogas, 
afortunadamente gana terreno y se está configurando así una 
extensa trama de Convenios para respaldarla, 


3. El instrumento en consideración contiene los elementos 
apropiados para definir los caracteres y alcances de la coopera- 
ción, así como los procedimientos necesarios para procurarla. 


4. El cumplimiento de la asistencia se efectúa de conformi- 
dad con la ley del Estado requerido y sólo si las medidas 
planteadas son permitidas por esta ley. Si se trata de medidas 
con respecto de bienes, se exige que ellas se sujeten también a 
la ley sustantiva del Requerido. : 


5. Los testimonios en otro Estado están rodeados de garan- 
tías y, en todo caso, sólo serán posibles si media el consenti- 
miento de la persona en cuestión. Puede requerirse salvocon- 
ducto, con garantías específicas adicionales. 


6. La asistencia puede ser denegada cuando ella comprome- 
te o amenaza comprometer valores primordiales del Estado 
requerido. 


7. La solicitud emana de la autoridad competente en cada 
Estado -según sus respectivos ordenamientos jurídicos- para la 
investigación o enjuiciamiento de los delitos. De esta manera 
se concilia la diversidad de regímenes jurídicos entre las partes. 
Cabe anotar, además, que para las medidas más enérgicas, -confis- 
cación de bienes-, se necesita decisión judicial. Con respecto a 
las demás, ellas no importan privación de libertad o menoscabo 
de la propiedad. Se consagra, asimismo, la necesidad de la 
doble incriminación. 


En suma, el conjunto de las disposiciones del Convenio 
logra un equilibrio adecuado entre la eficacia de la cooperación 
jurídica, la conciliación de los regímenes jurídicos y el respeto 
al sistema legal de cada una de las partes, y constituye así un 
instrumento idóneo para la lucha a nivel internacional contra 
los delitos vinculados a la droga. 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Asun- 
tos Internacionales, en mayoría, recomienda la sanción del pro- 
yecto de ley de referencia. 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992, 
Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Leopoldo 


Bruera, Carlos Cassina, Enrique de Fuentes, Reinaldo 
Gargano, Arturo Heber, Alberto Zumarán. Senadores. 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


CONVENIO DE ASISTENCIA JURIDICA EN MATERIA 
DE TRAFICO DE DROGAS ENTRE EL GOBIERNO 
DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DEL REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E 
IRLANDA DEL NORTE, 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Nor- 
te, animados por el deseo de estrechar aún más sus vínculos 
jurídicos y promover una más eficaz cooperación internacional 
en materia penal para la investigación y enjuiciamiento de los 
delitos en materia de tráfico de drogas, que, además de repre- 
sentar una gran amenaza para la humanidad, se manifiestan a 
través de modalidades criminales transnacionales en las que 
frecuentemente las pruebas o los elementos del ilícito se radi- 
can en diversos Estados; 


Han resuelto, sobre la base de los principios de soberanía 
nacional e igualdad de derechos y ventajas mutuas, concluir un 
Convenio de Asistencia Jurídica Mutua en Materia de Narco- 
tráfico en los siguientes términos: 


ARTICULO 1 
AMBITO DEL CONVENIO 


1. Las Partes se prestarán asistencia jurídica, de conformi- 
dad con las disposiciones de este Convenio, en la investigación 
y enjuiciamiento de los delitos relativos al tráfico de drogas, 
así como en los procedimientos judiciales relacionados con 
éstos delitos, considerándose incluidos en esta asistencia la 
búsqueda, la inmovilización y la confiscación del producto y 
de los instrumentos del tráfico de drogas. 


2. La asistencia se prestará cuando la conducta que motiva 
la investigación, enjuiciamiento o procedimientos judiciales en 
el Estado Requirente constituye delito en la legislación de di- 
cho Estado y en la del Estado Requerido. 


3. El presente Convenio no faculta a las autoridades o a los 
particulares del Estado Requirente a emprender en el territorio 
del Estado Requerido funciones que conforme a las leyes inter- 
nas están reservadas a sus autoridades. 


4. Las disposiciones de este Convenio no confieren derecho 
a los particulares para la obtención, supresión o exclusión de 
pruebas, o para oponerse al cumplimiento de una solicitud de 
asistencia. 

ARTICULO 2 
DEFINICIONES 
A los fines de este Convenio: 
(a) “confiscación” significa cualquier medida que tenga como 


resultado la privación, con carácter definitivo, de bienes, por 
decisión de un tribunal judicial: 
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(b) “instrumentos” significa cualquier bien utilizado o desti- 
nado a ser utilizado, con relación al tráfico de drogas; 


(e) “producto” significa cualquier bien derivado u obtenido, 
directa o indirectamente, del tráfico de drogas por cualquier 
persona, o el valor de tales bienes; 


(d) “bienes” significa cualquier activo corporal o incorpo- 
ral, muebles o raíces, tangibles o intangibles; 


(e) “tráfico de drogas” significa cualquier actividad de tráfi- 
co de drogas a que se hace referencia en: 


(i) el Artículo 3.1 de la Convención contra el Tráfico Ilícito 
de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas abierto a la firma 
en Viena el 20 de diciembre de 1988; o 


(ii) cualquier convenio internacional de carácter obligatorio 
para ambas Partes, cuando tal actividad es considerada como 
un delito en virtud de ese convenio; 


(0) “inmovilización” significa cualquier medida que prohíba 
temporalmente la transferencia o enajenación de bienes. 


ARTICULO 3 
AUTORIDADES COMPETENTES 


1. La asistencia de que trata el presente Convenio, se pres- 
tará a través de las respectivas Autoridades Centrales de las 
Partes. 


2. Atento a la diversidad de los sistemas jurídicos de las 
Partes, las solicitudes formuladas por una de ellas al amparo 
del presente Convenio, se basarán en un pedido de asistencia 
de aquellas autoridades del Estado Requirente encargadas de la 
investigación o enjuiciamiento de los delitos comprendidos en 
este Convenio, así como de los procedimientos judiciales rela- 
cionados con los mismos. 


3. Las Autoridades Centrales tendrán a su cargo la presenta- 
ción y recepción de las solicitudes de asistencia y se comunica- 
rán directamente entre sí a todos los efectos del presente Con- 
venio. 


4, La Autoridad Central en la República Oriental del Uru- 
guay será el Ministerio de Educación y Cultura. La Autoridad 
Central en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
será el Ministerio del Interior. 

5. Cualquiera de las Partes podrá sustituir por otro el órgano 
encargado de las funciones de la Autoridad Central, debiendo 
comunicarlo de inmediato a la otra Parte por la vía diplomática. 

ARTICULO 4 
DENEGACION DE LA ASISTENCIA 


1. La Parte requerida podrá denegar la asistencia si: 
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(a) el cumplimiento de la solicitud de asistencia menoscaba 
la soberanía, la seguridad, el interés nacional, el orden público 
u otros intereses esenciales de la Parte requerida; 


(b) el cumplimiento de la solicitud puede perjudicar una 
investigación o procedimiento judicial en trámite en el Estado 
Requerido o imponer una carga excesiva sobre los recursos de 
la Parte requerida; 


(c) en relación al delito objeto de la solicitud, la persona fue 
absuelta o indultada o ha cumplido una condena de cualquier 
especie por el mismo delito. 

2. Antes de negar la asistencia de conformidad con el pre- 
sente Artículo, la Parte requerida considerará si puede prestar 
la asistencia sujeta a las condiciones que considere necesarias. 
Si la Parte requirente acepta la asistencia sujeta a dichas condi- 
ciones, la Parte requerida dará cumplimiento a la solicitud suje- 
ta a tales condiciones. 


3. Cuando la Parte requerida deniegue la asistencia, proce- 
derá a informar a la Parte requirente las razones en que se 
funda la denegatoria. 

ARTICULO 5 
ALCANCE DE ASISTENCIA 


La asistencia comprenderá: 


(a) la entrega de información, documentos u otros elemen- 
tos de prueba; 


(b) La recepción de testimonios o declaraciones de perso- 
nas, así como la realización de peritajes y el examen de objetos 


y lugares; 
(c) la localización o identificación de personas; 


(d) la adopción de medidas de incautación o de inmoviliza- 
ción de bienes; 


(e) el cumplimiento de solicitudes de registro; 

(£) la confiscación y la transferencia de bienes confiscados; 

(g) el traslado de personas a efectos de comparecer como 
testigos o con otros propósitos expresamente indicados en la 
solicitud: 


(h) cualquier otra forma de asistencia no prohibida por las 
leyes del Estado Requerido 


ARTICULO 6 
FORMA Y CONTENIDO DE LA SOLICITUD 


1. La solicitud de asistencia deberá formularse por escrito 
salvo en los casos de urgencia, en que la Parte requerida podrá 
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aceptar esa solicitud cursada de otra manera. En tal caso, la 
solicitud deberá confirmarse por escrito dentro de los diez días 
siguientes. La solicitud se cursará en el idioma del Estado 
Requirente acompañada de una traducción al idioma del Estado 
Requerido. 


2. La solicitud deberá contener las siguientes indicaciones: 


(a) nombre de la autoridad competente encargada de la 
investigación o del procedimiento penal; 


(b) descripción de los hechos que motivan la solicitud in- 
cluyendo los delitos concretos a que la misma se refiere e 
indicación de normas legales aplicables acompañadas de su 
texto; 


(c) descripción de la información, prueba u otro tipo de 
asistencia solicitada; 


(d) la identidad, nacionalidad y ubicación de las personas 
sujetas a investigación o procedimiento penal. 


3. En la medida que sea necesario, la solicitud deberá tam- 
bién incluir: 


(a) información sobre la identidad y paradero de las perso- 
nas a ser localizadas; 


(b) información sobre la identidad y domicilio de las perso- 
nas cuyo testimonio o declaración se desea obtener; 


(c) descripción del lugar o de la persona que ha de someter- 
se a registro y de los bienes que hayan de ser incautados, 
inmovilizados o confiscados; 


(d) texto del interrogatorio a ser formulado para la recep- 
ción de la prueba testimonial en el Estado Requerido; 


(e) descripción de las formas y procedimientos especiales 
que se desean en el cumplimiento de la solicitud; 


(£) cualquier otra información que pueda ser sugerida a la 
Parte requerida a los efectos de facilitar el cumplimiento de la 
solicitud, 


4. Si la Parte requerida considerara que la información con- 
tenida en la solicitud es insuficiente para prestar la asistencia, 
podrá requerir que se proporcione información adicional. 


ARTICULO 7 
CUMPLIMIENTO DE LAS SOLICITUDES 


1. Las solicitudes se cumplirán de conformidad con la ley 
interna del Estado Requerido y en la medida que lo permita 
esta ley. 


2. A solicitud de la Parte requirente, la Parte requerida 
cumplirá la asistencia de acuerdo con las formas y procedi- 
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mientos especiales indicados en la solicitud, a menos que éstas 
sean incompatibles con su ley interna. 


3. La Autoridad Central de la Parte requerida dará cumpli- 
miento con prontitud a la solicitud y, cuando el cumplimiento 
requiera intervención judicial, o administrativa, la trasmitirá a 
la autoridad competente para su diligenciamiento, 


4. A pedido de la Autoridad Central de la Parte requirente, 
la Autoridad Central de la Parte requerida informará pronta- 
mente sobre la marcha del trámite en curso para el cumpli- 
miento de la solicitud. 


5. La Autoridad Central de la Parte requerida informará a la 
brevedad el resultado del cumplimiento de la solicitud y remi- 
tirá la información o prueba obtenida a la Autoridad Central de 
la Parte requirente. 


6. La Autoridad Central de la Parte requerida podrá aplazar 
el cumplimiento de la solicitud o, luego de consuitar con la 
Autoridad Central de la Parte requirente sujetarla a condiciones 
en caso de que interfiera con una investigación o procedimien- 
to judicial en curso en el Estado Requerido. Si la Parte requi- 
rente acepta la asistencia sujeta a condiciones, la solicitud se 
cumplirá de conformidad con las condiciones propuestas. 


7. Cuando la solicitud no pueda ser cumplida en todo o cn 
parte, la Autoridad Central de la Parte requerida lo hará saber 
inmediatamente a la Autoridad Central de la Parte requirente e 
indicará las razones por las cuales no ha sido posible su cum- 
plimiento. Los informes serán redactados en el idioma del Es- 
tado Requerido. 


8. La Autoridad Central de la Parte requirente informará de 
cualquier circunstancia que pueda afectar el cumplimiento de 
la solicitud o que pueda hacer improcedente continuar su cum- 
plimiento. 


ARTICULO 8 


CONFIDENCIALIDAD Y LIMITACIONES AL EMPLEO 
DE LA INFORMACION O PRUEBA OBTENIDAS 


1. A solicitud de la Autoridad Central de la Parte requiren- 
te, la autoridad competente del Estado Requerido mantendrá el 
carácter confidencial de la solicitud. Si la solicitud no puede 
cumplirse sin infringir ese carácter confidencial, la Autoridad 
Central de la Parte requerida informará de cllo a la Autoridad 
Central de la Parte requirente, que decidirá si insiste en la 
solicitud. 


2. La Autoridad Central de la Parte requerida podrá solici- 
tar que la información o prueba remitidas en virtud del presen- 
te Convenio, tenga carácter confidencial. En tal caso, la Parte 
requirente procurará respetar dicho carácter salvo cuando la 
revelación sca necesaria en la investigación o en el procedi- 
miento judicial descrito en la solicitud. 
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3. Salvo consentimiento previo de la Parte Requerida, la 
Parte requirente solamente podrá utilizar la información o prueba 
obtenidas en virtud del presente Convenio, en la investigación 
o en el procedimiento judicial indicado en la solicitud. 


ARTICULO 9 


DEVOLUCION DE DOCUMENTOS Y 
ELEMENTOS DE PRUEBA 


A solicitud de la Parte requerida, la Parte requirente deberá 
tan pronto como sea posible devolver los documentos u otros 
elementos de prueba enviados en cumplimiento de una solici- 
tud cursada conforme al presente Convenio. 


ARTICULO 10 
GASTOS 


Los gastos ordinarios para cumplir la solicitud serán asumi- 
dos por la Parte requerida, a menos que se acuerde otra cosa 
por las Partes. Respecto a los gastos de carácter cuantioso O 
extraordinario, incluyendo los costos relativos a gastos de viaje 
y estadía de las personas referidas en los Artículos 11 y 12, las 
Autoridades Centrales de las Partes celebrarán consultas para 
determinar la forma en que los costos serán asumidos. 


ARTICULO 11 
TESTIMONIO EN EL ESTADO REQUIRENTE 


Cuando la Parte Requirente solicite la comparecencia de 
una persona en su territorio para prestar testimonio o rendir 
informe, la Parte requerida invitará al testigo o perito a compa- 
recer en forma voluntaria ante la autoridad competente en el 
Estado Requirente. Si se considera necesario, la Autoridad Cen- 
tral de la Parte requerida podrá registrar por escrito el consenti- 
miento de la persona a comparecer en el Estado Requirente. La 
Autoridad Central de la Parte requerida informará con pronti- 
tud a la Autoridad Central de la Parte requirente la respuesta de 
la persona. 


ARTICULO 12 


TRASLADO DE PERSONAS SUJETAS A CUSTODIA 
EN UN PROCEDIMIENTO PENAL 


1. La persona sujeta a custodia en un procedimiento penal 
en el Estado Requerido, cuya comparecencia en el Estado Re- 
quirente sea necesaria en virtud de la asistencia prevista en el 
presente Convenio, será trasladada con ese fin al Estado Requi- 
rente, siempre que sea persona y la Parte requerida consientan 
dicho traslado. 


2. La persona sujeta a custodia en un procedimiento penal 
en el Estado Requirente cuya comparecencia en el Estado Re- 
querido sea necesaria en virtud de la asistencia prevista en el 
presente Convenio será trasladada al Estado Requerido, siem- 
pre que lo consienta esa persona y ambas Partes estén de acuerdo. 
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3. A los efectos del presente Artículo: 


a. el Estado Receptor tendrá la potestad y la obligación de 
mantener bajo custodia física a la persona trasladada, a menos 
que el Estado Remitente indique lo contrario; 


b. el Estado Receptor devolverá a la persona trasladada al 
Estado Remitente tan pronto como las circunstancias lo permi- 
tan o con sujeción a lo acordado entre las Autoridades Centra- 
les de ambas Partes 


c. respecto a la devolución de la persona trasladada, no será 
necesario que el Estado Remitente promueva un procedimiento 
de extradición; 


d. a la persona trasladada le será reconocido el lapso de 
permanencia en el Estado Receptor a los efectos del cumpli- 
miento de la sentencia que le haya sido impuesta en el Estado 
Remitente; y 


e. la permanencia de esa persona en el Estado Receptor en 
ningún caso podrá exceder del período que le reste para el 
cumplimiento de la condena o de noventa días según el plazo 
que se cumpla primero, a menos que la persona y ambas Partes 
consientan prorrogarlo. 


ARTICULO 13 
SALVOCONDUCTO 


1. Si con anterioridad a la comparecencia o traslado la 
persona que consienta declarar o dar testimonio según lo dis- 
puesto en los artículos 11 y 12, lo solicita, o si el Estado 
Remitente lo requiere y el Estado Receptor consiente en conce- 
der un salvoconducto, esa persona mientras se encuentre en ese 
Estado, no podrá: 


a. ser detenida o enjuiciada por delitos anteriores a su salida 
del territorio del Estado Remitente; 


b. ser requerida por las Autoridades no judiciales del Estado 
Receptor encargadas de la investigación o enjuiciamiento de 
delitos, para declarar o dar testimonio en procedimientos no 
especificados en la solicitud; o 


c. ser detenida o enjuiciada en base a la declaración que 
preste, salvo en caso de desacato o falso testimonio, 


2. El salvoconducto previsto en el párrafo anterior cesará 
cuando la persona prolongue voluntariamente su estadía en el 
territorio del Estado Receptor por más de diez días a partir del 
momento en que su presencia ya no fuere necesaria en ese 
territorio, conforme a lo comunicado por el Estado Receptor al 
Estado Remitente. 


ARTICULO 14 
INMOVILIZACION DE BIENES 


1. El cumplimiento de una solicitud de inmovilización de 
bienes sujetos a una confiscación ya ordenada o que se pueda 
ordenar, tendrá lugar de conformidad a la ley procesal y sustan- 
tiva del Estado Requerido. 
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2. La solicitud deberá contener: 


a) información de que se ha iniciado o se iniciará pronta- 
mente un proceso penal; 


b) una descripción resumida de los hechos que motivan la 
solicitud, incluyendo el delito cometido y una referencia a las 
disposiciones legales aplicables; 


c) cuando corresponda, copia de la orden de inmoviliza- 
ción, o cuando se ha ordenado la confiscación, copia de la 
orden pertinente; 


d) en la medida de lo posible, una descripción de los bienes 
respecto de los cuales se solicita la inmovilización y su rela- 
ción con la persona contra la cual se inició o se iniciará un 
proceso penal; 


€e) cuando corresponda, información sobre el monto del di- 
nero objeto de la inmovilización y sobre el cálculo de ese 
monto; 


f) cuando corresponda, una información sobre el plazo que 
se estima transcurrirá antes de que se inicie el proceso penal o, 
en su caso, antes de que se dicte sentencia definitiva. 


3. La Parte requirente informará a la Parte requerida sobre 
cualquier cambio en los plazos a que se hace referencia en el 
párrafo 2 (f) y, al hacerlo, indicará asimismo la etapa alcanzada 
en el proceso penal. Cada Parte informará prontamente a la 
otra acerca de cualquier circunstancia que pueda afectar la 
inmovilización solicitada o decretada. 


4. La Parte requerida podrá condicionar la inmovilización a 
un determinado plazo, a cuyo efecto lo hará saber prontamente 
a la Parte requirente expresando los fundamentos de este condi- 
cionamiento. 


ARTICULO 15 
ORDENES DE CONFISCACION 


1. El cumplimiento de una orden de confiscación del pro- 
ducto o de los instrumentos del tráfico de drogas sólo podrá 
hacerse mediando una decisión de la autoridad judicial compe- 
tente del Estado Requirente que imponga la privación con ca- 
rácter definitivo de dichos bienes. 


2. La solicitud de cumplimiento de una orden de confiscar 
deberá estar acompañada de una copia de la resolución judicial 
correspondiente, debidamente certificada por un funcionario del 
tribunal o por la Autoridad Central de la Parte requirente y 
deberá contener: 


a) información de que ni la condena por culpabilidad ni la 
orden de confiscación están sujetas a apelación; y 
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b) descripción del producto o instrumentos respecto de los 
cuales se solicita la confiscación así como información de la 
relación existente entre los bienes y la persona contra la cual se 
expidió la orden; y 


Cc) cuando corresponda y si se dispone de clla, información 
sobre los intereses que pudiera tener en los bienes objeto de 
confiscación, cualquier persona que no sea aquélla contra la 
cual se expidió la orden; y 


d) cuando corresponda, información sobre el monto del 
dinero objeto de la solicitud y sobre el cálculo de dicho monto. 


3. El cumplimiento de la orden de confiscación tendrá lu- 
gar de conformidad a la ley procesal y sustantiva de la Parte 
requerida. Cuando dicha ley no autorice el cumplimiento de la 
solicitud en su totalidad, la Parte requerida la cumplirá en la 
medida que lo permita su ley interna. 


4. La Parte requerida dispondrá de los bienes obtenidos en 
el cumplimiento de una orden de confiscación de conformidad 
a lo establecido en su ley interna. En la medida que lo permi- 
tan sus leyes y en los términos que se consideren adecuados, 
Cualquiera de las Partes podrá transferir a la otra, en todo o en 
parte, los bienes confiscados o el producto de su venta. 


5. Si la orden de confiscación se refiere a una suma de 
dinero, la Parte requerida podrá convertir dicha suma a moneda 
nacional de conformidad con su derecho y procedimiento interno. 


ARTICULO 16 
AUTENTICACIÓN 


A los efectos de este Convenio los documentos certificados 
O autenticados por las Autoridades Centrales de las Partes, no 
requerirán ninguna otra certificación, autenticación o legaliza- 
ción. 


ARTICULO 17 
RESPONSABILIDAD 


1. La ley interna de cada Parte regula la responsabilidad 
por daños que emerjan de los actos de sus autoridades en la 
ejecución de este Convenio. 


2. Ninguna de las Partes será responsable por los daños que 
puedan surgir de los actos de las autoridades de la otra Parte en 
la formulación o ejecución de una solicitud conforme a este 
Convenio. 


ARTICULO 18 
CONSULTAS 
Las Autoridades Centrales de las Partes podrán celebrar 


consultas, en la oportunidad que convengan, mutuamente, con 
el fin de facilitar la aplicación del presente Convenio. 
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ARTICULO 19 


COMPATIBILIDAD CON OTROS TRATADOS, 
ACUERDOS O CONVENIOS 


La asistencia establecida en el presente Convenio no impe- 
dirá que cada una de las Partes preste asistencia a la otra al 
amparo de lo previsto en otros acuerdos multilaterales más 
favorables en los que sean Parte. Las Partes también podrán 
prestarse asistencia de conformidad con cualquier convenio, 
acuerdo o práctica aplicables de carácter bilateral más favorable, 


ARTICULO 20 
APLICACION TERRITORIAL 
Este Convenio se aplicará: 
a) con relación al Reino Unido: 
i) a Inglaterra y Gales, Escocia e Irlanda del Norte; y 


ii) a cualquier territorio de cuyas relaciones internacionales 
sea responsable el Reino Unido y al que este Convenio haya 
sido extendido, sujeto a las adaptaciones que fueren necesarias, 
por acuerdo de Partes mediante un intercambio de notas. Cua- 
lesquiera de las Partes podrá denunciar dicha extensión me- 
diante notificación escrita a la otra por vía diplomática y la 
denuncia surtirá efecto seis meses después de la notificación. 


b) con relación a la República Oriental del Uruguay a todo 
el territorio sometido a la jurisdicción de sus Autoridades. 


ARTÍCULO 21 
DISPOSICIONES FINALES 


1. Los Gobiernos se notificarán por nota diplomática el 
cumplimiento de sus respectivos procedimientos internos para 
la entrada en vigor del Convenio. El mismo entrará en vigor 
treinta días después de la última notificación. 


2, Cualesquiera de las Partes podrá denunciar el presente 
Convenio mediante notificación por nota diplomática a la otra 
Parte, La denuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha 
de su recepción. 


En fe de lo cual los abajo firmantes, debidamente autoriza- 
dos por sus respectivos Gobiernos, firman el presente Conve- 
nio. 


Hecho en Montevideo, a los 23 días del mes de enero de 
1992, en dos ejemplares en los idiomas español e inglés, siendo 
ambos textos igualmente auténticos. 


Héctor Gros Espiell 
Por el Gobierno dela Porel Gobierno del Reino Unido de Gran 
República Oriental del Uruguay Bretaiae Irlanda del Not. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se loe) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Blanco, 


SEÑOR BLANCO. - El Convenio, como su nombre lo indi- 
ca, apunta a crear un instrumento para la cooperación entre el 
Uruguay y el Reino Unido, a los efectos de combatir y luchar 
conira el tráfico de drogas. 


Este Convenio tiene algunos antecedentes en instrumentos 
internacionales similares que están siendo considerados por el 
Senado. En primer lugar, hay que destacar el que fue sanciona- 
do por este Cuerpo, en marzo del presente año, que se refiere a 
la asistencia jurídica en asuntos penales con el Gobierno de los 
Estados Unidos de América. 


En segundo término, podemos señalar el que figura en el 
punto N* 7 del orden del día de la sesión de hoy, que es un 
Convenio de esta naturaleza entre el Gobierno de la República 
y el Reino de España. 


El Convenio que estamos considerando difiere de los ante- 
riores que he mencionado en cuanto a que su ámbito de aplica- 
ción es más restringido. En efecto, mientras el Convenio con 
los Estados Unidos y con el Reino de España se refiere a la 
cooperación jurídica cubriendo el espectro de toda la gama de 
delitos -excepto algunos que quedan fuera del alcance del Con- 
venio- el que se pretende llevar a cabo con el Reino Unido 
tiene que ver con los delitos vinculados al tráfico de drogas. 


El alcance de este Convenio se vincula con la entrega de 
informaciones, documentos, recepción de declaraciones, locali- 
zación de personas, medidas sobre bienes, registros y traslados 
de personas. 


Los procedimientos se deberán ajustar a la legislación inter- 
na de los Estados requeridos, se llevarán a cabo por escrito y se 
sustanciarán a través de las Autoridades Centrales, mecanismo 
que ya incorporan a nuestra legislación los Convenios con los 
Estados Unidos y el Reino de España. 


Específicamente se aclara que en el caso de que una perso- 


ha sea requerida a prestar testimonio en otro Estado, deberá ser 


con el consentimiento de ella, y si ésta se hallare sujeta a un 
proceso penal, también se necesitará el acuerdo del Estado al 
que se la requiere. 


Las medidas con respecto a los bienes no solamente deben 
ajustarse a los requisitos formales de procedimiento, sino tam- 
bién a la ley sustancial del Estado requerido. 


Asimismo, el Convenio con el Reino Unido estipula la ne- 
cesidad de que exista la doble incriminación con respecto al 
hecho objeto de la cooperación jurídica. Como los señores se- 


142-C.S, 


nadores recordarán, este punto extensamente discutido en oca- 
sión de debatirse la aprobación del Convenio con los Estados 
Unidos de América. En esa ocasión, los integrantes de la ma- 
yoría de la Comisión, entre los que me contaba, sostuvimos la 
posición de que tratándose de un Convenio de cooperación 
jurídica no se necesitaba la doble incriminación. Sin embargo, 
en el caso que nos ocupa esa cuestión no se plantea porque el 
Convenio, aun cuando a mi juicio ello no es necesario, exige 
que haya una doble incriminación. 


Por estas consideraciones, la Comisión por unanimidad re- 
comienda al Senado la sanción del proyecto de ley que aprueba 
este Convenio, teniendo en cuenta que está limitado a un tipo 
de delitos especialmente peligrosos que tienen una proyección 
internacional y que junto con otros instrumentos, contribuye a 
conformar una red de asistencia jurídica para combatir ese fla- 
gelo. Además, los puntos conflictivos o discutidos en otros 
convenios similares no se plantean en el que estamos analizan- 
do. 


Es cuanto tengo que informar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general, 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

L£ase el artículo 1? y único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 1*. - Apruébase el Convenio de Asistencia 
Jurídica en Materia de Tráfico de Drogas entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito el 23 de 
enero de 1992”. 


-En consideración. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: a modo de funda- 
mento de voto, y tal como lo explicaba el señor miembro 
informante, debo decir que nosotros no votamos el Tratado de 
Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales con los Estados 
Unidos de Norteamérica en función de un argumento central: la 
ausencia del principio de doble incriminación que permitía rea- 
lizar de hecho un proceso de carácter criminal aunque el delito 
no fuera considerado tal por la legislación en nuestro país. 


El párrafo 2 del artículo 1%, “Ambito del Convenio”, dice lo 
siguiente: “La asistencia se prestará cuando la conducta que 
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motiva la investigación, enjuiciamiento o procedimientos judi- 
ciales en el Estado Requirente constituye delito en la legisla- 
ción de dicho Estado y en la del Estado Requerido”. Aquí el 
principio de la doble incriminación se cumple totalmente. Por 
lo tanto, en función de ello y de los objetivos que persigue el 
Tratado, lo vamos a acompañar con nuestro voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1? y único del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


11) PROTOCOLO A LA CONVENCION AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A LA 
ABOLICION DE LA PENA DE MUERTE. Aproba- 
ción. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar cl 4? punto 
del orden del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el 
Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Huma- 
nos relativo a la abolición de la pena de muerte. (Carp. N* 920/ 
92 - Rep. N* 488/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp N* 920/92 
Rep. N* 488/92 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 1* setiembre 1992, 
Seftor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de Ley, 
por el cual se aprueba el Protocolo a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de 
Muerte, aprobada el 8 de junio de 1990, durante el Vigésimo 
Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la 
Organización de los Estados Americanos. 


La República Oriental del Uruguay ratificó la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos el 19 de abril de 1985 y 
en la misma línea de pensamiento, suscribió el 2 de octubre de 
1990 el Protocolo que ahora se somete a consideración del 
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Poder Legislativo, el cual guarda estricta coherencia con el 
ordenamiento constitucional vigente en la República y con la 
tesis tradicionalmente defendida por nuestro país en los diver- 
sos foros internacionales. 


El texto del Protocolo tuvo su origen en una iniciativa del 
Gobierno de la República y en un proyecto que al respecto 
presentó la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 
luego de estudiado por los diferentes Gobiernos de los Estados 
Parte, se consolidó en atención a la importancia que reviste 
para el sistema intereamericano la adopción de un Protocolo 
que prohibe la aplicación de la pena de muerte. 


En el preámbulo se hace referencia al derecho inalienable 
que tiene toda persona de que se respete su vida, sin que ese 
derecho pueda ser suspendido por ninguna causa, así como a 
las consecuencias irreparables que ocasiona la aplicación de la 
pena de muerte, que impide subsanar el error judicial y elimi- 
nar cualquier posibilidad de enmienda o rehabilitación del pro- 
cesado. 


Asimismo se hace hincapié en la tendencia existente entre 
los Estados americanos, favorable a la abolición de dicha pena, 
que por otra parte contribuye a asegurar una protección más 
efectiva del derecho a la vida. 


El Artículo 1 del Protocolo establece que ninguno de los 
Estados Parte en el mismo aplicará en su territorio la pena de 
muerte a ninguna persona sometida a su jurisdicción. 


En el Artículo 2 se estipula que no será posible efectuar 
reservas al Protocolo aunque se prevé que en el momento de la 
ratificación o adhesión los Estados Parte podrán declarar que se 
reservan el derecho de aplicar la pena de muerte en tiempo de 
guerra conforme al derecho internacional, por delitos suma- 
mente graves de carácter militar. 


Se establece además que si un Estado Parte formula esa 
reserva, deberá también comunicar al Secretario General de la 
OEA las disposiciones pertinentes de su legislación nacional 
aplicables en tiempo de guerra y todo comienzo o fin de un 
estado de guerra aplicable a su territorio. 


En el Artículo 3 se dispone que este Protocolo queda abier- 
to a la firma y ratificación o adhesión de todo Estado Parte en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


El tema de los derechos humanos ha ocupado, desde el 
inicio de la vida independiente de la República, la atención 
prioritaria de nuestra política exterior, razón por la que, conti- 
nuando con esa tradición, el Poder Ejecutivo solicita la corres- 
pondiente aprobación parlamentaria con el fin de ratificar el 
Protocolo a consideración, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Héctor Gros Espiell, Juan Andrés Ramírez, 
Mariano Brito, Guillermo García Costa. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Apruébase el Protocolo a la Convención Ame- 
ricana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la 
Pena de Muerte, aprobado el 8 de junio de 1990, durante cl 
Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea Gene- 
ral de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo 2*.- Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Juan Andrés Ramírez, Mariano 
Brito, Guillermo García Costa. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales consideró el 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Protocolo a la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos, relativo a la pena 
de muerte. 


Il. ANTECEDENTES 


1. El Protocolo fue aprobado durante el vigésimo período 
ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos (8 de junio de 1990), 


2. Complementa la Convención Americana sobre Dercchos 
Humanos, cuyo artículo 4 numeral 3 prohíbe reimplantar la 
pena de muerte en los países en que hubiera sido abolida y fija 
condiciones para aplicarla donde exista. 


3. El Senado sancionó el 14 de julio de 1992 un proyecto de 
ley que aprueba el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado tam- 
bién a abolir la pena de muerte. 


IT. ANALISIS 


En su disposición medular dispone que los Estados Parte no 
aplicarán la pena de muerte en sus territorios respectivos (artí- 
culo 1). No obstante, en el momento de la ratificación, los 
Estados podrán reservarse el derecho de aplicarla por “delitos 
sumamente graves de carácter militar” y “en tiempos de guerra 
conforme al Derecho Internacional” (artículo 2, numerales 2 y 3). 


TM. EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. El Texto propuesto importa un avance sobre las normas 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que 
sólo prohíbe reimplantar la pena de muerte cuando hubiera sido 
abolida. 
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2. El derecho positivo nacional ya contiene la prohibición 
objeto del Protocolo. Sin embargo, la ratificación del mismo es 
expresión de la importancia que la República atribuye a la 
tutela internacional de los derechos humanos y es congruente 
con la posición asumida con respecto al Segundo Protocolo 
Facultativo al Pacto de los Derechos Civiles y Políticos. 


Por las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Asun- 
tos Internacionales recomienda la sanción del proyecto de ley 
que aprueba el Protocolo. 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Leopoldo 
Bruera, Carlos Cassina, Enrique de Fuentes, Reinaldo 
Gargano, Arturo Heber, Alberto Zumarán. Senadores. 


CONSIDERANDO: 


Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos es una 
institución judicial autónoma cuyo objetivo es la aplicación e 
interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Hu- 
manos “Pacto de San José de Costa Rica”, con el propósito de 
garantizar la protección jurisdiccional de los derechos humanos 
en el ámbito americano; 


Que veintiún Estados miembros de la Organización han 
ratificado o adherido hasta hoy a la Convención, de los cuales 
once han aceptado la jurisdicción obligatoria de la Corte 
(artículo 62.1 de la Convención); 


Que hasta la fecha ningún Estado Parte en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos ha ratificado el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma- 
nos en materia de derechos económicos, sociales y culturales 
“Protocolo de San Salvador”, suscrito en San Salvador, El Sal- 
vador, el 17 de noviembre de 1988, en el decimoctavo período 
ordinario de sesiones de la Asamblea General; 


Que desde su instalación la Corte ha emitido diez opiniones 
consultivas y pronunciado sentencias definitivas y varias inter- 
locutorias en tres casos contenciosos de gran importancia para 
la interpretación de la Convención y del sistema interamerica- 
no de protección de los derechos humanos, y 


Que actualmente se encuentra en trámite una solicitud de 
opinión consultiva y dos peticiones de interpretación de senten- 
cias requeridas por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. 


RESUELVE: 


1. Expresar su complacencia y reconocimiento por el traba- 
jo realizado por la Corte Interamericana de Derechos Huma- 
nos, según se refleja en su informe anual. 


2. Exhortar a los Estados miembros de la OEA que aún no 
lo hayan hecho a que ratifiquen o adhieran a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
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3. Exhortar a los Estados Parte en la Convención America- 
na sobre Derechos Humanos a que ratifiquen el Protocolo Adi- 
cional a la Convención Americana sobe Derechos Humanos en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales “Pacto 
de San Salvador”. 


4, Reiterar a los Estados Parte en la Convención que reco- 
nozcan la jurisdicción obligatoria de la Corte. 


5. Expresar su satisfacción por el hecho de que cl informe 
de la Corte revela que ésta ha venido ejerciendo plenamente 
sus competencias jurisdiccional y consultiva. 


6. Dar el apoyo financiero y funcional necesario a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos para que pueda cumplir 
con las altas funciones que le ha asignado la Convención Ame- 
ricana sobre Derechos Humanos. 


7. Expresar su reconocimiento al Excelentísimo señor Héc- 
tor Gros Espiell por el excelente trabajo que realizó en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y desearle el mayor de 
los éxitos en el ejercicio de la importante labor que desempeña 
como Ministro de Relaciones Exteriores del Uruguay. 


8. Solicitar a la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 
manos y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que 
establezcan mecanismos de coordinación para que ambos órga- 
nos puedan, en el ámbito de su competencia, cooperar entre sí 
para una mejor protección de los derechos humanos. 


PROTOCOLO A LA CONVENCION AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A 
LA ABOLICION DE LA PENA DE MUERTE 


AG/RES. 1042 (XX-0/90) 
(Aprobada el 8 de junio de 1990) 
LA ASAMBLEA GENERAL, 


VISTO el informe del Consejo Permanente sobre el proyce- 
to de Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte (AG/doc. 
2559/90), y 


CONSIDERANDO: 


Que mediante la resolución AG/RES. 889 (XVI1-0/87) en- 
comendó al Consejo Permanente que, sobre la base de la ini- 
ciativa del Gobierno del Uruguay y del proyecto presentado 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, prepa- 
rara un proyecto de Protocolo a la Convención Americana so- 
bre Derechos Humanos que prohíba la aplicación de la pena de 
muerte; 


Que mediante las resoluciones AG/RES. 943 (XVIII-0/88) 
y AG/RES. 1013 (XIX-0/89) instó a los gobiernos de los Esta- 
dos Parte en la Convención Americana sobre Derechos Huma- 
nos a que presentaran sus observaciones al Protocolo de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos que prohíba 
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la aplicación de la pena de muerte, y extendió el mandato 
conferido al Consejo Permanente para la presentación de un 
proyecto de Protocolo, y 


TENIENDO EN CUENTA la importancia que reviste para 
el sistema interamericano la adopción de un Protocolo a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos que prohíba 
la aplicación de la pena de muerte, 


RESUELVE: 


Someter a la consideración de los Estados Parte en la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos el siguiente Pro- 
tocolo relativo a la abolición de la pena de muerte: 


PROTOCOLO A LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A 
LA ABOLICION DE LA PENA DE MUERTE 


PREAMBULO 


LOS ESTADOS PARTE EN EL 
PRESENTE PROTOCOLO, 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 4 de la Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos reconoce el derecho a la vida y restringe la 
aplicación de la pena de muerte; 


Que toda persona tiene el derecho inalienable a que se le 
respete su vida sin que este derecho pueda ser suspendido por 
ninguna causa; 


Que la tendencia en los Estados americanos es favorable a 
la abolición de la pena de muerte; 


Que la aplicación de la pena de muerte produce consecuen- 
cias irreparables que impiden subsanar el error judicial y elimi- 
nan toda posibilidad de enmienda y rehabilitación del procesado; 


Que la abolición de la pena de muerte contribuye a asegurar 
una protección más efectiva del derecho a la vida; 


Que es necesario alcanzar un acuerdo internacional que sig- 
nifique un desarrollo progresivo de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, y 


Que Estados Parte en la Convención Americana sobre De- 
rechos Humanos han expresado su propósito de comprometerse 
mediante un acuerdo internacional, con el fin de consolidar la 
práctica de la no aplicación de la pena de muerte dentro del 
continente americano, 


HAN CONVENIDO 
en suscribir el siguiente 


PROTOCOLO A LA CONVENCIÓN AMERICANA SO- 
BRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A LA ABOLI- 
CION DE LA PENA DE MUERTE 
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Artículo 1 


Los Estados Parte en el presente Protocolo no aplicarán en 
su territorio la pena de muerte a ninguna persona sometida a su 
jurisdicción. 


Artículo 2 


1. No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo. No 
obstante, en el momento de la ratificación o adhesión, los Esta- 
dos Parte en este instrumento podrán declarar que se reservan 
el derecho de aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra 
conforme al Derecho Internacional por delitos sumamente gra- 
ves de carácter militar. 


2, El Estado Parte que formule esa reserva deberá comuni- 
car al Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos, en el momento de la ratificación o la adhesión, las 
disposiciones pertinentes de su legislación nacional aplicables 
en tiempo de guerra a la que se refiere el párrafo anterior. 


3. Dicho Estado Parte notificará al Secretario General de la 
Organización de los Estados Americanos de todo comienzo o 
fin de un estado de guerra aplicable a su territorio. 


Artículo 3 

1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y la ratifi- 
cación o adhesión de todo Estado Parte en la Convención Ame- 
ricana sobre Derechos Humanos, 

2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo 
se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ratifica- 
ción o de adhesión en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos. 


Artículo 4 


El presente Protocolo entrará en vigencia, para los Estados 
que lo ratifiquen o adhieran a él, a partir del depósito del 
correspondiente instrumento de ratificación o adhesión en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, 

CONSECUENCIAS DE ACTOS DE VIOLENCIA PER- 
PETRADOS POR GRUPOS ARMADOS IRREGULARES EN 
EL GOCE DE LOS DERECHOS HUMANOS 

AG/RES. 1043 (XX-0/90) 
(Aprobada el 8 de junio de 1990) 
LA ASAMBLEA GENERAL 


VISTA la resolución AG/RES. 775 (XV-0/85), “Condena 
de métodos y prácticas terroristas”, y 


CONSIDERANDO: 


Que el aumento de la violencia indiscriminada y selectiva 
perpetrada por grupos armados irregulares en algunos Estados 
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del Hemisferio obliga a evaluar con responsabilidad, rigor e 
imparcialidad las nuevas situaciones que se producen en ese 
contexto, con miras a la mejor vigilancia que corresponde en la 
protección de los derechos humanos en la región; 


Que tales actos atentan contra la vida e integridad personal, 
socavan el bienestar de las sociedades democráticas, causan un 
grave daño a la infraestructura y producción económica e impi- 
den el pleno ejercicio de los derechos civiles y políticos, así 
como de los económicos, sociales y culturales de los pueblos 
de América, y 


Que se debe enfatizar que todas las obligaciones relativas a 
la protección y promoción de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales de la población deben ser en todo 
momento respetadas, 


RESUELVE: 


1. Reafirmar la condena a las actividades terroristas formu- 
ladas mediante resolución AG/RES. 775 (XV-0/85) por la Asam- 
blea General de la Organización de los Estados Americanos y 
su compromiso de luchar contra dicha actividad ilícita dentro 
del pleno respeto a las normas que caracterizan al Estado de 
derecho. 


2. Expresar su más enérgico rechazo a los crímenes perpe- 
trados por grupos armados irregulares y su profunda preocupa- 
ción por el efecto adverso en el goce de los derechos humanos 
que tales actos provocan, poniendo en peligro el funcionamien- 
to y la estabilidad de las instituciones democráticas del Hemis- 
ferio. 


3. Recomendar a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos que al informar sobre la situación de los derechos 
humanos en los Estados americanos haga referencia a las ac- 
ciones de grupos armados irregulares en tales Estados. 


Es copia fiel del texto original. 


Dra. Susana Rivero. Directora Dirección de Tratados”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto de ley. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: el instrumento in- 
ternacional que estamos considerando no incorpora ninguna 
norma nueva al Derecho Positivo nacional. En efecto, como es 
notorio, la pena de muerte hace muchos años que está proscrip- 
ta en el Derecho uruguayo y dicha prohibición tiene rango 
constitucional. No obstante, la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales recomienda al Senado la aprobación del proyecto de 
ley que ratifica este Protocolo Adicional congruente con la 
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posición asumida por la Comisión y por el Senado con respecto 
al Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, que aprobado en el ámbito de las 
Naciones Unidas fue oportunamente aprobado y ratificado por 
el Senado. 


El fundamento de esta actitud política es, por un lado, seña- 
lar la permanente preocupación que existe en nuestro país por 
la tutela internacional de los derechos humanos y, específica- 
mente, el combate contra la pena de muerte que, como decía, 
es un elemento integrante de nuestro ordenamiento jurídico 
desde hace mucho tiempo. Y en segundo lugar, porque estas 
normas, al tener carácter convencional, se suman o fortalecen 
las prescripciones ya contenidas en el Derecho Positivo, 

Finalmente, cabe recordar que la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos prohíbe reimplantar la pena de muer- 
te cuando hubiera sido abolida. En cambio, este Protocolo Adi- 
cional expresa que las partes no la aplicarán en sus respectivos 
territorios, aun cuando deja una reserva en algún aspecto, sobre 
casos de delitos muy especiales. 


Por estas consideraciones, la Comisión recomienda en for- 
ma unánime al Senado la aprobación del proyecto de ley co- 
rrespondiente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto de ley en general. 


(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1? y único del proyecto de ley. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1*. - Apruébase el Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición 
de la Pena de Muerte, aprobado el 8 de junio de 1990, durante 
el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos”, 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 
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12) SISTEMA DE INTERMEDIACION FINANCIERA, 
Decreto-ley N* 15,322. Su modificación. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el 5* punto 
del orden del día: “Proyecto de ley por el que se modifica el 
decreto-ley N? 15,322, de 17 de setiembre de 1982, que refiere 
al sistema de intermediación financiera, (Carp. N* 937/92 - 
Rep. N* 502/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 937/92 
Rep. N? 502/92 
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INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Hacienda consideró el proyecto de ley 
por el que se introducen modificaciones al decreto-ley N? 15.322, 
de 17 de setiembre de 1982, relativo al sistema de intermedia- 
ción financiera e informa al respecto lo siguiente: 


1. ANTECEDENTES 


1. El proyecto de referencia fue sancionado por la Cámara 
de Representantes el 16 de setiembre del corriente y se origina 
en una iniciativa del Poder Ejecutivo de 10 de octubre de 1991. 


2. La Comisión competente de dicha Cámara, integrada con 
miembros de todos los partidos, se expidió en forma unánime 
en favor del proyecto (el señor representante Lescano, con sal- 
vedades) y el Plenario lo aprobó por 36 votos en 47. 


3. El proyecto es la primera parte de un programa de refor- 
mas en el sector financiero (Mensaje). La segunda etapa del 
mismo está constituida por el proyecto de ley orgánica del 
BCU que ingresó al Senado el 1* de setiembre del corriente. 


TI. OBJETO 


1. El proyecto está destinado, en sus grandes líneas, a ga- 
rantizar la estabilidad, transparencia y confiabilidad del sistema 
de intermediación financiera (Mensaje). 


2. Con el propósito indicado contiene normas tendientes a 
mejorar la eficiencia de las instituciones participantes, así como 
su solvencia y liquidez, al tiempo que se fortalecen las faculta- 
des del BCU para supervisar y sancionar. 


3. Se prevé, en forma complementaria al objetivo principal, 
una mayor flexibilidad para que las instituciones del sistema 
puedan participar en bancos de inversión. 
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TI. TECNICA LEGISLATIVA 


A los efectos de instrumentar las reformas deseadas, se ha 
optado por introducir modificaciones a determinados artículos 
del decreto-ley N* 15.322 e incorporar a éste normas nuevas, 
conservando la estructura y orden de numeración del mismo. 
Se agregan al citado decreto-ley tres capítulos nuevos, 


TV. ANALISIS 
Las reformas al régimen vigente se refieren, en lo principal, a: 


A. Fortalecimiento del Banco Central. 

B. Solvencia y transparencia de las empresas. 
C. Situaciones de crisis, 

D. Cooperativas de intermediación financiera. 
E. Inversiones financieras. 


A. Fortalecimiento del Banco Central 


1. Se establece la distinción entre autorización y habilita- 
ción. La primera la otorga el Poder Ejecutivo con la opinión 
favorable del BCU y éste es quien concede por sí la segunda. 
También es este Ente quien autoriza la apertura de sucursales 
(artículo 6). Actualmente la autorización es dada por el Poder 
Ejecutivo, sólo con asesoramiento del BCU. 


2. El Banco es quien dispone las clausuras temporales o 
definitivas, aunque con autorización del Poder Ejecutivo (ar- 
tículo 3 in fine). El proyecto del Poder Ejecutivo confiaba al 
Banco la suspensión, reservándose la clausura, en tanto que el 
régimen vigente da ambas facultades al Ejecutivo. 


3. Las fusiones, absorciones y transformaciones que autori- 
ce el Poder Ejecutivo, requieren el consentimiento previo y 
expreso del BCU (artículo 9), en vez del asesoramiento actual, 


4. El Banco, para mantener la solvencia y liquidez de las 
empresas y limitar el riesgo que puedan asumir, podrá fijarles 
topes y exigirles la presentación de un plan de adecuación, 
Estas facultades podrá ejercerlas, entre otros casos, cuando ad- 
vierta diferencias en materia de encajes, incumplimientos de 
límites o relaciones técnicas o no mantenimiento de la respon- 
sabilidad patrimonial mínima (artículo 16). 


5. El régimen sancionatorio vigente, sobre las personas pri- 
vadas, se ajusta en función de la anotada distinción entre auto- 
rización y habilitación; la revocación de ésta la dispone el 
Banco por sí mientras que la revocación de aquélla la decide el 
Poder Ejecutivo pero con el consentimiento del BCU (artículo 
20). 


6. El régimen sancionatorio de instituciones públicas pro- 
puesto por el Poder Ejecutivo -que preveía sanciones aplicables 
por el BCU- no fue aceptado por la Cámara de Representantes, 
Se establece sí que el Banco tiene facultades de inspección 
sobre esas entidades y que podrá elevar al Poder Ejecutivo 
informaciones sobre infracciones que compruebe (artículo 20). 
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7. Se confieren expresamente al Banco enérgicos poderes 
jurídicos para cumplir sus cometidos de control y de gestión. 
Dispondrá, dice la nueva norma, de “amplias facultades inspec- 
tivas y de fiscalización e investigación”. Asimismo, se le otor- 
ga a sus funcionarios las mismas facultades que a los de la DGI 
(agregado al artículo 15). 


8. Al considerar otros temas de este informe, se advertirá 
que, a propósito de ellos, también se proyectan disposiciones 
que contribuyen al fortalecimiento del BCU, 


B. Solvencia y transparencia de las empresas de inter- 
mediación financiera 


Diversas normas contribuyen directa o indirectamente a este 
propósito, incluso, por cierto, las analizadas precedentemente 
sobre el fortalecimiento del BCU. Además: 


1. Los actos de habilitación y de autorización deberán ser 
fundados y apreciarán específicamente “la solvencia, rectitud y 
aptitud de la empresa solicitante” (artículo 6). 


2. La organización de las empresas será bajo la forma de 
sociedad anónima (salvo las cooperativas, que se comentan 
más adelante) (artículo 17). Luego el capítulo XII, que es ente- 
ramente nuevo, dispone que las acciones sean nominativas (ar- 
tículo 44) y debidamente registradas, sujetando su transferencia 
a la autorización del Banco so pena de nulidad (artículo 46). El 
Banco, al considerar las solicitudes, tendrá en cuenta razones 
de legalidad, de oportunidad y de conveniencia (artículo 47). 


3. Se incorpora la posibilidad de aplicar multas a empleados 
de nivel jerárquico de las empresas cuando sus acciones u omi- 
siones determinen sanciones para éstas. A la vez, se amplían 
las categorías de personas que pueden ser objeto de inhabilita- 
ción (artículo 23). 


C. Situación de crisis en las instituciones financieras 
Es un capítulo totalmente nuevo. 


1. El BCU podrá adoptar por sí medidas preventivas, inclu- 
so la intervención y la suspensión de actividades de las institu- 
ciones del sistema. Contará con el apoyo de la fuerza pública. 
Informará a la brevedad al Poder Ejecutivo (artículo 36). 


2. En el caso de producirse una situación de crisis, el Banco 
actuará como prestamista de última instancia, pudiendo, al efecto, 
comprar, vender, descontar y redescontar diversos tipos de ins- 
trumentos, así como conceder adelantos a las instituciones que 
se hallaren en esa situación (artículos 37 y 38). El ejercicio de 
esas facultades se encuentra, sin embargo, acotado por límites 
cuantitativos y temporales, requiriéndose en algunos casos el 
voto conforme de todos los Directores (artículos 39 y 40). 


3. Se prohíbe que una institución intervenida pueda ser ad- 
quirida por el mismo grupo que ejercía la administración antes 
de la intervención. Si la institución se recupera, los titulares 
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anteriores podrán ser reincorporados con cautelas y garantías 
(artículo 41). 


4. La liquidación de entidades financieras en vía adminis- 
trativa está claramente regulada, eliminándose las posibles du- 
das acerca de las facultades del Banco (artículo 42). 


S. Se reafirma el principio de que el Estado no es responsa- 
ble del incumplimiento en que puedan incurrir las entidades 
financieras privadas (artículo 43). 


D. Cooperativas de intermediación financiera 


1. Las cooperativas podrán transformarse en Bancos coope- 
rativos. En este caso, se les aplicarán las mismas disposiciones 
que a los Bancos, pudiendo optar en cuanto a los aportes de 
seguridad social (artículo 17). 


2. Las cooperativas de intermediación financiera podrán 
recibir depósitos a la vista y cuenta corriente, operar con chc- 
ques y recibir depósitos a plazo de residentes. Asimismo po- 
drán asociarse con entidades similares de países miembros del 
Tratado de Asunción (artículo 17 bis). 


E. Inversión financiera 


El Capítulo XIII, nuevo, consta de un solo artículo, el 48, 
por el cual las entidades financieras quedan autorizadas a po- 
seer acciones de bancos de inversión. 


Y. EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. El análisis de las nuevas normas tendientes a fortalecer 
al BCU, asegurar la solvencia y transparencia de las empresas 
y manejar situaciones de crisis constituyen un claro avance 
sobre la legislación vigente. Un Banco Central con mayores y 
mejor definidos poderes jurídicos es un instrumento necesario 
para supervisar el buen funcionamiento del sistema. A la vez, 
las disposiciones sobre las empresas y sus directivos, la forma 
de organización jurídica y los mecanismos para fiscalizar cl 
cumplimiento de los criterios técnicos de buena administración 
bancaria, contribuyen a que actúen en niveles adecuados de 
solvencia, a fin de resguardar al público y, en definitiva, a la 
comunidad. 


Las disposiciones sobre las situaciones de crisis son de par- 
ticular relevancia por cuanto es en esas circunstancias que sue- 
len plantearse los problemas más graves, Es conveniente, como 
lo hace el proyecto, dotar al Banco Central de enérgicos pode- 
res para prevenir y luego para manejar esas situaciones. Pero, 
al mismo tiempo, resulta apropiado que se establezcan criterios 
para mantener la asistencia en un marco de razonabilidad, con 
garantías adecuadas. Las potestades en materia de liquidación 
son coherentes con la posición del Banco y de las instituciones 
en el sistema, existiendo la posibilidad de un control jurisdic- 
cional posterior. 


2. El punto más polémico durante la discusión en la Cáma- 
ra de Representantes -potestades sancionatorias del BCU sobre 


3 de Noviembre de 1992 


Entes estatales- fue zanjado con una fórmula de consenso en 
dicha Cámara. El Banco Central podrá inspeccionar e investi- 
gar esos Entes pero no podrá aplicarles por sí una sanción. 
Elevará la información al Poder Ejecutivo para que éste, si lo 
cree del caso, ponga en movimiento los resortes constituciona- 
les pertinentes, 


3. Las cooperativas de intermediación financiera pueden 
transformarse en Bancos cooperativos, dándole así un estatuto 
jurídico propio, aunque, lógicamente, sometido a las disposi- 
ciones que regulan la actuación de las demás instituciones fi- 
nancieras. Además las cooperativas de ese carácter acceden a 
la realización de operaciones bancarias típicas, como cuentas 
corrientes, cheques y depósitos a la vista y a plazo. 


4, La posibilidad de que las instituciones de intermediación 
financiera tengan acciones de bancos de inversión es un paso 
positivo para asociar más la actividad financiera con el llamado 
sector real de la economía. Puede contribuir a estimular los 
bancos de inversión cuyo régimen fue recientemente estableci- 
do en la Ley N* 16.131, de 5 de junio de 1990. 


Por las consideraciones expuestas, la Comisión de Hacienda 
recomienda al Senado la sanción del proyecto de ley que intro- 
duce modificaciones al régimen jurídico de la intermediación 
financiera. 


Sala de la Comisión, el 29 de octubre de 1992. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), Sergio Abreu, 
Danilo Astori (con salvedades), José Jorge de Boismenu, 
Carlos Cassina, Juan Carlos Raffo, Alberto Zumarán. 
Senadores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*, - Sustitúyese el último inciso del artículo 3* del 
decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, por el 
siguiente: 


“El Banco Central del Uruguay podrá disponer la clausura 
temporal de las empresas en infracción o su clausura definitiva, 
previa autorización del Poder Ejecutivo”, 


Art. 2%, - Sustitúyense los artículos 6*, 9%, 16 en su literal 
Cc), 20 y 23 del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 
1982, por los que se relacionan seguidamente y el 17 del men- 
cionado decreto-ley, por los textos de los artículos 17 y 17 bis 
que se detallan: 


“ARTICULO 6%. - Las empresas comprendidas en el artícu- 
lo 1? requerirán para funcionar autorización previa del Poder 
Ejecutivo, el que deberá resolver con la opinión favorable del 
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Banco Central del Uruguay. Deberán contar, asimismo, para 
poder instalarse, con habilitación otorgada por el Banco Cen- 
tral del Uruguay. Para dicha autorización así como para la 
citada habilitación se tendrán en cuenta razones de legalidad, 
de oportunidad y de conveniencia. Los actos deberán ser funda- 
dos, apreciando especialmente la solvencia, rectitud y aptitud 
de la empresa solicitante. k 


Para la apertura de sucursales de las entidades de interme- 
diación financiera ya autorizadas deberá recabarse exclusiva- 
mente la autorización previa del Banco Central del Uruguay. Si 
éste no se pronunciara sobre el particular en un plazo de noven- 
ta días, se tendrá por concedida tal autorización”. 


“ARTICULO 9. - Las fusiones, absorciones y toda trans- 
formación de las empresas comprendidas en el artículo 1*, re- 
querirán autorización previa del Poder Ejecutivo al mero efecto 
de la prosecución de actividades o confirmación del piro. De- 
berá recabarse, asimismo, respecto de tales actos, el consenti- 
miento previo y expreso del Banco Central del Uruguay”. 


“ARTICULO 16. - 


c) Dictar normas generales e instrucciones particulares ten- 
dientes a mantener la liquidez y solvencia de las empresas así 
como a limitar el riesgo que éstas pudieran asumir fijándoles 
los topes correspondientes y exigir a dichas empresas la presen- 
tación de un plan de adecuación, entre otros, en los siguientes 
casos: 


1%) Cuando se registraren deficiencias en los encajes banca- 
rios durante los períodos y condiciones que determine el Banco 
Central del Uruguay. 


2%) Cuando se incurriere en reiterados incumplimientos a 
los límites o relaciones técnicas establecidas. 


3%) Cuando no se mantuviere la responsabilidad patrimonial 
mínima exigida para su clase, ubicación o características deter- 
minadas. El Banco Central del Uruguay podrá exigirles la pre- 
sentación de un plan de saneamiento inmediatamente de detec- 
tarse, a juicio del citado ente público, que el patrimonio de 
tales empresas es inferior en un 25% (veinticinco por ciento) 
con relación a su responsabilidad patrimonial mínima, dando 
cuenta al Poder Ejecutivo”. 


“ARTICULO 17. - Los Bancos deben organizarse bajo for- 
ma de sociedades anónimas, excepto que sean sucursal de una 
sociedad extranjera. Las cooperativas de intermediación finan- 
ciera podrán ser autorizadas a transformarse cn Bancos coope- 
rativos, en cuyo caso se les aplicará las mismas disposiciones 
de carácter fiscal y bancocentralistas que a los demás Bancos, 


En materia de aportes a la seguridad social, los Bancos 
cooperativos Optarán por continuar con el régimen que se le 
aplica a las cooperativas de ahorro y crédito o pasar al corres- 
pondiente a los restantes Bancos”. 
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“ARTICULO 17 bis. - Sólo los Bancos y las cooperativas 
de intermediación financiera podrán: 


A) Recibir depósitos en cuenta corriente bancaria y autori- 
zar que se gire contra ellos mediante cheques. 


B) Recibir depósitos a la vista. 
C) Recibir de residentes depósitos a plazo. 


D) Las cooperativas podrán asociarse con instituciones de 
similar naturaleza pertenecientes a los países signatarios del 
Tratado de Asunción, en los términos de la reglamentación que 
dicte el Banco Central del Uruguay”. 


“ARTICULO 20. - Las personas privadas que infrinjan las 
leyes y decretos que rijan la intermediación financiera o las 
normas generales e instrucciones particulares dictadas por el 
Banco Central del Uruguay serán pasibles, sin perjuicio de la 
denuncia penal si correspondiera, de las siguientes medidas: 


19) Observación. 
2%) Apercibimiento. 


3%) Multas de hasta el 50% (cincuenta por ciento) de la 
responsabilidad patrimonial neta mínima establecida para el 
funcionamiento de los Bancos. 


49) Intervención, la que podrá ir acompañada de la sustitu- 
ción total o parcial de las autoridades. Cuando la intervención 
vaya acompañada de la sustitución total de autoridades, impli- 
cará la caducidad de todas las comisiones o mandatos otorga- 
dos por ellas y la suspensión, durante veinte días hábiles, de 
todo tipo de plazo que pueda correrle a la empresa intervenida. 


5%) Suspensión total o parcial de actividades con fijación 
expresa de plazo. 


6*) Revocación temporal o definitiva de la habilitación de 
las empresas financieras. 


7%) Revocación de la autorización para funcionar. 


Las medidas previstas en los numerales 19) a 6%) serán apli- 
cadas por el Banco Central del Uruguay. 


Las medidas establecidas en los numerales 4%) y 5%) así 
como las demás respecto de la señalada en el numeral 3%) serán 
acumulables. 


La revocación de la autorización para funcionar será resuel- 
ta por el Poder Ejecutivo y deberá contar además en forma 
concurrente con expreso consentimiento en tal sentido del Ban- 
co Central del Uruguay. Ello sin perjuicio de la facultad de este 
último órgano público de proponer dicha revocación al Poder 
Ejecutivo por razones de legalidad o de interés público. 
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En todo momento el Banco Central del Uruguay mantendrá 
las facultades respecto de las instituciones públicas de: 


A) Realizar inspecciones periódicas a efectos de relevar la 
situación financiera de la institución oficial. 


B) Elevar al Poder Ejecutivo, en lo pertinente, los respecti- 
vos antecedentes e informaciones con relación a la o a las 
conductas infractoras a efectos que dicho Poder se sirva adop- 
tar, de así estimarlo pertinente, las medidas de control ajusta- 
das a derecho que pudieran corresponder, de conformidad con 
los artículos 197 y 198 de la Constitución de la República”. 


“ARTICULO 23. - Los representantes, directores, gerentes, 
administradores, mandatarios, síndicos y fiscales de las empre- 
sas privadas comprendidas en la presente ley, que en el desem- 
peño de sus cargos aprueben o realicen actos o incurran en 
omisiones que puedan implicar o impliquen la aplicación de 
las sanciones previstas en los numerales 3%) a 79) del artículo 
20 de la presente ley, podrán ser pasibles de multas entre UR 
100 (cien unidades reajustables) y UR 10.00 (diez mil unidades 
reajustables) o inhabilitados para ejercer dichos cargos, hasta 
por diez años, por el Banco Central del Uruguay. 


También podrán ser inhabilitados para el ejercicio de di- 
chos cargos los concursados comerciales y civiles, los inhabili- 
tados para ejercer dichos cargos públicos, los deudores moro- 
sos de empresas de intermediación financiera y los inhabilita- 
dos para ser titulares de cuentas corrientes, 


La aplicación de la inhabilitación deberá resolverse previa 
instrucción de un sumario, que no se considerará concluido 
hasta tanto el imputado haya tenido oportunidad de presentar 
sus descargos y articular su defensa. 


La aplicación de la multa deberá resolverse previa vista de 
las respectivas actuaciones al interesado por diez días hábiles”. 


Art. 32, - Agrégase al artículo 15 del decreto-ley N* 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982, el siguiente inciso: 


“Para el cumplimiento de todos los cometidos que las dis- 
posiciones legales y reglamentarias confieren al Banco Central 
del Uruguay, este: 


A) Dispondrá de amplias facultades inspectivas y de fiscali- 
zación e investigación. 


B) Sus funcionarios tendrán, debidamente autorizados al 
efecto, iguales facultades, en lo pertinente, que los de la Direc- 
ción General Impositiva, pudiendo especialmente ejercer las 
prerrogativas y facultades establecidas en el artículo 53 de la 
Ley N* 12,804, de 30 de noviembre de 1960, en la redacción 
dada por el artículo 1? de la Ley N* 13.032, de 7 de diciembre 
de 1961". 


Art, 4%, - Agréganse al decreto-ley N* 15,322, de 17 de 
setiembre de 1982, los siguientes Capítulos: 
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“CAPITULO XI 
Situación de crisis en las instituciones financieras 
Medidas preventivas y liquidación administrativa 


ARTICULO 36. - Será, además, función del Banco Central 
del Uruguay la adopción de medidas preventivas que pueden 
llegar a la intervención o a la inmediata suspensión de activida- 
des de las instituciones comprendidas en el artículo 1? de la 
presente ley, informando a la brevedad al Poder Ejecutivo. Para 
las actuaciones de esta índole podrá solicitar el auxilio de la 
fuerza pública, si ello fuere necesario. 


ARTICULO 37. - El Banco actuará como prestamista de 
última instancia respecto de las instituciones de intermediación 
financiera y, en tal carácter, en los términos y condiciones que 
el Directorio determine, podrá comprar, vender, descontar y 
redescontar a las instituciones de intermediación financiera: 


A) Letras de cambio, vales y pagarés girados o ejecutados 
con fines comerciales, industriales o agrícolas, que lleven dos o 
más firmas autorizados, de las cuales por lo menos una sea la 
de una institución de intermediación financiera y que venzan 
dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de su 
adquisición por el Banco. 


B) Letras de Tesorería u otros valores emitidos o garantiza- 
dos por el Gobierno, que formen parte de una emisión pública 
y que venzan dentro de los trescientos sesenta y cinco días 
siguientes a la fecha de su adquisición por el Banco. 


C) Valores emitidos por el Banco Central del Uruguay. 


ARTICULO 38. - Asimismo, y en igual carácter, el Banco 
podrá, en las condiciones que en cada caso determine el Direc- 
torio, conceder adelantos a las instituciones de intermediación 
financiera, por plazos no superiores a los noventa días, siempre 
que ellos sean adecuadamente garantizados por: 


A) Algunos de los instrumentos previstos en el artículo 
anterior, 


B) Cualquier otro valor emitido o garantizado por el Poder 
Ejecutivo y que forme parte de una emisión pública. 


C) Certificados de depósitos y documentos de título emiti- 
dos con respecto a productos básicos y otros bienes debidamen- 
te asegurados. 


D) Tenencias de los activos que el Banco pueda legítima- 
mente comprar, vender o negociar. 


E) En casos excepecionales, el Banco podrá, asimismo, rea- 
lizar tales adelantos con garantías reales distintas a las previstas 
en este artículo o con garantías personales. La resolución res- 
pectiva deberá contar con el voto conforme de la unanimidad 
de los miembros del Directorio del Banco. 
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ARTICULO 39. - Las operaciones previstas en el literal A) 
del artículo 37 y en los literales A) y E) del artículo 38 de la 
presente ley, en su conjunto, no podrán superar un monto equi- 
valente al 100% (cien por ciento) de la responsabilidad patri- 
monial neta de la institución asistida. 


ARTICULO 40. - En caso que una institución de interme- 
diación financiera hubiese sido destinataria de la asistencia pre- 
vista en los artículos 37 y 38 de la presente ley y solicitare 
prórroga del crédito recibido, por encima de los plazos pacta- 
dos originariamente, deberá presentar ante el Banco un plan de 
recuperación y el Directorio podrá acceder a la prórroga gestio- 
nada, requiriéndose para ello el voto conforme a todos sus 
miembros. 


ARTICULO 41. - En caso que la empresa intervenida haya 
recuperado su solvencia, el Banco Central del Uruguay estará 
facultado a reincorporarla a sus titulares, pudiendo exigir las 
cautelas y garantías que estime necesarias en cada caso, 


Al operarse la citada reincorporación a los titulares, el Ban- 
co Central del Uruguay verificará efectivamente la previa recu- 
peración de todos los préstamos y adelantos que hubiera reali- 
zado y de los costos incurridos en el proceso de la intervención. 


Cuando la intervención haya sido declarada por el mal 
desempeño de las funciones de los Directores, si se procediera 
a la venta de la entidad intervenida no podrán ser adquirentes 
las personas integrantes o representantes del grupo accionario 
mayoritario que hubiera participado de la administración o di- 
rección de la entidad intervenida, así como las entidades forma- 
lks o integradas, total o parcialmente por tales personas o por las 
sociedades controladoras, controladas o vinculadas con ellas. 


ARTICULO 42. - El Banco Central del Uruguay será liqui- 
dador, en sede administrativa, de las empresas intergrantes del 
sistema de intermediación financiera y de sus respectivas cola- 
terales, A tal efecto, determinará las empresas que se conside- 
ran colaterales, 


La disolución de las sociedades y el consiguiente estado de 
liquidación serán declarados por el Banco, en los casos en que 
proceda conforme a la ley, rigiendo en cuanto a los procedi- 
mientos de liquidación los principios generales y preceptos de 
la legislación vigente en materia de liquidación de sociedades, 
en todo aquello que no se oponga a la presente ley. 


El Banco Central del Uruguay dispondrá de los más am- 
plios poderes de administración y disposición, sin limitaciones 
de especie alguna, sobre los bienes, acciones, derechos y obli- 
gaciones de las sociedades o empresas comprendidas en la li- 
quidación, a cuyo efecto podrá levantar los embargos o inter- 
dicciones trabados. Le compete, igualmente, la verificación de 
créditos, la definición de masa solvente e insolvente, la conver- 
sión de obligaciones en moneda nacional o extranjera O en 
unidades reajustables, la determinación del orden de preferen- 
cia en los pagos, el prorrateo de los fondos y demás competen- 
cias que sean necesarias para el logro de sus fines. 
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Las resoluciones del Banco Central del Uruguay dictadas en 
su carácter de liquidador serán apelables en la forma prevista 
en el artículo 480 de la Ley N* 13.892, de 19 de ocutbre de 
1970. 


Las resoluciones del Banco Central del Uruguay por las 
cuales se liquiden créditos de las empresas en liquidación con- 
tra terceros, consentidas por el deudor o confirmadas en la 
forma prevista en el inciso anterior, constituirán título ejecutivo. 


ARTICULO 43. - El Estado no es responsable por cualquier 
incumplimiento en que puedan incurrir las instituciones finan- 
cieras no estatales. Estas deberán advertir a sus clientes de tal 
circunstancia en los términos que reglamentará el Banco Cen- 
tral del Uruguay. 


CAPITULO XII 


De las sociedades anónimas que desarrollen actividades 
de intermediación financiera 


ARTICULO 44. - Las sociedades anónimas que desarrollen 
actividades de intermediación financiera deberán consagrar pre- 
ceptivamente en sus estatutos que sus acciones serán obligato- 
riamente nominativas. 


ARTICULO 45. - Dentro del término que fije la reglamen- 
tación, dichas sociedades deberán tener aprobadas por el Poder 
Ejecutivo las modificaciones estatutarias necesarias para dar 
cumplimiento con lo establecido en la presente norma. A tal 
efecto, estarán exoneradas del pago de todo tributo que se de- 
vengue por dichos actos. 


ARTICULO 46. - Las sociedades anónimas a que refiere el 
artículo anterior deberán, asimismo: 


A) Declarar ante el Banco Central del Uruguay a quién 
pertenecen sus acciones a los efectos que el mismo lleve un 
registro actualizado de tales declaraciones. En el caso de los 
representantes de las entidades financieras constituidas en el 
extranjero, sean o no sociedades anónimas, deberán registrarse 
ante el Banco Central del Uruguay en las condiciones que 
establezca la reglamentación. 


B) Solicitar al Banco Central del Uruguay autorización pre- 
via para transferir acciones precisando en tal solicitud la identi- 
dad del nuevo titular. 


C) Obtener la autorización del Banco Central del Uruguay 
previamente a toda transferencia de acciones so pena de nuli- 
dad. 


ARTICULO 47. - Tanto el registro en el Banco Central del 
Uruguay como las actuaciones antes referidas tendrán carácter 
reservado. Al considerar las solicitudes, las resoluciones del 
Banco tendrán por fundamento razones de legalidad, de oportu- 
nidad y de conveniencia. 
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CAPITULO XUHI 


ARTICULO 43. - Las entidades a que refiere el artículo 17 
del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, en la 
redacción dada por el artículo 2* de la presente ley, que lo 
soliciten, quedan autorizadas a poseer acciones de Bancos de 
inversión”. 


Artículo 5%, - Derógase el párrafo final del artículo 30 del 
decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, así como 
todas las normas que se opongan a la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 16 de setiembre de 1992. 


Alem García 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 10 de octubre 1991: 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a los efectos de remitir el adjunto proyecto de ley. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 
1 


Proyecto de ley sobre potestades de supervisión y control 
sancionatorio del BCU sobre el sistema financiero, que se ins- 
cribe e inserta como un aspecto entre otros (el que refiere a 
Legislación Financiera), de un programa de reformas en el 
sector financiero. Programa éste que tiene, entre otros objeti- 
vOS: 


i - Mejorar la eficiencia y competitividad de las institucio- 
nes que integran el sistema de intermediación financiera (en 
adelante: 1F); 


ti. - Fortalecer los mecanismos de supervisión y dar a la 
institución responsable de la misma una mayor jerarquía e in- 
dependencia técnica; 


iii, - Mejorar las normas aplicables a los IF a fin de preser- 
var su solvencia y liquidez, y evitar discriminaciones en el 
tratamiento de las mismas; 


iv. - Garantizar la estabilidad, transparencia y confiabilidad 
del sistema financiero de modo de contar en todo momento con 
los mecanismos necesarios para prevenir situaciones de crisis 
en las instituciones financieras que lo conforman y que, de 
presentarse las mismas, puedan ser rápidamente superadas con 
un costo mínimo para la Sociedad. 
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El Gobierno Nacional tiene presente -lo que justifica que 
remita en esta primera etapa, el presente proyecto- que el logro 
de los precitados objetivos requerirá, entre otras condiciones, 
introducir Reformas Legislativas que coadyuven a un mejor y 
más eficiente funcionamiento del sistema de intermediación 
financiera mediante el refuerzo de las facultades del Banco 
Central. 


A tales efectos, el Gobierno procura, a través de dicha re- 
forma, remediar las insuficiencias que presenta la legislación 
nacional, introduciendo las mejoras y actualizaciones que se 
imponen a la luz de la experiencia y de la realidad por la que 
atraviesa el sistema financiero nacional, 


Con base en las consideraciones anteriores, el Gobierno 
considera imprescindible, a través del programa propuesto otor- 
garle al BCU en su carácter de ente rector y supervisor del 
sistema financiero las facultades legales necesarias para que: 


1, tenga potestades para habilitar la instalación de nuevas 
instituciones en el sector, una vez que cuenten con la autoriza- 
ción previa del Poder Ejecutivo, para poder funcionar (según el 
artículo 186, numeral 22 de la Carta); 


2. tenga injerencia activa -junto con el Poder Ejecutivo- 
para revocar la autorización para su funcionamiento; 


3. adicionalmente sea necesario requerir su previa autoriza- 
ción para la transferencia de acciones de dichas instituciones; y 


4. tenga potestades efectivas para sancionar a todas las ins- 
tituciones financieras (incluidas las públicas). 


Asimismo, con este proyecto, se pretende ratificar, fortale- 
cer y explicitar más claramente la competencia del BCU para 
el manejo de situaciones de crisis en los IF dotándolo de instru- 
mentos jurídicos consagrados en nuestro derecho, pero legisla- 
dos en normas dispersas, de variada jerarquía y temática sus- 
ceptibles de interpretaciones dispares. 


También, el Gobierno considera necesario introducir modi- 
ficaciones en la legislación vigente de manera tal de facilitar la 
participación de los IF en actividades de financiamiento directo 
de la inversión y de la producción. Se completan y se amplían 
así, las posibilidades que brinda en la materia, la Ley N* 16.131 
de 5 de setiembre de 1990, sobre Bancos de Inversión. 


Cabe consignar que en una segunda etapa, el Gobierno Na- 
cional remitirá a ese Poder, un proyecto de Carta Orgánica del 
Banco Central, consciente de la importancia que reviste dotarlo 
de un instrumento normativo de que ha carecido desde su crea- 
ción, en la Constitución vigente de 1967. 


En esta etapa inicial pues, y a efectos de ir concretando los 
propósitos antes enunciados, el Poder Ejecutivo eleva este pro- 
yecto modificativo del decreto-ley de Intermediación Financie- 
ra (N?2, 15.322, de 17 de setiembre de 1982), al que estima 
debería otorgársele, preferente atención dadas las razones de 
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interés público que lo fundamenta y la urgencia que reviste 
conferir al BCU los intrumentos jurídicos, que le permitan cum- 
plir adecuada y efectivamente con sus importantes cometidos 
de contro! y supervisión del sistema financiero. 


n 
Contenido básico del proyecto 
El proyecto abarca pues seis áreas a ser legisladas: 


a) la referida a las potestades de contralor sancionatorio del 
BCU, sobre la totalidad de los intermediarios financieros (1F), 
incluyendo la banca pública; 


b) la que regula la competencia del ente, en materia de 
habilitaciones para la instalación de nuevas instituciones, en 
materia de revocaciones de las autorizaciones para su funciona- 
miento, y la referida a su obligada autorización para la transfe- 
rencia de acciones entre dichas instituciones; 


c) la que atiende a los cometidos y atribuciones del ente 
para el tratamiento de situaciones de crisis en las instituciones 
financieras (que puedan justificar que se exciten sus facultades 
de inspección y fiscalización, o la adopción de medidas pre- 
ventivas como la intervención administrativa, o ejercitar otras 
facultades, en el caso de la liquidación administrativa de los 


IP); 


d) la que normatiza la facultad del BCU para aplicar san- 
ciones pecuniarias a personas físicas responsables de irregulari- 
dades administrativas en las entidades financieras; y para apli- 
car asimismo, la sanción de inhabilitación (que ya rige en la 
actualidad), extendiéndola a otras situaciones no alcanzadas 
por la norma a ser reformada (artículo 23 del decreto-ley 
N*15.322) dignas de ese tratamiento. 


e) la que refiere a las facilidades para la participación de la 
totalidad de los TF en actividades de financiamiento directo de 
la inversión y de la producción; y por último; 


f) el área que atiende a la revisión de algunas normas que 
restringen aspectos específicos de la gestión directiva de los IF, 


lla 


Sobre el área del proyecto que refiere a las potestades de 
control sancionatorio del BCU, sobre la totalidad de los IF cabe 
establecer lo que sigue: 


El Poder Ejecutivo al pretender legislar a este respecto, 
procura que se ejerzan algunas de las facultades de control 
sancionatorio que el Banco Central ya ostenta con relación a 
las empresas privadas del sistema financiero extendiéndolas 
por esta vía, y con las especiales adaptaciones del caso, sobre 
las instituciones estatales del mismo. 


Sobre este aspecto la legislación vigente -que se remonta al 
gobierno de facto- presenta insuficiencias notorias. De acuerdo 
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con el derecho vigente, el BCU, tiene la obligación legal de 
controlar tanto empresas privadas como entidades públicas del 
sistema financiero. No obstante ello, respecto de estas últimas, 
a diferencia de lo que acontece con las empresas privadas de 
dicho sistema, carece de medios jurídicos para hacer efectivo 
dicho control, esto es, para responsabilizar al o los trangresores 
ejercitando aquellas facultades punitivas y correctivas que son 
de la esencia de cualquier sistema de control para que el mismo 
pueda funcionar. Al respecto la doctrina, y el sentido común 
más elemental indican que las nociones de Control, Responsa- 
bilidad y Sanción integran una unidad conceptual como dimen- 
siones de un mismo fenómeno o realidad. Si falta, en cualquier 
sistema formal de autoridad, la efectivización de la responsabi- 
lidad o la potestad real de sancionar y corregir, el control se 
torna nominal, puramente teórico e inconducente. 


En este sentido, el proyecto, procura dotar al BCU de potes- 
tades correctivas de la totalidad de los intermediarios financie- 
ros -con las que hoy no cuenta respecto de algunos de ellos- a 
efectos que el control que a su respecto la ley le impone que 
ejerza, se pueda realmente realizar. 


Cabe señalar, que ello para nada afecta las autonomías de 
los entes públicos involucrados. Como lo consignan opiniones 
prestigiosas en nuestro derecho (El Catedrático de Derecho 
Administrativo Julio A. Pratt en: “Los Entes Autónomos en la 
Descentralización Uruguaya páginas 112 y 116 con apoyo a su 
vez en Sayagués Laso, Trat. D. Adminis. T. II páginas 199 y 
ss; y en Jiménez de Aréchaga T. IV de su obra general páginas 
57 y ss) “para los entes autónomos la ley puede reglamentar los 
procedimientos de contralor a que están sujetos pues la noción 
de autonomía (que nunca es independencia absoluta ni descen- 
tralización total) no excluye la fiscalización o vigilancia de 
otros Órganos”. 


La evolución en nuestro derecho es concluyente en este 
sentido según dicha opinión- y está confirmada “por numerosas 
leyes que han establecido esos contralores”. Lo que tiene am- 
paro directo en normas constitucionales (los artículos 185 con 
carácter general y el 196 en referencia al BCU). Según la 
referida opinión, por otra parte, los procedimientos de control 
que prevé la Carta, no son taxativos, y nada impide que la ley 
determine otros (o.c. de Pratt página 112). 


El Banco Central, por otra parte, ejercería estrictamente 
supervisión en una franja específica de las actividades de los 
entes controlados, la que importa realizar actos de intermedia- 
ción financiera y en el límite estricto de las competencias que 
le atribuye en la materia la Constitución y la Ley. Es obvio 
señalar, que lo haría, además, por su especialización en la ma- 
teria y por disponer de los recursos humanos y materiales para 


poderlo hacer. 


Cabe agregar, que las facultades de control que consagra el 
Proyecto en favor del BCU (en el caso, que por lo menos pueda 
meramente observar o apercibir o cuando mucho aplicar una 
multa, a una entidad pública infractora) no interfieren en abso- 
luto, tampoco van en desmedro y en vez, son claramente com- 
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patibles en términos jurídico-institucionales, con el régimen 
de contralor constitucional que ejerce el Poder Ejecutivo 
con intervención parlamentaria sobre los entes autónomos (ar- 
tículos 197 y 198 de la Carta). Es elemental señalar que este 
último: control (de pesada y lenta tramitación) y que puede 
exigir la intervención de dos poderes del Estado no es el apro- 
piado, ni el que guarda afinidad por materia, ni proporción 
racional con la realidad diaria, que exige el ágil y dinámico 
contralor bancario y que impone un mínimo encauzamiento a 
las políticas generales que coordinen el Gobierno y el Banco 
Central en la materia. 


Sería absurdo que a la simple omisión en remitir informa- 
ción, o en cumplir con un instructivo, sobre encajes a vía de 
ejemplo, se respondiera con el complejo y pesado control del 
Gobierno Central, con convocatoria posterior del Senado. Esc 
no sería el medio apropiado, ni ágil, para encauzar algunos 
aspectos de control y operativa diaria en el terreno financiero 
de un ente. Además el control del Poder Ejecutivo apunta en 
esencia más a determinar responsabilidades últimas, que a una 
labor correctiva y de control ágil, inmediato y operativo, como 
en vez, corresponde ejercer al Banco Central en el sector finan- 
ciero. 


Es de toda evidencia pues, por sentido común que cuando 
se trata simplemente de encauzar, coordinar y orientar la labor 
ordinaria, operativa y hasta rutinaria del ente en un sector espe- 
cífico de sus actividades el referido control del Gobierno Cen- 
tral, no es el pertinente a tal finalidad. 


La ley, con base en la misma Carta (artículo 196) ha deferi- 
do con todo fundamento ese control al BCU, lo que tiene 
apoyo tanto en la doctrina como en la jurisprudencia nacional y 
en fallos del TCA (o. cit. de Julio A. Pratt página 112; “Con- 
tralor de la Banca...” de R. Olivera García páginas 105 y ss, y 
“Banco Central del Uruguay” de C. Delpiazzo páginas 62 y ss 
y 66; sobre jurisprudencia ver o.c. de Delpiazzo página 97, y 
sentencias N? 114 de 9 de agosto de 1972 Just. Urug. T. LX- 
VII, caso 7967; Nos, 92, 93 y 95 de 23 de mayo de 1977, en 
“Repertorio Quinquenal de Jurisprudencia del TCA”, en Revis- 
ta de D.J.A.T. 75 Nos. 1 a 12 página 92, y o. cit. de Delpiazzo 
que las refiere). 


Lo anterior, da firme sustento jurídico con apoyo en la 
realidad del funcionamiento bancario al necesario dualismo, 
absoluta cocxistencia y clara compatibilidad jurídica de órde- 
nes punitivos potencialmente sancionatorios que ejercen en nues- 
tro derecho, en la esfera de sus respectivas competencias el 
Poder Ejecutivo (de acuerdo con los artículos 197 y 198 de la 
Carta) y el Banco Central en el campo financiero, de acuerdo 
con las leyes respectivas, con base en la Constitución (artículo 
196). 


El proyecto de ley adjunto en definitiva, sobre el tópico en 
examen, propicia una modificación al decreto-ley N* 15.322, 
que consiste en ampliar su artículo 20. La primera parte de la 
norma, que refiere a las Entidades privadas mantiene la redac- 
ción actual. La segunda parte, en vez amplía el texto, aproxima 
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muy parcialmente, hasta donde ello es posible, y con las espe- 
ciales adaptaciones del caso, la situación de las instituciones 
públicas del sistema financiero, con las empresas privadas, en 
tanto las hace pasibles también, de algunas (no todas obvia- 
mente) de las medidas correctivas aplicables a estas últimas, en 
caso de infringir la respectiva normativa (esto es: se podrá 
imponer la observación, el apercibimiento o multas con el tope 
señalado por la norma descartándose la intervención, la suspen- 
sión de actividades y la revocación de la autorización para 
funcionar previstas únicamente para las empresas privadas del 
sistema). 


Por último, se faculta en la misma disposición al BCU a 
realizar inspecciones con fines de relevamiento informativo de 
la situación financiera de la respectiva institución oficial, y 
asimismo, a elevar al Poder Ejecutivo antecedentes e informa- 
ciones para que éste eventualmente ponga en juego las faculta- 
des previstas en los artículos 197 y 198 de la Carta. 


Estas últimas facultades, no tienen obviamente carácter san- 
cionatorio, sino puramente precautorio o esencialmente correc- 
tivo, 


Cabe indicar finalmente que la anterior orientación, en defi- 
nitiva, no hace más que seguir las tendencias más recientes del 
derecho comparado, que procuran -hasta donde ello es posible- 
equiparar las instituciones financieras de derecho público y 
estatales con las restantes que integran el sistema financiero. (A 
vía de ejemplo, téngase en cuenta la novísima “Ley General de 
Instituciones Bancarias y Financieras” sancionada tan sólo unos 
días atrás por Decreto Legislativo N* 637 de 25 de abril de 
1991 en Perú artículos 11, 12). 


-Hb- 


Sobre el área legislada, en segundo lugar, que se ocupa de 
la competencia del BCU, en materia de habilitaciones para la 
instalación de nuevos IF, las respectivas revocaciones y de la 
autorización previa para transferir acciones, cabe expresar. 


En materia de autorización para funcionar nuevos IF, el 
proyecto deja incólume la competencia constitucional del Po- 
der Ejecutivo en la materia. Modifica tan sólo, el texto del 
decreto-ley N* 15,322, agregándole a su artículo 6*, la exigen- 
cia de “habilitación” expedida por el BCU “para poder instalar- 
se” una vez recabada la autorización del Poder Ejecutivo sien- 
do necesarios tanto para esta autorización (del Poder Ejecutivo) 
como para la citada habilitación tener en cuenta razones de 
legalidad, de oportunidad y de conveniencia (que ya eran re- 
queridas en el texto actual del citado artículo 6* en el caso de la 
autorización del Poder Ejecutivo). (La tendencia que se advier- 
te también en esta materia es seguida en las legislaciones más 
recientes del continente. Véase, por ejemplo, la citada ley del 
Perú, artículos 24 y ss. y 30 y ss. 


Respecto a la revocación de la autorización para funcio- 
nar (artículo 20 del proyecto parte final), se deja intacta la 
competencia del Poder Ejecutivo en la materia, requiriéndose 
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adicionalmente el pronunciamiento del BCU, sin perjuicio de 
su facultad de proponerla al citado Poder. Se procura, pues, en 
un tema eminentemente especializado, que tenga también inje- 
rencia, el Órgano provisto de medios y jerarquía técnica para 
actuar con autoridad en el tema. 


Finalmente, en relación a la autorización del ente para la 
transferencia de acciones, se confiere rango legal, con las adap- 
taciones del caso, a las normas reglamentarias en vigor (Decre- 
to 82/989 de 15 de agosto de 1989) dándose mayor transparen- 
cia al sistema. Se busca así, dar garantías a los particulares, y 
efectivizar el control mediante: un adecuado registro llevado 
por el BCU, adicionalmente por la exigencia obligatoria del 
carácter nominativo de las acciones y finalmente a través de la 
previa autorización de dicho ente para transferirse las acciones, 


-c- 


En relación a la competencia del BCU para afrontar situa- 
ciones de crisis en los IF, cabe consignar. El Gobierno -como 
fue dicho antes- procura preservar la confiabilidad del sistema 
financiero garantizando su estabilidad y transparencia y la li- 
quidez y solvencia de sus instituciones. En este sentido, se 
busca contar en todo momento, con los medios jurídicos nece- 
sarios para prevenir situaciones de crisis en los IF, y en caso de 
generarse las mismas, puedan ser conjuradas con un costo mí- 
nimo para la sociedad. A ello, apuntan de manera preventiva 
por una parte las normas agregadas al actual literal c) del 
artículo 16 (con la inclusión de planes de saneamiento que 
reviertan graves problemas de solvencia patrimonial en los IF; 
el artículo 17 (que impone a los Bancos organizarse como 
sociedades anónimas por acciones), el artículo 18 literal c) que 
regula el régimen de las inversiones de los IF, y de modo muy 
especial, el inciso final del artículo 15 que consagra “amplias 
facultades inspectivas y de fiscalización” por parte del. BCU, y 
un capítulo especial (el XI) que regla precisamente Jas “situa- 
ciones de crisis... las medidas preventivas y liquidación admi- 
nistrativa de los IF”. 


El proyecto, en este sentido, sistematiza claramente tales 
facultades de inspección y fiscalización del ente así como su 
competencia para adoptar medidas preventivas (caso de la in- 
tervención administrativa de entidades) y en los casos que le- 
galmente corresponda la prerrogativa de actuar en sus liquida- 
ciones administrativas con amplias facultades y efectiva capa- 
cidad decisoria, El proyecto a este respecto, más que innovar, 
explicita y reafirma facultades y cometidos bancocentralistas, 
regulados en normas legales dispersas, de variada jerarquía y 
temática, que se hallan vigentes y que si bicn han tenido pacífi- 
ca aplicación en nuestro medio no han estado exentas de en- 
contradas interpretaciones sobre el alcance de tales facultades. 
(Ver: “Texto Ordenado de Carta Org. del BCU”, artículos 31 a 
33 y 41 y ss, en “El BCU” de C. E. Delpiazzo páginas 140 y ss 
y ver entre otras: Ley N* 13,892 de 19 de octubre de 1970 
artículo 593 del decreto-ley N* 14,189 de 30 de abril de 1974, 
el Decreto 908/973 de 25 de octubre de 1973, el artículo 34 
incisos 2 y 3 de la Ley N* 13.608 de 8 de setiembre de 1967, el 
artículo 11 de la Ley N* 13.243 de 20 de febrero de 1964, el 
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artículo 18, literal c) de la Ley N* 9.808 de 2 de enero de 1939, 
con la redacción dada por el artículo 1? de la Ley citada 13.243 
y el artículo 53 de la Ley N* 13.032. Son normas las precitadas 
en donde se legisila sobre la materia en examen, lo que da la 
medida de la dispersión y de la dificultad de su manejo). 


-Hd- 


En relación al área del proyecto que refiere a la facultad del 
BCU para aplicar sanciones pecuniarias a personas físicas 
responsables de irregularidades administrativas en los IF, el 
Gobierno cree pertinente realizar las siguientes consideracio- 
nes. 


En primer lugar, el decreto-ley N* 15,322 ya legislaba sobre 


sanciones de mayor entidad respecto de las citadas personas ' 


físicas en su artículo 23 posibilitando la inhabilitación de los 
responsables “hasta por diez años por el Banco Central” (R. 
Olivera: “Sistema de Intermediación Financiera Nueva Regula- 
ción página 19). Parece razonable conferir a dicho ente antes 
de adoptarse sanciones de tanta gravedad encauzar conductas y 
lograr sanas rectificaciones por la vía de sanciones financieras 
acordes a la infracción. La adopción de este tipo de sanciones 
es por otra parte, la tendencia que marca claramente el derecho 
comparado y las legislaciones más modernas y recientes (sobre 
la materia ver, en Revista 5 B “Superintendencia Bancaria” de 
julio 1990 N? 8, páginas 47 y ss, documento presentado por el 
experto Felipe Morris, Banco Mundial en la Illa. Reunión 
sobre Supervisión Bancaria, Santiago de Chile, mayo-junio 1990. 
Ver también, a vía de ejemplo, legislación sobre la Reserva 
Federal de USA y más recientemente: la “Ley Orgánica Cons- 
titucional del Banco Central de Chile”, Leyes Nos. 18.840, 
18.901 y 18.970 de 6 de enero y 10 de marzo de 1990, respecti- 
vamente, interesan los artículos 58 y ss de dicha Ley Orgánica, 
y por último la nueva Carta Orgánica del Banco Central de la 
República Argentina, Ley N* 23.697). 


En nuestro país, el “Texto Ordenado de Carta Orgánica del 
BCU” que la doctrina recopila, de la legislación dispersa sobre 
Banco Central, incluye en su artículo 48 -que tiene por fuente 
el artículo 2* de la Ley N* 13.243, de 20 de febrero de 1964- la 
facultad bancocentralista de sancionar, con multas, por montos 
hoy superados “a las instituciones bancarias privadas” y a las 
empresas indicadas en el inciso b del artículo 18 de la Ley N* 
9.808. Nada obsta, a proyectar ese tipo de sanciones, con las 
garantías del caso, sobre personas físicas responsables en los 
IF, de irregularidades. (ver o.c. de C.E. Delpiazzo página 149). 
(Ver opinión favorable a su aplicación en “Contralor de la 
Banca...” de C. E. Delpiazzo y R. Olivera páginas 115 y ss). El 
artículo 41 de la Ley N* 13.608 de 8 de setiembre de 1968 
alude -dando base legal a estas sanciones- en su literal A al 
cobro de multas y a su aplicación por las instituciones banca- 
rias del Estado. 


A efectos pues de dotar al BCU de estas facultades, se 
propicia en el proyecto la ampliación del artículo 23 del decre- 
to-ley N* 15.322. Por esa disposición se procura instituir en 
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favor del ente, la facultad de aplicar multas, cuyo monto deter- 
minará la reglamentación, disponiéndose para las debidas ac- 
tualizaciones de las mismas, se apliquen los artículos 331 y ss 
de la Ley N* 13.835. 


Se establece, además, cuando proceda este tipo de sancio- 
nes y como garantía en los procedimientos, la vista preceptiva 
en favor de los interesados (artículo 66 de la Constitución). 


La norma en examen, reitera a su vez, la sanción de inhabi- 
litación, extendiendo la medida en las condiciones que la con- 
sagraba el decreto-ley N* 15.322 (en su artículo 23) a los con- 
cursados, los inhabilitados para ejercer cargos públicos, a los 
deudores morosos y a los inhabilitados para ser titulares de 
cuentas corrientes, consagrando la garantía del sumario y ejer- 
cicio del derecho amplio de defensa en todos los casos (artícu- 
lo 66 de la Carta). 


Se estima por último, que este tipo de sanciones, contribui- 
rá a mejorar las facultades fiscalizadoras y de vigilancia del 
sistema financiero por parte del BCU, lo que redundará en 
mayores garantías para los particulares y la sociedad cn su 
conjunto. 


-le- 


Sobre el área del proyecto que atiende a facilitar la partici- 
pación de los IF en actividades de inversión y financiamien- 
to a largo plazo de la producción, cabe agregar muy poco a 
lo ya referido al comienzo de esta exposición de motivos. 


El Gobierno Nacional considera de necesidad pública y de 
utilidad social introducir modificaciones en la actual legisla- 
ción, de manera de facilitar al máximo la participación de Jos 
agentes financieros en proyectos de inversión y de financia- 
miento a largo plazo del sector productivo, enlazando dinámi- 
camente ambas áreas y priorizando las actividades generadoras 
de empleo y movilizadoras por esa vía del mercado interno y 
del desarrollo global de la región. 


Se estima que con este valioso instrumento normativo se 
abren buenas posibilidades para la inversión, estimulando una 
interacción de recíproco beneficio y alto rédito social entre cl 
área de las finanzas y el Sector productivo. 


Todo lo cual, amplía considerablemente, las posibilidades 
efectivas de concreción de proyectos de inversión y financie- 
ro-productivos que se pretendió estimular con la reciente Ley 
N* 16,131 de 5 de junio de 1990 sobre “Bancos de Inversión”. 


El Proyecto pues, a este respecto, incluye (como innova- 
ción) una disposición que faculta al BCU a instituir mecanis- 
mos que faciliten la participación de la totalidad de las Institu- 
ciones Financieras en las actividades antes descriptas, quedan- 
do en todo caso facultado el ente a autorizar a que las referidas 
empresas puedan tener participación accionaria en las empre- 
sas beneficiarias del respectivo apoyo financiero. 
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El último tema a ser legislado, del que se ocupa el proyec- 
to, encara la revisión de la normativa incluida en el decreto-ley 
N? 15,322, que restringe aspectos operativos del área de gestión 
jerárquica y de dirección de los IF. Se propicia rever restriccio- 
nes que se estima hoy carecen de razón de ser y cuya supresión 
no impide de cualquier modo que el órgano de control adopte 
las medidas que correspondan, en caso de verificarse algún tipo 
de irregularidad o de transgresión a las normas, por parte del 
área directiva o jerárquica de los IF, ello sin perjuicio de dar 
cuenta a la justicia, en los casos que ello fuere pertinente. Se 
considera en las actuales circunstancias que la legislación ge- 
neral los cambios que se impulsan a la misma, y una justicia 
independiente, son por sí garantía adecuada para resolver las 
distintas situaciones que previó el legislador en su momento. 


En suma, estima como reflexión final el Poder Ejecutivo 
que el presente proyecto enmarcado en los precitados objetivos 
de política general (relativos al sector financiero nacional), en 
la medida que tiende a subsanar comprobadas insuficiencias de 
la normativa vigente sobre la materia, a completar y perfeccio- 
nar en esta etapa inicial los instrumentos jurídicos de supervi- 
sión y superintendencia bancaria y por esa vía a jerarquizar y 
conferir mayor independencia técnica a la banca central forta- 
leciendo su carácter de organismo rector, normatizador y de 
control del sistema financiero nacional (tendencia observable 
inequívocamente en el derecho comparado y en las naciones 
más avanzadas del orbe), ha de merecer seguramente, preferen- 
te atención de ese Cuerpo y finalmente sanción legislativa. Ello 
coadyuvará a un mejor y más eficiente funcionamiento del 
sistema financiero. En ese sentido, cree firmemente este Poder, 
que no han de escapar a la percepción de los señores legislado- 
res, las importantes razones de interés público que así lo impo- 
nen y la urgencia que reviste para el país el concretarse los 
cambios que propicia el referido proyecto. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Enrique Braga. 


PROYECTO DE LEY 


CONTENIENDO MODIFICACIONES A LA LEY DE IN- 
TERMEDIACION FINANCIERA (decreto-ley N* 15,322 de 
17.9.982). 


ARTICULO 1?. - Sustitúyese el último inciso del artículo 
3* del decreto-ley 15.322 de 17 de setiembre de 1982, por el 
siguiente: 


“El Banco Central del Uruguay podrá disponer la suspen- 
sión temporal de las empresas en infracción (artículo 20 nume- 
ral 5%. En el caso que se proceda a su clausura definitiva, 
deberá contarse con la expresa autorización del Poder Ejecuti- 
vo otorgada al efecto”. 
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ARTICULO 2*. - Modifícanse los artículos 6, 9, y 16 en su 
literal c), 17, 18, 20 y 23 del decreto-ley 15.322 de 17 de 
setiembre de 1982 los que tendrán la siguiente redacción: 


“Artículo 6?. - Las empresas comprendidas en el artículo 12 
de esta ley, requerirán para funcionar autorización previa del 
Poder Ejecutivo el que deberá expedirse con la opinión favora- 
ble del Banco Central del Uruguay. Deberán contar, asimismo, 
para poder instalarse con habilitación expedida por el Banco 
Central del Uruguay. 


Para dicha autorización, así como para la citada habilita- 
ción, se tendrán en cuenta razones de legalidad, de oportunidad 
y de conveniencia”. 


Para la apertura de sucursales de las entidades financieras, 
deberá recabarse exclusivamente la autorización previa del Banco 
Central del Uruguay. Si este Órgano público no se pronunciara 
sobre el particular en un plazo de 90 días, se tendrá por conce- 
dida tal autorización”. 


“Artículo 9%: Las fusiones, absorciones y toda transforma- 
ción de las empresas comprendidas en el artículo 1*, requerirán 
autorización previa del Poder Ejecutivo al mero efecto de la 
prosecución de actividades o confirmación del giro. Deberá 
recabarse asimismo, respecto de tales actos, el consentimiento 
previo y expreso del Banco Central”. 


“Artículo 16: c) Dictar normas generales e instrucciones 
particulares tendientes a mantener la liquidez y solvencia de las 
empresas así como a limitar el riesgo que éstas pudieran asumir 
fijándoles los topes correspondientes; y exigirles a dichas em- 
presas la presentación de un plan de adecuación, entre otros, en 
los siguientes casos: 


i) cuando se registraren deficiencias en los encajes banca- 
rios durante los períodos y condiciones que determine el Banco 
Central; 


ii) cuando se incurriere en reiterados incumplimientos a los 
límites o relaciones técnicas establecidas; 


iii) cuando no se mantuviera la responsabilidad patrimonial 
mínima exigida para su clase, ubicación o características deter- 
minadas. El Banco Central del Uruguay podrá exigirles la pre- 
sentación de un plan de saneamiento inmediatamente de detec- 
tarse -a juicio del citado ente público- que el patrimonio de 
tales empresas es inferior en un 25% con relación a su respon- 
sabilidad patrimonial mínima”. 


“Artículo 17: Los Bancos deben organizarse bajo forma de 
Sociedades Anónimas por acciones, excepto que sean una su- 
cursal de una sociedad anónima extranjera. Sólo los Bancos y 
las Cooperativas de Intermediación Financiera podrán: 


a) Recibir depósitos en cuenta corriente bancaria y autorizar 
que se gire contra ellos mediante cheques. 
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b) Recibir depósitos a la vista, 
c) Recibir de residentes depósitos a plazo. 


Las Cooperativas de Intermediación Financiera no podrán 
recibir depósitos de no residentes, 


El Banco Central expedirá la reglamentación por la que se 
determinen las condiciones que debcrán reunir los depósitos 
para ser considerados a la vista. Asimismo, se faculta al Banco 
Central a autorizar a recibir depósitos a la vista en moneda 
extranjera de no residentes a otras empresas comprendidas en 
esta ley”. 


“Artículo 18: Las empresas comprendidas en el artículo 1* 
de esta ley que realicen actividad de intermediación financiera, 


no podrán: 


a) Realizar operaciones comerciales, industriales, agrícolas 
o de otra clase, ajenas a su giro. 


b) Conceder préstamos con garantía de su cuota de capital o 
destinados a la integración o ampliación del mismo. 


c) Efectuar inversiones en: inmuebles que no fueren necesa- 
rios para el uso justificado de las instituciones y sus dependen- 
cias, en acciones, en obligaciones y otros valores emitidos por 
empresas privadas, que excedan tales inversiones en su conjun- 
to el 25% de la responsabilidad patrimonial de la entidad. Po- 
drán, sin embargo, adquirir acciones o partes de capital de 
instituciones financieras radicadas en el exterior del país o de 
empresas que realicen las actividades previstas en los artículos 
4% del decreto ley N* 15.322 del 17.9.1982 y 44 de dicho 
decreto-ley en la redacción dada por esta ley, en todos los casos 
con autorización del Banco Central del Uruguay. 


Se exceptúan de las prohibiciones establecidas en los litera- 
les a) y c) aquellas operaciones que las empresas realicen ex- 
clusivamente y por el tiempo indispensable para la defensa o 
recuperación de sus créditos de acuerdo con las normas que al 
respecto establezca el Banco Central del Uruguay. Asimismo, 
se exceptúan de la prohibición establecida en el literal c) las 
operaciones de prefinanciamiento de emisión de obligaciones o 
las acciones que impliquen su tenencia transitoria con fines de 
capitalización de la entidad emisora. El Banco Central del Uru- 
guay controlará el estricto cumplimiento de las previsiones y 
obligaciones contenidas en el presente artículo, y expedirá aque- 
llas normas reglamentarias en materia de inversiones (literal c) 
necesarias para asegurar el efectivo cumplimiento de tales pre- 
visiones y obligaciones”. 


“Artículo 20: Las personas privadas que infrinjan las leyes 
y decretos que rijan la intermediación financiera o las normas 
generales e instrucciones particulares dictadas por el Banco 
Central del Uruguay, serán pasibles de las siguientes medidas 
sin perjuicio de la denuncia penal si correspondiera: 


1%) Observación; 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


2%) Apercibimiento; 


3%) Multas de hasta el 50% (cincuenta por ciento) de la 
responsabilidad patrimonial neta mínima establecida para el 
funcionamiento de los bancos; 


49) Intervención, la que podrá ir acompañada de la sustitu- 
ción total o parcial de las autoridades. Cuando la intervención 
vaya acompañada de la sustitución total de autoridades, impli- 
cará la caducidad de todas las comisiones o mandatos otorga- 
dos por ellas y la suspensión, durante veinte días hábiles, de 
todo tipo de plazo que pueda correrle a la empresa intervenida; 


5%) Suspensión total o parcial de actividades con fijación 
expresa del plazo; 


6?) Revocación temporal o definitiva de la habilitación de 
las empresas financieras, 


7%) Revocación de la autorización para funcionar. 


Las medidas previstas en los seis primeros numerales, serán 
aplicadas por el Banco Central del Uruguay. Serán acumula- 
bles las medidas establecidas en los numerales 4* y $? así como 
las demás respecto de la señalada en el numeral 3*. 


La revocación de la autorización para funcionar será resucl- 
ta por el Poder Ejecutivo y deberá contar además en forma 
concurrente con expreso consentimiento en tal sentido del Ban- 
co Central del Uruguay. Ello sin perjuicio de la facultad de este 
último órgano público de proponer dicha revocación al Poder 
Ejecutivo por razones de legalidad o de interés público. 


Las instituciones públicas comprendidas en el artículo 2? 
del decreto-ley No. 15.322 de 17.9.82 que infrinjan las leyes y 
decretos que rijan la intermediación financiera o las normas 
generales e instrucciones particulares dictadas por el Banco 
Central, podrán ser pasibles, por su parte, de las siguientes 
medidas a ser aplicadas por el Banco Central en su carácter de 
órgano rector, supervisor y de control del sistema financiero: 


19%) Observación; 
29) Apercibimiento; 


3%) Multas, hasta el monto señalado en el inciso 1? numeral 
3" del presente artículo, 


Las medidas precedentes son, sin perjuicio de la facultad 
del Banco Central, en todo momento de: 


a) realizar inspecciones periódicas a efectos de relevar la 
situación financiera de la institución oficial; 


b) elevar al Poder Ejecutivo en lo pertinente, los respecti- 
vos antecedentes e informaciones, con relación a la o las con- 
ductas infractoras a-efectos que dicho Poder se sirva adoptar, 
de así estimarlo pertinente, las medidas de control ajustadas a 
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derecho que pudieran corresponder (de conformidad con los 
artículos 197 y 198 de la Constitución)”. 


“Artículo 23: Los Representantes, Directores Gerentes Ad- 
ministradores, Mandatarios, Síndicos y Fiscales de las empre- 
sas e instituciones comprendidas en los artículos 1* y 2? de esa 
ley, que en el desempeño de sus cargos aprueben o realicen 
actos o incurran en omisiones que puedan implicar o impliquen 
la aplicación de las sanciones previstas en el artículo 20 del 
decreto-ley N* 15,322 podrán ser sancionados por el Banco 
Central del Uruguay con multas, cuyos montos determinará la 
reglamentación que expedirá al efecto dicho ente bancario. Re- 
girá para la determinación de las mismas en lo pertinente, la 
Ley N* 13,835 (artículos 331 y 334) con el texto dado por el 
artículo 566 del decreto-ley N* 14,189 de 30 de abril de 1974. 


Previo a la adopción de la multa que corresponda, se dará 
vista de las respectivas actuaciones al interesado por cinco días 
hábiles. 


Cuando las personas mencionadas en el inciso 1* del pre- 
sente artículo por su condición de tales, realicen actos o incu- 
rran en omisiones que impliquen la aplicación de las sanciones 
previstas en los numerales 3* a 7* del artículo 20 de este decre- 
to-ley, podrán ser inhabilitados para ejercer dichos cargos hasta 
por diez años por el Banco Central del Uruguay. 


Tal inhabilitación hasta el límite de tiempo señalado en este 
inciso se aplicará también a: los concursados comerciales y 
civiles; los inhabilitados para ejercer cargos públicos; los deu- 
dores morosos de las entidades financieras y a los inhabilitados 
para ser titulares de cuentas corrientes, hasta cinco años des- 
pués de haber cesado esta medida. 


La aplicación de la inhabilitación deberá resolverse previa 
instrucción de un sumario que no se considerará concluido 
hasta tanto el imputado no haya tenido oportunidad de presen- 
tar sus descargos y articular su defensa. Todo sin perjuicio de 
los recursos y acciones a que hubiere lugar legalmente”. 


ARTICULO 3%. - Agréguese como inciso final del artículo 
15 del decreto-ley N* 15,322 de 17 de setiembre de 1982 el que 
sigue: “Para el cumplimiento de todos los cometidos que las 
disposiciones legales y reglamentarias confieren al Banco Cen- 
tral del Uruguay el ente: 


A) Dispondrá de amplias facultades inspectivas y de fiscali- 
zación e investigación. 


B) Sus funcionarios, debidamente autorizados, tendrán al 
efecto iguales facultades en lo pertinente que los de la Dircc- 
ción General Impositiva, pudiendo especialmente en su caso, 
ejercer las prerrogativas y facultades establecidas en el artículo 
53 de la Ley N* 12.804 de 30 de noviembre de 1960 con la 
redacción dada por el artículo 1* de la Ley N* 13.302 de 7 de 
diciembre de 1961”. 


ARTICULO 4%, - Se incorporan al decreto-ley N* 15.322 
de 17 de setiembre de 1982 los Capítulos: XI “Situaciones de 
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crisis en las instituciones financieras. Medidas preventivas y 
liquidación administrativa”; XI “De las Sociedades Anónimas 
que desarrollen actividades de intermediación financiera”; XIH 
“Participación de las instituciones financieras en actividades de 
inversión y de financiamiento de la producción” y XIV “Dero- 
gaciones”, conteniendo los expresados capítulos, el articulado 
correspondiente con el texto que sigue: 


CAPITULO XI 


“Situaciones de crisis en las instituciones financieras, Medi- 
das preventivas y Liquidación Administrativa”. 


“Artículo 36. - Serán, además, funciones del Banco Central 
del Uruguay la adopción de medidas preventivas que puedan 
llegar a la intervención o a la inmediata suspensión de las 
actividades de las instituciones bancarias privadas y de las em- 
presas e instituciones de intermediación financicra comprendi- 
das en el artículo 1? del decreto-ley N* 15,322 de 17 de setiem- 
bre de 1982, informando a la brevedad al Poder Ejecutivo. Para 
las actuaciones de esta índole que debe realizar el Banco Cen- 
tral del Uruguay, podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública 
si ello fuere menester (artículo 18 literal c) de la Ley N* 9.808 
de 2.1.39 con la redacción dada por el artículo 1* de la Ley 
N? 13,243). 


“Artículo 37, - Será competencia exclusiva del Banco Cen- 
tral del Uruguay actuar de liquidador en vía administrativa de 
las empresas integrantes del sistema financiero en situaciones 
de crisis. Al efecto, y para el cumplimiento de tal cometido 
dispondrá de los más amplios e intensos poderes de administra- 
ción y disposición sin limitaciones sobre los bienes, acciones, 
obligaciones o derechos que pertenezcan a los Bancos, socieda- 
des o empresas y entidades financieras comprendidas en la 
liquidación; le competerá igualmente la verificación de crédi- 
tos, la definición de masa solvente e insolvente, la conversión 
de obligaciones en moneda extranjera o en Unidades Reajusta- 
bles, los ajustes de la misma en moneda nacional, la determina- 
ción del orden preferencial en los pagos, el prorrateo de los 
fondos y todas las demás competencias, atribuciones y cometi- 
dos que sean necesarias para el logro de sus fines. 

Sobre las empresas colaterales de estas entidades e institu- 
ciones regirá lo dispuesto en el artículo 34 incisos 2 y 3 de la 
Ley N? 13.608 de 8 de setiembre de 1967)”. 


En caso que la empresa respectiva haya recuperado su sol- 
vencia, el Banco Central del Uruguay estará facultdo a reincor- 
porarla a sus titulares, pudiendo exigir las cautelas y garantías 
que estime necesarias en cada caso. 


Al operarse la citada reincorporación a los titulares, el Ban- 
co Central del Uruguay verificará efectivamente la previa recu- 
peración de todos los préstamos y adelantos que hubiera reali- 
zado y de los costos incurridos en el proceso de la intervención. 


Cuando la intervención haya sido declarada por el mal 
desempeño de las funciones de los directores, si se procediera 
a la venta de la entidad intervenida no podrán ser adquirentes 
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las personas integrantes o representantes del grupo accionario 
mayoritario que hubiera participado de la administración o di- 
rección de la entidad intervenida, así como las entidades forma- 
les o integradas, total o parcialmente por tales personas y/o por las 
sociedades controladoras, controladas o vinculadas con ellas. 


CAPITULO XII 


“De las Sociedades Anónimas que desarrollen 
actividades de intermediación financiera” 


“Artículo 38. - Las Sociedades Anónimas que desarrollen 
actividades de intermediación financiera deberán consagrar 
preceptivamente en sus estatutos que sus acciones serán obliga- 
toriamente nominativas”, 


“Artículo 39, - Dentro del término que fije la reglamenta- 
ción, dichas sociedades deberán tener aprobadas por el Poder 
Ejecutivo las modificaciones estatutarias necesarias para dar 
cumplimiento con lo establecido en la presente norma. A tal 
efecto, estarán exoneradas del pago de todo tributo que se de- 
vengue por dichos actos”, 


“Artículo 40 . - Las referidas Sociedades Anónimas a que 
refiere el artículo anterior deberán asimismo: 


a) Declarar ante el Banco Central del Uruguay a quién 
pertenecen sus acciones, a los efectos que el mismo lleve un 
registro actualizado de tales declaraciones. En el caso de los 
representantes las entidades financieras constituidas en el ex- 
tranjero, sean o no sociedades anónimas, deberán registrarse 
ante el Banco Central del Uruguay en las condiciones que 
establezca la reglamentación. 


b) Solicitar al Banco Central del Uruguay autorización pre- 
via para transferir acciones precisando en tal solicitud la identi- 
dad del nuevo titular. 


c) Establecer claramente en el Estatuto que será nula toda 
transferencia de acciones que no cuente con la previa autoriza- 
ción del Banco Central del Uruguay (artículo 2* del Decreto 
382-989)”. 


“Artículo 41. - Tanto el registro en el Banco Central del 
Uruguay como las actuaciones antes referidas, tendrán carácter 
reservado. Al considerar las solicitudes, las resoluciones del 
citado Banco, tendrán por fundamento razones de legalidad, de 
oportunidad y de conveniencia”. 


“Artículo 42. - En caso de infringirse las disposiciones 
precedentes, las respectivas sociedades anónimas podrán ser 
pasibles de las medidas a que refiere el artículo (200.) del 
decreto-ley N* 15,322 en la redacción dada por la presente 
ley”. 


“Artículo 43. - El Banco Central del Uruguay reglamentará 
y controlará, la actividad de intermediación financiera de las 
sociedades anónimas a que refiere el presente capítulo”. 
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CAPITULO XII 


“Participación de las instituciones financieras en 
actividades de inversión y de financiamiento 
de la producción” 


“Artículo 44, - El Banco Central del Uruguay reglamentará 
en un plazo de sesenta días a partir de la promulgación de la 
presente ley los mecanismos que faciliten la participación de la 
totalidad de las empresas financieras en actividades de inver- 
sión y financiamiento a largo plazo de la producción. Sin per- 
juicio de consagrarse otros mecanismos tendientes a la finali- 
dad antes referida en esta disposición, la reglamentación del 
Banco Central podrá autorizar a las referidas empresas, a tener 
participación accionaria en las sociedades o empresas que reci- 
ban la referida participación y que sean beneficiarias del finan- 
ciamiento a que alude la presente norma”. 


CAPITULO XIV 
*Derogaciones” 


“Artículo 5%. - Deróganse el artículo 10 del decreto-ley 
N* 15.322 de 17 de setiembre de 1982; el inciso final del 
artículo 30 del citado decreto-ley y las normas que se opongan 
a la presente ley”, 


“Artículo 6?. - Comuníquese, etc.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Blanco, 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: el proyecto de ley 
que está a consideración del Senado se origina en una iniciati- 
va del Poder Ejecutivo, la cual fue destinada en un principio a 
la Cámara de Representantes. Allí, en la Comisión correspon- 
diente contó con la aprobación unánime aun cuando el señor 
representante Lezcano formuló algunas salvedades. Asimismo, 
fue aprobado en el Plenario por mayoría sustancial, lo cual 
indica una concordancia de los sectores políticos representados 
en el Parlamento en torno a los objetivos de esta iniciativa. La 
finalidad de este proyecto, que está esquematizada en el Men- 
saje y que surge del contenido de sus normas, evidentemente es 
plausible y compartible, y está claramente expresada. 


En líneas generales, este proyecto de ley tiende a garantizar 
la estabilidad, transparencia y confiabilidad del sistema de in- 
termediación financiera. Tengamos en cuenta la importancia 
que estos valores tienen para la seriedad y solidez del sistema 
financiero y, en general, para el funcionamiento del conjunto 
de la economía. 
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Las principales modificaciones al régimen vigente estable- 
cido por el decreto-ley N* 15,322 -al que se le agregan tres 
capítulos nuevos, pero se mantiene la numeración de la norma 
original- refieren al fortalecimiento del Banco Central, a la 
solvencia y transparencia de las empresas, a las situaciones de 
crisis, a las cooperativas de intermediación financiera y, por 
último, a las inversiones financieras. Aclaro que me voy a 
referir conjuntamente a los tres primeros puntos que están diri- 
gidos a ese objetivo de transparencia, confiabilidad y buen 
funcionamiento del sistema. Se dota al Banco Central de pode- 
res jurídicos enérgicos -tal como lo hace el proyecto de ley en 
consideración- y se establecen reglas precisas para el funciona- 
miento de las empresas de intermediación financiera -lo que 
también permite esta norma- requiriendo que éstas sean socie- 
dades anónimas pero que las acciones sean nominativas y que 
su transferencia requiera un procedimiento ante la Administra- 
ción a fin de asegurar todas las garantías necesarias de transpa- 
rencia y solvencia de estas entidades. 


En consecuencia, se conjugan los poderes jurídicos que se 
dan al Banco Central para investigar, inspeccionar y establecer 
programas especiales para las empresas que se puedan encon- 
trar en dificultades. Asimismo, se le permite establecer regula- 
ciones en materia de encajes, límites para los incumplimientos, 
como así también las relaciones técnicas que deben mantenerse 
entre las reservas y las colocaciones de estas entidades. 


Todos estos elementos son incluidos en el capítulo referido 
a las situaciones de crisis que, por otra parte, es totalmente 
nuevo, por más que en las reglamentaciones del Banco Central 
estas normas se tuvieran en cuenta. Debemos destacar que el 
capítulo sobre situaciones de crisis permite que el Banco Cen- 
tral pueda adoptar por sí medidas preventivas, es decir, que 
pueda actuar precozmente a fin de salvaguardar una situación 
antes de que ella se produzca. No obstante, una vez ocurridos 
los hechos el Banco Central debe asumir la función de presta- 
mista de última instancia, de modo de salvar la situación de la 
entidad financiera que se encuentra en dificultades. En este 
sentido, cabe advertir que esa facultad de prestamista de última 
instancia se encuentra acotada, ya que el proyecto que estamos 
considerando establece ciertos límites de carácter cuantitativo 
temporales, llegando a requerir en algunos casos el voto con- 
forme de todo el Directorio. Asimismo, complementariamente 
a la situación de crisis, se prevé que la liquidación de estas 
entidades pueda ser realizada en vía administrativa, Por lo tan- 
to, por un lado tenemos las medidas preventivas, luego las 
aplicables en el curso de la crisis y, finalmente, aquellas que 
corresponden cuando la crisis, lamentablemente, termina con 
la solvencia de la entidad financiera y es necesaria su liqui- 
dación. 


Por otro lado, como medida de transparencia y salud del 
sistema, se prohíbe que una institución intervenida pueda ser 
adquirida por el mismo grupo que ejercía la administración 
antes de la intervención. 


Luego de estas tres primeras áreas de modificaciones, sc 
agrega en el proyecto lo relativo a las cooperativas de interme- 
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diación financiera, las que se podrán transformar en bancos 
cooperativos, aplicándoseles las mismas disposiciones que a los 
bancos. Asimismo, se aclara que las cooperativas de interme- 
diación financiera podrán recibir depósitos a la vista y cuenta 
corriente, operar con cheques y aceptar depósitos a plazo de 
residentes. De esta manera, se definen las facultades y posibili- 
dades de acción de estas instituciones que no sólo tienen un 
valor económico, sino también social. 


Por último, en lo que refiere a la inversión financiera, pode- 
mos decir que se habilita a las instituciones de intermediación 
financiera a poseer acciones de los bancos de inversión. Como 
se recordará, en esta Legislatura se aprobó un proyecto de ley 
que posibilitó su creación y funcionamiento en el ámbito nacional. 


Deseo destacar que el punto más polémico del proyecto 
original que se discutió en la Cámara de Representantes, estaba 
referido a las potestades del Banco Central en cuanto a la 
posibilidad de aplicar sanciones a instituciones de intermedia- 
ción financiera de carácter público. La norma que estamos 
considerando ha zanjado esa dificultad estableciendo que el 
Banco Central poseerá las facultades necesarias para investigar 
cómo están actuando y funcionando esas entidades públicas de 
intermediación financiera, pero no podrá aplicarles sanciones. 
En caso de que a su juicio existieran irregularidades deberá 
elevar la información correspondiente al Poder Ejecutivo a fin 
de que éste, si lo cree conveniente, ponga en funcionamiento 
los mecanismos constitucionales correspondientes pero, repito, 
no será el Banco Central quien aplique estas medidas sanciona- 
torias, como lo hará con las restantes entidades. 


Señor Presidente: entendemos que el conjunto de disposi- 
ciones proyectadas implican un avance en la legislación vigen- 
te y en la buena dirección ya que por un lado apuntan al 
fortalecimiento y transparencia de las instituciones objeto de 
esta legislación, mientras que por otro le otorga poderes más 
fuertes y enérgicos al Banco Central para que cumpla sus fun- 
ciones. En este sentido recuerdo el establecimiento de poderes 
inspectivos enérgicos y funcionarios habilitados a cumplir sus 
tareas con las mismas potestades que los empleados de la Di- 
rección General Impositiva. No debemos olvidar las normas 
incluidas en lo relativo con las situaciones de crisis, 


Por lo tanto, el proyecto incorpora adclantos positivos para 
fortalecer y mejorar el sistema, dándole transparencia y soli- 
dez. Asimismo, aclara la situación de las cooperativas de inter- 
mediación financiera y flexibiliza las normas vigentes a fin de 
crear un estímulo a los bancos de inversión. 


Por estas razones, señor Presidente, la Comisión recomien- 
da la sanción del proyecto de ley que está a consideración del 
Senado. Me veo en la obligación de señalar que esta es la 
opinión del conjunto de los integrantes de la Comisión de Ha- 
cienda, por más que el señor senador Astori ha formulado algu- 
nas reservas sobre distintos puntos específicos del proyecto, 
referidos a que no se varía el régimen de secreto bancario y a 
que no se completa el régimen con respecto a las cooperativas 
de intermediación financiera, entre otros. De todas maneras, no 
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voy a extenderme sobre el particular ya que seguramente el 
señor senador Astori dará su punto de vista. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Tal como acaba de señalar el señor 
senador Blanco, el Frente Amplio acompañó este proyecto de 
ley, ya en la Cámara de Representantes -recordemos que esta 
iniciativa ya cuenta con media sanción parlamentaria- con al- 
gunas salvedades que, sin perjuicio de nuestro apoyo a este 
conjunto de disposiciones, desearíamos plantear en esta oca- 
sión. 


Quiero señalar que estoy totalmente de acuerdo con la ne- 
cesidad de aprobar un proyecto de ley referido a este tema. En 
ese sentido, debo decir que el país no tiene un cambio en las 
normas sobre intermediación financiera desde los años del au- 
toritarismo militar. La última disposición que se aprobó en esta 
materia, fue la que precisamente ahora se pretende modificar, 
es decir, el decreto-ley N* 15.322, del año 1982. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Abreu) 


-Esto es, han transcurrido diez años durante los cuales el 
sistema financiero uruguayo experimentó importantísimos cam- 
bios y nuestro país no tuvo una ley de intermediación financie- 
ra como la que ahora intentamos aprobar en el Senado y que 
fue votada ya por la Cámara de Representantes. Precisamente, 
quiero ligar estos dos hechos, porque muchos de los cambios 
que experimentó el sistema financiero en estos diez años -entre 
otras cosas- pueden aparecer vinculados a la existencia de nor- 
mas como las que ahora estamos discutiendo, es decir, expe- 
riencias traumáticas que quizá -no lo estoy afirmando- podrían 
haberse evitado o atenuado de haber tenido una herramienta 
jurídica como la que el Uruguay está buscando desde hace 
mucho tiempo. Sin duda, esto constituye un importante avance 
por los motivos expuestos, que yo lo referiría a una función 
esencial de todo Banco Central que, obviamente, tiene muchas 
entre sus objetivos. Pero es menester destacar, entre ellas, la 
que solemos llamar superintendencia de bancos. Es bueno re- 
conocer que en otras realidades esta superintendencia puede 
aparecer separada del Banco Central correspondiente. Por ejem- 
plo, en el caso de Chile, la superintendencia de bancos está en 
manos o bajo la responsabilidad del Ministerio de Economía. 


Declaro, señor Presidente, que en las circunstancias nacio- 
nales y habida cuenta de las características de la realidad uru- 
guaya, prefiero siempre que esta superintendencia esté en el 
seno de nuestra autoridad monetaria para que, entre otras cosas, 
esa función esté adecuadamente coordinada con otras. Mencio- 
no este punto no simplemente con fines retóricos, porque quie- 
ro decir que como este proyecto supone fortalecer la labor de 
superintendencia de bancos, hubiera preferido discutir artículos 
de la Carta Orgánica del Banco Central y luego este proyecto, 
pero los hechos han querido que se invirtiera la relación entre 
estos dos elementos. Sin perjuicio de ello, vamos a acompañar 
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esta iniciativa y participaremos con toda nuestra fuerza en la 
discusión de la Carta Orgánica, pero nos parece que el criterio 
lógico hubiera sido el inverso. 


Estas funciones de superintendencia, que en este proyecto 
de ley van a disponer de un mecanismo aplicable desde el 
punto de vista legal, obviamente encuentran su fundamento en 
un Banco Central que va a tener por primera vez Carta Orgáni- 
ca si se aprueba la iniciativa -con o sin modificaciones- que 
hoy estamos considerando. 


El Banco Central del Uruguay fue creado por la Constitu- 
ción de 1966 y comenzó a funcionar en 1967, pero nunca tuvo 
Carta Orgánica, y ahora la va a tener por primera vez. Mejor 
hubiera sido discutir primero esa Carta Orgánica e identificar 
al Banco Central como un superintendente de bancos, desde su 
propia cédula de identidad -digámoslo así- y luego discutir 
estos mecanismos. Pero no vamos a abundar sobre el tema, 
porque el proceso fue exactamente a la inversa: primero vamos 
a discutir cómo el Banco Central va a controlar y luego consi- 
deraremos su Carta Orgánica. 


Este proyecto, en su versión original, viene con numerosos 
problemas. A nuestro juicio, el más importante es uno de los 
que motivó un duro debate en el seno de esta Cámara -como 
todos recordarán- y que, cuando nuestro compañero de banca- 
da, el señor senador Korzeniak, aludió a él, originó a su vez la 
designación de una Comisión Preinvestigadora, que integramos 
con algunos colegas. Me refiero al tema de las sanciones, o 
sea, de las posibilidades sancionatorias del Banco Central res- 
pecto de otras Instituciones. Vamos a no engañarnos; nuestra 
preocupación esencial era y sigue siendo el Banco de la Repú- 
blica, pero debemos reconocer que ese elemento ha mejorado 
muchísimo en este proyecto de ley luego del tratamiento que 
se le dio en la Cámara de Representantes, por lo menos en este 
momento que está viviendo el Uruguay. Por eso lo vamos a 


apoyar. 


Quiero manifestar que, a nuestro modesto modo de enten- 
der, la solución que se propicia ahora en el proyecto supera 
claramente la versión original, la mejora y es capaz de generar 
consenso, como quedó demostrado en la Cámara de Represen- 
tantes y como creo que va a quedar demostrado también aquí, 
en el Senado de la República. 


Me parece que, en lo que respecta al presente del Uruguay 
y a su futuro inmediato, es mejor la solución adoptada desde 
este punto de vista. Esto facilitó mucho nuestra posición ante 
este proyecto de ley. 


Termino mencionando las salvedades a que aludía el señor 
senador Blanco. Señor Presidente: al tratar un proyecto de ley 
de intermediación financiera, no puedo dejar de manifestar que 
el tema del secreto bancario vigente en el país nos merece 
serios reparos, No lo puedo dejar de decir, porque estamos 
modificando el decreto-ley que lo instauró y, además, por una 
segunda razón, cual es que se trata de un tema, más allá de la 
posición que se sustente al respecto, típico de una ley de inter- 
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mediación financiera. Es una de las bases del sistema financie- 
ro y, así como el nuestro encuentra en ese secreto bancario uno 
de sus fundamentos de funcionamiento -un secreto casi hermé- 
tico, con muy pocas posibilidades de ser levantado- hay otros 
sistemas que se basan en su inexistencia, El caso más conocido 
a nivel mundial lo brinda el sistema de los Estados Unidos de 
América, que, desde este punto de vista, es exactamente opues- 
to al nuestro. 


A nosotros no nos gusta el secreto bancario; creemos que 
puede ser perjudicial para el país; de hecho, lo está siendo. 
Hemos presentado un proyecto de ley derogando el secreto 
bancario en la pasada Legislatura y en ésta y, por lo tanto, 
tenemos que manifestar nuestros reparos ante esta omisión de 
un proyecto de ley de intermediación financiera. Obviamente, 
éste no habrá de ser un motivo para no votar el proyecto de ley, 
pero declaro que habremos de seguir tratando de que el país 
levante algún día esta disposición, a nuestro juicio negativa, 
Como este proyecto de ley ha adoptado la forma de modificar 
el decreto-ley N* 15,322, lo apoyamos, porque estamos de acuer- 
do con esas modificaciones, pero vamos a seguir trabajando 
para poder cristalizar otras, de las cuales la más relevante pare- 
cería ser la que se refiere a ese secreto bancario, que, a nuestro 
juicio, es negativo para el país. 


El segundo punto que nos merece salvedad es la solución 
dada al tema de los bancos cooperativos. Sin duda, hay un 
avance a este respecto, puesto que se permite que las cooperati- 
vas de intermediación financiera se transformen en bancos, lo 
cual hoy no se puede hacer. Por lo tanto, es un avance. Pero, a 
nuestro juicio, no se pone al eventual banco cooperativo -que 
se forme a partir de una cooperativa de intermediación finan- 
ciera- en la situación en que hoy debería estar, es decir, no en 
un pie de igualdad con las empresas bancarias comunes y co- 
rrientes -las que se forman de la manera que se conoce en la 
práctica, es decir, mediante una sociedad anónima- puesto que 
en esta etapa en que se admite esa convención, también habría 
que contemplar la diferencia de origen entre ambas firmas, de 
modo de estimular la formación de cooperativas de tipo banca- 
rio en el sistema financiero. Entendemos que pueden hacer un 
aporte al país, sobre todo en un mercado de crédito que cada 
día está más segmentado. 


En el contexto de esta segmentación, los Bancos propia- 
mente dichos, han asumido ciertas operativas que abandonan 
otras que también necesitan de créditos, A modo de ejemplo, 
puedo decir que es notorio que los Bancos comunes y corrien- 
tes -llamémoslos así- operan cada vez más en términos de un 

mercado de crédito mayorista, concentrando operaciones. Es 
más; hacen esfuerzos denodados para evitar toda operación 
mediana O pequeña; sin embargo, resulta que éstas también 
necesitan de una institución que las atienda y ese papel lo están 
jugando las cooperativas. Ese es el espacio del mercado de 
crédito en el que están trabajando. En tal sentido, creo que es 
un avance permitir que se transformen en Bancos si tienen 
condiciones para ello y que es bueno que continúen trabajando 
como tales en ese espacio que se han ganado y que otros no 
atienden. Sin perjuicio de ello, lo que no compartimos -y mani- 
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festamos nuestra salvedad al respecto- es que sean colocadas en 
pie de igualdad desde el punto de vista, por ejemplo, del con- 
trol de tipo bancocentralista que habrán de ser objeto, ya que el 
proyecto de ley establece que las normas de ese tipo se aplica- 
rán en igual forma a un Banco -de la naturaleza que sea- y a 
uno de tipo cooperativo, formado a través de una sociedad de 
ese tipo. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Por otra parte, este proyecto de ley de intermediación fi- 
nanciera contiene algunas disposiciones que pueden llegar a 
crear confusión acerca de un tema sobre el que el país ya se dio 
una solución y sobre el que también manifestamos nuestros 
reparos oportunamente. Se trata de la Banca de inversión, es 
decir, de la posibilidad de que los Bancos participen en inver- 
siones de empresas pertenecientes a cualquier sector de la eco- 
nomía del país, Los miembros del Senado recordarán que hace 
un tiempo se aprobó aquí un proyecto de ley sobre Bancos de 
inversión, cuya tónica o característica central fue la de optar 
por lo que en materia bancaria se denomina Banca especializa- 
da, o sea, que exista una Banca de inversión operando, y, por 
otro lado, otra de apoyo al consumo o a la producción, y así 
sucesivamente. Al introducir en el proyecto de ley que estamos 
considerando algunas disposiciones como la relativa a la modi- 
ficación del artículo 48 del decreto-ley N* 15.322 que tiene que 
ver con la posibilidad de acceder a acciones de empresas que 
pertenezcan a otros sectores de la economía, esta especializa- 
ción queda desdibujada. 


Encontramos aquí una suerte de contradicción con respecto 
a la línea por la que optó el propio Parlamento al aprobar el 
proyecto de ley de Bancos de inversión. Esta es la tercera 
salvedad que queremos hacer, a cuenta de la experiencia que se 
tendrá, porque nadie puéde asegurar hoy, al aprobar una inicia- 
tiva de este tipo, cuál será el resultado que obtendrá el país en 
esta materia, 


Finalizo señalando dos aspectos. En primer lugar, este pro- 
yecto de ley representa un avance respecto a la situación vigen- 
te en el Uruguay. En segundo término, aún nos falta bastante 
en esta materia; a nuestro juicio, el elemento clave es el secreto 
bancario, pero también habría que mejorar otros aspectos. En 
tercer lugar, ojalá que en la discusión sobre la Carta Orgánica 
del Banco Central -no quiero adelantarme a los acontecimien- 
tos, tal como lo manifesté en la Comisión- no incurramos en 
contradicciones que pueden ser graves con relación a este pro- 
yecto de ley; esa Carta Orgánica será la correspondiente a un 
Banco que debe poner en práctica la iniciativa que hoy estamos 
considerando, teniendo en cuenta que ella es la herramienta del 
superintendente de los Bancos, es decir, del Banco Central. Por 
lo tanto, sería grave que luego de discutir su Carta Orgánica -lo 
que, a nuestro juicio, debimos haber hecho antes- introduzca- 
mos contradicciones respecto a este mecanismo que hoy esta- 
mos tratando. Si invertimos el proceso, por lo menos, tengamos 
cuidado después de no generar contradicciones que, repito, pue- 
den ser graves. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Abreu) 
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SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Ticne la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA, - Este proyecto de ley con el informe 
correspondiente de la Comisión de Hacienda no tiene ningún 
tipo de discordia o salvedad de mi parte. Al respecto, quiero 
hacer algunas aclaraciones que, ciertamente, no tienen ningún 
ánimo polémico, porque pude haber planteado algunas objecio- 
nes, sólo que entendí que en tanto no tengo discrepancias con 
el texto de este proyecto de ley -tal como fue sancionado por la 
Cámara de Representantes- y en atención a la circunstancia 
política de que no aprecio como posible realizarle modificacio- 
nes en el sentido que hubiéramos deseado, lo que correspondía 
era aprobarlo también en el Senado. 


Este texto aprobado en la Cámara de Representantes, como 
bien lo ha señalado el señor senador Astori, tiene algunos as- 
pectos importantes que han sido modificados, en relación con 
el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo y que mejo- 
ran, sin duda, esta iniciativa. Estas mejoras son en lo que hace 
al control y a la posibilidad de sanciones del Banco Central 
sobre los Bancos públicos, también en lo que tiene que ver con 
la situación de las instituciones de carácter cooperativo que 
actúan en la intermediación financiera y, asimismo, en cuanto a 
dotar al Banco Central de normas claras y algunos poderes 
jurídicos de los que carecía para llevar a cabo un control más 
inmediato y severo sobre la actuación de las instituciones de 
intermediación financiera. En este sentido, pienso que de haber 
existido y de haberse aplicado normas como éstas, algunas 
circunstancias muy duras que el país vivió en los últimos años 
por la caída estrepitosa de algunos Bancos privados, no hubie- 
ran ocurrido o acaso no con la intensidad con la que sucedió, 
provocando los perjuicios que se produjeron para el conjunto 
de la sociedad. 


Hubiéramos deseado que en estas modificaciones al decre- 
to-ley N* 15,322, se incluyera la derogación de su artículo 25, 
que consagró una forma de secreto bancario casi irrestricta, en 
términos que son profundamente inconvenientes para los inte- 
reses generales del país, 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Tan firme es nuestra posición, que en la Legislatura pasa- 
da, junto a dos compañeros integrantes de la Comisión de Ha- 
cienda de la Cámara de Representantes -el ex representante 
nacional señor Juan Pedro Ciganda y el actual miembro de ese 
Cuerpo, doctor Héctor Lescano- presentamos un proyecto de 
ley que no tuvo andamiento, que en su artículo único establecía 
la derogación del artículo 25 del decreto-ley N* 15,322, relati- 
vo al secreto bancario. Los términos de dicho secreto, inclusi- 
ve, llegaron a ser criticados en el propio Consejo de Estado, lo 
que ya es decir; cuando en ese Órgano se trató este texto, 
alguno de sus miembros objetó la intensidad y el carácter casi 
irrestricto del secreto bancario que se estaba consagrando. No 
es que pensemos que no debe haber secreto en la actividad 
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bancaria. Creemos que debe ser el mismo que existía antes de 
la vigencia del decreto-ley N* 15.322. Este secreto bancario 
está consagrado en la legislación vigente -concretamente, a 
partir de la norma dictada en setiembre del año 1982- con un 
carácter muy fuerte y casi absoluto. Sin embargo, los bancos, 
incluso los oficiales, le han dado una interpretación extensiva, 
que es absolutamente intolerable. Y la siguen aplicando libre- 
mente, yendo mucho más allá de lo que el propio texto de la 
ley autoriza. 


Por lo tanto, hubiéramos deseado encontrar las voluntades 
políticas suficientes como para derogar esa norma sobre el 
secreto bancario, dejando en la actividad bancaria las reglas del 
secreto que son comunes a las tareas de este tipo, con las que el 
país se desenvolvió sin inconvenientes durante tanto tiempo, 


También hubiéramos deseado ir un poco más lejos en el 
amparo de las instituciones cooperativas de intermediación fi- 
nanciera; pero reconociendo que con los textos aprobados en la 
Cámara de Representantes -particularmente, con el trabajo rea- 
lizado por su Comisión de Hacienda- se avanzó bastante en 
una dirección que creemos apropiada, dándoles la posibilidad 
de transformarse en bancos cooperativos, lo cual, seguramente, 
es un paso adelante para el fortalecimiento de instituciones que 
son tan significativas en el Uruguay de hoy desde hace algunos 
años, pero que todavía tienen una proyección, un campo de 
acción muy trascendente, al que queremos abrirle las puertas y 
no cerrárselas. 


Por estas razones, señor Presidente, hemos optado por fir- 
mar el proyecto de ley sin salvedades, en tanto creíamos que 
no había posibilidades de cambiar el texto aprobado en la Cá- 
mara de Representantes, con las modificaciones allí introduci- 
das. Reitero que no tenernos discrepancias con los textos que 
tenemos a consideración. De todos modos, seguiremos traba- 
jando en la medida de nuestras fuerzas para introducir en la 
legislación las modificaciones que hemos señalado, particular- 
mente en lo que refiere a la derogación del secreto bancario, tal 
como lo consagra el decreto-ley N* 15.322 y en lo que hace al 
sistema cooperativo de intermediación financiera. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: vamos a acompañar 
este proyecto de ley que cuenta con media sanción de la Cáma- 
ra de Representantes por dos razones que trataremos de expo- 
ner con la mayor brevedad posible; una de ellas tiene que ver 
con el aspecto institucional, y la otra la enfocaremos desde el 
punto de vista político y jurídico. 


Me referiré al punto de vista institucional porque este pro- 
yecto se enmarca en una serie de disposiciones y normas que 
se orientan a una legislación de carácter armónico en lo relati- 
vo al funcionamiento del Banco Central del Uruguay. Natural- 
mente que este tema inquieta al Poder Ejecutivo, el que ha 
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presentado este proyecto de ley que además está acompaña- 
do -como muy bien lo señalaba el señor senador Astori- de la 
Carta Orgánica del Banco Central, que se encuentra en discu- 
sión en la Comisión de Hacienda del Senado. Estas dos normas 
tienden a dar al Banco Central un marco normativo que le 
permita actuar con transparencia, flexibilidad y predictibilidad 
en todo lo que significa el control y funcionamiento del sistema 
financiero. 


Desde el punto de vista institucional, apoyamos esta inicia- 
tiva porque supone un aporte de carácter serio, profesional y 
legislativo a una actividad tan delicada e importante para el 
funcionamiento de la economía de! país. 


En lo que tiene que ver con los aspectos jurídico y político, 
cabe señalar que esto supone la participación y el consenso de 
todas las fuerzas políticas del país que, más allá de las natura- 
les discrepancias que puedan surgir en el ejercicio democrático, 
están considerando estos temas para darle a Uruguay este tipo 
de legislación. Además, debemos tener en cuenta el punto de 
vista jurídico, porque este proyecto de ley de intermediación 
financiera supone la modernización y actualización del marco 
normativo que brinda fortaleza al Banco Central, como bien se 
señala en el informe que ha sido claramente expuesto por el 
señor senador Blanco. Allí se indica que el fortalecimiento del 
Banco Central contribuye a su solvencia y transparencia en las 
empresas de intermediación financiera y analiza y tiene en 
cuenta las situaciones de crisis en las que aquéllas puedan 
intervenir. Finalmente, se refiere a las posibilidades de coope- 
rativas de intermediación financiera y de inversión financiera. 


Por los motivos expuestos, vamos a acompañar realmente 
complacidos este proyecto de ley en el entendido de que insti- 
tucional, política y jurídicamente, estamos aportando al país un 
instrumento que va a otorgar estabilidad al funcionamiento del 
sistema financiero y, sobre todo, el fortalecimiento de normas y 
de reglas de juego claras, no sólo para el sector público sino 
también para el privado, que va tener un punto de referencia 
importante en el desempeño de este marco normativo. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular, 

SEÑOR CASSINA.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA.- Formulo moción para que se suprima 
la lectura de todos los artículos. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción presentada por el señor senador Cassina. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolivó suprimir 
es el siguiente: 


“Artículo 1? - Sustitúyese el último inciso del artículo 3* 
del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, por el 
siguiente: 


“El Banco Central del Uruguay podrá disponer la clausura 
temporal de las empresas en infracción o su clausura definitiva, 
previa autorización del Poder Ejecutivo”. 


Art. 22. - Sustitúyense los artículos 6*, 9%, 16 en su literal 
c), 20 y 23 del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 
1982, por los que se relacionan seguidamente y el 17 del men- 
cionado decreto-ley, por los textos de los artículos 17 y 17 bis 
que se detallan: 


“ARTICULO €. - Las empresas comprendidas en el artícu- 
lo 1% requerirán para funcionar autorización previa del Poder 
Ejecutivo, el que deberá resolver con la opinión favorable del 
Banco Central del Uruguay. Deberán contar, asimismo, para 
poder instalarse, con habilitación otorgada por el Banco Cen- 
tral del Uruguay. Para dicha autorización así como para la 
citada habilitación se tendrán en cuenta razones de legalidad, 
de oportunidad y de conveniencia. Los actos deberán ser funda- 
dos, apreciando especialmente la solvencia, rectiud y aptitud de 
la empresa solicitante. 


Para la apertura de sucursales de las entidades de interme- 
diación financiera ya autorizadas deberá recabarse exclusiva- 
mente la autorización previa del Banco Central del Uruguay. Si 
éste no se pronunciara sobre el particular en un plazo de noven- 
ta días, se tendrá por concedida tal autorización”. 


“ARTICULO 9*. - Las fusiones, absorciones y toda trans- | 
formación de las empresas comprendidas en el artículo 1*, re- 
querirán autorización previa del Poder Ejecutivo al mero efecto 
de la prosecución de actividades o confirmación del giro. De- 
berá recabarse, asimismo, respecto de tales actos, el consenti- 
miento previo y expreso del Banco Central del Uruguay”. 


“ARTICULO 16. - 


c) Dictar normas generales e instrucciones particulares ten- 
dientes a mantener la liquidez y solvencia de las empresas así 
como a limitar el riesgo que éstas pudieran asumir fijándoles 
los topes correspondientes y exigir a dichas empresas la presen- 
tación de un plan de adecuación, entre otros, en los siguientes 
casos: 


19) Cuando se registraren deficiencias en los encajes banca- 
rios durante los períodos y condiciones que determine el Banco 
Central del Uruguay. 
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2%) Cuando se incurriere en reiterados incumplimientos a 
los límites o relaciones técnicas estáblecidas. 


3%) Cuando no se mantuviere la responsabilidad patrimonial 
mínima exigida para su clase, ubicación o características deter- 
minadas, El Banco Central del Uruguay podrá exigirles la pre- 
sentación de un plan de saneamiento inmediatamente de detec- 
tarse, a juicio del citado ente público, que el patrimonio de 
tales empresas es inferior en un 25% (veinticinco por ciento) 
con relación a su responsabilidad patrimonial mínima, dando 
Cuenta al Poder Ejecutivo”. 


“ARTICULO 17. - Los Bancos deben organizarse bajo for- 
ma de sociedades anónimas, excepto que sean sucursal de una 
sociedad extranjera. Las cooperativas de intermediación finan- 
ciera podrán ser autorizadas a transformarse en Bancos coope- 
rativos, en cuyo caso se les aplicará las mismas disposiciones 
de carácter fiscal y bancocentralistas que a los demás Bancos. 


En materia de aportes a la seguridad social, los Bancos 
cooperativos optarán por continuar con el régimen que se le 
aplica a las cooperativas de ahorro y crédito o pasar al corres- 
pondiente a los restantes Bancos”. 


“ARTICULO 17 bis. - Sólo los Bancos y las cooperativas 
de intermediación financiera podrán: 


A) Recibir depósitos en cuenta corriente bancaria y autori- 
zar que se gire contra ellos mediante cheques. 


B) Recibir depósitos a la vista. 
C) Recibir de residentes depósitos a plazo. 


D) Las cooperativas podrán asociarse con instituciones de 
similar naturaleza pertenecientes a los países signatarios del 
Tratado de Asunción, en los términos de la reglamentación que 
dicte el Banco Central del Uruguay”. 


“ARTICULO 20. - Las personas privadas que infrinjan las 
leyes y decretos que rijan la intermediación financiera o las 
normas generales e instrucciones particulares dictadas por el 
Banco Central del Uruguay serán pasibles, sin perjuicio de la 
denuncia penal si correspondiera, de las siguientes medidas: 


1%) Observación. 
2%) Apercibimiento. 


3%) Multas de hasta el 50% (cincuenta por ciento) de la 
responsabilidad patrimonial neta mínima establecida para el 
funcionamiento de los Bancos. 


49) Intervención, la que podrá ir acompañada de la sustitu- 
ción total o parcial de las autoridades. Cuando la intervención 
vaya acompañada de la sustitución total de autoridades, impli- 
cará la caducidad de todas las comisiones o mandatos otorga- 
dos por ellas y la suspensión, durante veinte días hábiles, de 
todo tipo de plazo que pueda correrle a la empresa intervenida. 
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5*) Suspensión total o parcial de actividades con fijación 
expresa de plazo. 


6*) Revocación temporal o definitiva de la habilitación de 
las empresas financieras. 


7%) Revocación de la autorización para funcionar. 


Las medidas previstas en los numerales 1?) a 6%) serán apli- 
cadas por el Banco Central del Uruguay. 


Las medidas establecidas en los numerales 4%) y 5% así 
como las demás respecto de la señalada en el numeral 3%) serán 
acumulables. 


La revocación de la autorización para funcionar será resuel- 
ta por el Poder Ejecutivo y deberá contar además en forma 
concurrente con expreso consentimiento en tal sentido del Ban- 
co Central del Uruguay. Ello sin perjuicio de la facultad de este 
último órgano público de proponer dicha revocación al Poder 
Ejecutivo por razones de legalidad o de interés público. 


En todo momento el Banco Central del Uruguay mantendrá 
las facultades respecto de las instituciones públicas de: 


A) Realizar inspecciones periódicas a efectos de relevar la 
situación financiera de la institución oficial. 


B) Elevar al Poder Ejecutivo, en lo pertinente, los respecti- 
vos antecedentes e informaciones con relación a la o a las 
conductas infractoras a efectos que dicho Poder se sirva adop- 
tar, de así estimarlo pertinente, las medidas de control ajusta- 
das a derecho que pudieran corresponder, de conformidad con 
los artículos 197 y 198 de la Constitución de la República”. 


“ARTICULO 23. - Los representantes, directores, gerentes, 
administradores, mandatarios, síndicos y fiscales de las empre- 
sas privadas comprendidas en la presente ley, que en el desem- 
peñio de sus cargos aprueben o realicen actos o incurran en 
omisiones que puedan implicar o impliquen la aplicación de 
las sanciones previstas en los numerales 3% a 7%) del artículo 
20 de la presente ley, podrán ser pasibles de multas entre UR 
100 (cien unidades reajustables) y UR 10.000 (dicz. mil unida- 
des reajustables) o inhabilitados para ejercer dichos cargos, 
hasta por diez años, por el Banco Central del Uruguay. 


También podrán ser inhabilitados para el ejercicio de di- 
chos cargos los concursados comerciales y civiles, los inhabili- 
tados para ejercer cargos públicos, los deudores morosos de 
empresas de intermediación financiera y los inhabilitados para 
ser titulares de cuentas corrientes. 


La aplicación de la inhabilitación deberá resolverse previa 
instrucción de un sumario, que no se considerará concluido 
hasta tanto el imputado haya tenido oportunidad de presentar 
sus descargos y articular su defensa. 
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La aplicación de la multa deberá resolverse previa vista de 
las respectivas actuaciones al interesado por diez días hábiles”, 


Art. 3. - Agrégase al artículo 15 del decreto-ley N? 15,322, 
de 17 de setiembre de 1982, el siguiente inciso: 


“Para el cumplimiento de todos los cometidos que las dis- 
posiciones legales y reglamentarias confieren al Banco Central 
del Uruguay, éste: 


A) Dispondrá de amplias facultades inspectivas y de fiscali- 
zación e investigación. 


B) Sus funcionarios tendrán debidamente autorizados al efec- 
to, iguales facultades, en lo pertinente, que los de la Dirección 
General Impositiva, pudiendo especialmente ejercer las prerro- 
gativas y facultades establecidas en el artículo 53 de la Ley 
NY 12.804, de 30 de noviembre de 1960, en la redacción dada 
por el artículo 19 de la Ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 1961". 


Art. 42%, - Agréganse al decreto-ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, los siguientes Capítulos: 


“CAPITULO XI 
Situación de crisis en las instituciones financieras 
Medidas preventivas y liquidación administrativa 


ARTICULO 36. - Será, además, función del Banco Central 
del Uruguay la adopción de medidas preventivas que pueden 
llegar a la intervención o a la inmediata suspensión de activida- 
des de las instituciones comprendidas en el artículo 1? de la 
presente ley, informando a la brevedad al Poder Ejecutivo. Para 
las actuaciones de esta índole podrá solicitar el auxilio de la 
fuerza pública, si ello fuere necesario. 


ARTICULO 37. - El Banco actuará como prestamista de 
última instancia respecto de las instituciones de intermediación 
financiera y, en tal carácter, en los términos y condiciones que 
el Directorio determine, podrá comprar, vender, descontar y 
redescontar a las instituciones de intermediación financiera: 


A) Letras de cambio, vales y pagarés girados o ejecutados 
con fines comerciales, industriales o agrícolas, que lleven dos o 
más firmas autorizadas, de las cuales por lo menos una sea la 
de una institución de intermediación financiera y que venzan 
dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de su 
adquisición por el Banco. 


B) Letras de Tesorería u otros valores emitidos o garantiza- 
dos por el Gobierno, que formen parte de una emisión pública 
y que venzan dentro de los trescientos sesenta y cinco días 
siguientes a la fecha de su adquisición por el Banco. 


C) Valores emitidos por el Banco Central del Uruguay. 


ARTICULO 38. - Asimismo, y en igual carácter, el Banco 
podrá, en las condiciones que en cada caso determine el Direc- 
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torio, conceder adelantos a las instituciones de intermediación 
financiera, por plazos no superiores a los noventa días, siempre 
que ellos sean adecuadamente garantizados por: 


A) Algunos de los instrumentos previstos en el artículo an- 
terior. 


B) Cualquier otro valor emitido o garantizado por el Poder 
Ejecutivo y que forme parte de una emisión pública. 


C) Certificados de depósitos y documentos de título emiti- 
dos con respecto a productos básicos y otros bienes debidamen- 
te asegurados. 


D) Tenencias de los activos que el Banco pueda legítima- 
mente comprar, vender o negociar. 


E) En casos excepcionales, el Banco podrá, asimismo, rea- 
lizar tales adelantos con garantías reales distintas a las previstas 
en este artículo o con garantías personales. La resolución res- 
pectiva deberá contar con el voto conforme de la unanimidad 
de los miembros del Directorio del Banco. 


ARTICULO 39. - Las operaciones previstas en el literal A) 
del artículo 37 y en los literales A) y E) del artículo 38 de la 
presente ley, en su conjunto, no podrán superar un monto equi- 
valente al 100% (cien por ciento) de la responsabilidad patri- 
monial neta de la institución asistida. 


ARTICULO 40. - En caso que una institución de interme- 
diación financiera hubiese sido destinataria de la asistencia pre- 
vista en los artículos 37 y 38 de la presente ley y solicitare 
prórroga del crédito recibido, por encima de los plazos pacta- 
dos originariamente, deberá presentar ante el Banco un plan de 
recuperación y el Directorio podrá acceder a la prórroga gestio- 
nada, y requiriéndose para ello el voto conforme de todos sus 
miembros. 


ARTICULO 41. - En caso que la empresa intervenida haya 
recuperado su solvencia, el Banco Central del Uruguay estará 
facultado a reincorporarla a sus titulares, pudiendo exigir las 
cautelas y garantías que estime necesarias en cada caso. 


Al operarse la citada reincoporación a los titulares, el Ban- 
co Central del Uruguay verificará efectivamente la previa recu- 
peración de todos los préstamos y adelantos que hubicra reali- 
zado y de los costos incurridos en el proceso de la intervención. 


Cuando la intervención haya sido declarada por el mal des- 
empeño de las funciones de los Directores, si se procediera a la 
venta de la entidad intervenida no podrán ser adquirentes las 
personas integrantes o representantes del grupo accionario ma- 
yoritario que hubiera participado de la administración o direc- 
ción de la entidad intervenida, así como las entidades formales 
o integradas, total o parcialmente por tales personas o por las 
sociedades controladoras, controladas o vinculadas con ellas. 


ARTICULO 42. - El Banco Central del Uruguay será liqui- 
dador, en sede administrativa, de las empresas integrantes del 
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sistema de intermediación financiera y de sus respectivas cola- 
terales. A tal efecto, determinará las empresas que se conside- 
ran colaterales, 


La disolución de las sociedades y el consiguiente estado de 
liquidación serán declarados por el Banco, en los casos en que 
proceda conforme a la ley, rigiendo en cuanto a los procedi- 
mientos de liquidación los principios generales y preceptos de 
la legislación vigente en materia de liquidación de sociedades, 
en todo aquello que no se oponga a la presente ley. 


El Banco Central del Uruguay dispondrá de los más am- 
plios poderes de administración y disposición, sin limitaciones 
de especie alguna, sobre los bienes, acciones, derechos y obli- 
gaciones de las sociedades o empresas comprendidas en la li- 
quidación, a cuyo efecto podrá levantar los embargos e inter- 
dicciones trabados. Le compete, igualmente, la verificación de 
créditos, la definición de masa solvente e insolvente, la conver- 
sión de obligaciones en moneda nacional o extranjera o en 
unidades reajustables, la determinación del orden de preferen- 
cia en los pagos, el prorrateo de los fondos y demás competen- 
cias que sean necesarias para el logro de sus fines. 


Las resoluciones del Banco Central del Uruguay dictadas 
en su carácter de liquidador serán apelables en la forma previs- 
ta en el artículo 480 de la Ley N* 13.892, de 19 de octubre de 
1970. 


Las resoluciones del Banco Central del Uruguay por las 
cuales se liquiden créditos de las empresas en liquidación con- 
tra terceros, consentidas por el deudor o confirmadas en la 
forma prevista en el inciso anterior, constituirán título ejecutivo. 


ARTICULO 43. - El Estado no es responsable por cualquier 
incumplimiento en que puedan incurrir las instituciones finan- 
cieras no estatales. Estas deberán advertir a sus clientes de tal 
circunstancia en los términos que reglamentará el Banco Cen- 
tral del Uruguay. 


CAPITULO XII 


De las sociedades anónimas que desarrollen actividades 
de intermediación financiera 


ARTICULO 44. - Las sociedades anónimas que desarrollen 
actividades de intermediación financiera deberán consagrar pre- 
ceptivamente en sus estatutos que sus acciones serán obligato- 
riamente nominativas, 


ARTICULO 45. - Dentro del término que fije la reglamen- 
tación, dichas sociedades deberán tener aprobadas por el Poder 
Ejecutivo las modificaciones estatutarias necesarias para dar 
cumplimiento con lo establecido en la presente norma. A tal 
efecto, estarán exoneradas del pago de todo tributo que se de- 
vengue por dichos actos. 


ARTICULO 46. - Las sociedades anónimas a que refiere el 
artículo anterior deberán, asimismo: 
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A) Declarar ante el Banco Central del Uruguay a quién 
pertenecen sus acciones a los efectos que el mismo lleve un 
registro actualizado de tales declaraciones. En el caso de los 
representantes de las entidades financieras constituidas en el 
extranjero, sean o no sociedades anónimas, deberán registrarse 
ante el Banco Central de Uruguay en las condiciones que esta- 
blezca la reglamentación. 


B) Solicitar al Banco Central del Uruguay autorización pre- 
via para transferir acciones precisando en tal solicitud la identi- 
dad del nuevo titular. 


C) Obtener la autorización del Banco Central del Uruguay 
previamente a toda transferencia de acciones so pena de nuli- 
dad. 


ARTICULO 47, - Tanto el registro en el Banco Central del 
Uruguay como las actuaciones antes referidas tendrán carácter 
reservado. Al considerar las solicitudes, las resoluciones del 
Banco tendrán por fundamento razones de legalidad, de opor- 
tunidad y de conveniencia, 


CAPITULO XI 


ARTICULO 48. - Las entidades a que refiere el artículo 17 
del decreto-ley N* 15,322, de 17 de setiembre de 1982, en la 
redacción dada por el artículo 2* de la presente ley, que lo 
soliciten, quedan autorizadas a poseer acciones de Bancos de 
inversión”. 


Art. 5%, - Derógase el párrafo final del artículo 30 del 
decreto-ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, así como 
todas las normas que se opongan a la presente ley.”) 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: en virtud de que este 
proyecto de ley ha sido largamente estudiado primero en la 
Cámara de Representantes y posteriormente en el Senado, y 
que cuenta con el acuerdo de los sectores políticos, sin el deseo 
de violentar el ánimo de ningún señor senador, formulo mo- 
ción para que sea votado en bloque. 


SEÑOR CASSINA. - Apoyado. 

SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia se aviene a agili- 
tar el trámite y a que el proyecto se apruebe, ya que ello es de 
su interés, pero va a solicitar que el artículo 2* -que modifica el 


artículo 23 del decreto-ley N* 15,322. se vote por separado. 


En ese entendido, se va a votar la moción formulada por el 
señor senador Astori. 


(Se vota:) 
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-23 en 24, Afirmativa. 
En consideración todos los artículos del proyecto. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar todos los 
artículos del proyecto, con la excepción ya mencionada del 
nuevo texto del artículo 23 del decreto-ley de intermediación 
financiera. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el nuevo texto 
del artículo 23 del decreto-ley de intermediación financiera, 
que es el artículo 22, 


(Se vota:) 
-23 en 24, Afirmativa. 


Por vía de fundamento de voto, el Presidente quiere expre- 
sar que, aunque comparte la iniciativa y desea que se apruebe 
-tal como ya se ha hecho- con el mismo texto sancionado por la 
Cámara de Representantes -de modo que se transforme en ley 
lo más pronto posible- no ha votado a favor de la modificación 
del artículo 23, porque entiende que tiene imperfecciones jurí- 
dicas muy gruesas y porque le da potestades de carácter sancio- 
natorio al Banco Central, propias de la Justicia y no de un 
órgano de la Administración. Este artículo, si bien ya tenía un 
texto similar en la disposición vigente el que ahora se hace más 
amplio, permite prohibir a ciudadanos que ejercen una activi- 
dad comercial en carácter de representantes, directores, geren- 
tes, administradores, mandatarios, síndicos y fiscales de las 
empresas privadas de intermediación financiera, en virtud de 
haber realizado o aprobado actos o incurrido en omisiones que 
puedan implicar o impliquen la aplicación de las sanciones 
previstas en los numerales 3%) a 79) del artículo 20 de la presen- 
te ley. Dicho así, todo esto es bastante confuso, pero el artículo 
20 es aquel que establece toda una gama de sanciones no apli- 
cables a personas físicas, esto es ciudadanos o habitantes de la 
República, sino a las personas privadas, que se entiende son 
personas jurídicas; es decir, sanciones a los propios bancos o 
instituciones de intermediación financiera. 


Por otra parte, la tipificación de la infracción castigada en 
el artículo 20, se refiere a la mera infracción de leyes y decre- 
tos que rijan la intermediación financiera o de las normas gene- 
rales e instrucciones particulares dictadas por el Banco Central 
del Uruguay. Es decir que quien incurra en esta conducta -si se 
trata de la institución- será pasible de una gama de sanciones 
que van desde la mera observación hasta la revocación de la 
autorización para funcionar. O sea que los ciudadanos que in- 
frinjan las leyes y decretos que rigen la intermediación finan- 
ciera, las normas generales o aun las particulares dictadas en 
esta materia por el Banco Central del Uruguay, pueden ser 
objeto de las mismas sanciones previstas en el artículo 20, 
Incluso, se les podrá aplicar multas de entre 100 y 10.000 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 169 


Unidades Reajustables. Actualmente, una unidad reajus- 
table tiene un valor de U$S 10; entonces, esta multa va 
desde U$S 1.000 a U$S 100.000. Esto, aplicado a un ciudada- 
no, no es una sanción administrativa, sino una pena. Además, 
el artículo 77 del Código Penal dice que es pena la inhabilita- 
ción especial para determinada profesión académica, comercial 
o industrial. Sin embargo, por esta disposición se faculta al 
Banco Central a aplicar tal inhabilitación, o sea, a fijar penas 
muy severas a los ciudadanos por violar las leyes o los regla- 
mentos, cuando en realidad las penas sólo se pueden aplicar 
por cometer delitos y por parte del Poder Judicial. 


Además, se agrega un inciso que establece que también 
podrán ser inhabilitados para el ejercicio de dichos cargos los 
concursados comerciales y civiles, los inhabilitados para ejer- 
cer cargos públicos -y, peor aun- los deudores morosos de 
empresas de intermediación financiera y los inhabilitados para 
ser titulares de cuentas corrientes. Es decir que a un deudor de 
un Banco se le puede prohibir, por resolución administrativa 
del Banco Central, ejercer una profesión comercial en nuestro 
país y también se le puede aplicar una multa que puede llegar a 


U$S 100.000. 


Podrá argumentarse que en la práctica eso no va a ocurrir, 
pero creo que esta disposición es absolutamente excesiva e 
infeliz; por esa razón la he votado en contra. Lamento haberme 
enterado en este momento, porque las ocupaciones propias de 
mi cargo me inhiben a menudo de concurrir a las Comisiones; 
de lo contrario, hubiera planteado esta observación en la Comi- 
sión. 


Simplemente, he querido hacer un fundamento de voto ne- 
gativo. De todos modos, como el artículo contó con 23 votos 
en 24 presentes, el proyecto de ley ha quedado aprobado en 
general y particular, de hecho sancionado, y, por lo tanto, será 
comunicado al Poder Ejecutivo, a los efectos de su promulga- 
ción. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


13) SEÑORES NUBAR Y OHANNES OUNANIAN. Pen- 
sión graciable. Proyecto de ley. 


SEÑOR ARANA, - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: sin ánimo de menos- 
cabar el curso del debate de los restantes puntos que figuran en 
el orden del día, deseo proponer que se recabe la opinión del 
Cuerpo sobre el 10% punto «al que se hizo referencia en la 
última sesión extraordinaria del Senado- por el que se concede 
pensión graciable a los sefíores Nubar y Ohannes Ounanian. Se 
trata de los herederos y donantes de un importante acervo cul- 
tural perteneciente a Nerses Ounanian que fuc escultor, graba- 
dor y plástico uruguayo de importancia notoria, fallecido cuan- 
do todavía se podía esperar mucho de su producción artística, 
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En tal sentido, formulo moción para que se declare urgente 
y se tome de inmediato la votación sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da por el señor senador Arana en el sentido de que se declare 
urgente y se pase a tomar la votación sobre el proyecto de ley 
por el que se concede pensiones graciables a los señores Nubar 
y Ohannes Ounanian. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-20 en 20, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 10% lugar del 
orden del día: “Proyecto de ley por el que se concede pensión 
graciable a los señores Nubar Ounanian y Ohannes Ounanian. 
(Carpeta N* 967/92 - Repartido N* 501/92)”. 


(Antecedentes: ver 50a. S.E.) 


-Se repartirán las bolillas de votación de acuerdo con el 
procedimiento reglamentario establecido para los proyectos que 
conceden pensiones graciables. 


(Así se hace) 


14) VIUDA E HIJOS DEL FUNCIONARIO POLICIAL 
JULIO CESAR ARAUJO NUÑEZ, Pensión graciable. 
Minuta de comunicación al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CASSINA, - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: en la sesión ex- 
traordinaria realizada la semana pasada, que quedó sin número, 
teníamos la intención de solicitar, basándonos en una iniciativa 
del sefior senador Singlet, el envío de una minuta de comunica- 
ción al Poder Ejecutivo, a fin de que se otorgue una pensión 
graciable a la viuda e hijos menores del funcionario policial 
fallecido recientemente en un suceso que todos conocemos. Al 
comienzo de esa sesión se dio cuenta del mismo entre los 
asuntos entrados y el señor Presidente dispuso que se incorpo- 
rara en el orden del día de la próxima sesión ordinaria. Sin 
embargo, es posible que mañana no se celebre la sesión ordina- 
ria prevista; por lo tanto, formulamos moción en el sentido de 
que se declare urgente la consideración de esta solicitud al 
Poder Ejecutivo, que está firmada por todos los miembros de la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da por el señor senador Cassina en el sentido de que se declare 
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urgente la consideración del proyecto de comunicación al Po- 
der Ejecutivo. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el proyecto de 
comunicación cuya urgencia se acaba de votar: “Proyecto de 
comunicación por el que se otorga una pensión graciable a la 
viuda e hijos menores del funcionario policial fallecido en acto 
de servicio, señor Julio César Araújo Núñez. (Carp. N* 968/92 
- Rep. N*)”. 


(Antecedentes:) 


“CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado propone cursar una minuta de comunicación al Poder 
Ejecutivo, solicitando el envío de un Mensaje y proyecto de 
ley, otorgando una pensión graciable a la viuda e hijos menores 
del funcionario policial fallecido en acto de servicio, señor 
Julio César Araújo Núñez. 


PROYECTO DE COMUNICACION 

El Senado hace suyo el planteamiento formulado por la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, remitiendo 
al Poder Ejecutivo la solicitud referida al otorgamiento de una 
pensión graciable a la viuda e hijos menores del funcionario 
policial fallecido señor Julio César Araújo Núñez. 

Jaime Pérez, Carlos Cassina, Manuel Singlet, Carlos W. 

Cigliuti, Mariano Arana, Pablo Millor, Jorge Silveira 


Zavala. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase la minuta de comunica- 
ción. 


(Se lee) 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 23, Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de comunicación que se comu- 
nicará al Poder Ejecutivo, 


3 de Noviembre de 1992 
(Texto del proyecto de comunicación: 
“CAMARA DE SENADORES 
Montevideo, 3 de noviembre de 1992. 


Señor Presidente de la República, 
Dr. Luis Alberto Lacalle Herrera 


El Senado, en sesión de la fecha, ha sancionado la comuni- 
cación que, a sus efectos se transcribe: “La Comisión de Asun- 
tos Laborales y Seguridad Social del Senado propone cursar 
una minuta de comunicación al Poder Ejecutivo, solicitando el 
envío de un Mensaje y proyecto de ley, otorgando una pensión 
graciable a la viuda e hijos menores del funcionario policial 
fallecido en acto de servicio, señor Julio César Araújo Núñez. 
PROYECTO DE COMUNICACION. El Senado hace suyo el 
planteamiento formulado por la Comisión de Asuntos Labora- 
les y Seguridad Social, remitiendo al Poder Ejecutivo la solici- 
tud referida al otorgamiento de una pensión graciable a la viu- 
da e hijos menores del funcionario policial fallecido, señor 
Julio César Araújo Núñez. Sala de Sesiones de la Cámara de 
Senadores, en Montevideo, a 3 de noviembre de 1992. Gonzalo 
Aguirre Ramírez, Presidente - Juan Harán Urioste, Secretario”. 


Saludo al señor Presidente de la República con mi más alta 
consideración. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Juan Harán Urioste Presidente 


Secretario”. 


15) SOCIEDADES COOPERATIVAS DE CONSUMO. Re- 
tención de haberes a sus afiliados. Autorización. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el 6” punto 
del orden del día: “Proyecto de ley por el que se autoriza a las 
sociedades cooperativas de consumo a retener haberes de sus 
afiliados, (Carp. N* 925/92 - Rep. N* 493/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 925/92 
Rep. N* 493/92 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 
La Comisión de Constitución y Legislación por unanimidad 
aconseja al Senado la aprobación del proyecto de ley adjunto 


por el cual se faculta a las Cooperativas de Consumo, regular- 
mente constituidas a hacer retener en Empresas u Organismos 
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Públicos y Privados cuotas de haberes para el cumplimiento de 
las obligaciones de los socios con la Cooperativa. 


Esta facultad se limita a la orden de retención hasta un 
máximo de un 55% de dichos haberes o de un 35% cuando se 
trate de jubilaciones o pensiones. 


En todo caso, se exige que el afiliado haya previamente 
otorgado a la Cooperativa su respectiva conformidad. 


El proyecto no hace más que extender a todas las Coopera- 
tivas de Consumo un mecanismo que alguna de ellas ya po- 
drían utilizar en virtud de leyes especiales dictadas al efecto. 
Parece, entonces, más razonable que el sistema se generalice 
por lo que se reitera el parecer de esta Comisión en el sentido 
de la aprobación del proyecto. 


Sala de la Comisión, a 15 de octubre de 1992. 


José Korzeniak (Miembro Informante), Juan Carlos 
Blanco, Enrique Cadenas Boix, Enrique de Fuentes. 
Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12%, - Confiérese a las sociedades cooperativas de 
consumo con personería jurídica y de acuerdo a lo establecido 
por el artículo 2* de la presente ley, la facultad de hacer retener 
en las empresas u organismos públicos o privados, hasta un 
50% (cincuenta por ciento) de los sueldos, jornales, aguinaldos, 
licencias, compensaciones u otras retribuciones nominales que 
sus socios tengan, por concepto de sus obligaciones con la 
Cooperativa. La retención podrá llegar al 55% (cincuenta y 
cinco por ciento) cuando además, comprenda garantía de alquiler. 


Cuando se trate de jubilaciones o pensiones, la retención a 
practicar por el organismo que corresponda no podrá exceder el 
35% (treinta y cinco por ciento) del monto de la pasividad. 


Art. 22. - A los efectos de lo establecido en el artículo 


“ anterior, los afitiados deberán otorgar previamente su confor- 


midad a la cooperativa, sin perjuicio de lo establecido por el 
artículo 7* de la Ley N* 12.146, de 19 de octubre de 1954, 


Art. 3%, - El empleador o institución pública o privada, 
están obligados a retener los importes solicitados por las coope- 
rativas, de acuerdo a lo establecido por la Ley N* 15.890, de 18 
de agosto de 1987 y sus modificativas. 


Art. 4% - Ningún afiliado podrá operar en más de una 
institución de las que gocen de beneficios similares a los esta- 
blecidos por la ley. En caso de que alguno lo hiciere, tendrá 
preferencia el descuento que responda a Garantía de Alquiler y 
luego se descontará en el orden que surja de las fechas en que 
se contrajeron las obligaciones. 


Art, 5%. - Las disposiciones de esta ley son sin perjuicio del 
mantenimiento de la vigencia de las leyes especiales dictadas 
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en la materia, así como de las referidas a la Asociación Nacio- 
nal de Afiliados “ANDA” y al Servicio de Garantía de Alquiler 
de la Contaduría General de la Nación. 


Montevideo, 8 de setiembre de 1992, 
Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Nos es grato presentar al Senado el presente proyecto de ley 
relativo a las sociedades cooperativas de consumo, para solu- 
cionarles la problemática que les presenta su operativa de recu- 
peración de los importes de sus ventas al contado y a créditos, 
de los haberes de sus socios por la modalidad de descuento 
ordenado al empleador. 


Casi todas la cooperativas de consumo, han logrado que se 
les autorice a realizar descuentos de los haberes de sus socios y 
terceros, por la referida modalidad de requerirle a los emplea- 
dores que procedan a efectuarlos de dichos haberes. 


El porcentaje de afectación de los haberes de socios y terce- 
ros, es en general de un 40%, con algunas variantes para ciertas 
cooperativas, llegándose excepcionalmente al 50% de reten- 
ción de haberes sólo para los casos de descuentos efectuados 
por concepto de garantía de arriendos. 


Para lograr estos descuentos de haberes de socios y terce- 
ros, cada cooperativa tuvo que obtener la sanción de una ley, 
donde se le autorizaron descuentos por cierto porcentaje, con 
diversas variaciones como aumentos de porcentajes, y exten- 
sión de los mismos a terceros, en cada oportunidad, legándose 
para algunos de estos entes a tener por ese concepto varias 
leyes que amparan su operativa. 


Entendemos que desde el punto de vista de técnica y políti- 
ca legislativa, no es conveniente que el gobierno apruebe una 
ley para cada problema puntual, con el agravante de que la 
problemática de cada ley es totalmente igual a las restantes. 


Se han aprobado innumerables leyes autorizando el des- 
cuento porcentual de los haberes de socios y terceros que ope- 
ran con las cooperativas de consumo, sin haberse solucionado 
su problemática global. 


Entendemos conveniente y necesario que se apruebe un 
proyecto de ley por el cual, se confiera en forma global y 
sistemática a todas las cooperativas de consumo con personería 
jurídica, el derecho de solicitar retenciones de haberes, en or- 
ganismos o empresas públicos o privados que tengan que pagar 
a sus empleados por concepto de obligaciones contraídas con la 
Cooperativa. 


Aprobando el presente proyecto de ley, se pondrán a todas 
las cooperativas de consumo en un pie de igualdad para el 
futuro, otorgándoles a todas la facultad de obtener el corres- 
pondiente descuento de sus créditos. 
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Por otra parte, no se lesionan derechos adquiridos por Icyes 
especiales anteriores por alguna cooperativa que tenga alguna 
solución especial para sus descuentos de haberes, pues la ley 
general que proponemos, no afecta las leyes especiales sobre el 
mismo tópico, 


De acuerdo con el relevamiento efectuado por el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social en octubre de 1988, existían en 
el país 50 cooperativas de consumo, 27 en el interior y 23 en 
Montevideo, con un total de 294.000 socios en sólo 32 de las 
mismas. Sus principales rubros de venta son alimentación, lim- 
pieza, vestimenta y calzado, ofreciendo asimismo importantes 
servicios complementarios a sus socios. Las condiciones venta- 
josas de los créditos ofrecidos por estas instituciones, conjunta- 
mente con las facilidades de obtenerlos, son parte fundamental 
de su operativa. 


El presente proyecto de ley facilitará la actividad y libre 
competencia de las cooperativas de consumo, extendiendo los 
beneficios del sistema a un mayor número de personas, 


Montevideo, 8 de setiembre de 1992, 
Pablo Millor, Dante Irurtia. Senadores”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Kor- 
zeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: este proyecto 
de ley, que cuenta con el apoyo de toda la Comisión de Consti- 
tución y Legislación, extiende a todas las sociedades cooperati- 
vas de consumo con personería jurídica la facultad de solicitar 
a organismos públicos o privados donde trabaje una persona 
que se verifiquen los descuentos necesarios -hasta los límites 
establecidos en el proyecto de ley- para el pago de lo adeudado 
por el afiliado a la respectiva cooperativa. 


En definitiva, no se trata de una innovación que merezca 
una controversia de índole política ni en razón de su mérito o 
conveniencia, ya que sólo pretende extender -como dicen los 
señores legisladores que propusieron esta iniciativa en la expo- 
sición de motivos- este régimen a todas las cooperativas de 
consumo que estén regularmente constituidas. 


Quiero agregar, además, que el proyecto de ley contempla 
debidamente el hecho de que el afiliado a la cooperativa auto- 
rice expresamente el uso de este procedimiento. En consecuen- 
cia, no se plantea ninguno de los problemas jurídicos que en 
nuestro país se han debatido más de una vez acerca de la 
medida en que pueden ser afectados los sueldos o salarios de 
los trabajadores. 


3 de Noviembre de 1992 


Por consiguiente, la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, por unanimidad, aconseja a este Cuerpo la aprobación de 
este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa, UNANIMIDAD, 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1. 


SEÑOR MILLOR. - Formulo moción para que se suprima 
la lectura de los artículos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

-19 en 23. Afirmativa. 

En cónsideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1*. - Confiérese a las sociedades cooperativas 
de consumo con personería jurídica y de acuerdo con lo esta- 
blecido por el artículo 2? de la presente ley, la facultad de hacer 
retener en las empresas u organismos públicos o privados, hasta 
un 50% (cincuenta por ciento) de los sueldos, jornales, aguinal- 
dos, licencias, compensaciones u otras retribuciones nominales 
que sus socios tengan, por concepto de sus obligaciones con la 
Cooperativa. La retención podrá llegar al 55% (cincuenta y 
cinco por ciento) cuando además, comprenda garantía de alquiler. 


Cuando se trate de jubilaciones o pensiones, la retención a 
practicar por el organismo que corresponda no podrá exceder el 
35% (treinta y cinco por ciento) del monto de la pasividad”.) 


-La Mesa debe preguntar a los autores del proyecto si no se 
puede dar una mejor redacción al artículo, porque la primera 
cláusula es muy extensa y termina diciendo “por concepto de 
sus obligaciones con la Cooperativa”. Sin embargo, la palabra 
concepto no se refiere a los sueldos, jornales, aguinaldos, licen- 
cias, compensaciones, sino a las obligaciones. Luego expresa: 
“La retención podrá llegar al 55% (cincuenta y cinco por cien- 
to) cuando además, comprenda garantía de alquiler”.) 


-Francamente, parece bastante confusa la redacción, aunque 
es claro su sentido. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Quizás los señores senadores Mi- 
llor e Irurtia -es decir, los autores de este proyecto de ley- 
pudieran admitir que existe una redacción más clara, aunque 
personalmente entiendo que este texto es bueno, Por ejemplo, 
una persona que pertenece a una cooperativa de consumo, va a 
tener deudas con ella. Puede ocurrir, como pasa en más de un 
caso, que la cooperativa le otorgue una garantía de alquiler, lo 
cual no es típicamente una deuda del afiliado. Lo que dice el 
último párrafo, es que se puede llegar hasta el 55% cuando, 
además de las deudas contraídas con la cooperativa, ésta ha 
asumido el carácter de garantía de alquiler, de lo contrario, 
alcanzaría el 50%. Además, el texto recoge fórmulas asentadas 
en la tradición gramatical uruguaya, ya que algunas cooperati- 
vas, en especial, están reguladas por artículos similares a éste. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar, 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 22, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2*. - A los efectos de lo establecido en el 
artículo anterior, los afiliados deberán otorgar previamente su 
conformidad a la cooperativa, sin perjuicio de lo establecido 
por el artículo 7? de la Ley N* 12,146, de 19 de octubre de 
1954”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD, 

En consideración el artículo 3%. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir €s el 
siguiente: 


“ARTICULO 3*, - El empleador o institución pública o 
privada, están obligados a retener los importes solicitados 
por las cooperativas, de acuerdo con lo establecido por la 
Ley N* 15,890, de 18 de agosto de 1987 y sus modificativas”.) 


-Si el señor miembro informante y los miembros de la Co- 
misión no tienen inconveniente, se podría decir que “el em- 
pleador o institución pública o privada estarán obligados”, a fin 
de guardar congruencia con la redacción de las otras disposi- 
ciones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3% 
con esa pequeña modificación. 
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(Se vota:) 
-22 en 22, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 4*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 4*. - Ningún afiliado podrá operar en más de 
una institución de las que gocen de beneficios similares a los 
establecidos por la ley. En caso de que alguno lo hiciere, tendrá 
preferencia el descuento que responda a Garantía de Alquiler y 
luego se descontará en el orden que surja de las fechas en que 
se contrajeron las obligaciones”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 5*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 5%, - Las disposiciones de esta Ley son sin 
perjuicio del mantenimiento de la vigencia de las leyes espe- 
ciales dictadas en la materia, así como de las referidas a la 
Asociación Nacional de Afiliados “ANDA” y al Servicio de 
Garantía de Alquiler de la Contaduría General de la Nación”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para fundar el voto, 

SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR MILLOR. - En nombre de nuestra bancada y, en 
particular, de mi compañero el señor senador Irurtia, simple- 
mente deseamos congratularnos por la celeridad con que ha 
trabajado la Comisión de Constitución y Legislación, habida 
cuenta de que este proyecto de ley lo presentamos al Plenario 
el 8 de setiembre de este año. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado en general y en 
particular el proyecto de ley, que será comunicado a la Cámara 
de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1%, - Confiérese a las sociedades cooperativas de 
consumo con personería jurídica y de acuerdo con lo estableci- 
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do por el artículo 2? de la presente ley, la facultad de hacer 
retener en las empresas u organismos públicos o privados, has- 
ta un 50% (cincuenta por ciento) de los sueldos, jornales, agui- 
naldos, licencias, compensaciones u otras retribuciones nomi- 
nales que sus socios tengan, por concepto de sus obligaciones 
con la cooperativa. La retención podrá llegar al 55% (cincuen- 
ta y cinco por ciento) cuando se tratare de la garantía de alquiler. 


Cuando se trate de jubilaciones o pensiones, la retención a 
practicar por el organismo que corresponda no podrá exceder 
el 35% (treinta y cinco por ciento) del monto de la pasividad. 


Art, 2%, - A los efectos de lo establecido en el artículo 
anterior, los afiliados deberán otorgar previamente su confor- 
midad a la cooperativa, sin perjuicio de lo establecido por cl 
artículo 7? de la Ley N* 12.146, de 19 de octubre de 1954, 


Art. 3?. - El empleador por institución pública o privada, 
estarán obligados a retener los importes solicitados por las coo- 
perativas, de acuerdo con lo establecido por la Ley N* 15,890, 
de 18 de agosto de 1987 y sus modificativas. 


Art. 4%. - Ningún afiliado podrá operar en más de una 
institución de las que gocen de beneficios similares a los esta- 
blecidos por la ley. En caso de que alguno lo hiciere, tendrá 
preferencia el descuento que responda a garantía de alquiler y 
luego se descontará en el orden que surja de las fechas en que 
se contrajeron las obligaciones. 


Art. 5%. - Las disposiciones de esta ley son sin perjuicio del 
mantenimiento de la vigencia de las leyes especiales dictadas 
en la materia, así como de las referidas a la Asociación Nacio- 
nal de Afiliados “ANDA” y al Servicio de Garantía de Alquile- 
res de la Contaduría General de la Nación”. 


16) TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA MUTUA EN 
ASUNTOS PENALES ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO DE ES- 
PAÑA. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar cl séptimo 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba 
el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales 
entre la República y el Reino de España. (Carp. N* 798/92 - 
Rep. N* 495/92)”. 

(Antecedentes:) 


“Carp. N* 798/92 
Rep. N* 495/92 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 21 de abril de 1992, 
SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
a fin de someter a su consideración el adjunto proyecto de ley, 
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por el cual se aprueba el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua 
en Asuntos Penales entre la República Oriental del Uruguay y 
el Reino de España, suscrito el 19 de noviembre de 1991. 


Dicho instrumento internacional se inscribe en una corrien- 
te a nivel mundial de cooperación jurídica, tendiente a comba- 
tir aquellas graves actividades criminales cuyo carácter de trans- 
nacionales lleva a que los elementos y pruebas de las mismas 
estén radicados en diversos Estados, 


Una observación atenta de la realidad internacional permite 
apreciar que sin instrumentos de este tipo las acciones policia- 
les y judiciales, limitadas fundamentalmente por el principio 
de territorialidad, no podrían cumplir acabadamente su cometido. 


Paralelamente, en el propio Preámbulo del Tratado a estu- 
dio se establece que la referida cooperación se llevará a cabo 
en el marco del respeto a los principios de soberanía nacional y 
de igualdad entre los Estados Parte. 


El ámbito del Tratado será la asistencia mutua cn relación a 
.asuntos penales y a la investigación y enjuiciamiento de deli- 
tos, habiéndose optado por no definir taxativamente los mis- 
mos dada la complejidad de tal enumeración, aunque sí se 
establecen expresamente las excepciones a dicha norma general. 


Siguiendo la doctrina más moderna en la materia, no se 
exige para prestar la asistencia solicitada el requisito de la 
doble incriminación, esto es, que la conducta que genera el 
trámite sea considerada delito también en el Estado requerido. 
Este principio admite excepciones en aquellos casos en que se 
trate de medidas que afecten derechos humanos fundamentales, 
como las enumeradas en el Artículo 21. 


Los principios de oficialidad y territorialidad de nuestro 
ordenamiento jurídico están salvaguardados en el numeral 3 
del Artículo 1, el cual excluye la posibilidad de que autorida- 
des o particulares del Estado requirente lleven a cabo activida- 
des reservadas a las autoridades nacionales del Estado requerido. 


En el Artículo 2 se formula una enumeración no taxativa de 
las diferentes acciones que puede comprender la asistencia, 
entre las cuales cabe citar la notificación de documentos; la 
recepción de testimonios; la aplicación de medios cautelares, etc. 


La instrumentación del Tratado se realizará a través de 
Autoridades Centrales, las cuales se basarán para sus solicitu- 
des de asistencia en pedidos de las autoridades judiciales o del 
Ministerio Público a cargo de la investigación o enjuiciamiento 
de conductas delictivas. 


La Autoridad Central será en Uruguay el Ministerio de 
Educación y Cultura y en el Reino de España el Ministerio de 
Justicia. (Artículo 3). 


El Artículo 5 establece los límites de la asistencia, que 
podrá denegarse en caso que la solicitud se refiera a delitos 
tipificados como tales en el derecho penal militar pero no en el 
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ordinario; a delitos políticos o tributarios; si el cumplimiento 
de la solicitud fuere contrario a la seguridad, el orden público u 
otros intereses esenciales del Estado requerido; etc. 


Antes de proceder a denegar la asistencia, el Estado reque- 
rido deberá consultar al requirente (a través de sus Autoridades 
Centrales) sobre si el segundo acepta el cumplimiento de la 
asistencia bajo determinadas condiciones; si así fuera, se dará 
cumplimiento a la solicitud en esa forma. 


Se establece asimismo el deber de informar las razones de 
la denegatoria, salvo que se trate de proporcionar información 
no accesible al público que obre en dependencias del Estado 
requerido. (Artículo 14). 


El Artículo 6 determina los requisitos de forma y contenido 
de la solicitud de asistencia, la cual deberá, en principio, ser 
formulada por escrito, salvo casos de urgencia, Si la Autoridad 
Central del Estado requerido aceptase tal circunstancia, la soli- 
citud deberá confirmarse por escrito en el plazo de 10 días. 


En dicha solicitud deberán incluirse la mayor cantidad posi- 
ble de datos que faciliten el cumplimiento de la asistencia 
solicitada. 


A efectos del cumplimiento de la solicitud y salvo que el 
Tratado disponga otra cosa, la ley aplicable será la del Estado 
requerido, Para ese fin, si correspondiere, la Autoridad Central 
del Estado requerido transmitirá la referida solicitud a la autori- 
dad, judicial o de otro tipo, competente en el tema. (Artículo 7). 


La asistencia podrá ser sometida a condiciones, previa con- 
sulta entre las Partes, o aplazada, si su cumplimiento interfirie- 
re con trámites en curso sobre el mismo tema en el Estado 
requerido. El Estado requirente, en tanto, podrá aceptar el cum- 
plimiento dc la solicitud sujeto a las condiciones propuestas, 
(Artículo 8). 


Asimismo el Estado requirente podrá calificar como confi- 
dencial la solicitud planteada. En caso de resultar imposible su 
cumplimiento bajo esas características dicho Estado decidirá 
respecto al mantenimiento de la referida solicitud. (Artículo 9). 


Dicho carácter confidencial es igualmente válido para las 
pruebas y demás elementos que surjan del cumplimiento de la 
solicitud. Dichas pruebas sólo podrán ser utilizadas en cl proce- 
dimiento dentro del cual se producen, salvo que el Estado re- 
querido consienta su utilización en otro o bien hayan sido hc- 
chas públicas en consonancia con las disposiciones de los pá- 
rrafos 1 ó 2 del Artículo 11. 


El Artículo 12 distribuye los costos de la asistencia solicita- 
da entre el Estado requerido y el Estado requirente. Al primero 
corresponderá el pago de las erogaciones derivadas de trámites 
normales para el cumplimiento de la solicitud, en tanto serán 
de parte del segundo los gastos irrogados por procedimientos 
especiales, traducciones, gastos de viajes, etc. 
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El Capítulo TIT refiere a las formas de la asistencia prevista 
por el Tratado, de entre sus disposiciones cabe hacer referencia 
a las siguientes: 


La notificación de documentos o la comparecencia de una 
persona en el Estado requirente se tramitarán por la Autoridad 
Central del Estado requerido, debiendo ésta comunicar (adjun- 
tando la documentación pertinente) el cumplimiento de la soli- 
citud o, en caso de no haber sido cumplida, las razones de tal 
circunstancia. 


Se podrá proporcionar copia de documentos que consten en 
los archivos de los organismos del Estado requerido, sin tener 
en cuenta si dichos documentos son accesibles al público o no. 
En este último caso, sin embargo, el Estado requerido podrá 
condicionar o negar, sin expresión de causa, la entrega de las 
copias solicitadas. 


Si la Autoridad Central del Estado requerido solicita la de- 
volución de los elementos de prueba o documentos facilitados, 
la misma se llevará a cabo a la brevedad posible. 


Si la asistencia solicitada consiste en recabar el testimonio 
de una persona que se encuentre en el Estado requerido, la 
misma se llevará a cabo en todo caso según las leyes de dicho 
Estado, aun cuando el Tratado permite, siempre bajo dicha 
condición, que se autorice la presencia en la audiencia de las 
personas que el Estado requirente entienda necesario, lo cual 
deberá ser expresado en la propia solicitud. 


Si la persona citada alega inmunidad, privilegio o incapaci- 
dad de acuerdo a las leyes del Estado requerido, las autoridades 
competentes de éste resolverán previamente sobre el punto. Si 
en cambio aquéllas se fundaren en el ordenamiento jurídico del 
Estado requirente, ello no obstará a que la audiencia se lleve a 
cabo, aunque la circunstancia citada será comunicada a la Au- 
toridad Central requirente para que las autoridades competentes 
de su Estado decidan sobre el particular, 


El Estado requirente podrá también solicitar la comparecen- 
cia de una persona a testificar o informar en su territorio, de- 
biendo en tal caso expresar los gastos de viaje o estadía que 
estarán a su cargo. El Estado requerido procederá a recabar el 
consentimiento de la persona citada al cumplimiento de dicha 
solicitud, pudiendo si lo desea hacerlo por escrito. 


Si la persona cuyo testimonio o informe se requiere está 
sometida a un procedimiento penal, su traslado sólo podrá pro- 
ducirse con la anuencia de la persona en cuestión y del Estado 
requerido. Á su vez, si a una u otro lo solicitan, el Estado 
requirente otorgará un salvoconducto mediante el cual la perso- 
na no podrá ser detenida por delitos anteriores o por su declara- 
ción, salvo que incurra en falso testimonio o desacato. No 
podrá requerírsele, por otra parte, testimonios o informes en 
procedimientos distintos al invocado para la solicitud. El salvo- 
conducto concedido caducará si la persona permanece en el 
Estado requirente más de dicz días luego de cumplida la solici- 
tud. 
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Si la solicitud implicase la adopción de medidas de regis- 
tro, embargo, secuestro o entrega de objetos, la Autoridad com- 
petente deberá determinar si de la información suministrada se 
desprende la justificación de tal medida y llevarla a cabo en 
todo caso de acuerdo a la ley sustancial y formal del Estado 
requerido. De tal manera se protegen los derechos de los parti- 
culares frente a medidas que podrían llegar a afectarlos. 


Cada Parte podrá comunicar a la otra información atinente 
a la existencia en la segunda de frutos o instrumentos de deli- 
tos. Las autoridades competentes de ésta adoptarán las medidas 
que correspondan de acuerdo a las leyes de esa Parte, incluso 
en lo que refiere a la disposición de los mismos, En este caso y 
en la medida que su ordenamiento jurídico lo permita, podrá 
acordar con la otra Parte la transferencia de los bienes confis- 
cados o el producto de su venta. 


Asimismo se establece la asistencia entre las Partes, de 
acuerdo a sus ordenamientos jurídicos internos, en lo que refie- 
re a los procedimientos de incautación y confiscación, indem- 
nización a las víctimas de delitos y cobro de multas impuestas 
por sentencia penal. 


Si la solicitud implica la autenticación o certificación de 
documentos, la misma se realizará según los requisitos exigi- 
dos por las leyes del Estado requerido. Si el Estado requirente 
solicitara la certificación en una forma especial (la cual deberá 
explicitar claramente en la solicitud), la misma se cumplirá 
siempre que no violente el ordenamiento jurídico del Estado 
requerido. 


El Artículo 24 refiere a la compatibilidad del Tratado con 
otros instrumentos internacionales. En tal sentido se expresa 
que las Partes podrán prestarse asistencia en base a otros acuer- 
dos multilaterales, bilaterales o prácticas más favorables, 


En cuanto a la responsabilidad por dafios emergentes del 
cumplimiento de las disposiciones del Tratado, el mismo pre- 
vé, en su Artículo 26, que una Parte no deberá responder por 
los daños que sean consecuencia de la actividad de las autori- 
dades de la otra Parte. En todo caso la ley aplicable será la 
interna de la Parte responsable. 


La importancia que el Tratado a estudio reviste, tanto para 
la profundización de la cooperación jurídica como para el de- 
sarrollo de los tradicionales lazos de amistad entre la República 
y el Reino de España, demuestra la conveniencia de su pronta 
entrada en vigor, para lo cual se solicita la correspondiente 
aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Guillermo García 
Costa. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*, - Apruébase el Tratado de Asistencia Jurídica 
Mutua en Asuntos Penales entre la República Oriental del Uru- 
guay y el Reino de España, suscrito el 19 de noviembre de 
1991. 


Artículo 22. - Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Guillermo García Costa. 
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INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo ha sometido para su aprobación el Tra- 
tado de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la 
República Oriental del Uruguay y el Reino de España. 


1.- Consideraciones previas. 


Tal como se indica en el mensaje del Ejecutivo, el Tratado 
que se somete a la aprobación parlamentaria se inscribe en una 
corriente internacional de cooperación jurídica que procura com- 
batir las actividades criminales cuyo carácter transnacional lle- 
va a que los elementos y pruebas de las mismas estén radicados 
en diversos Estados. 


En efecto, es debido a esta ampliación del campo de acción 
del crimen organizado y como consecuencia de su localización 
en diversos países -buscando el amparo que a veces se obtiene 
de la aplicación irrestricta del principio de la territorialidad- 
que ha surgido la necesidad de promover instrumentos interna- 
cionales de cooperación como el presente, donde se procura 
contrarrestar en forma ágil y eficaz este nuevo flagelo de nues- 
tro tiempo. 


2.- Análisis del Tratado. 

a) Preámbulo. 

El preámbulo del Tratado reconoce los peligros que repre- 
sentan para la humanidad la actividad de los criminales trans- 
nacionales y la peculiaridad de sus actividades delictivas, sen- 


tando la necesidad de una estrecha cooperación internacional. 


Dicha cooperación se llevará a cabo respetando los princi- 
pios de soberanía nacional y de igualdad de derechos. 


b) Ambito del Tratado. 


El artículo 1.1 dispone que las partes se prestarán asistencia 
mutua “para la investigación y enjuiciamiento de delitos así 
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como en los procedimientos judiciales relacionados con asun- 
tos penales”, 


No se ha procedido aquí a una enumeración taxativa de las 
figuras delictivas, en el entendido que resultaría más práctico y 
eficaz establecer un ámbito material amplio que abarque todo 
el universo delictual, estableciéndose a posteriori algunas cx- 
cepciones puntuales. 


El artículo 1.2, por su parte, establece que salvo lo dispues- 
to en el artículo 21, la asistencia de prestará sin considerar si el 
acto que motiva el trámite de asistencia constituye o no delito 
en el Estado requerido. Esta disposición constituye un ejemplo 
de la doctrina más recibida modernamente en materia de co- 
operación transnacional. 


En efecto, cuando se trata de normas que regulan la coope- 
ración procesal y la asistencia entre los países, la norma de la 
doble incriminación -tan cara al ámbito de la extradición- no es 
requisito necesario en este tipo de acuerdos de cooperación. El 
principio “nulla traditio sine leggc” de nuestro ordenamiento 
jurídico no resulta vulnerado en este proyecto ya que aquél se 
refiere a la extradición y no a la cooperación en materia 


penal. 


El artículo 1.3, a su vez, al mencionar que la cooperación 
que se acuerda no implica conferir facultad alguna a las autori- 
dades o particulares del Estado requirente en la realización de 
tareas que están reservadas a las autoridades del Estado reque- 
rido, pretende preservar principios consustanciales a nuestra 
función jurisdiccional -territorialidad, oficialidad- obviando de 
esta forma la posibilidad de que autoridades o particulares es- 
pañoles puedan actuar extraterritorialmente en nuestro país. 


e) Akcance de la asistencia. 


El artículo 2 del Tratado menciona las diversas acciones 
comprendidas dentro de la noción de asistencia. La enumera- 
ción realizada por el artículo comprende numerosos puntos, 
entre los que merecen destacarse todos los referidos a la obten- 
ción de pruebas documentales o testimoniales y aquellos que 
significan medidas cautelares sobre bienes. Es necesario desta- 
car que esta enumeración no es taxativa y que la asistencia 
solicitada resultará incluida en el concepto siempre que no 
“esté prohibida por las leyes del Estado requerido para la inves- 
tigación o enjuiciamiento de delitos”. 


d) Autoridades competentes. 


Se prevé en el artículo 3 que para la presentación y recep- 
ción de solicitudes se establecerá una Autoridad Central. En 
nuestro país dicha función será cumplida por el Ministerio de 
Educación y Cultura. En el Reino de España dicha Autoridad 
será el Ministerio de Justicia, 


La ubicación de la Autoridad Central Uruguaya dentro del 
MEC responde al hecho de que ya existe dentro de ese Ministe- 
rio una repartición que ya cumple funciones similares en mate- 
ría civil. 
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El artículo 4 establece que las solicitudes formuladas por la 
Autoridad Central del Estado requirente se basarán en pedidos 
de asistencia de las autoridades judiciales o del Ministerio Pú- 
blico encargadas de la investigación o enjuiciamiento de los 
delitos. Lo previsto por este artículo tiene gran trascendencia y 
debe ser leído conjuntamente con lo dispuesto en artículos pos- 
teriores. En primer lugar constituye un paso más en el sentido 
de procurar una colaboración ágil y eficaz al posibilitar la in- 
tervención del Ministerio Público del Estado requirente. 


Este puede realizar una solicitud al investigar un delito, 
posibilidad que ya existía -y aun con mayor amplitud si se 
quiere- en el caso del tratado con EE.UU. que nuestro país ya 
ratificara. En segundo lugar, dicha facultad tiene un importante 
contrapeso en la garantía que significa la intervención precepti- 
va de nuestros jueces en el cumplimiento de la mayoría de las 
medidas de auxilio, tal como surge de nuestro propio sistema 
procesal penal (Art. 7 del Tratado). 


e) Límites de la asistencia. 


Los límites de la asistencia están previstos por el Art. 5. 
Refiere dicho artículo a aquellos casos en que la Autoridad 
Central del Estado requerido puede denegar la asistencia solici- 
tada, informando las razones de dicha denegatoria. 


Las situaciones previstas específicamente (5.1) para rehu- 
sarse a prestar la asistencia son aquellas en que la solicitud está 
vinculada a delitos tipificados como tales en la legislación mi- 
litar pero no en el derecho penal ordinario; a delitos políticos o 
conexos con ellos; a delitos tributarios, o, en general, a aque- 
llos casos en que el cumplimiento de la solicitud afecta a la 
seguridad, el orden público, etc. del Estado requerido. 


Se advierte que esta posibilidad de rehusar la cooperación 
en algunas materias constituye una garantía adicional que se le 
da a las personas que habitan en el territorio del Estado requeri- 
do. La Autoridad Central no funciona pues como un mero 
correo que automáticamente se circunscribe a dar curso al pe- 
dido formulado por su homónima, sino que lo analiza y puede 
descartarlo. Por otra parte, esta potestad de la Autoridad Cen- 
tral no inhibe la de los jueces, como veremos luego, porque el 
Art. 7 dispone que dicha Autoridad deberá girar ese pedido al 
órgano competente (en Uruguay, el Juez) quien además debe 
aplicar la ley local. En consecuencia, se establece en la práctica 
un doble filtro -administrativo y judicial- que opera sin duda en 
favor de la parte más débil en términos de poder de negocia- 
ción internacional. 


Por otro lado, se advierte que este Art. 5 es complementario 
con el Art. 1. Este último, de carácter general, tiene su lógica 
limitación en el Art. 5 que establece excepciones a la regla 
enunciada por el primero. 


En cuanto al procedimiento denegatorio de la asistencia, se 
establece en el mismo Art. 5 (Nral. 2) que previo a ella, la 
Autoridad Central del Estado requerido deberá consultar a su 
similar del Estado requirente respecto a si acepta que la solici- 
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tud se cumpla sujeta a ciertas condiciones y si aquélla da su 
consentimiento, entonces ésta se cumplirá de acuerdo a los 
nuevos términos acordados. 


f) Forma y contenido de la solicitud. 


El Art. 6 enumera detalladamente la forma y el contenido 
de la solicitud. Esta, de principio, deberá formularse por escrito 
salvo en casos de urgencia en los que igualmente deberá con- 
firmarse por esa vía en un plazo no mayor de 10 días. 


Se establecen en el Art. 6.2 todas aquellas condiciones e 
indicaciones que deberá contener la solicitud para una adecua- 
da apreciación y un efectivo cumplimiento de la asistencia 
solicitada. 


£) Cumplimiento de la solicitud. 


El cumplimiento de la solicitud se realizará con “la debida 
prontitud” (Art. 7.2) por la Autoridad Central del Estado reque- 
rido y, cuando proceda, trasmitirá dicha solicitud a la autoridad 
judicial competente para su diligenciamiento” (Art. 7.2 in fine). 
Dicha actividad debe realizarse de acuerdo a la ley del Estado 
requerido, salvo las excepciones que exponga el propio tratado 
(7.1). A este respecto puede decirse que el propio Art. 7.3 
establece una de ellas, al permitir que el procedimiento para la 
asistencia revista una forma especial si así se solicita, aunque 
nunca en contravención con la esencia de las leyes del Estado 
requerido. 


El cumplimiento de la solicitud de asistencia podrá ser apla- 
zado o condicionado por el Estado requerido previa consulta 
con la Autoridad Central del Estado requirente “en caso de que 
interfiera con una investigación o enjuiciamiento en curso en cl 
Estado Requerido (Art. 8). Por otra parte, el Art. 9 dispone que, 
a solicitud del Estado requirente, la tramitación de la solicitud 
será confidencial salvo que dicha tramitación no pueda cum- 
plirse sin infringir ese carácter confidencial, en cuyo caso el 
Estado requirente decidirá sobre la prosecución o no de los 
trámites. 


Se establece en el Art. 10 la posibilidad de solicitar infor- 
mes entre Autoridades Centrales a los efectos de verificar el 
estado del trámite de las solicitudes. Las pruebas y demás 
elementos que se obtengan del cumplimiento de una solicitud 
sólo podrán ser utilizadas en el procedimiento en el cual fuera 
solicitadas, salvo consentimiento del Estado requerido. Si la 
información se ha hecho pública en el Estado requirente, podrá 
a partir de ese momento ser utilizada en otros asuntos (Art. 11). 


En lo que refiere a los costos de la asistencia, el Art. 12 
dispone que serán de cuenta del Estado requerido salvo, entre 
otros, aquellos correspondientes a procedimientos especiales, 
traducciones, pericias, gastos de viajes, ete. los cuales serán 
abonados por el Estado requirente. 


i) Formas de Asistencia. 


El Tratado contiene numerosas disposiciones referidas a las 
formas específicas de asistencia. 
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1.- Documental. 


Se prevé en el Art. 13 que la notificación de documentos o 
la comparecencia de una persona en el Estado requirente serán 
tramitadas por la Autoridad Central del Estado requerido, la 
cual devolverá los respectivos comprobantes de diligenciamiento, 
o bicn informará sobre su no cumplimiento, especificando las 
razones del mismo. 


Por su parte, el artículo 14 establece el procedimiento para 
la entrega de documentos oficiales. La Autoridad Central del 
Estado requerido proporcionará copias de documentos oficiales 
que consten en sus dependencias, accesibles al público o no. En 
este último caso se respetarán las condiciones exigidas para su 
entrega a las Autoridades locales pero el Estado requerido po- 
drá siempre negarse a cumplir la solicitud sin necesidad de 
expresar las razones de dicha negativa. 


En cuanto a los elementos de prueba o documentos que se 
faciliten durante el cumplimiento de la asistencia, el Art. 15 
establece que deberán ser devueltos si así se solicita por el 
Estado requerido, 


2.- Testimonial. 


Las personas que deban prestar testimonio o rendir informe 
y se encuentran en el Estado requerido, estarán obligadas a 
comparecer ante las Autoridades competentes de dicho Estado 
y en conformidad con sus leyes (Art. 16.1). 


Se establece la facultad excepcional de que durante el dili- 
genciamiento de la prueba testimonial, podrán estar presentes 
las personas que el Estado requirente especifique en su solici- 
tud, las que estarán incluso facultadas para interrogar a la per- 
sona que preste el testimonio o aporte pruebas solicitadas. 


Esta norma del Tratado limita el interrogatorio a la forma 
prevista por las leyes del Estado requirente. Incluso se agrega 
que la instancia procesal en que se permite el interrogatorio 
tendrá lugar según los procedimientos determinados por el Es- 
tado requerido. 


Las inmunidades, privilegios o incapacidades alegados por 
las personas citadas serán resueltas previamente por las autori- 
dades competentes del Estado requerido, si se basan en su 
ordenamiento jurídico. Si, en cambio, se fundaran en las leyes 
del Estado requirente las mismas no obstarán al cumplimiento 
de la solicitud, comunicándose la situación especial alegada a 
la Autoridad Central requirente para que las Autoridades Com- 
petentes del mismo decidan sobre el punto. 


El Art. 17 establece la posibilidad de que se preste testimo- 
nio en el Estado requirente. En efecto, cuando dicho Estado lo 
considere necesario, podrá así solicitarlo y entonces el Estado 
requerido procederá a invitar al testigo quien voluntariamente 
podrá comparecer ante la Autoridad Central del Estado requi- 
rente, pudiéndose registrar por escrito el consentimiento corres- 
pondiente. : 
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En lo que refiere al traslado de personas sometidas a proce- 
dimiento penal, el Art. 18 prevé que éste sólo será posible si se 
tiene el consentimiento de la persona en custodia así como la 
del Estado en cuyo territorio se encuentra. Por otro lado se 
establecen algunas condiciones que deben ser respetadas para 
el cumplimiento de dicho traslado. Entre dichas condiciones se 
destaca el otorgamiento de un salvoconducto bajo el cual la 
persona no podrá ser detenida o enjuiciada por delitos anterio- 
res al cumplimiento de la solicitud o por la declaración que 
preste, salvo que incurra en desacato o falso testimonio. 


No podrá ser requerida para declarar en un procedimiento 
distinto al que motivó la solicitud y el salvoconducto que se le 
otorga perderá vigencia cuando la persona permanezca más de 
diez días en el Estado requirente luego de cumplida la solici- 
tud. Esto es así a los efectos de proteger tanto sus derechos 
durante su permanencia en el extranjero como para garantizar 
su retorno, invitando se burle el procedimiento de la extradi- 
ción. 


Otro punto trascendente es aquel previsto en el Art, 21 del 
Tratado que indica que cuando la solicitud de asistencia inclu- 
ye medidas de registro, embargo, secuestro o entrega de obje- 
tos, la misma debe ser cumplida de acuerdo a la ley procesal y 
sustantiva del Estado requerido, y previo examen por la Autori- 
dad competente, de que dichas medidas están justificadas de 
acuerdo a la información conferida en la solicitud, pudiendo 
esta también adoptar medidas complementarias para proteger 
derechos de terceros sobre los bienes en cuestión. 


Lo dispuesto en este Art. 21 protege el derecho de los 
particulares sobre sus bienes al aplicar estrictamente la ley 
territorial tanto procesal como sustantiva, 


Otra forma de asistencia prevista es aquella que refiere a la 
inmovilización, confiscación y transferencia de bienes. En efecto, 
el Art. 22 dispone que cada Parte podrá informar a la otra sobre 
“la existencia en el territorio de esta última de instrumentos o 
frutos de delitos, pasibles de medidas cautelares o incautación”, 
Recibida la información la Autoridad Central correspondiente 
deberá comunicarla a la Autoridad competente y notificar a la 
otra parte de las medidas que dicha Autoridad adopte (siempre 
de acuerdo a las leyes de su país). 


Por otro lado es posible que, en la medida en que lo permi- 
tan sus leyes, cualquiera de las partes pueda transferir a la otra 
los bienes confiscados o el producto de su venta, si esto suce- 
diera. 


Finalmente en cuanto a la certificación y autentificación de 
documentos y objetos, el Estado requerido procederá en la for- 
ma solicitada por el Estado requirente, siempre que ello no esté 
en contradicción con su ordenamiento jurídico (Art. 23). 


j) Cláusula de compatibilidad. 


Se establece una cláusula especial de compatibilidad con 
otros instrumentos internacionales en cl Art. 24, a los efectos 
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de permitir la aplicación de otros textos internacionales que 
pudieran resultar más favorables. 


k) Responsabilidad. 


El Art. 26 establece que las Partes no serán responsables 
por los daños que sean consecuencia de actos de las Autorida- 
des de la otra Parte. La eventual responsabilidad que puede 
surgir de los actos cumplidos en ocasión de la ejecución del 
Tratado será regulada por la ley interna de cada Parte. 


Esta disposición limita la responsabilidad de nuestro Estado 
a aquellos daños causados directamente por el mismo, lo que 
resulta oportuno para evitar cualquier tipo de dudas en cuanto a 
la responsabilidad de cada Estado. Tampoco habrá dudas en 
cuanto a la jurisdicción y al derecho aplicable pues están espe- 
cíficamente determinados. 


D Ratificación y vigencia. 


El Tratado entrará en vigencia cuando tenga lugar el canje 
de ratificaciones y tendrá vigencia hasta tanto alguna de las 
Partes lo denuncie mediante notificación por escrito a la otra 
Parte la denuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha 
de notificación. 


Por todo lo expuesto y habida cuenta de las motiviaciones 
que originan este texto internacional así como la forma jurídica 
que reviste, adaptada a la realidad que se procura combatir, es 
que esta Comisión recomienda la aprobación de este Tratado 
con España, en la seguridad de que resultará beneficioso para 
nuestra República. 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992. 


Sergio Abreu (Miembro Informante), Juan Carlos Blan- 
co, Carlos Cassina (Discorde), Arturo Heber, Améri- 
co Ricaldoni, Alberto Zumarán. Senadores. 


TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA MUTUA 
EN ASUNTOS PENALES ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO 
DE ESPAÑA 


INFORME 
(En minoría) 


Al Senado: 
El Poder Ejecutivo remitió, para su aprobación, el “Tratado 
de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales” entre la Re- 


pública Oriental del Uruguay y el Reino de España. 


Los fundamentos y contenidos del mismo, tienen una total 
identidad con los del Tratado que oportunamente se celebrara 
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con los Estados Unidos de Norteamérica y que fuera ratificado 
mayoritariamente por el Senado, pero frente al cual nuestro 
sector político, el Frente Amplio, se opuso. 


En esas circunstancias, elaboramos un Informe en Minoría, 
contando para ello con el asesoramiento del señor Profesor de 
Derecho Penal de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 
doctor Gonzalo D. Fernández. 


Por tanto, teniendo este Tratado en análisis los mismos 
contenidos -con alguna pequeña variante no sustancial- vamos 
a transcribir nuevamente, como fundamento de nuestra oposi- 
ción a su ratificación por el Cuerpo, el texto que oportunamen- 
te nos hiciera llegar el doctor Gonzalo D, Fernández, de plena 
validez para el caso presente: 


“Tengo el agrado de evacuar la consulta que usted tuviera 
la gentileza de formularme, expresándole la opinión que me 
merece el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos 
Penales celebrado con el Gobierno de los Estados Unidos de 
América el día 6 de mayo de 1991, que el Poder Ejecutivo ha 
sometido a la consideración parlamentaria. 


Creo oportuno puntualizarle que he expuesto estas ideas 
con anterioridad, en el seno del Instituto de Derecho Penal de 
la Facultad de Derecho, de suerte que seguramente aparecerán 
reflejadas en la respuesta cursada por dicho Instituto a la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales del Senado de la República, al 
recabarse su pronunciamiento técnico acerca del Tratado en. 
cuestión. 


D Precisión previa. 


1. Como se verá, las distintas objeciones que el texto acor- 
dado me merece pueden ser reconducidas a un denominador 
común. En efecto, aquellas soluciones susceptibles de reparo 
técnico resultan extrañas y claramente ajenas al patrimonio de 
nuestra cultura jurídica. 


2. El Mensaje del Poder Ejecutivo admite casi explícita- 
mente el hecho, derivándolo de la voluntad empeñada por los 
negociadores del Tratado, de armonizar sistemas procesales- 
penales de muy distinta estructura y acepta que el texto final ha 
exigido un importante esfuerzo de compatibilización y adapta- 
ción de las normas vigentes en cada Estado-Parte. (Ver Comi- 
sión de Asuntos Internacionales del Senado, Carpeta N* 545/ 
91, Distribuido N* 838/91, pág. 2). 


3. Sin embargo, creo que ese esfuerzo tendiente a sistemati- 
zar estructuras de procedimiento difícilmente conciliables entre 
sí, ha terminado por desequilibrar el fiel de la balanza en favor 
de soluciones propias del sistema del “Common Law” que 
evidentemente carece de predicamento en la legislación lati- 
noamericana. Así, el Tratado llega a desdeñar principios jurídi- 
cos básicos o institutos cardinales de nuestro ordenamiento 
interno, -según modestamente lo entiendo- presentando esa fi- 
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sonomía de ajenidad, esa “carta de extranjería” si se permite el 
término, contrastante con la tradición jurídica nacional. 


4. Considero, en síntesis, que contra lo afirmado por el 
Mensaje del Poder Ejecutivo, algunas de las soluciones con- 
templadas en el Tratado no resultan cómodamente conciliables 
-antes bien, son manifiestamente disímiles- con el ordenamien- 
to positivo vigente, que marca un límite infranqueable para 
cualquier instrumento de cooperación interestatal en materia jurídi- 
ca, 


11) Abdicación del principio de doble identidad. 


5. Tanto en el Preámbulo como en el artículo 1, al definirse 
el ámbito de aplicabilidad del Tratado, queda formalmente es- 
tablecida su función y finalidad, cual es la de servir como 
instrumento de cooperación intemacional para la investigación 
y enjuiciamiento de delitos. 


6. Sin embargo, a renglón seguido el propio artículo 1.2 
consagra una peligrosa excepción, en cuanto permite prestar la 
asistencia demandada, sin detenerse a considerar si la conducta 
que motiva el pedido cursado por el Estado requirente constitu- 


ye o no delito, conforme a la legislación interna del Estado 


requerido. 


7. En esta disposición radica, a mi modo de ver, el más 
grave defecto del texto concertado. Supone abandonar el “prin- 
cipio de doble identidad” que, en el fondo, no es más que la 
manifestación -a nivel internacional- del principio secular de 
legalidad penal (artículo 10 de la Constitución de la República, 
artículo 1 del Código Penal. La referida renuncia permitiría 
entonces cumplir actuaciones de cooperación penal, aun cuan- 
do el hecho que las motiva no configure un delito para la 
legislación interna del Estado requerido. 


8. El fundamento invocado en el Mensaje (ver Distribuido 
N? 838/91, cit., pág. 5) apunta a la obtención de una mayor 
efectividad práctica en materia de asistencia y vendría aconse- 
jado por algunos sectores de la doctrina internacionalista con- 
temporánea. 


9. Amén de que el fin no justifica los medios, parece inad- 
misible en una lectura jurídica del planteo, que una valoración 
de oportunidad o conveniencia (v. gr.: la agilidad de la coope- 
ración requerida) pueda justificar apartamientos al criterio de 
estricta legalidad. 


10, Todo el derecho extradicional sigue, invariablemente, la 
regla de la doble incriminación penal del hecho, aspecto dable 
de constatar en todos cuantos Tratados tiene ratificados nuestro 
país, así como en las pragmáticas del artículo 32 C.P.P., que 
disciplinan en el plano interno la viabilidad de la extradición 
no convencional. 


11. Sí es cierto que las modernas orientaciones internacio- 
nalistas distinguen de la materia extradicional a la llamada 
“entreayuda judicial”; ámbito en el que algunas convenciones, 
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-a vía de ejemplo, la Convenciór Europea de Entreayuda Judi- 
cial en Materia Penal celebrada en Estrasburgo el 20 de abril 
de 1959- no consideran imprescindible el mantenimiento de la 
regla de doble identidad. (Ver Guillermo J. Fierro, La ley penal y 
el Derecho Internacional, Depalma, Buenos Aires 1977, pág. 215). 


12. No obstante, esa tesitura dista de ser prevaleciente y ha 
sido indefectiblemente repelida por la doctrina juspenalista, que 
ve en la abdicación de la legalidad o identidad normativa una 
gravísima renuncia. Ya en 1968, sostenía Hellmuth Von Weber 
en el marco preparatorio del X Congreso de la Asociación 
Internacional de Derecho Penal (AIDP), que la ejecución de 
sentencias extranjeras y la aceptación de rogatorias “no pueden 
ser admitidas más que dentro de los límites en los cuales la 
extradición es admisible (relativos a un hecho que entrañe pu- 
nición...”). (Ver Les problémes actuels de l'extradition, en Revue 
Internationale de Droit Pénal, año 39, 1968, N23 - 4, pág. 443). 


13. Junto a la posición del catedrático de Bonn, pueden 
consultarse también Los Rapport norteamericanos enviados al 
Coloquio preparatorio de Freiburg, donde precisamente Cherif 
Bassiouni y Edward M. Wise destacan que los Tratados estado- 
unidenses omiten regularmente consagrar la regla de doble identi- 
dad (“double criminality”), omisión contra la cual ambos autores 
reaccionan enérgicamente (Ver Revue cit. págs. 501 y 523). 


14, Creo que el punto en examen marca la distancia que nos 
separa del sistema del “Common Law” (supra, ap. 3), pues la 
conveniencia de tales renuncias sólo puede ser proponible “en- 
tre países con intereses comunes muy generalizados, como ocurre 
con los pertenecientes a áreas jurídico-culturales perfectamente 
delimitadas” (Ver José Luis Manzanares Samaniego, El Conve- 
nio Europeo de Extradición, Bosh, Barcelona 1986, pág. 49). 
Indiscutiblemente, no es ese el caso, 


15. Y como prueba de que la abdicación del principio de 
identidad normativa no ha logrado consagrarse como doctrina 
dominante, me permito citar -parece un ejemplo inmejorable- 
al Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en Asuntos Pena- 
les, aprobado por el VIII Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (La 
Habana, 1990), que carece de una norma semejante (Ver Doc. 
A. Conf. 144/25). 


16. A mayor abundamiento, es posible referir también el 
Proyecto de Código Penal Internacional sometido al Consejo 
de Europa y a las Naciones Unidas, que exige a texto expreso 
en el artículo VI - Auxilio Judicial, Sección 1, numeral 1.3 
literal a), “que el delito que dé lugar a la comisión rogatoria sea 
punible según las leyes de las Partes requirente y requerida”. 
(Ver M. Cherif Bassiouni, Derecho Penal Internacional, Tec- 
nos, Madrid 1984, pág. 179). Creo pertinente resaltar que en la 
Comisión Revisora de ese texto tuvieron participación presti- 
giosos catedráticos estadounidenses; a saber: M. C. Bassiouni 
(Universidad De Paul), J. N. Moore (Universidad de Virginia), 
V. D. Nanda (Universidad de Denver), W. M. Reisman (Yale 
Law School), Daniel Derby (Universidad De Paul), Ferdinand 
Mensch (Tribunal Supremo de Illinois). 
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17) En suma, contra las posiciones radicales de cierto sector 
de la doctrina internacionalista, prefiero seguir aferrado al prin- 
cipio de legalidad o doble incriminación penal, que ha sido 
defendido enérgicamente en materia de extradición y no veo 
por qué debiera declinar en el área de la cooperación judicial 
no extradicional. 


18) En el “nulla traditio sine legge” se ha extrapolado al 
ámbito del Derecho Penal Internacional un principio garantista 
y de seguridad jurídica, que no cabe ser obviado en las otras 
formas de asistencia penal internacional -”l'entraide judiciai- 

”- no sujetas a la rigidez sustantiva que disciplina la extradi- 
ción, pero limitadas sí por la regla de la dualidad de incrimina- 
ción. Por consiguiente, me pronuncio con todo énfasis contra la 
solución propiciada por el artículo 1.2 del Tratado, permitién- 
dome agregar aun un par de reflexiones de índole práctica. 


TID Innecesariedad de la solución cuestionada. 


19) En primer término, es del caso considerar que la falta 
de tipicidad simultánea en ambas legislaciones no impide, de 
suyo, la prestación de cooperación internacional. Sólo que ésta 
no corresponde ser implementada, en tal caso, en el marco de 
un Tratado donde se regula la asistencia en asuntos específica- 
mente penales, sino que deberá encarrilarse por el fuero civil y 
sin la coerción judicial connatural a las potestades de los tribu- 
nales penales. 


20. No advierto, en segundo lugar,la necesidad de apelar a 
una solución de tipo de la recogida en el artículo 1.2, para 
efectivizar la asistencia comprometida. Dicha disposición, para 
colmo de males, es engañosa, pues mientras que hace salvedad 
de las excepciones previstas en el artículo 21, excluye las hipó- 
tesis consteladas en el artículo 22.2 (v. gr.: incautación, confis- 
cación, indemnización de víctimas y cobro de multas impues- 
tas por sentencia penal, algunas de las cuales suponen -a todas 
luces- la ejecución extraterritorial de un fallo penal, que se 
pretende movilizar en la jurisdicción territorial del Estado re- 
querido, donde el hecho juzgado no es punible. 


21, De todas maneras, es posible invocar un argumento de 
neta textura práctica. El ordenamiento positivo uruguayo con- 
sagra entre las normas penales codificadas y la legislación es- 
pecial, un amplísimo espectro de figuras delictivas. Por tal 
manera, es difícil que un comportamiento castigado como deli- 
to por la ley extranjera perfile, sin embargo, una conducta 
impune en nuestro país. Y cuando así ocurre por decisión sobe- 
rana del legislador patrio, -puede ejemplificarse con el adulte- 
rio, la homosexualidad, la vagancia, el consumo de drogas, la 
objeción de conciencia al servicio militar, etc.- es porque el 
hecho no ofende un bien jurídico merecido de tutela penal y su 
criminalización legal, lejos de concitar el consenso de la “com- 
munis opinio”, sólo levantaría críticas y semejaría un cuerpo 
extrafio en el seno de la valoración comunitaria. 


22. Concretamente en el terreno del narcotráfico y el deno- 
minado “lavado de dólares” -objetivo al que apunta el Tratado, 
según se desprende del Mensaje del Poder Ejecutivo- el catálo- 
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go de figuras delictivas recogido por el decreto-ley N* 14.294, 
amplificado todavía con los institutos del acto preparatorio, la 
tentativa, la coparticipación y el encubrimiento, Mega a cubrir 
con creces cualquier maniobra delictual comisible en materia 
de drogas, tornando innecesaria la solución del artículo 1.2, 
que en cambio, abdica de un principio de identidad normativa 
en el que se resume una de las más caras garantías del Derccho 
Penal Liberal. 


IV) Sobre la Autoridad Central. 


23. El artículo 3 del Tratado inserta en el procesamiento de 
asistencia a un órgano administrativo; en nuestro caso, la Auto- 
ridad Central dependiente del Ministerio de Educación y Cul- 
tura, organismo al cual el artículo 5 le adjudica sensibles atri- 
buciones para denegar o rectificar la demanda de cooperación. 


24. El Mensaje vuelve a resaltar esta solución como un 
mérito obtenido de Ja armonización de sistemas jurídicos disí- 
miles, que permitiría la presentación y recepción de las solici- 
tudes de asistencia judicial, directamente a la autoridad admi- 
nistrativa (ver Distribuido N* 838/91 cit. pág. 5-6). 


25. A mi criterio, ello podrá ser viable en la materia Civil 
como lo sostiene el Poder Ejecutivo, -sobre el punto excuso de 
pronunciarme- pero incxtensible a la materia penal, donde im- 
pera la regla “sine qua non” de la judicialidad. En otras pala- 
bras, esta “desjudicialización” parcial del procedimicnto, lejos 
de significar un beneficio, me parece un demérito, un rétroceso 
que depriva al trámite de una garantía básica de íntegra judi- 
cialidad penal, por la intromisión indebida de un órgano admi- 
nistrativo. 


26. Ya FIORE enseñaba que era insustituible “la correspon- 
dencia directa entre las autoridades judiciales” (ver PASCUA- 
LE FIORE, Tratado de Derecho Penal Internacional, Revista 
de Legislación, Madrid 1880, pág. 429) y el tiempo transcurri- 
do desde entonces no ha hecho descaecer las afirmaciones del 
calificado profesor de Turín. 


27. En la misma línea se situaba SANTIAGO VACA GUZ- 
MAN (ver: Reglas de Derecho Internacional Penal, Buenos 
Aires 1888, pág. 254) y es la que caracteriza al sistema latino- 
americano y continental europeo, que a diferencia del sistema 
anglo-sajón, se individualiza por la activa intervención judicial 
(ver MANUEL VIEIRA, Cooperación Judicial Internacional en 
Materia Procesal, en Cuadernos de Derecho Internacional Pri- 
vado, N* 5, F.C.U., Montevideo 1982, pág. 10). Sobre el pro- 
gresivo destierro de la autoridad administrativa en el área ex- 
tradicional, pueden consultarse también con provecho las obras 
de JACQUES LEMONTEY, Du role de L'autorité judiciaire 
dans la procédure d'extradition passive, Librairie Genérale de 
Droit et de Jurisprudence, París 1966, pág. 55 y siguientes y 
CASIMIRO GARCIA BARROSO, Interpol y el procedimiento 
de extradición, Edersa, Madrid 1982, págs. 85-86). 


28. Es de advertir, que a raíz de la injerencia que el texto le 
reconoce en el Art. 5.1 del Tratado, la Autoridad Central tiene 
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más potestades que el propio magistrado competente, pues se 
halla facultada para rehusar de plano e “in limine” cualquier 
demanda de cooperación, usurpando así atribuciones en mate- 
ria de calificación, que son de exclusivo resorte jurisdiccional. 


29, Queda así desvirtuada la judicialidad del procedimiento, 
desnaturalizado por la decisión de un órgano administrativo 
que interviene -y puede repeler o condicionar la demanda- en 
una fase previa al conocimiento judicial. Las atribuciones con- 
feridas a la Autoridad Central se vuelven así de extraordinaria 
amplitud, máxime que en materia de extradición por ejemplo, 
tanto el Ministerio de Relaciones Exteriores como la Suprema 
Corte de Justicia cumplen funciones de mero “correo de la 
demanda, -dicho sea sin alusión peyorativa- pues ciñen su par- 
ticipación procesal a la remisión de los antecedentes al tribunal 
competente para conocer de la solicitud. Inclusive la última 
jurisprudencia de la Corte ha sostenido que la sentencia de 
segunda instancia es insusceptible del recurso de casación, lo 
que acota aun más el ámbito de su “parquet” procesal. 


30. Me resulta por ende inadmisible, que un organismo 
extrajudicial, subordinado en nuestro caso a la Administración 
Central, vea reconocida tan generosa injerencia en el procedi- 
miento, asumiendo una suerte de control de calificación (con- 
tralor de grado), cuando sólo le incumbiría, por su propia natu- 
raleza, actuar como mero pivote transmisor de la solicitud al 
fuero judicial. Y ello comprende tanto al plano interno, como 
los supuestos “hacia afuera”, de presentación de solicitudes (y. 
gr.: cooperación activa) al Estado requerido. 


V) Sobre las Causales de rehusamiento. 


31. Dentro de los literales enumerados por el Art. 5.1 -que 
dicho sea de paso, parecen responder al principio de doble 
incriminación y a los casos exceptuados de extradición, contra- 
riando la permisividad genérica del art. 1.2- se recoge la posi- 
bilidad de rehusar la prestación de asistencia si el cumplimien- 
to de la solicitud “es contrario a la seguridad, el orden público 
u otros intereses esenciales del Estado requerido”. 


32, Los alcances de esta causal de rehusamiento, en tanto se 
incluye un supuesto meta-legal vinculado a los intereses esen- 
ciales del Estado requerido, subrayan el riesgo de la califica- 
ción previa por el órgano administrativo. 


33, Es bien conocido que las hipótesis puntuales de seguri- 
dad y orden público son subsumibles bajo la excepción de 
orden público interno, de dilatada vigencia en el Derecho Inter- 
nacional, Mas esta tercera hipótesis, cuyo sentido no aparece 
clarificado ni en el texto ni en el Mensaje, permitiría denegar la 
solicitud por razones ajenas al criterio de estricta legalidad, es 
decir, extrañas al concepto jurídico de orden público interno, 
donde es posible que operen consideraciones políticas en la 
toma de la decisión. No en balde la autoridad judicial, que 
carece de injerencia en esta instancia previa, se vería inhibida 
de homologar una denegatoria motivada en razones de ese tenor. 
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VD Observaciones finales. 


34. Como encendido adversario que soy de la reserva presu- 
marial, —un instituto de larga tradición nacional en el procedi- 
miento penal preparatorio, pero lesivo a mi entender de los 
derechos del indagado— me opongo también a la confidencia- 
lidad del procedimiento encartada cn cl Art. 9, que debiera 
sustanciarse con asistencia o patrocinio letrado. 


35. En función de ello, también observo la confidencialidad 
de la prueba que permite el Art. 11,2 y el suministro de ele- 
mentos de información o documentos no accesibles al público 
(Art 14 lit. b), sobre los que se mantiene dicha confidencialidad, 


36. Estimo inaceptable asimismo, la facultad consagrada 
por el Art. 16.3, para que personas indicadas por el requirente 
queden autorizadas a interrogar en la audiencia que se celebre 
en el Estado requerido. La disposición confirma esa especie de 
“capitis diminutio” que sufre a lo largo del trámite el órgano 
jurisdiccional y, juzgo evidente, que viene a contradecir lo 
establecido en el Art. 1.3, que prohíbe a los particulares del 
Estado requirente emprender funciones reservadas a las autori- 
dades del Estado requerido. 


37. Al igual que en cualquier asunto corriente de orden 
interno, también en el plano de la cooperación judicial interna- 
cional, la práctica del interrogatorio es una competencia priva- 
tiva del Juez, que podrá proponer por cierto el cuestionario que 
le ha sido demandado, pero no puede ni debe tolerar que la 
audiencia de interrogatorio sea conducida por un tercero, equi- 
parado a la calidad de interrogador. 


38. Por último, me merece críticas también el sistema de 
traslado de personas sujetas a procedimiento penal al territorio 
del Estado requirente, solución que aparece recogida en los 
Art. 18 y 19 del Tratado. 


39. Es sin duda un sistema confuso, que aparece garantiza- 
do por el consentimiento expreso del detenido y de ambos 
Estados-Parte, pero que puede facilitar negociaciones como la 
“bargain”, de uso cotidiano en el procedimiento penal america- 
no, pero incompatible con nuestro ordenamiento positivo. 


40. Además, si bien se determina el plazo máximo de per- 
manencia (Art. 18.3 lit. b) y la obligación de custodia física del 
trasladado (Art. 18,3 lit. a), luego se prevé como hipótesis de 
descaecimiento del salvoconducto la permanencia voluntaria 
en el territorio requirente (Art. 19.2). No logra comprenderse 
entonces, cómo puede verificarse esa permanencia suplementa- 
ria, si el requirente está obligado a custodiar y devolver al 
sujeto trasladado al Estado remitente, tan pronto como fuere 
posible (Art. 18.3 lit. b). 


41. Entiendo asimismo que la prohibición de enjuiciamien- 
to no puede menos que ser absoluta, pues la hipótesis del 
artículo 19.1 a) decaería en casos de delito continuado al cual 
el trasladado pudiere ser vinculado como copartícipe y el falso 
testimonio, previsto en el Art. 19.1 lit. c) es de dudoso recibo. 
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Le dejo así evacuada la consulta que Ud. tuviera a bien 
plantearme, cuyo tenor ofrezco aclarar y/o ampliar, de enten- 
dérselo pertinente. 


Sin otro particular, le saludo con mi mayor consideración. 


Dr. Gonzalo D, Fernández 
Profesor de Derecho Penal 
en la Facultad de Derecho 


Para terminar, transcribimos las propias valoraciones fina- 
les que efectuáramos en aquella oportunidad, también plena- 
mente ajustadas al proyecto de ley en discusión: 


“Compartimos en su totalidad los contenidos de la consulta 
del Profesor Dr. Gonzalo Fernández. 


Entendemos, con él, que la ratificación de este Tratado, es 
inconveniente para el país. El principio de legalidad o doble 
incriminación, debe ser defendido con la misma energía con 
que se lo hace en materia de extradición en el área de la 
cooperación judicial no extradicional. 


Sus reflexiones acerca de la innecesariedad de la solución 
cuestionada; sobre las atribuciones de la denominada “Autori- 
dad Central” -que, como lo señala el Prof. Fernández, llega a 
tener más potestades que el propio magistrado competente- así 
como sus opiniones sobre las “causales de rehusamiento”, en 
tanto se incluye una supuesta meta-legal vinculado a los “inte- 
reses esenciales del Estado requerido”, nos llevan a compartir 
su opinión sobre el riesgo de la calificación previa por el órga- 
no administrativo. 


Nos permitimos, asimismo, subrayar sus observaciones fi- 
nales sobre los temas de: a) la confidencialidad del procedi- 
miento (Art. 9). 


b) La confidencialidad de la prueba (Art. 11.2) y el sumi- 
nistro de elementos de información o documentos no accesibles 
al público. 


c) Lo inaceptable de la facultad consagrada por el artículo 
16.3, para que personas indicadas por el requirente queden 
autorizadas a interrogar en la audiencia que se celebre en el 
Estado requerido. La práctica del interrogatorio es una compe- 
tencia privativa del Juez, que no puede ni debe tolerar que la 
audiencia de interrogatorio sea conducida por un tercero, equi- 
parado a la calidad de: interrogador. 


d) Las objeciones al sistema de traslado de personas sujetas 
a procedimiento penal al territorio del Estado requirente (Arts. 
18 y 19 del Tratado)”. 


Por las razones expuestas, entendemos que el Senado debe 
pronunciarse en contra de la ratificación de este Tratado. 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Leopoldo 
Bruera. Senadores. 
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TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA MUTUA 
EN ASUNTOS PENALES ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO 
DE ESPAÑA 


Capítulo I - Disposiciones Generales 


Artículo 1 Ambito del Tratado. 
Artículo 2 Alcance de la asistencia, 
Artículo 3 Autoridades Centrales 
Artículo 4 Autoridades competentes 
Artículo 5 Límites de la asistencia 


Capítulo YI - Cumplimiento de las Solicitudes 


Artículo 6 Forma y contenido de las solicitudes. 

Artículo 7 Ley aplicable. 

Artículo 8 Aplazamiento o condiciones para el 
cumplimiento. 

Artículo 9 Carácter confidencial. 

Artículo 10 Informe sobre el cumplimiento. 

Artículo 11 Limitaciones al empleo de la informa- 
ción o prueba obtenida. 

Artículo 12 Costos, 


Capítulo MI - Formas de Asistencia 


Artículo 13 Notificación de documentos. 

Artículo 14 Entrega de documentos oficiales, 

Artículo 15 Devolución de documentos y elemen- 
tos de prueba. 

Artículo 16 Testimonio en el Estado requerido. 

Artículo 17 Testimonio en el Estado requirente. 

Artículo 18 Traslado de personas sujetas a proce- 
dimiento penal. 

Artículo 19 Salvoconducto. 

Artículo 20 Localización e identificación de per- 
sonas. 

Artículo 21 Registros, embargos, secuestros y en- 
trega de objetos. 

Artículo 22 Inmovilización, confiscación y trans- 
ferencia de bienes, 

Artículo 23 Autenticación de documentos y certi- 


ficaciones. 


Capítulo IV - Disposiciones Finales 


Artículo 24 Compatibilidad con otros tratados, 
acuerdos o convenios. 

Artículo 25 Consultas. 

Artículo 26 Responsabilidad. 

Artículo 27 Ratificación, entrada en vigor y de- 
nuncia. 


La República Oriental del Uruguay y el Reino de España 
(en adelante “las Partes”). 


Animados por el deseo de estrechar aun más sus vínculos 
jurídicos y promover una más eficaz cooperación internacional 
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por medio de la asistencia jurídica mutua en materia penal para 
la investigación y enjuiciamiento de delitos. 


Reconociendo que muchas actividades criminales represen- 
tan una grave amenaza para la humanidad y se manifiestan a 
través de modalidades criminales transnacionales en las que 
frecuentemente las pruebas o los elementos relacionados con 
los delitos se radican en diversos Estados. 


Han resuelto, sobre la base de los principios de soberanía 
nacional y de igualdad de derechos y ventajas mutuas, concluir 
un Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en los siguientes tér- 
minos: 


Capítulo I - Disposiciones Generales 
ARTICULO 1 
Ambito del Tratado 


1. Las Partes se prestarán asistencia mutua, de conformidad 
con las disposiciones del presente Tratado, para la investiga- 
ción y enjuiciamiento de delitos, así como en los procedimien- 
tos judiciales relacionados con asuntos penales. 


2. Salvo en las situaciones previstas en el artículo 21, la 
asistencia se prestará sin considerar si la conducta que motiva 
la investigación, enjuiciamiento o procedimientos en el Estado 
requirente constituye o no delito conforme a la legislación del 
Estado requerido. 


3, Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 16 numeral 
3, el presente Tratado no faculta a las autoridades o a los 
particulares del Estado requirente a emprender en el territorio 
del Estado requerido funciones que conforme a las leyes inter- 
nas están reservadas a sus autoridades. 


4, El presente Tratado tiene por objeto únicamente la asis- 
tencia jurídica mutua entre las Partes, Por lo tanto, las disposi- 
ciones del presente Tratado no confieren derechos a los parti- 
culares para la obtención, supresión o exclusión de pruebas, o 
para oponerse al cumplimiento de una solicitud de asistencia. 

ARTICULO 2 
Alcance de la Asistencia 

La asistencia comprenderá: 

a. notificación de documentos; 

b, recepción de testimonios o declaraciones de personas, así 
como también la realización de peritajes y examen de objetos y 
lugares; 


c. localización o identificación de personas; 


d. notificación a testigos o peritos para la comparecencia 
voluntaria para prestar testimonio en el Estado requirente; 
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e. traslado de personas sujetas a un proceso penal a efectos 
de comparecer como testigos o con otros propósitos expresa- 
mente indicados en la solicitud. 


f. medidas cautelares o inmovilización de bienes; 
g. cumplimiento de solicitudes de registro y secuestro; 
h, entrega de documentos y otros elementos de prueba; 


i. inmovilización, confiscación o transferencia de bienes 
confiscados, así como en materia de indemnizaciones y multas 
impuestas por sentencia penal; 


j. cualquier otra forma de asistencia no prohibida por las 
leyes del Estado requerido para la investigación y enjuicia- 
miento de delitos. 

ARTICULO 3 
Autoridades Centrales 


1. En cada una de las Partes habrá una Autoridad Central 
que tendrá a su cargo la presentación y recepción de las solici- 
tudes a que se refiere el presente Tratado. 


2. La Autoridad Central en la República Oriental del Uru- 
guay será el Ministerio de Educación y Cultura. La Autoridad 
Central en el Reino de España será el Ministerio de Justicia. 


3. Las Autoridades Centrales se comunicarán directamente 
entre si a todos los efectos del presente Tratado. 


ARTICULO 4 
Autoridades Competentes 


1. La asistencia de que trata el presente Tratado se prestará 
a través de las respectivas Autoridades Centrales de las Partes. 


2. Las solicitudes formuladas por una Autoridad Central al 
amparo del presente Tratado, se basarán en pedidos de asisten- 
cia de aquellas autoridades judiciales o del Ministerio Público 
del Estado requirente encargadas de la investigación o enjuicia- 
miento de delitos. 


ARTICULO 5 
Límites de la Asistencia 
1. El Estado requerido podrá rehusarse a brindar asistencia sí: 


a. la solicitud se reficre a un delito tipificado como tal en la 
legislación militar pero no en el derecho penal ordinario: 


b. la solicitud se refiere a un delito que el Estado requerido 
considerare como político o conexo con un delito político o 
perseguido por razones políticas; 
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c. la solicitud se refiere a un delito tributario. No obstante, 
procederá la asistencia si el delito se comete por una declara- 
ción intencionalmente falsa efectuada en forma oral o por es- 
crito, o por una omisión intencional de declaración, con el 
objeto de ocultar ingresos provenientes de cualquier otro delito 
comprendido en el presente Tratado; 


d. la persona requerida en la solicitud, ha sido absuelta o ha 
cumplido en el Estado requerido por el mismo delito mencio- 
nado en la solicitud. Sin embargo, esta disposición no podrá ser 
invocada para negar asistencia en relación a otras personas; o 


e. el cumplimiento de la solicitud es contrario a la seguri- 
dad, el orden público u otros intereses esenciales del Estado 
requerido. 


2. Antes de negar asistencia de conformidad con el presente 
artículo, la Autoridad Central del Estado requerido deberá con- 
sultar, a la Autoridad Central del Estado requirente si acepta 
que la asistencia se brinde sujeta a las condiciones que conside- 
re necesarias. Si el Estado requirente acepta la asistencia sujeta 
a dichas condiciones, el Estado requerido dará cumplimiento a 
la solicitud en la forma establecida. 


3. Salvo lo dispuesto en el artículo 14, si el Estado requeri- 
do deniega la asistencia, deberá informar a la Autoridad Cen- 
tral del Estado requirente, las razones en que se funda la dene- 
gatoria. 


Capítulo II - Cumplimiento de las solicitudes 
ARTICULO 6 
Forma y Contenido de la Solicitud 

1. La solicitud de asistencia deberá formularse por escrito, 
salvo en los casos de urgencia, en que la Autoridad Central del 
Estado requerido podrá aceptar una solicitud cursada de otra 
manera. En tal caso, la solicitud deberá confirmarse por escrito 
dentro de los diez días siguientes. 


2. La solicitud deberá contener las siguientes indicaciones: 


a. nombre de la Autoridad encargada de la investigación, el 
enjuiciamiento o procedimiento al cual se refiera la solicitud; 


b. descripción del asunto a que se refiere y naturaleza de la 
investigación, enjuiciamiento o procedimiento, incluyendo los 
delitos concretos a que se refiera el asunto; 


c. descripción de la prueba, información u otro tipo de 
asistencia solicitada; 


d. declaración de los motivos por los cuales se solicita la 
prueba, información u otro tipo de asistencia; 


e. normas legales aplicables acompañadas de su texto; y 
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f. en la medida de lo posible, la identidad de las personas 
sujetas a investigación o enjuiciamiento. 


3. En la medida que sea necesario, la solicitud deberá tam- 
bién incluir: 


a. información sobre la identidad y domicilio de las perso- 
nas cuyo testimonio se desea obtener; 


b. información sobre la identidad y dirección de las perso- 
nas a ser notificadas y la relación de dichas personas con los 
procedimientos; 


c. información sobre la identidad y paradero de las personas 
a ser localizadas; 


d. descripción exacta del lugar o de la personas que ha de 
someterse a registro y de los bienes que hayan de ser cautelados; 


e. el texto del interrogatorio a ser formulado para la recep- 
ción de la prueba testimonial en el Estado requerido, así como 
la descripción de la forma en que ha de tomarse y registrarse 
cualquier testimonio o declaración; 


f. descripción de las formas y procedimientos especiales 
con que han de cumplirse las solicitudes; 


g. información sobre el pago de los gastos a que tendrá 
derecho la personas cuya presencia se solicite en cl Estado 
requerido; y 


h. cualquier otra información que pueda ser sugerida al 
Estado requerido a los efectos de facilitar el cumplimiento de 
la solicitud. 


ARTICULO 7 
Ley Aplicable 


1. Las solicitudes se cumplirán de conformidad con la ley 
del Estado requerido salvo disposición en contrario del presen- 
te Tratado. 


2. La Autoridad Central del Estado requerido dará cumpli- 
miento con prontitud a la solicitud y, cuando proceda. la trans- 
mitirá a la autoridad judicial u otras autoridades competentes 
para su diligenciamiento. 


3. A solicitud del Estado requirente, el Estado requerido 
cumplirá la asistencia de acuerdo con las formas o procedi- 
mientos especiales, a menos que éstos sean incompatibles con 
su ley interna. 

ARTICULO 8 


Aplazamiento o condiciones para el cumplimiento 


El Estado requerido podrá aplazar el cumplimiento de la 
solicitud o, después de celebrar consultas con la Autoridad 
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Central del Estado requirente, sujetarla a condiciones en caso 
de que interfiera con una investigación o procedimiento penal 
en curso en el Estado requerido. Si el Estado requirente acepta 
la asistencia sujeta a condiciones, la solicitud se cumplirá de 
conformidad con las condiciones propuestas. 


ARTICULO 9 
Carácter Confidencial 


A solicitud del Estado requirente, se mantendrá el carácter 
confidencial de la solicitud y de su tramitación. Si la solicitud 
no puede cumplirse sin infringir ese carácter confidencial, el 
Estado requerido informará de ello al Estado requirente, que 
decidirá si insiste en la solicitud. 


ARTICULO 10 
Informes sobre el Cumplimiento 


1. A pedido de la Autoridad Central del Estado requirente, 
la Autoridad Central del Estado requerido informará, dentro de 
un plazo razonable, sobre la marcha del trámite referente al 
cumplimiento de la solicitud. 


2. La Autoridad Central del Estado requerido informará a la 
brevedad el resultado del cumplimiento de la solicitud y remiti- 
rá toda la información o prueba obtenidas a la Autoridad Cen- 
tral del Estado requirente. 


3. Cuando la solicitud no ha podido ser cumplida en todo o 
en parte, la Autoridad Central del Estado requerido lo hará 
saber inmediatamente a la Autoridad Central del Estado requi- 
rente e indicará las razones por las cuales no ha sido posible su 
cumplimiento, 


ARTICULO 11 


Limitaciones al Empleo de la Información 
o Prueba Obtenida 


1. Salvo consentimiento previo del Estado requerido, el Es- 
tado requirente solamente podrá emplear la información o la 
prueba obtenida en virtud del presente Tratado en la investiga- 
ción o el procedimiento indicado en la solicitud. 


2. La Autoridad Central del Estado requerido podrá solicitar 
que la información o la prueba obtenidas en virtud del presente 
Tratado tengan carácter confidencial, de conformidad con las 
condiciones que especificará. En tal caso, el Estado requirente 
procurará respetar dichas condiciones. 


3. La información o prueba que se haya hecho pública en el 
Estado requirente de conformidad con los párrafos 1 6 2 que 
anteceden, podrá a partir de ese momento ser utilizada en otros 
asuntos. 
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ARTICULO 12 


Costos 


El Estado requerido pagará la totalidad de los gastos relati- 
vos al cumplimiento de la solicitud, salvo los correspondientes 
a los informes periciales, traducción y transcripción, gastos 
extraordinarios que provengan del empleo de formas o procedi- 
mientos especiales, y gastos y estipendios de viaje de las perso- 
nas referidas en los artículos 17 y 18, los cuales correrán a 
cargo del Estado requirente. 


CAPITULO III - FORMAS DE ASISTENCIA 
ARTICULO 13 


Notificación de Documentos 


1. La Autoridad Central del Estado requerido dispondrá lo 
necesario para diligenciar la notificación de los documentos 
relativos a cualquier solicitud de asistencia formulada de acuer- 
do con el presente Tratado. 


2. La Autoridad Central del Estado requirente transmitirá 
las solicitudes de notificación para la comparecencia de una 
persona ante una autoridad del Estado requirente con una razo- 
nable antelación a la fecha prevista para la misma. 


3. La Autoridad Central del Estado requerido devolverá el 
comprobante del diligenciamiento de las notificaciones en la 
forma especificada en la solicitud. 


4. Si la notificación no pudiere realizarse, la Autoridad Cen- 
tral del Estado requerido deberá informar a la Autoridad Cen- 
tral del Estado requirente las razones par las cuales no pudo 
diligenciarse. 


ARTICULO 14 
Entrega de Documentos Oficiales 
A solicitud del Estado requirente, el Estado requerido: 


a. proporcionará copias de documentos oficiales, registros o 
información accesibles al público que obren en las dependen- 
cias y los organismos de ese Estado; y 


b. podrá proporcionar copias de documentos oficiales, re- 
gistros o información no accesibles al público que obren en las 
dependencias y organismos de ese Estado, sujetas a las mismas 
condiciones por las cuales esos documentos se proporcionarían 
a sus propias autoridades. Si la asistencia prevista en este párra- 
fo es denegada, la Autoridad Central del Estado requerido no 
estará obligada a expresar los motivos de la dencgatoria. 


ARTICULO 15 
Devolución de Documentos y Elementos de Prueba 


A solicitud de la Autoridad Central del Estado requerido, el 
Estado requirente deberá, tan pronto como sca posible, devol- 
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ver los documentos u otros elementos de prueba facilitados en 
cumplimiento de una solicitud cursada conforme al presente 
Tratado. 


ARTICULO 16 
Testimonio en el Estado requerido 


1. Cualquier persona que se encuentre en el Estado requeri- 
do y a la que se solicite la aportación de pruebas en virtud del 
presente Tratado, será obligada a comparecer, de conformidad 
con las leyes del Estado requerido, ante la autoridad competen- 
te para prestar testimonio o aportar documentos, antecedentes o 
elementos de prueba. 


2. El Estado requerido informará con suficiente antelación 
el lugar y la fecha en que se recibirá la declaración del testigo o 
los mencionados documentos, antecedentes o elementos de prue- 
ba. Cuando sea posible, las Autoridades Centrales se consulta- 
rán a los efectos de fijar una fecha conveniente para ambas 
Partes. 


3, El Estado requerido autorizará la presencia de las perso- 
has que se especifiguen en la solicitud durante el cumplimiento 
de la misma, facultándolas para interrogar a la persona cuyo 
testimonio o pruebas hayan de recibirse en la forma prevista 
por las leyes del Estado requerido. La audiencia tendrá lugar 
según los procedimientos establecidos por las leyes del Estado 
requerido. 


4. Si la persona a que se hace referencia en el párrafo 1 
alega inmunidad, incapacidad o privilegio según las leyes del 
Estado requerido, esta alegación será resuelta por la autoridad 
competente del Estado requerido con anterioridad al cumpli- 
miento de la solicitud. 


Si la persona a que se hace referencia en el párrafo 1 alega 
inmunidad, incapacidad o privilegio según las leyes del Estado 
requirente, el testimonio o las pruebas serán, no obstante, reci- 
bidas y la alegación será informada a la Autoridad Central del 
Estado requirente, a fin de que las autoridades competentes de 
ese Estado resuelvan al respecto. 


5. Los documentos, antecedentes y elementos de prueba 
entregados por el testigo u obtenidos a consecuencia de su 
declaración o en ocasión de la misma, serán enviados al Estado 
requirente junto con la declaración. 


ARTICULO 17 
Testimonio en el Estado requirente 


Cuando el Estado requirente solicite la comparecencia de 
una persona en su territorio para prestar testimonio o rendir 
informe, el Estado requerido invitará al testigo o perito a com- 
parecer en forma voluntaria ante la autoridad competente del 
Estado requirente. Si se considera necesario, la Autoridad Cen- 
tral del Estado requerido podrá registrar por escrito el consenti- 
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miento de la persona a comparecer en el Estado requirente, La 
Autoridad Central del Estado requerido infomará con prontitud 
a la Autoridad Central del Estado requirente de dicha respues- 
ta. Al solicitar la comparecencia, el Estado requirente indicará 
los gastos de traslado y de estadía a su cargo. 


ARTICULO 18 
Traslado de Personas Sujetas a Procedimiento Penal 


1. La persona sujeta a un procedimiento penal en cl Estado 
requerido cuya comparecencia en el Estado requirente sea ne- 
cesaria en virtud de la asistencia prevista en el presente Trata- 
do, será trasladada con ese fin al Estado requirente, siempre 
que esa persona y el Estado requerido consientan dicho traslado. 


2. La persona sujeta a un procedimiento penal cn el Estado 
requirente cuya comparecencia en el Estado requerido sea ne- 
cesaria en virtud de la asistencia prevista en el presente Trata- 
do, será trasladada al Estado requerido, siempre que lo con- 
sienta esa persona y ambos Estados estén de acuerdo. 


3. A los efectos del presente artículo: 


a. el Estado receptor tendrá la potestad y la obligación de 
mantener bajo custodia física a la persona trasladada a menos 
que el Estado remitente indique lo contrario; 


b. el Estado receptor devolverá a la persona trasladada al 
Estado remitente tan pronto como las circunstancias lo permi- 
tan o con sujeción a lo acordado entre las Autoridades Centra- 
les de ambos Estados; 


c. respecto a la devolución de la persona trasladada, no será 
necesario que el Estado remitente promueva un procedimiento 
de extradición; 


d. el tiempo transcurrido en el Estado receptor, será compu- 
tado a los efectos del cumplimiento de la sentencia que le 
hubiera sido impuesta en el Estado remitente; y 


e. la permanencia de esa persona en el Estado receptor en 
ningún caso podrá exceder del período que le reste para el 
cumplimiento de la condena o de noventa días según el plazo 
que se cumpla primero, a menos que la persona y ambos Esta- 
dos consientan prorrogarlo. 


ARTICULO 19 
Salvoconducto 


1. La comparecencia o traslado de la persona que consienta 
declarar o dar testimonio según lo dispuesto en los artículos 17 
y 18, estará condicionado, si la persona o el Estado remitente 
lo solicitan con anterioridad a dicha comparecencia o traslado, 
a que el Estado feceptor conceda un salvoconducto bajo el 
Cual, mientras se encuentre en ese Estado, no podrá: 
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a. ser detenida o enjuiciada por delitos anteriores a su salida 
del territorio del Estado remitente; 


b. ser requerida para declarar o dar testimonio en procedi- 
mientos no especificados en la solicitud; o 


c. ser detenida o enjuiciada en base a la declaración que 
preste, salvo en caso de desacato o falso testimonio. 


2. El salvoconducto previsto en el párrafo anterior, cesará 
cuando la persona prolongue voluntariamente su estadía en el 
territorio del Estado recptor por más de diez días a partir del 
momento en que su presencia ya no fuere necesaria en ese 
Estado, conforme a lo comunicado al Estado remitente. 


ARTICULO 20 
Localización o Identificación de Personas 


El Estado requerido adoptará las providencias necesarias 
para averiguar el paradero o la identidad de las personas indivi- 
dualizadas en la solicitud. 


ARTICULO 21 
Registro, Embargo, Secuestro y Entrega de objetos 


1. El Estado requerido cumplirá la solicitud relativa a regis- 
tro, embargo, secuestro y entrega de cualquier objeto, com- 
prendidos, entre otros, documentos, antecedentes o efectos, si 
la Autoridad competente determina que la solicitud contiene la 
información que justifique la medida propuesta. Dicha medida 
se someterá a la ley procesal y sustantiva del Estado requerido. 


2. Conforme a lo previsto en el artículo 5, párrafo 2, el 
Estado requerido determinará según su ley cualquier requeri- 
miento necesario para proteger los intereses de terceros sobre 
los objetos que hayan de ser trasladados. 


ARTICULO 22 
Inmovilización, Confiscación y Transferencia de Bienes 


1. Cuando una de las Partes tenga conocimiento de la exis- 
tencia de frutos o instrumentos de delitos en el territorio de la 
otra Parte que puedan ser objeto de incautación o medidas 
cautelares según las leyes de ese Estado, podrá informarlo a la 
Autoridad Central de dicho Estado. Esta remitirá la informa- 
ción recibida a sus autoridades competentes a efectos de deter- 
minar la adopción de las medidas que correspondan. Dichas 
autoridades actuarán de confromidad con las leyes de su país y 
comunicarán a la otra Parte las medidas tomadas, a través de su 
Autoridad Central, 


2. Las Partes se prestarán asistencia, de conformidad con 
sus respectivas leyes, en los procedimientos de incautación y 
confiscación, indemnización a las víctimas de delitos y cobro 
de multas impuestas por sentencia penal. 
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3. La Parte que tenga bajo su custodia frutos o instrumentos 
del delito, dispondrá de los mismos de conformidad con lo 
establecido en su ley interna. En la medida que lo permitan sus 
leyes y en los términos que se consideren adecuados, cualquie- 
ra de las Partes podrá transferir a la ota los bienes confiscados 
o el producto de su venta. 


ARTICULO 23 
Autenticación de Documentos y Certificaciones 


1. Sin perjuicio de las autenticaciones o certificaciones exi- 
gidas según sus leyes, el Estado requerido autenticará todo 
documento o sus copias, así como proporcionará certificacio- 
nes referentes a objetos, en la forma solicitada por el Estado 
requirente, siempre que ello no sea incompatible con las leyes 
del Estado requerido. 


2. A efectos de facilitar el empleo de las referidas formas 
especiales, de autenticación o certificación, el Estado requiren- 
te adjuntará a la solicitud los respectivos formularios o descri- 
birá el procedimiento especial a seguirse. 


CAPITULO IV - DISPOSICIONES FINALES 
ARTICULO 24 


Compatibilidad con otros Tratados, 
Acuerdos o Convenios 


La asistencia y los procedimientos establecidos en el pre- 
sente Tratado no impedirán que cada una de las Partes preste 
asistencia a la otra al amparo de lo previsto en otros acuerdos 
internacionales más favorables en los que sean Parte. Las Par- 
tes también podrán prestar asistencia de conformidad con cual- 
quier convenio, acuerdo o práctica aplicables de carácter bila- 
teral más favorables. 


ARTICULO 25 
Consultas 


Las Autoridades Centrales de las Partes celebrarán consul- 
tas, en la oportunidad que convengan mutuamente, con el fin 
de facilitar la aplicación del presente Tratado. 


ARTICULO 26 
Responsabilidad 


1. La ley interna de cada Parte regula la responsabilidad por 
daños que emerjan de los actos de sus autoridades en la ejecu- 
ción de este Tratado. 


2. Ninguna de las Partes será responsable por los daños que 
puedan surjir de actos de las autoridades de la otra Parte en la 
formulación o ejecución de una solicitud conforme a este Tra- 
tado. 
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ARTICULO 27 
Ratificación, Entrada en Vigor y Denuncia 


1, El presente Tratado estará sujeto a ratificación y el canje 
de los instrumentos respectivos tendrá lugar en Madrid. 


2, El presente Tratado entrará en vigor cuando tenga lugar 
el canje de los instrumentos de ratificación. 


3. Cualquiera de las Partes podrá denunciar el presente Tra- 
tado mediante notificación por escrito a la otra Parte. La de- 
nuncia surtirá efecto seis meses después de la fecha de notifica- 
ción. 


EN FE DE LO CUAL, los suscritos, debidamente autoriza- 
dos por sus respectivos Gobiernos; firman el presente Tratado. 


HECHO cn Montevideo, el día 19 de noviembre de 1991, 
en dos ejemplares originales en idioma español, siendo ambos 
textos igualmente auténticos. 


Héctor Gros Espiell 
POR LA REPUBLICA POR EL REINO 
ORIENTAL DEL URUGUAY DEESPAÑA” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR ABREU. - Señor Presidente: este Tratado de Asis- 
tencia Jurídica Mutua entre la República Oriental del Uruguay 
y el Reino de España es una prolongación de los distintos 
Acuerdos y Tratados que viene realizando el Estado uruguayo 
con otros Estados en relación con un tema tan delicado, como 
es la cooperación de carácter técnico en materia penal. 


El Senado ha tenido oportunidad de discutir exhaustiva- 
mente el Tratado aprobado en su momento con los Estados 
Unidos de Norteamérica, que en términos y sustancia equivale 
al contenido de este proyecto de ley. 


Simplemente queríamos dejar constancia de que este tipo 
de Tratado recoge una realidad internacional caracterizada por 
el hecho de que las actividades criminales tienen un carácter 
transnacional que lleva a que los elementos de pruebas de los 
delitos estén radicados en diversos Estados. En ese sentido, este 
Tratado está orientado a buscar un régimen de cooperación 
técnica que de alguna manera sea compatible con la tradición 
del Estado uruguayo en lo que se llama el respeto del principio 
de la doble incriminación. Cuando se trata de normas que regu- 
lan la cooperación procesal y la asistencia entre los países, la 
norma de la doble incriminación, tan cara al ámbito de la 
extradición, no es un requisito necesario, según el informe en 
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mayoría de este tipo de acuerdo de cooperación. Por tanto, el 
principio “nulla traditio sine legge” de nuestro ordenamiento 
jurídico, a nuestro juicio no resulta vulnerado en este proyecto, 
ya que aquél se refiere a la extradición y no a la cooperación 
en materia penal. Este proyecto de ley se refiere a las autorida- 
des competentes y se establecen además las líneas de comuni- 
cación entre los Estados involucrados, los límites de la asisten- 
cia, la forma y el contenido de las solicitudes, el cumplimiento 
del punto de vista formal y administrativo que se le da a una 
solicitud, las distintas formas de asistencia, entre las que se 
destacan la documental, la testimonial y, por último, las causas 
de compatibilidad de estilo en este tipo de Tratado. 


Como consta en el informe hay una posición en minoría 
por parte de la bancada del Frente Amplio que en oportunidad 
de considerarse el Tratado con los Estados Unidos de Nortea- 
mérica también se opuso. 


De todas formas, anunciamos nuestra posición favorable al 
Tratado, en la medida en que se reconoce la existencia de 
realidades internacionales que los Estados deben enfrentar con 
celeridad y audacia, por lo que las normas deben ajustarse a 
situaciones que suponen, fundamentalmente desde el punto de 
vista social, un atentado contra los elementos básicos de la 
comunidad. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: como lo acaba de 
mencionar el señor miembro informante en mayoría, no vamos 
a votar la ratificación de este Tratado por las mismas razones 
por las cuales no votamos la del Tratado de Cooperación Jurí- 
dica en Materia Penal con los Estados Unidos de Norteaméri- 
ca. Al informe que elaboramos se adjunta una reproducción de 
la consulta que solicitamos al profesor de Derecho Penal de la 
Facultad de Ciencias Sociales, el doctor Gonzalo Fernández. 
Allí, este catedrático habla extensa y pormenorizadamente de 
la aplicación del principio de doble identidad, es decir, del 
problema de la doble incriminación, donde en su concepto 
radica el más grave defecto del texto concertado. A su juicio, 
“supone abandonar el principio de doble identidad que, en el 
fondo, no es más que la manifestación -a nivel internacional- 
del principio secular de legalidad penal (artículo 10 de la Cons- 
titución de la República, artículo 1% del Código Penal). La 
referida renuncia permitiría entonces cumplir actuaciones de 
cooperación penal, aun cuando el hecho que las motiva no 
configure un delito para la legislación interna del Estado reque- 
rido”. 


En otra parte de su informe, y refiriéndose a lo innecesario 
de la solución cuestionada, el doctor Gonzalo Fernández seña- 
la: “De todas maneras, es posible invocar un argumento de 
neta textura práctica. El ordenamiento positivo uruguayo con- 
sagra, entre las normas penales codificadas y la legislación 
especial, un amplísimo espectro de figuras delictivas. Por tal 
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manera, es difícil que un comportamiento castigado como deli- 
to por la ley extranjera perfile, sin embargo, una conducta 
impune en nuestro país. Y cuando así ocurre” -esto me parece 
lo más significativo- “por decisión soberana del legislador pa- 
trio” -puede ejemplarizarse con el adulterio, la homosexuali- 
dad, la vagancia, el consumo de drogas, la objeción de con- 
ciencia al servicio militar, etc- “es porque el hecho no ofende 
un bien jurídico merecido de tutela penal y su criminalización 
legal, lejos de concitar el consenso de la 'communis opinio”, 
sólo levantaría críticas y semejaría un cuerpo extraño en el 
seno de la valoración comunitaria”. 


Compartimos totalmente la opinión del doctor Gonzalo Fer- 
nández acerca de éste y otros aspectos sobre los que se explaya 
en el contenido de este texto, que es prácticamente línea a línea 
el mismo del Tratado que se celebró con Estados Unidos. En 
consecuencia, no vamos a votar su ratificación, aunque natural- 
mente pensamos que deberían existir mecanismos jurídicos mo- 
dernos, adaptados a lo que son nuestras legislaciones y los 
principios que las guían, para llevar así adelante la cooperación 
con las autoridades de otros países. En el día de hoy hemos 
votado un Tratado de cooperación jurídica en materia penal 
con el Reino de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, que justa- 
mente consagra el principio de la doble incriminación como la 
base para la cooperación en dicha materia. 


Nada más. 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - En homenaje a la brevedad, nos va- 
mos a limitar a señalar que nuestro sector no va a votar la 
ratificación de este Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Asuntos Penales entre nuestro país y el Reino de España, por 
las mismas razones que oportunamente expusimos, para no 
acompañar la ratificación de un Tratado similar con los Estados 
Unidos de América. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR BLANCO. - Adelanto que voy a votar afirmativa- 
mente el proyecto de ley en consideración por los motivos que 
en cierto modo insinué al informar sobre el otro documento 
internacional que analizamos esta tarde relacionado con esta 
materia, en el que no se presentaba el tema de la doble incrimi- 
nación. 


En ese momento señalé que dicho requisito no es exigible 
en el caso de que el Tratado refiera a la asistencia o a la 
cooperación jurídica en materia de delitos. Sin embargo, sí lo 
es en el caso de que se trate de la extradición. Como lo recor- 
daba el miembro informante en mayoría, señor senador Abreu, 
el principio de “nulla traditio sine legge” es aplicable cuando, 
como consecuencia de la cooperación internacional, se produce 
la extradición de un presunto delincuente, en virtud de la cual 
se le podría aplicar un castigo o sanción de naturaleza penal en 
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el país que ha solicitado la extradición. Es en este caso que 
resulta a todas luces evidente la necesidad de la aplicación 
estricta del principio de “nulla traditio sine legge”. No sucede 
lo mismo en el caso de los Tratados de Cooperación Jurídica 
como el que nos ocupa, ya que las actividades de asistencia que 
en él se contemplan no tienen relación con situaciones de las 
que se derive la aplicación de una pena o sanción penal. No 
debemos olvidar que estamos hablando simplemente de sumi- 
nistro de documentos, testimonios o declaraciones que se pue- 
dan cumplir en otros Estados. Ninguna de estas actividades, 
materia del Tratado, pueden ser catalogadas o consideradas 
como la aplicación de una sanción de carácter penal que no 
sería admisible si no existiera la doble incriminación. 


Por otra parte, señor Presidente, en el artículo 5? del Trata- 
do se prevé alguna limitación a la asistencia. Señala que el 
Estado requerido podrá rehusarse a brindar asistencia en deter- 
minados casos. Uno de ellos es cuando se trata de delitos tipifi- 
cados en la legislación militar. Así, cuando se buscara coopera- 
ción o asistencia jurídica en relación con una diserción como 
delito militar, podría el Estado requerido rehusar dicha coope- 
ración bajo el Tratado. Lo mismo sucede en el caso de tratarse 
de un delito presuntamente político, conexo con un delito polí- 
tico o un delito de carácter tributario. 


En consecuencia, por un lado, no existe en este caso la 
materialidad de acciones que requiera o justifique la aplicación 
del principio de doble incriminación y, por otro, de todas ma- 
neras existen normas que dan garantías al Estado requerido, 
tales como las previstas en el artículo 5%. 


Por los fundamentos expuestos, señor Presidente, tal como 
anuncié, voy a votar afirmativamente el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 26. Afirmativa. 

En discusión particular. 

L£ase el artículo 1? y único del proyecto. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1”. - Apruébase el Tratado de Asistencia Jurí- 
dica Mutua en Asuntos Penales entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de España, suscrito el 19 de noviembre de 
1991”. 

-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-18 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, y será comunicado a la Cámara de Representantes. 


192-C.S. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


17) SEÑORES NUBAR Y OHANNES OUNANIAN. Pen- 
sión graciable. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de la votación recal- 


da sobre el proyecto de ley que otorga pensiones graciables a 
los sefíores Nubar Ounanian y Ohannes Ounanian. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - Vota- 
ron por la afirmativa 22 señores senadores en 25 presentes, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha resultado aprobado el artículo 12. 
Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 2*, - La erogación resultante será atendida 
con cargo a Rentas Generales”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo a los efectos de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


18) PROMESAS DE ENAJENACION DE INMUEBLES A 
PLAZOS. Normas para la reinscripción. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el octavo 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se estable- 
cen normas para la reinscripción de promesas de enajenación 
de inmuebles a plazos. (Carp. N* 932/92 - Rep. N* 499/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N? 932/92 
Rep. N* 499/92 
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INFORME 
Al Senado: 
Este proyecto de ley apunta a la modificación del artículo 


29 de la Ley N* 8.733, denominada “Ley de Promesa de Enaje- 
nación de Inmuebles a Plazo”. La modificación, tiene que ver 
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con la caducidad de la inscripción de los contratos de promesa 
y de quienes se encuentran legalmente habilitados para solici- 
tar y obtener su inscripción. 


La solución que establece el artículo 29, en su actual redac- 
ción, indica que los efectos de la inscripción caducarán de 
pleno derecho a los 35 años de verificada, salvo que las partes, 
ambas partes, soliciten su inscripción, 


La modificación apunta a que sea la parte promitente com- 
pradora, O sus sucesores a cualquier título, quienes puedan 
solicitar y obtener la reinscripción de la promesa. Apunta tam- 
bién a que dicha parte pueda obtener una nueva inscripción 
luego de operada la caducidad de la inscripción inicial. La 
razón de la modificación radica en que la parte promitente 
compradora, beneficiaria del derecho a solicitar la escritura- 
ción forzada, muchas veces se ve privada de ejercer ese dere- 
cho, por el vencimiento del plazo de caducidad. 


Esta caducidad ha determinado que muchos promitentes 
compradores se hayan visto imposibilitados de regularizar la 
titulación de fincas pagadas en su totalidad. Muchas veces 
porque los promitentes vendedores, inmobiliarias, companias 
financieras etc. y también personas físicas, dejaron de existir o 
simplemente se han tornado inubicables. 


Al brindarle este proyecto a la parte promitente comprado- 
ra, la potestad de reinscribir la promesa, u obtener una nueva 
inscripción, está reconociendo al principal interesado la facul- 
tad de sanear jurídicamente sus derechos sobre un inmueble 
prometido en venta. 


Sala de la Comisión, a 20 de octubre de 1992. 


Enrique Cadenas Boix (Miembro Informante), Juan 
Carlos Blanco, Enrique de Fuentes, Walter Santoro, 
Senadores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? - Sustitúyese el artículo 29 de la Ley N? 8.733, 
de 17 de junio de 1931, por el siguiente: 


“ARTICULO 29. - Los efectos de la inscripción caducarán, 
de pleno derecho, a los treinta y cinco años de verificada, salvo 
que la parte promitente compradora o sus sucesores a cualquier 
título, solicite la reinscripción, antes o después de operada la 
caducidad, a cuyo efecto se declara aplicable lo dispuesto en 
los artículos 1* y 2* de la Ley N* 3.003, de 24 de noviembre de 
1905”. : 


Art. 22, - A los efectos de la reinscripción, el solicitante 
deberá exhibir un ejemplar de la promesa cuya inscripción 
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haya caducado, acompañado de testimonio por exhibición, au- 
tenticado notarialmente, 


Art. 3". - Lo previsto en el artículo 29 de la Ley N* 8.733, 
de 17 de junio de 1931, con la redacción dada por el artículo 1? 
de la presente ley, se aplicará a las inscripciones cuya caduci- 
dad se hubiera operado con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 2 de setiembre de 1992, 


Alem García 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración aconseja al Cuerpo la aprobación del 
proyecto de ley que establece una modificación sustancial en 
cuanto al tema de la caducidad de las inscripciones de las 
promesas de enajenación de inmuebles. 


De acuerdo al régimen vigente, los efectos de la inscripción 
caducarán de pleno derecho, a los treinta y cinco años de veri- 
ficada, salvo que las partes soliciten la reinscripción. 


Esto ha provocado que en muchos casos al promitente com- 
prador le sea imposible obtener la reinscripción debido a la 
desaparición de la parte promitente vendedora, por ejemplo: 
Bancos, sociedades, o personas físicas. Muchos promitentes 
compradores ignoran, además, la existencia de la caducidad, 
por lo que dejan pasar el tiempo sin efectuar la correspondiente 
escritura de compraventa, y cuando resuelven hacerla se en- 
cuentran con la sorpresa de que su derecho ha caducado. Otros 
creen que la promesa es el título. Se podrían referir infinidad 
de situaciones a este respecto, pero como ejemplos creemos 
que son suficientes las mencionadas. 


Este proyecto establece que la parte promitente comprado- 
ra, O sus sucesores a cualquier título, podrá proceder a la reins- 
cripción, sin requerir la intervención de la parte promitente 
vendedora. También estipula algo totalmente novedoso, que 
consiste en que dicha posibilidad alcanzará no sólo a las ins- 


cripciones respecto de las cuales la caducidad no se ha opera- 


do, sino que también comprenderá a aquellas en las que ya se 
haya producido. 


Entendemos beneficiosa la aprobación del presente proyec- 
to de ley que solucionará un problema que aqueja a muchos 
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promitentes compradores de motesta condición, que no tienen 
otra vía de solución a su alcance. 


Sala de la Comisión, 23 de abril de 1992. 


Diana Saravia Olmos (Miembro Informante), Mario 
Cantón, Jorge Coronel Nieto, José E. Díaz, Daniel 
Díaz Maynard, Luis Eduardo Mallo, Daniel Puig Te- 
rra, Nicolás Storace Montes, 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La actual vigencia del artículo 29 de la Ley N* 8.733, de 17 
de junio de 1931, es fuente de situaciones jurídicas que mere- 
cen atención legislativa, tanto por su número como por la difi- 
cultad para solucionarlas por otra vía, 


Dicho artículo prevé que los efectos de la inscripción regis- 
tral de la' promesa de enajenación de inmuebles a plazos cadu- 
carán de pleno derecho a los treinta y cinco años de verificada, 
salvo que las partes soliciten la reinscripción. 


En consecuencia, existe un número considerable de prome- 
sas cuyas inscripciones caducaron, lo que impide la escritura- 
ción judicial. Tal imposibilidad perjudica a promitentes com- 
pradores de modesta condición, que ignoraban la existencia de 
la caducidad o creyeron que la promesa misma era título sufi- 
ciente. Además, la promitente vendedora, en muchos casos, ha 
desaparecido (Bancos, sociedades o personas físicas), lo que 
hace imposible el normal otorgamiento de la escritura de com- 
praventa. 


La situación es injusta, porque obliga a seguir vías procesa- 
les complejas y de resultado no siempre seguro, como son 
realizar trámite sucesorio de derechos posesorios, a efectos de 
intentar una prescripción adquisitiva treintenal; o probar una 
intervención del ánimo que, por haber dejado de ser promitente 
comprador pasando al de poseedor, habilite a intentar la decla- 
ratoria de haber adquirido por prescripción. Esas vías procesa- 
les son costosas, tanto más cuanto más modesta sea la condi- 
ción del interesado. 


El proyecto adjunto está orientado en dos sentidos. Primero, 
establecer que la parte promitente compradora, o sus sucesores 
a cualquier título, podrá proceder a la reinscripción, sin reque- 
rir la intervención de la promitente vendedora. Y segundo, 
estatuir que dicha posibilidad alcanzará no sólo a las inscrip- 
ciones respecto de las cuales la caducidad no se ha operado, 
sino que también comprenderá a aquellas en las que ya se haya 
producido. 


Montevideo, 21 de octubre de 1991. 


Daniel Díaz Maynard 
Representante por Montevideo”, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 


(Se lee) 


194- CS. 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Ca- 
denas Boix. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Este proyecto de ley apunta a 
la modificación del artículo 29 de la Ley N* 8.733, de 17 de 
junio de 1931, más conocida como Ley de Promesas de Enaje- 
nación de Inmuebles a Plazos. 


En su redacción actual, el artículo 29 de esta ley establece 
que la inscripción de las promesas caducará a los 35 años, 
pudiendo reinscribirse el documento por la solicitud de ambas 
partes contratantes, Esto ha determinado que, en muchos casos, 
haya vencido el plazo de los 35 años, con lo que la promesa 
caducó. La parte promitente compradora se ha encontrado en la 
imposibilidad de ejercer el derecho que le concede la ley, que 
es el de la escrituración forzada del bien objeto de la promesa. 


Ahora bien; muchas veces ha sucedido que luego de este 
extenso plazo, la parte promitente vendedora ha dejado de exis- 
tir, porque era una sociedad anónima o una compañía inmobi- 
liaria fundada por ese negocio especial o ha fallecido la perso- 
na física que firmó el contrato o se ha vuelto inubicable, 

Por lo tanto, este proyecto de ley apunta a solucionar ese 
problema y, a la vez, lograr que las promitentes compradores 
puedan sanear la titulación de sus propiedades, permitiéndoles 
solicitar y obtener la reinscripción del contrato, y en el caso de 
que éste hubiera caducado, conseguir una nueva inscripción. 
Con esto se solucionarían ciertos problemas particulares, ga- 
rantizando a estas personas la posibilidad de sanear los títulos 
de propiedad de sus bienes inmuebles. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 

-22 en 23. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Solicito que se suprima la 
lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
formulada. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 1*, 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


ARTICULO 11. - Sustitúyese el artículo 29 de la Ley N* 8.733, 
de 17 de junio de 1931, por el siguiente: 


“ARTICULO 29. - Los efectos de la inscripción caducarán, 
de pleno derecho, a los treinta y cinco años de verificada, salvo 
que la parte promitente compradora o sus sucesores a cualquier 
título, solicite la reinscripción, antes o después de operada la 
caducidad, a cuyo efecto se declara aplicable lo dispuesto en 
los artículos 1? y 2* de la Ley N* 3.003, de 24 de noviembre de 
1905”.) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 22. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2*. - A los efectos de la reinscripción, el 
solicitante deberá exhibir un ejemplar de la promesa cuya ins- 
cripción haya caducado, acompañado de testimonio por exhibi- 
ción, autenticado notarialmente”.) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 3*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3*. - Lo previsto en el artículo 29 de la Ley 
N? 8,733, de 17 de junio de 1931, con la redacción dada por cl 
artículo 1% de la presente ley, se aplicará a las inscripciones 
cuya caducidad se hubiera operado con anterioridad a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley”.) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que ya habría sido aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Por lo tanto, se comunicará al Poder Ejecutivo, a los efec- 


tos de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 
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19) MARGARITA MUNIZ. Se designa con este nombre a 
la Escuela N? 42 de la ciudad de Aiguá. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en noveno lugar del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se designa con el nombre “Margarita Muniz” la 
Escuela N* 42 de la ciudad de Aiguá, departamento de Maldo- 
nado. (Carp. N* 931/92 - Rep. N* 496/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 931/92 
Rep. N* 496/92 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.- Desígnase con el nombre “Margarita Mu- 
niz” a la Escuela N* 42 de la ciudad de Aiguá, departamento de 
Maldonado, dependiente de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (Consejo de Educación Primaria). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 2 de setiembre de 1992, 


Alem García 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


El nombre de Margarita Muniz y el de la ciudad de Aiguá, 
son sin lugar a dudas, elementos imposibles de separar. 


A fines del siglo pasado comenzó a formarse una pequeña 
población en el departamento de Maldonado, junto a las costas 
del arroyo Aiguá, que oficia de límite natural entre los departa- 
mentos de Maldonado y Lavalleja. 


En 1898 llegó al lugar la señora Margarita Muniz para 
desempeñarse como maestra. Su labor no se limitó a la docen- 
cia, sino que se integró rápidamente a la vida de los pobladores 
de la zona. Colaboró con la atención de la salud, tarea suma- 
mente importante por aquella época, ya que eran frecuentes las 
epidemias graves, que causaron muchas muertes. 


Junto con otras damas cristianas, la señora Muniz trabajó 
activamente para que se hiciera realidad la construcción de la 
primera capilla en esa zona del Aiguá. Allí se realizaron los 
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primeros matrimonios religiosos y se comenzaron a oficiar ce- 
lebraciones. 


Fue una dedicación total la que la señora Margarita Muniz 
volcó a los vecinos de la época. 


Compenetrada con las necesidades de los habitantes del 
lugar, resolvió donar unas parcelas de su pertenencia para que 
allí se instalara y fundara un pueblo. Es así, que el 7 de mayo 
de 1906, durante la Presidencia de José Batlle y Ordóñez, el 
centro poblado al que hacemos referencia, pasó a llamarse ofi- 
cialmente Pueblo Aiguá, recibiendo el nombre del arroyo junto 
al cual había surgido. 


Un año después de constituirse como pueblo, falleció la 
señora Muniz, quien además del “suelo” donde se asentara la 
población, había aportado una cantidad de experiencias que 
contribuyeron al enriquecimiento cultural y social de los veci- 
nos. 


El pueblo fue creciendo en número de habitantes y también 
se desarrolló comercialmente. En 1956, el Pueblo Aiguá adqui- 
rió categoría de ciudad. La misma, al igual que muchas otras 
del interior, lucha para evitar el abandono de sus pobladores 
para trasladarse a la capital departamental o a Montevideo. 


La Escuela N? 42, enclavada en tierras que fueran de doña 
Margarita Muniz, espera hoy poder llevar su nombre. Entende- 
mos que nada más justo que otorgarle ese recordatorio. Por 
haber sido la primera maestra de la población, por la dedica- 
ción para contemplar todas las inquietudes de los vecinos, por 
haber impulsado la fundación de la hoy ciudad de Aiguá, es 
que se acompaña la designación con el nombre de Margarita 
Muniz a la Escuela N* 42 de la ciudad de Aiguá. 


Sala de la Comisión, 14 de octubre de 1992. 


Mariano Arana (Miembro Informante), José G. Araú- 
jo, Enrique Cadenas Boix, Carlos W. Cigliuti, Pablo 
Millor, Juan A. Oxacelhay, Alberto Zumarán. Sena- 
dores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Ara- 
na. 


SEÑOR ARANA. - Las actividades más relevantes que de- 
sarrolló la señora Margarita Muniz se pueden ubicar en la últi- 
ma década del siglo pasado, pues fue la promotora de la funda- 
ción de un pueblo junto a las costas del arroyo Aiguá. Además, 
se desempeñó en forma señera en el área educativa, así como 
en lo referente al cuidado de la salud de los pobladores de ta 
zona. Asimismo, se dedicó a impulsar distintas actividades reli- 
giosas y filantrópicas. 
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La sefiora Margarita Muniz fue quien donó los predios que 
permitieron que se instalara y fundara este centro poblado que 
en 1906, durante la Presidencia de José Batlle y Ordóñez, fue 
declarado pueblo. Cincuenta años después fue elevado a la 
categoría de ciudad, Si bien en este momento su actividad se ha 
visto relativamente relegada por una serie de factores y cir- 
cunstancias -cabe acotar que esa localidad pertenece al departa- 
mento de Maldonado- a nuestro juicio, una de sus escuelas -la 
N? 42- debe llevar el nombre de esta persona que donó los 
predios que permitieron que se creara esta población. La señora 
Margarita Muniz era una persona dinámica que trabajó en pro 
del mejoramiento social desde su temprana historia. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22 en 22, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre “Marga- 
rita Muniz” a la Escuela N* 42 de la ciudad de Aiguá, departa- 
mento de Maldonado, dependiente de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública (Consejo de Educación Primaria)”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que ya contaba con la aprobación de la Cámara de Repre- 
sentantes, y será comunicado al Poder Ejecutivo a los efectos 


de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


20) CUEROS BOVINOS FRESCOS, SALADOS, PIQUE- 
LADOS Y CURTIDOS AL CROMO HUMEDO. Ex- 
portación en condiciones de reciprocidad con los países 
integrantes del MERCOSUR. Proyecto de ley. Veto del 
Poder Legislativo. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra para hacer una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR PEREZ. - La semana pasada se reunió la Asam- 
blea General para recibir el veto interpuesto por el Poder Eje- 
cutivo relativo a los proyectos que oportunamente fueron apro- 
bados en el Senado y en la Cámara de Representantes y que 
referían a la reciprocidad en cuanto al tema de los cueros. No 
tengo claro si este problema pasó a Comisión para ser tratado, 
porque no me he enterado de que haya sido convocada una 
Comisión de la Asamblea General para analizar este asunto. 
Hago esta consulta a la Mesa porque ya ha transcurido una 
semana y no sé si la resolución de esta temática depende de la 
Presidencia del Senado o de las de las Comisiones de Hacien- 
da. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa aclara al señor senador 
que si bien el tema es ajeno al Senado, le contestará la pregun- 
ta por una razón elemental de cortesía. 


Este tema pasó a estudio de la Comisión competente de la 
Asamblea General que, si la memoria no me falla, es la de 
Hacienda. Probablemente el señor senador tenga razón cuando 
dice que no ha sido convocada. En realidad, la convocatoria la 
puede hacer por sí la Presidencia de la Asamblea General. 
Entonces, nos vamos a ocupar de que se haga el trámite corres- 
pondiente. 


21) JUNTA NACIONAL DE LA GRANJA. Elección de los 
representantes de los productores granjeros. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dado que el décimo punto ya ha 
sido tratado y aprobado, se pasa a considerar el asunto que 
figura en el decimoprimer lugar del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se modifica la forma de elección de los represen- 
tantes de los productores granjeros en la Junta Nacional de la 
Granja. (Carp. N* 639/91 - Rep. N* 500/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 639/91 
Rep. N* 500/92 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Sustitúyense los incisos segundo, tercero 
y cuarto del artículo 9? de la Ley N* 16.105, de 23 de enero de 
1990, por los siguientes: 


“Los representantes de los productores granjeros serán de- 
signados cada cuatro años de la siguiente forma: uno por la 
Confederación Granjera del Uruguay, otro por la Comisión 
Nacional de Fomento Rural, otro por las Cooperativas Agrarias 
Federadas y el cuarto por las demás organizaciones de produc- 
tores de primer grado, que no sean miembros de las entidades 
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indicadas anteriormente. En este último caso, las organizacio- 
nes interesadas, invitadas en forma pública por parte del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, presentarán sus candi- 
datos ante dicha Secretaría de Estado dentro de los sesenta días 
de efectuado el llamado. En caso de existir más de una pro- 
puesta, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca desig- 
nará al patrocinado por la o las organizaciones más representa- 
tivas, entendiéndose por tales aquellas que, a la fecha de la 
propuesta, tengan un mayor número de miembros productores 
granjeros. 


En caso de no presentarse propuesta alguna al vencimiento 
del plazo establecido en el inciso anterior, el cuarto represen- 
tante de los productores será elegido por las tres entidades con 
representación permanente en la Junta”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 15 de octubre de 1991, 


Juan Adolfo Singer 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 
INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado 
ha estudiado el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes por el que se modifica la forma de elección de 
los representantes de los productores granjeros ante la Junta 
Nacional de la Granja (JUNAGRA). 


La modificación proyectada surge a iniciativa del Poder 
Ejecutivo que recogió oportunamente, una aspiración de la Jun- 
ta Nacional de la Granja, a los efectos de ajustar los mecanis- 
mos legales acerca de la constitución de la Junta. La variante 
implica que la Junta integrará como delegados de los producto- 
res, a quienes resulten electos por las organizaciones represen- 
tativas de los productores. 


La solución propuesta es la que generalmente se aplica en 
materia de entidades públicas estatales y no estatales en las que 
se hayan representados los productores agrarios, tales como la 
Comisión Honoraria del Plan Agropecuario, el Instituto Nacio- 
nal de Colonización, el Instituto Nacional de Vitivinicultura y 
el Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias. 


La solución propuesta se ajusta a la realidad, dinamizando y 
racionalizando la operativa del nombramiento de los represen- 
tantes ante la Junta Nacional de la Granja. 
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Por lo expuesto, esta Comisión aconseja la aprobación del 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, 


Sala de la Comisión, a 26 de octubre de 1992, 


Alvaro Alonso (Miembro Informante), Danilo Astori, 
Reinaldo Gargano, Raumar Jude, Daoiz Librán Bo- 
nino, Julián Olascoaga, Carlos Julio Pereyra. Sena- 
dores. 


MINISTERIO DE GANADERIA, 
AGRICULTURA Y PESCA 


Montevideo, 2 de mayo de 1991, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a esc Cuerpo, 
a los efectos de remitirle el adjunto proyecto de ley, sobre la 
forma de elección de los representantes de los productores gran- 
jeros en la Junta Nacional de la Granja (JU.NA.GRA.). 


La ley de creación de la Junta Nacional de la Granja (Ley 
N?* 16.105, de 23 de enero de 1990, Art. 99), establece que: “los 
representantes de los productores granjeros serán electos cada 
cuatro años por el cuerpo electoral de los mismos”. 


Por $u parte, dicha norma legal previó que: “hasta tanto no 
se verifique el primer acto electoral -el que deberá realizarse 
dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la pre- 
sente ley- la representación de los productores granjeros será 
ejercida por un delegado de la Confederación Granjera; otro de 
la Comisión Nacional de Fomento Rural; otro de las Coopera- 
tivas Agrarias Federadas y otro de la Asociación de Produc- 
tores Agrícolas de Canelones”. Por su parte, la Ley N* 16,159, 
de fecha 11 de diciembre de 1990, estableció que el plazo de 
seis meses para realizar el primer acto electoral, se contaría a 
partir del día siguiente a la publicación de dicha ley, lo que 
ocurrió el 2 de enero de 1991. 


La Junta Nacional de la Granja, con el voto unánime de los 
representantes de las organizaciones de productores menciona- 
das anteriormente, elevó al Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca un anteproyecto de ley, por el que se modificaba la 
forma de elección de los representantes de los productores gran- 
jeros en dicha Junta. 


En fundamento del mismo, se sefíala que la eventual elec- 
ción de tales representantes por parte del cuerpo electoral de 
los productores granjeros, desvirtuaría en la práctica lo que se 
buscó lograr: que los miembros de la Junta por los productores 
representen auténticamente su interés y el sentir de los mis- 
mos. 


Se invocan diversos argumentos que, en general, el Poder 
Ejecutivo comparte, por lo que se reproducen a continuación: 


“En primer lugar, habría que proceder a definir, antes de la 
elección, quiénes conforman el universo electoral de la granja. 
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En otras palabras, equivale a definir quiénes son granjeros elec- 
tores y elegibles, y quiénes no, tarea harto difícil y de resulta- 
dos probablemente criticables. 


En segundo lugar, una elección a padrón abierto puede lle- 
var a resultados espurios, en el sentido de premiar al candidato 
que cuente con los medios suficientes para llevar adelante una 
buena “campaña” electoral. 


En tercer lugar, tal vez el argumento más importante en 
contra de un procedimiento a padrón abierto, es el que refiere a 
la importancia de las asociaciones que constituyen la JUNA- 
GRA, las cuales son organizaciones de productores, con una 
vieja trayectoria de actuación en el medio rural granjero. 


Sería caótico para todos -Gobierno, productores y empresas 
relacionadas al sector- que las deliberaciones o decisiones de la 
Junta estuvieran en franca oposición con los deseos de las insti- 
tuciones que agremian a los productores, que al no tener ningu- 
na instancia de negociación de sus aspiraciones en la Junta, se 
verían compelidas a recorrer caminos de presión por interme- 
dio de otros canales, ciertamente menos apropiados”. 


Por todo ello, la Junta propone una elección por parte de las 
organizaciones representativas de los productores. 


Al respecto se expresa: 


“El camino inverso, o sea, la afiliación a alguna de las 
instituciones que componen la JUNAGRA, ya hace electores y 
elegibles a quienes entiendan que se debe cambiar la represen- 
tación de los productores en la misma, contribuyendo asimismo 
a la actividad gremial y a la reflexión de sus asociados. 


Por todo lo expuesto, los representantes de los productores 
entendemos que es nuestra obligación tratar de mejorar la dis- 
posición legal acerca de la constitución de la Junta, sugiriendo 
al Poder Ejecutivo la elaboración de un texto legal que esta- 
blezca a título expreso que la representación de los productores 
en la Junta, debe ser concedida a instituciones y no a personas, 
por más que en este último caso se realizaran elecciones al 
respecto. 


Entendemos también que las instituciones de las cuales de- 
bieran surgir esos representantes (por el mecanismo que las 
mismas crean más conveniente), tendrían que ser aquellas con 
mayor representatividad dando prioridad a las que agrupan or- 
ganizaciones, es decir las instituciones de segundo grado. Esto 
no solamente garantizaría una mayor cobertura de representati- 
vidad, sino que otorgaría a la Junta un carácter de grado supe- 
rior, al constituirse en un lugar de encuentro y diálogo entre las 
gremiales y el Poder Ejecutivo. 


Como consideramos que hay varias instituciones que han 
quedado sin representación entre los cuatro delegados de los 
productores, pensamos que uno de estos miembros podría sur- 
gir a propuesta de las distintas instituciones de primer grado 
relacionadas a la granja no representadas ante la Junta”. 
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Lo anteriormente transcripto resume la filosofía del proyec- 
to: integrar como delegados de los productores a los electos 
por las organizaciones que los agrupan. Esta solución legis- 
lativa, por Otra parte, es la general en materia de entidades 
públicas, estatales y no estatales, en las que se hayan represen- 
tados los productores agrarios, como ser la Comisión Honora- 
ria del Plan Agropecuario, el Instituto Nacional de Coloniza- 
ción, el Instituto Nacional de Vitivinicultura, el Instituto Na- 
cional de Investigación Agropecuaria, etc. 


Cabe destacar que el proyecto de ley propuesto, contó con 
el voto favorable de los cuatro representantes de las organiza- 
ciones de productores que integran provisoriamente la Junta, 
incluyendo el de la Asociación de Productores Agrícolas de 
Canelones, que en su carácter de organización de primer grado, 
pierde su representante permanente en la Junta. 


Es convicción del Poder Ejecutivo que con la norma pro- 
puesta, se da una adecuada representatividad a los productores 
en la Junta Nacional de la Granja y se evitan los inconvenien- 
tes que la redacción vigente de la norma acarrea. 


Saluda al Sr. Presidente con toda consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Alvaro Ramos.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. - 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Alonso 
Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - La Comisión de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca del Senado consideró este proyecto 
de ley que fuera aprobado por la Cámara de Representantes 
con iniciativa del Poder Ejecutivo. Este proyecto modifica el 
procedimiento de elección de los representantes de los produc- 
tores granjeros en la Junta Nacional de la Granja (JUNAGRA), 
que fue creada según lo dispuesto en el artículo 8% de la Ley 
N* 16.105, de 23 de enero de 1990. La JUNAGRA tiene como 
cometido la dirección y vigilancia del Plan de Promoción Gran- 
jera. En el artículo 8* también se establece cómo se conforma 
esta Institución. La misma está integrada por un representante 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, quien la pre- 
side, uno del Ministerio de Economía y Finanzas, uno de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, uno del Banco de la 
República Oriental del Uruguay, uno de la Cámara de Indus- 
trias del Uruguay y cuatro representantes de los productores 
granjeros. 


Cabe señalar que la iniciativa de modificación propuesta 
surge de los propios productores granjeros a través de posicio- 
nes tomadas por la misma JUNAGRA. La variante es que la 
Junta integrará como delegados de los productores a quienes 
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resulten electos por las organizaciones representativas de los 
productores, hecho que modificaría lo establecido en el artículo 
9?, que este proyecto de ley pretende sustituir. Dicho artículo 
determinaba que los representantes de los productores granje- 
ros debían ser electos cada cuatro años por el Cuerpo electoral. 
La solución que se propone es la que normalmente se aplica en 
materia de entidades públicas estatales o no, en las que se 
hallan representados los productores agrarios. Por ejemplo, donde 
se puede aplicar este tipo de solución es en la Comisión Hono- 
raria del Plan Agropecuario, el Instituto Nacional de Coloniza- 
ción, el Instituto Nacional de Vitivinicultura y el Instituto Na- 
cional de Investigaciones Agropecuarias. 


El proyecto tiene un artículo único y establece que los cua- 
tro representantes granjeros serán designados -tal como se ha- 
cía originalmente- cada cuatro años, pero de la siguiente forma: 
uno, por la Confederación Granjera del Uruguay; otro, por la 
Comisión Nacional de Fomento Rural; un tercero, por las Coo- 
perativas Agrarias Federadas y, el último, por las demás orga- 
nizaciones de productores de primer orden, que no sean miem- 
bros de las entidades indicadas anteriormente. 


Asimismo, se fija el procedimiento para la presentación de 
las candidaturas, estableciéndose que en caso de no presentarse 
una propuesta al vencimiento de los plazos, la designación del 
cuarto representante de los productores será realizada por las 
tres entidades con representación permanente en la Junta. 

Señor Presidente: los integrantes de la Comisión de Gana- 
dería y Agricultura, por unanimidad, recomiendan al Cuerpo la 
aprobación del presente proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 

-20 en 20, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular, 

Léase el artículo único del proyecto. 


SEÑOR RAFFO.- Hago moción para que se suprima la 
lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra se 
va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO UNICO.- Sustitúyense los incisos segundo, 
tercero y cuarto del artículo 9% de la Ley N* 16.105, de 23 de 
enero de 1990, por los siguientes: 
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“Los representantes de los productores granjeros serán de- 
signados cada cuatro años de la siguiente forma: uno por la 
Confederación Granjera del Uruguay, otro por la Comisión Na- 
cional de Fomento Rural, otro por las Cooperativas Agrarias 
Federadas y el cuarto por las demás organizaciones de produc- 
tores de primer grado, que no sean miembros de las entidades 
indicadas anteriormente. En este último caso, las organizacio- 
nes interesadas, invitadas en forma pública por parte del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, presentarán sus candi- 
datos ante dicha Secretaría de Estado dentro de los sesenta días 
de efectuado el llamado. En caso de existir más de una pro- 
puesta, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca desig- 
nará al patrocinado por la o las organizaciones más representa- 
tivas, entendiéndose por tales aquellas que, a la fecha de la 
propuesta, tengan un mayor número de miembros productores 


granjeros. 


En caso de no presentarse propuesta alguna al vencimiento 
del plazo establecido en el inciso anterior, el cuarto represen- 
tante de los productores será elegido por las tres entidades con 
representación permanente en la Junta.”) 


-En consideración. 


La Presidencia consulta al señor miembro informante lo 
siguiente: el artículo dice que se sustituye los incisos segundo, 
tercero y Cuarto de la disposición legal citada. Luego viene, 
entre comillas, todo el texto en un solo “block”, o sea, que en 
lugar de tres incisos, ahora habría uno. Lo lógico sería que, 
luego del punto con el cual termina cada una de las dos prime- 
ras oraciones, se hiciera un punto y aparte, es decir, párrafos 
separados, con lo que tendríamos tres incisos. De lo contrario, 
no tiene sentido hacer referencia a los incisos segundo, tercero 
y cuarto. 


Además, esto no significa una modificación del texto veni- 
do de la Cámara de Representantes. Si no hay inconvenientes, 
lo haríamos de esa manera. 


En este entendido y si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar el artículo único del proyecto. 


(Se vota:) 

-22 en 22, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley venido con aprobación 
de la Cámara de Representantes y que será comunicado al 
Poder Ejecutivo a los fines de su promulgación. 

(Texto del proyecto de ley aprobado:) 

“Artículo Unico.- Sustitúyense los incisos segundo, tercero 
y Cuarto del artículo 9 de la Ley N* 16.105, de 23 de enero de 
1990, por los siguientes: 


“Los representantes de los productores granjeros serán de- 
signados cada cuatro años de la siguiente forma: uno por la 
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Confederación Granjera del Uruguay, otro por la Comisión Na- 
cional de Fomento Rural, otro por las Cooperativas Agrarias 
Federadas y el cuarto por las demás organizaciones de produc- 
tores de primer grado, que no sean miembros de las entidades 
indicadas anteriormente. En este último caso, las organizacio- 
nes interesadas, invitadas en forma pública por parte del Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca, presentarán sus candi- 
datos ante dicha Secretaría de Estado dentro de los sesenta días 
de efectuado el llamado, 


En caso de existir más de una propuesta, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca designará al patrocinado por la 
o las organizaciones más representativas, entendiéndose por 
tales aquellas que, a la fecha de la propuesta, tengan un mayor 
número de miembros productores granjeros. 


En caso de no presentarse propuesta alguna al vencimiento 
del plazo establecido en el inciso anterior, el cuarto represen- 
tante de los productores será elegido por las tres entidades con 
representación permanente en la Junta”, 


22) BANCO HIPOTECARIO DEL URUGUAY. Reajuste 
de la cuota de setiembre de 1992. Su derogación. Pro- 
yecto de ley 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimosegundo lugar del orden del día: proyecto 
de ley por el que se modifican los artículos 499 y 500 de la 
Ley N* 16.226, se establecen normas sobre la determinación de 
cuotas y la refinanciación de los préstamos concedidos por el 
Banco Hipotecario del Uruguay y se deja sin efecto el reajuste 
correspondiente al mes de setiembre de 1992 (Carp. N* 722/92 
- Rep. N* 470/92 Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 
“Carp. N? 722/92 
Rep. N* 470/92 
ANEXO I 
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Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial 


Al Senado: 


La Comisión de Vivienda integrada con Hacienda ha proce- 
dido al estudio del proyecto de ley presentado por los señores 
senadores Millor e Trurtia por el que se promueve la derogación 
de los artículos 499 y 500 de la Ley N* 16.226 (Reajuste de 
cuotas del Banco Hipotecario del Uruguay). 


También se dió entrada a otro proyecto presentado por los 
señores senadores del Frente Amplio que, en lo sustancial, tie- 
ne el mismo propósito. 


En base a estas iniciativas la Comisión de Vivienda ha 
mantenido numerosas reuniones de trabajo, varias de ellas con 
el Directorio del Banco Hipotecario y el señor Ministro de 
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Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, por lo 
cual corresponde destacar la disposición de estas autoridades a 
colaborar con el trabajo de Comisión ofreciendo además abun- 
dante información, que se ha podido cotejar con la brindada 
por las Comisiones que representan a deudores del Banco Hi- 
potecario. 


La indudable complejidad del tema ha significado un obstáculo 
insalvable para el propósito inicial de la Comisión de obtener 
un rápido pronunciamiento. No obstante se han logrado puntos 
de coincidencia en aspectos muy importantes del tema, así por 
ejemplo la necesidad de implementar medidas que permitan 
contemplar la situación de los deudores, preservando la estabi- 
lidad financiera del Banco Hipotecario del Uruguay de manera 
que éste pueda cumplir cabalmente con el alto fin social que le 
asigna la ley. 


En cuanto al tema en cuestión se han planteado distintas 
posiciones en el seno de la Comisión. Así, la sustentada por 
Senadores que apoyan la derogación tal cual ha sido propuesta, 
como la de quienes entienden que en ese aspecto no radica cl 
fondo de la problemática del Banco Hipotecario del Uruguay y 
que por esa vía en consecuencia, no se solucionan los casos 
que evidentemente, han tenido un crecimiento desmedido de la 
cuota. 


Existe sí, voluntad para aprobar rápidamente medidas que 
permitan al Banco Hipotecario flexibilizar el sistema como 
forma de dar respuestas a situaciones que unánimemente se 
reconocen. 


Dentro de este contexto, no ha prosperado el proyecto pre- 
sentado por los señores senadores Millor e Irurtia -cuya vota- 
ción en esta instancia, ha resultado negativa cn el seno de la 
Comisión- pero sí se han obtenido mayorías para clevar al 
Senado un proyecto que recoge la preocupación existente, y 
que constituye un significativo avance -para los deudores- en 
relación con la situación actual. 


Dicho proyecto contiene distintas medidas que podrán ser 
discutidas y votadas por separado, de manera de no limitar cl 
pronunciamiento de aquellos sectores que sólo comparten algu- 
nas de ellas, en tanto entienden que debe apuntarse exclusiva- 
mente a la solución de casos excepcionales que no refleja la 
generalidad de las situaciones. 


La Comisión, que se propone seguir de cerca la evolución 
de este problema, aconsejando la manera de promover la even- 
tual aplicación de otras medidas, aconseja al Senado la aproba- 
ción del siguiente: 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo 1*, - Agrégase al artículo 499 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1992, el siguiente inciso: 


Las extensiones de plazo a que se refiere el inciso prece- 
dente podrán llevario a un máximo de 45 (cuarenta y cinco) 
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años y se documentarán mediante Acta, la que se inscribirá, sin 
cargo alguno, en el Registro de Hipotecas. 


Para las Cooperativas de Vivienda esta condición se aplica- 
rá a cada uno de los socios, o al conjunto de ellos, según tengan 
la calidad de deudor, cada uno de los referidos socios o la 
Cooperativa. 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la continui- 
dad de los servicios contratados por los deudores, a través de la 
adecuación de convenios con el Banco de Seguros del Estado 
que contemplen las disposiciones de esta norma. 


Art. 2%, - Establécese que desde la vigencia de esta ley el 
Banco Hipotecario del Uruguay no podrá modificar, en forma 
unilateral, la tasa de interés compensatorio establecido en los 
contratos de préstamo hipotecario o compromisos de compra- 
venta de unidades habitacionales. 


Art. 3, - El tope del 26% de afectación de ingresos líqui- 
dos del núcleo familiar para la determinación de cuotas, tendrá 
carácter obligatorio para el Banco Hipotecario del Uruguay, 
que sólo podrá superarlo ante la manifestación de voluntad del 
deudor, expresada por escrito de habilitar la afectación de un 
porcentaje mayor, lo que podrá realizarse en cualquier momen- 
to a partir de la fecha de promulgación de esta ley. 


Art. 4%. - Las Oficinas competentes del Banco Hipotecario 
del Uruguay recibirán las solicitudes de refinanciación y aque- 
llas que se funden en la afectación de los ingresos por encima 
de los máximos previstos, con los recaudos mínimos necesarios 
para el estudio individual, sin otro trámite. 


La Gerencia respectiva, en base a los antecedentes del caso, 
propondrá las medidas convenientes a fin de atender la situa- 
ción planteada sobre la base de plazos y condiciones diferen- 
ciales y flexibles. 


Art. 5%, - Déjase sin efecto el reajuste de cuotas del Banco 
Hipotecario del Uruguay correspondiente al mes de setiembre 
de 1992, para todas las categorías de viviendas. 


Walter Belvisi, Mariano Arana, Juan Carlos Blanco (dis- 
corde con el artículo 5%, Federico Bouza (discorde con el artí- 
culo 5%, Manuel María Singlet, Alvaro Alonso (discorde 
con el artículo 59), Danilo Astori, Carlos Cassina. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Deróganse los artículos 499 y 500 de la Ley 
N* 16.226, de fecha 29 de octubre de 1991. 


Art. 22, - Las cuotas de los préstamos que en lo sucesivo 
otorgue el Banco Hipotecario del Uruguay y las que se abonen 
por los promitentes compradores de viviendas a construirse 
dentro del Sistema Público de Producción de Viviendas, podrán 
reajustarse conforme con la variación del valor de la Unidad 
Reajustable (artículo 38 de la Ley N* 13.728 del 17 de diciem- 
bre de 1968), por períodos no inferiores a cuatro meses. 
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Tratándose de viviendas de las categorías 1 y II o similares 
de acuerdo con la reglamentación del Banco Hipotecario del 
Uruguay, el reajuste referido en el inciso precedente no podrá 
efectuarse por períodos inferiores a los seis meses. 


Art. 3%, - El tope de las cuotas del Banco Hipotecario del 
Uruguay estará sujeto al límite máximo del 20% (veinte por 
ciento) de los ingresos nominales de carácter permanente del 
núcleo familiar, sin perjuicio de las demás disposiciones conte- 
nidas en los artículos 35 y 36 de la Ley N* 13,728 del 17 de 
diciembre de 1968. 


Art. 4%, - Facúltase al Banco Hipotecario del Uruguay a 
otorgar ante circunstancias excepcionales, plazos y condiciones 
diferenciales, contemplando la situación social de los deudores, 
con el propósito de flexibilizar las fórmulas de pago. 


Art. 5%, - Las refinanciaciones que se deriven de la aplica- 
ción de los artículos 3* y 4? de esta ley no modificarán las tasas 
de interés de los créditos refinanciados ni harán perder los 
derechos al Seguro de Vida contratado entre el Banco Hipote- 
cario del Uruguay y parte de sus deudores, rigiéndose -además- 
por las disposiciones del artículo 38 del Ley N* 13.728, del 17 
de diciembre de 1968. 


Art. 6%. - Interprétase que de acuerdo al artículo 38 de la 
Ley N* 13.728, del 17 de diciembre de 1968, el Banco Hipote- 
cario del Uruguay no pudo ni debió efectuar reajustes de las 
cuotas de sus deudores por préstamos de vivienda, correspon- 
dientes al período comprendido entre el 1* de setiembre de 
1990 y el 31 de agosto de 1991. 

El Banco Hipotecario del Uruguay reajustará las cuotas men- 
cionadas al 1* de setiembre de 1991, tomando como base ex- 
clusivamente las cuotas devengadas en el mes de setiembre de 
1990 y como única variación la de la Unidad Reajustable entre 
el 31 de julio de 1990 y el 31 de julio de 1991. 


El referido reajuste se aplicará a partir del mes de la san- 
ción de la presente ley. 


Las diferencias cobradas de más por el Banco Hipotecario 
dei Uruguay a partir de las cuotas devengadas en marzo de 
1991, quedarán acreditadas en los respectivos préstamos, 

Art. 72. - Las disposiciones de esta ley son de Orden Público. 

Art. 8?. - Comuníquese, etc. 

Montevideo, 23 de enero de 1992, 
Dante Irurtia, Pablo Millor, Senadores, 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
El 4 de noviembre de 1991, el diputado Hugo Ferrari pre- 


sentó en la Cámara de Representantes el presente proyecto de 
ley con su correspondiente exposición de motivos. Esta última 
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se transcribe íntegramente por compartirse en todos sus térmi- 
nos, es sumamente ilustrativa, fundamentando sobradamente 
las causas y fines que anidan en esta iniciativa. 


La razón por la cual nuestra bancada haya decidido impul- 
sar en el Senado este proyecto, como forma de sumar esfuer- 
zos, radica en un hecho nuevo, y a nuestro entender, determi- 
nante, que ha cobrado estado público el 6 del presente mes al 
ser publicado en nuestra prensa el dictamen que emitiese el 
Fiscal de Corte, Dr. Rafael Robatto, ante el reclamo de un 
deudor dei Banco Hipotecario del Uruguay, que había con- 
tratado un préstamo con la entidad antes de la vigencia de la 
Ley N? 16.226, del 29 de octubre de 1991, que se consideraba 
perjudicado por la implantación del nuevo sistema de reajuste 
de las cuotas que debía abonar al Banco, instrumentado en los 
artículos 499 y 500 de dicha ley. 


Ante dicho reclamo, el Fiscal dictarninó la inconstituciona- 
lidad de este nuevo régimen de reajuste, si el mismo se aplica a 
deudores anteriores a la vigencia de la ley. 


Nuestra bancada comparte íntegramente las razones esgri- 
midas por el Fiscal el cual de una manera impecable en su 
fundamentación jurídica y doctrinaria concluye que el alterar 
las reglas de juego pactadas entre el Banco Hipotecario del 
Uruguay y el reclamante, al amparo del marco normativo vi- 
gente antes del 29 de octubre de 1991 que se basaba en la Ley 
N? 13.728, del 17 de diciembre de 1968, implicaba avasallar 
derechos adquiridos por el deudor vulnerando uno de los pila- 
res de nuestro derecho como es el principio de seguridad y 
certeza jurídicas. 


Estos argumentos fueron expuestos, claro está que sin el 
mismo brillo, por nuestra bancada en la sesión del 9 de enero 
de 1991, en la cual el Senado, al consagrar la Ley N* 16.171, 
desechó la aplicación de los ajustes cuatrimestrales a quienes 
ya revestían la calidad de deudores del Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


Si la Suprema Corte de Justicia, adopta el criterio del Fis- 
cal, es de suponer que se producirá una avalancha de reclamos 
por parte de los casi noventa mil deudores del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay y es fácil inferir que todos estos pleitos serán 
perdidos por el Estado, con el consiguiente incalculable perjui- 
cio económico. 


Pero lo más grave radica en que de persistirse en la apli- 
cación de los ajustes cuatrimestrales y semestrales de la Ley 
N? 16.226, el Banco Hipotecario del Uruguay estaría violando 
la Constitución, extremo que nos exime de todo comentario. 


Este proyecto no pretende agraviar a quienes votaron a fa- 
vor de los artículos 499 y 500; por el contrario, desde nuestra 
posición discorde con dichos artículos entendemos que quienes 
lo apoyaron, lo hicieron atendiendo legítimas razones de opor- 
tunidad y conveniencia financiera para el Banco Hipotecario 
del Uruguay. Pero votaron cuando aún, obviamente, no se ha- 
bía producido el dictamen de inconstitucionalidad que invoca- 
mos. 
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El principal cometido de un Gobierno es cumplir y hacer 
cumplir las leyes. Si no las cumple no puede exigir su acata- 
miento a los demás. 


Si el Gobierno fuese omiso en este mandato queda como 
reserva el Parlamento para imponerles a todos, gobernantes y 
gobernados, el acatamiento de las leyes. 


En ese sentido es que propiciamos en el Senado este pro- 
yecto y transcribimos a continuación la exposición de motivos 
que lo acompañó en la Cámara de Diputados. 


Los senadores firmantes quieren dejar la constancia, en nom- 
bre de nuestro sector que el tenor del artículo 2* en el cual se 
admiten los ajustes cuatrimestrales y semestrales para el futuro, 
es una concesión que se realiza en aras de lograr un consenso 
que posibilite la aprobación de este proyecto, pero no implica 
abdicar a nuestra prédica de que este nuevo sistema que susti- 
tuye al ajuste anual de la Ley N* 13,728 al ocasionar un au- 
mento en las cuotas le cerrará las puertas del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay a muchos orientales de modestos recursos, con 
lo cual se desvirtúa la finalidad social que dicha Institución 
venía cumpliendo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo 499 de la Ley N* 16.226, de fecha 29 de octubre 
de 1991 (Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal correspondiente al Ejercicio 1990), determinó una serie 
de modificaciones en la fijación de las cuotas de los préstamos 
otorgados o que se otorguen por el Banco Hipotecario del 
Uruguay, así como las que se estuvieren abonando o que se 
abonen por los promitentes compradores de viviendas construi- 
das dentro del Sistema Público de Producción de Viviendas, 
indicando que las mismas se reajustarán conforme con la varia- 
ción de la Unidad Reajustable, por períodos no inferiores a 
cuatro meses. Tratándose de viviendas de las Categorías 1 y Il 
o similares, de acuerdo con la reglamentación del Banco Hipo- 
tecario del Uruguay, el reajuste referido no podrá efectuarse 
por períodos inferiores a seis meses. 


La disposición mencionada no es novedosa: ya había sido 
introducida mediante un Mensaje Complementario del Poder 
Ejecutivo, al considerarse por el Senado la Ley de Presupuesto, 
En el artículo 17 del citado Mensaje Complementario, de fecha 
9 de noviembre de 1990, se establecía textualmente: “Las cuo- 
tas de los préstamos otorgados o que se otorguen por el Banco 
Hipotecario del Uruguay, así como las que se abonen por pro- 
mitentes compradores de unidades construidas dentro del Siste- 
ma Público de Producción de Viviendas, se ajustarán en los 
meses de enero, mayo y setiembre de cada año, de acuerdo a la 
variación de la Unidad Reajustable”. Puede apreciarse que cl 
artículo 499 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 
reproduce casi textualmente el transcripto artículo 17 del Men- 
saje Complementario del Poder Ejecutivo de 9 de noviembre 
de 1990. 


La disposición contenida en ese artículo del Mensaje Com- 
plementario fue recogida sin modificación alguna en el artículo 
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708 del informe producido por la Comisión de Presupuesto, 
integrada con la de Hacienda del Senado. Sin embargo, cuan- 
do éste la trató en el Plenario, fue sustituida por el artículo 
717 -después 716- por el cual se facultó al Banco Hipotecario 
del Uruguay “a reajustar las cuotas de los préstamos que otor- 
gue, utilizando para ello los índices de ajuste de la Unidad 
Reajustable (UR) o de la Unidad Reajustable de Alquileres 
(URA)'. Además se agregó un segundo inciso por el que se 
estableció que “dichos reajustes no podrán hacerse en períodos 
menores a cuatro meses”. 


Adviértase que mientras el Mensaje Complementario del 
Poder Ejecutivo se refería a los “préstamos otorgados o que se 
otorguen”, el Senado sólo se refirió a los “préstamos que otor- 
gue” el Banco Hipotecario del Uruguay. 


Sin embargo, el hecho de que este Organismo interpretara 
que los reajustes comprendían a todos sus deudores, y que 
hiciera público su propósito de aplicarlo de esa manera, dio 
origen a que se levantara el receso parlamentario y se declarara 
“que la facultad concedida al Banco Hipotecario del Uruguay, 
de reajustar las cuotas de los préstamos, que establece el artícu- 
lo 716 de la Ley N? 16.170, refiere exclusivamente a aquellos 
que conceda a partir de la vigencia de dicha ley”. Por un segun- 
do inciso se indicaba que la disposición referida precedente- 
mente “es de Orden Público”. Esta ley declarativa fue aprobada 
por 18 senadores en 22 y por 54 en 63 representantes, siendo 
sancionada oportunamente por el Poder Ejecutivo, 


Quedaba así explícitamente demostrado que el Parlamento 
se oponía a que los anunciados reajustes cuatrimestrales de las 
cuotas a percibir por el Banco Hipotecario del Uruguay fueran 
aplicados a los que ya eran deudores del mismo, limitándolos 
“exclusivamente” a los préstamos “que conceda a partir de la 
vigencia' de la Ley N* 16.170. 


No obstante, una vez más volvió a introducirse en el Sena- 
do la misma norma que siete meses atrás había sido derogada, 
reiterando el procedimiento de incluirla a último momento en 
una ley que contenía 501 artículos (Ley de Rendición de Cuen- 
tas y Ejecución Presupuestal del Ejercicio 1990), cuando prác- 
ticamente no existía el tiempo razonable para proceder a su 
detallado estudio y discusión. En un articulado que -reitera- 
mos- contenía 501 artículos recibió el número 499, fue aproba- 
da por 17 Senadores en 31 presentes (sin que ningún senador la 
defendiera en Sala) y finalmente sancionada por el Poder Eje- 
cutivo el 29 de octubre de 1991. 


Basta repasar los Diarios de Sesiones de ambas Cámaras 
cuando se trató este mismo tema en los meses de enero y 
febrero de 1991, para comprender las razones que motivaron la 
derogación de una norma similar a la que hoy proyectamos 
derogar. No obstante, reiteramos a manera de síntesis que en 
ningún caso corresponde la alteración de los términos contrac- 
tuales originales de los préstamos concedidos por el Banco 
Hipotecario del Uruguay, específicamente en lo que se refiere 
al artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 
el que textualmente dispone: 
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“ARTICULO 38. - Créase una “Unidad Reajustable” cuyo 
valor será de $ 1.000,00 (mil pesos m/n) durante el período 
siguiente al 1? de setiembre de 1968. 


El Poder Ejecutivo procederá a corregir anualmente el valor 
de la Unidad Reajustable, de acuerdo a la variación registrada 
en el índice medio de salarios a que hace referencia el artículo 
39 en los doce meses anteriores al 1% de agosto inmediato 
anterior. 


La reglamentación podrá establecer, a los fines que especi- 
fique, reajustes intermedios hasta por períodos trimestrales, que 
éstos no afectarán ni los depósitos de ahorro, ni el valor de las 
Obligaciones Reajustables, ni las cuotas y saldo de los présta- 
mos, los que seguirán rigiéndose por el valor de la Unidad 
Reajustable al 1* de setiembre del año respectivo”. 


Obsérvese que expresamente se prohíbe la afectación, entre 
otros, de las cuotas y saldo de los préstamos, “los que seguirán 
rigiéndose por el valor de la Unidad Reajustable al 1* de se- 
tiembre del año anterior”. 


La aplicación del artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, y de conformidad a lo que se expresara 
anteriormente, justifica plenamente la derogación del artículo 
499 de la Ley N* 16.226, de fecha 29 de octubre de 1991, 
propuesta en el artículo 1? del proyecto de ley que acompaña a 
la presente. 


El artículo 2* recoge los dos primeros incisos del citado 
artículo 499, con la modificación consistente en dejar fuera de 
los reajustes a las cuotas de los préstamos ya otorgados y a las 
que ya se estuvieran abonando por los promitentes comprado- 
res de viviendas construidas dentro del Sistema Público de 
Producción de Viviendas. 


El artículo 3* del proyecto de ley que estamos presentando, 
se refiere al tope de las cuotas que se abonen en el Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


El inciso 3? del artículo 499 de la Ley N* 16.226, de fecha 
29 de octubre de 1991, establece que “el tope de las cuotas del 
Banco Hipotecario del Uruguay estará sujeto al límite máximo 
del 26% (veintiséis por ciento), de afectación de los ingresos de 
carácter permanente del núcleo familiar, o al límite máximo 
contractualmente acordado, 


Las mismas razones que llevan a impugnar las modifica- 
ciones que ignoran las disposiciones del artículo 38 de la 
Ley N? 13.728 en cuanto a los reajustes de las cuotas, provocan 
el rechazo de esta imposición referida al límite máximo o tope 
de las cuotas que percibe el Banco Hipotecario del Uruguay. El 
inciso 1? del artículo 35 de la citada Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, determina que “ninguna persona podrá reci- 
bir del Fondo Nacional de Vivienda, préstamos de vivienda 
cuyo servicio de amortizaciones e intereses supere el 20% (veinte 
por ciento) de los ingresos nominales totales de la familia”. 
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Siendo ésa la norma vigente en el momento de efectuarse 
los referidos contratos de préstamos hipotecarios, no se com- 
prende cómo ahora puede pretenderse modificar ese tope, con 
el agravante de que si, como se asegura en diversos medios, ese 
26% se va a aplicar sobre las remuneraciones líquidas (nominal 
menos montepío), el tope alcanzaría al 29,885% sobre los in- 
gresos nominales del núcleo familiar. 


Por lo expuesto, proponemos el artículo 3* que dispone: “El 
tope de las cuotas del Banco Hipotecario del Uruguay estará 
sujeto al límite máximo del 20% (veinte por cierto) de los 
ingresos nominales de carácter permanente del núcleo familiar, 
sin perjuicio de las demás disposiciones contenidas en los 
artículos 35 y 36 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968”. 


El artículo 4* del proyecto de ley que estamos presentando, 
reproduce textualmente el inciso 4* del artículo 499 de la Ley 
N? 16.226, de 29 de octubre de 1991, por considerar de estricta 
justicia que se faculte al Banco Hipotecario del Uruguay 'a 
otorgar, ante circunstancias excepcionales, plazos y condicio- 
nes diferenciales, contemplando la situación social de los deu- 
dores, con el propósito de flexibilizar las fórmulas de pago”. 


El artículo 5* del proyecto de ley, impide la modificación 
de las tasas vigentes y previene contra la posible pérdida de 
derechos al seguro de vida contratado con el Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay por parte de sus deudores, en los casos en que 
haya que procederse a la modificación de contratos en razón de 
las refinanciaciones a que dé lugar la aplicación de los artículos 
3* y 4? del mismo. 


El artículo 6? tiene directa referencia con lo que ya se ex- 
presara anteriormente en relación a la vigencia del artículo 38 
de la Ley N* 13.728. 


El Banco Hipotecario del Uruguay, a partir del mes de 
marzo de 1991, aumentó las tasas de interés que venía perci- 
biendo (con el consiguiente reajuste de las cuotas), aplicando 
las tasas contractuales. Hasta ese momento las tasas de interés 
eran las que unilateralmente el mismo Banco Hipotecario del 
Uruguay había rebajado en varias oportunidades, atendiendo a 
la práctica imposibilidad financiera de sus deudores para poder 
hacer frente a las mayores erogaciones que la tasa contrac- 
tual -precisamente- les imponía, 


Ese aumento de las tasas de interés dispuesto por el citado 
Organismo repercutió, además, en la fijación de la cuota a 
partir de setiembre de 1991, por cuanto el monto de la misma, 
de acuerdo a la variación de la Unidad Reajustable, se estable- 
ció tomando como base la cuota de setiembre de 1990 aumen- 
tada con la diferencia de intereses aplicada desde marzo de 
1991. 


En consecuencia se interpreta en el artículo 6? del proyecto 
de ley que estamos presentando que, de acuerdo a lo dispuesto 
por el artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 
1968, el Banco Hipotecario del Uruguay no pudo y -por consi- 
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guiente- no debió efectuar reajustes de las cuotas de sus deudo- 
res por préstamos de viviendas, correspondientes al período 
comprendido entre el 1* de setiembre de 1990 y el 31 de agosto 
de 1991. Se establece, además, que el citado Banco deberá 
reajustar las cuotas mencionadas al 1* de setiembre de 1991, 
tomando como base exclusivamente las cuotas devengadas en 
el mes de setiembre de 1990 y como única variación la de la 
Unidad Reajustable entre el 31 de julio de 1990 y el 31 de julio 
de 1991. 


A efectos de no provocar egresos extraordinarios del Banco 
Hipotecario del Uruguay, no se ha estimado conveniente exigir 
la devolución de lo percibido de más, sino que las diferencias 
cobradas en demasía a partir de las cuotas devengadas en mar- 
zo de 1991, quedarán acreditadas en los respectivos préstamos. 


El artículo 7* de la ley proyectada establece que las disposi- 
ciones contenidas en ella son de orden público. 


En cuanto a la derogación del artículo 500 de la Ley 
N* 16.226, de fecha 29 de octubre de 1991, la misma se justift- 
ca por cuanto dicha norma se refiere al reajuste previsto en el 
artículo 499, el que también se deroga”. 


Montevideo, 23 de encro de 1992, 
Dante Trurtia, Pablo Millor. Senadores. 


ANEXO I 
CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12. - Agréganse al artículo 499 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, los siguientes incisos: 


“Las extensiones de plazo a que refiere el inciso precedente 
podrán llevarlo a un máximo de cuarenta y cinco años y se 
documentarán mediante acta, la que se inscribirá, sin cargo 
alguno, en el Registro de Hipotecas. 


Para las cooperativas de vivienda esta condición se aplicará 
a cada uno de los socios o al conjunto de ellos, según tengan la 
calidad de deudor cada uno de los referidos socios o la coope- 
rativa. 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la continui- 
dad de los servicios contratados por los deudores, a través de la 
adecuación de convenios con el Banco de Seguros del Estado 
que contemplen las disposiciones de esta norma”. 


Art. 2%, - Establécese que desde la vigencia de la presente 
ley el Banco Hipotecario del Uruguay no podrá modificar, en 
forma unilateral, la tasa de interés compensatorio establecida 
en los contratos de préstamo hipotecario o compromisos de 
compraventa de unidades habitacionales. 
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Art, 3%, - El tope del 26% (veintiséis por ciento), de afecta- 
ción de ingresos líquidos del núcleo familiar para la determina- 
ción de cuotas tendrá carácter obligatorio para el Banco Hipo- 
tecario del Uruguay, que sólo podrá superarlo ante la manifes- 
tación de voluntad del deudor, expresada por escrito, de habili- 
tar la afectación de un porcentaje mayor, lo que podrá realizar- 
se en cualquier momento a partir de la fecha de promulgación 
de la presente ley. 


Art, 4% .- Las oficinas competentes del Banco Hipotecario 
del Uruguay recibirán las solicitudes de refinanciación y aque- 
llas que se funden en la afectación de los ingresos por encima 
de los máximos previstos, con los recaudos mínimos necesarios 
para el estudio individual, sin otro trámite. 


La Gerencia respectiva, en base a los antecedentes del caso, 
propondrá las medidas convenientes a fin de atender la situa- 
ción planteada sobre la base de plazos y condiciones diferen- 
ciales y flexibles. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 16 de setiembre de 1992. 


Alem García 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 
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La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha sancionado el 
siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12. - Agrégase al artículo 499 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991 el siguiente inciso: 


“Las extensiones de plazo a que se refiere el inciso prece- 
dente podrán llevarlo a un máximo de 45 (cuarenta y cinco) 
años y se documentarán mediante Acta, la que se inscribirá, sin 
cargo alguno, en el Registro de Hipotecas. 


Para las Cooperativas de Vivienda esta condición se aplica- 
rá a cada uno de los socios, o al conjunto de ellos, según tengan 
la calidad de deudor, cada uno de los referidos socios o la 
Cooperativa. 


El Banco Hipotecario del Uruguay promoverá la continui- 
dad de los servicios contratados por los deudores, a través de la 
adecuación de convenios con el Banco de Seguros del Estado 
que contemplen las disposiciones de esta norma”. 


Artículo 2* .- Establécese que desde la vigencia de esta ley 
el Banco Hipotecario del Uruguay no podrá modificar, en for- 
ma unilateral, la tasa de interés compensatorio establecido en 
los contratos de préstamo hipotecario o compromisos de com- 
praventa de unidades habitacionales. 
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Art, 3%. - El tope del 26% de afectación de ingresos líqui- 
dos del núcleo familiar para la determinación de cuotas, tendrá 
carácter obligatorio para el Banco Hipotecario del Uruguay, 
que sólo podrá superarlo ante la manifestación de voluntad del 
deudor, expresada por escrito, de habilitar la afectación de un 
porcentaje mayor, lo que podrá realizarse en cualquier momen- 
to a partir de la fecha de promulgación de esta ley. 


Art. 42, - Las Oficinas competentes del Banco Hipotecario 
del Uruguay recibirán las solicitudes de refinanciación y aque- 
llas que se funden en la afectación de los ingresos por encima 
de los máximos previstos, con los recaudos mínimos necesarios 
para el estudio individual, sin otro trámite. 

La Gerencia respectiva, en base a los antecedentes del caso, 
propondrá las medidas convenientes a fin de atender la situa- 
ción planteada sobre la base de plazos y condiciones diferen- 
ciales y flexibles. 


Art. 5%. - Déjase sin efecto el reajuste de cuotas del Banco 
Hipotecario del Uruguay correspondiente al mes de setiembre 
de 1992, para todas las categorías de viviendas. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevi- 
deo, a 2 de setiembre de 1992. 


Gonzalo Aguirre Ramírez 
Juan Harán Urioste Presidente 


Secretario 
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Comisión de Vivienda y 

Ordenamiento Territorial 
Integrada con Hacienda 


INFORME EN MAYORIA 
Al Senado: 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial inte- 
grada con tres miembros de la Comisión de Hacienda, en deci- 
sión adoptada por mayoría, ha resuelto aconsejar al Cuerpo el 
rechazo de las modificaciones que la Cámara de Representan- 
tes introdujo al texto del proyecto de ley sancionado por el 
Senado el 2 de setiembre de 1992, relativo al régimen de amor- 
tización de los préstamos concedidos por el Banco Hipotecario 
del Uruguay para la construcción y adquisición de Viviendas. 


La Cámara de Representantes, en sesión de fecha 16 de 
setiembre de 1992, aprobó los cuatro primeros artículos del 
proyecto sancionado por el Senado (que establecen el derecho 
de los prestatarios de solicitar al Banco ajustar el importe de 
sus cuotas al 26% del total de ingresos líquidos del núcleo 
familiar, autorizando a su vez la extensión de los plazos previs- 
tos para la amortización de los préstamos) y rechazó el artículo 
52 por lo que se disponía la suspensión de los ajustes a efectuar- 
se el 1? de setiembre de 1992. 
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La mayoría de la Comisión, discrepando con esta modifica- 
ción introducida en la Cámara de Representantes, estima con- 
veniente abrir la instancia de la consideración del tema por la 
Asamblea General (artículo 135 de la Constitución de la Repú- 
blica) con el propósito de procurar una solución más com- 
pleta -y más justa- a este problema, que cuente con el mayor 
respaldo político posible. 


Carlos Cassina (Miembro Informante), Alvaro Alonso 
(Discorde), Mariano Arana, Juan Carlos Blanco (Dis- 
corde), José Jorge de Boismenu (Discorde), Alberto 
Cid, Enrique de Fuentes (Discorde), Luis Bernardo 
Pozzolo, Manuel Singlet. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-Si bien en el orden del día este asunto se enuncia como 
Discusión Particular, se trata de una Discusión Unica puesto 
que este proyecto, aprobado primeramente por el Senado, lue- 
go fue objeto de modificación -aunque también aprobado- por 
la Cámara de Representantes. 


En estos casos, y de acuerdo con el artículo 67 del Regla- 
mento, procede la discusión única y, de conformidad con la 
Constitución, corresponde votar en “block” la aprobación o el 
rechazo de las enmiendas introducidas por la otra Cámara. 


' 


En consideración. 
SEÑOR CASSINA,. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor miem- 
bro informante. 


SEÑOR CASSINA. - En mi carácter de miembro informan- 
te de la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente integrada, y en el ánimo de ser breve y no 
reiterar un debate que ya tuvo lugar en esta Cámara, deseo 
señalar que, tal como recuerdan los señores senadores, el Sena- 
do votó el proyecto que viene de la Cámara de Representantes, 
con un artículo 5* por el que se dejaba sin efecto el reajuste del 
monto de las cuotas de amortización y el pago de intereses al 
Banco Hipotecario del Uruguay correspondientes al primero de 
setiembre del año en curso. 


La Cámara de Representantes votó favorablemente los cua- 
tro primeros artículos del proyecto. Es decir, los que se refieren 
a la posibilidad de extender el plazo de amortización de las 
deudas contraídas con el citado Banco, a efectos de permitir 
que, a voluntad de cada deudor y ante su expresa solicitud, las 
cuotas mensuales no excedan el 26% de los ingresos líquidos 
de cada núcleo familiar, en la medida en que dichos ingresos se 
acreditaran ante el Banco. 


La Comisión, por mayoría, entendió que el proyecto, tal 
como había sido aprobado por la Cámara de Representantes, 
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modificaba -en una parte que se considera importante- el texto 
oportunamente aprobado por el Senado de la República, en 
tanto deja sin efecto la suspensión del ajuste del primero de 
setiembre. 


Para quienes oportunamente promovimos la aprobación de 
esta disposición, suponía un alivio temporal para cl conjunto 
de los deudores, que no afectaba sustancialmente al Banco 
porque, obviamente, cuando se produjeran los próximos ajus- 
tes, a partir del primero de enero y del primero de marzo de 
1993 -según los deudores tuvieran un régimen de ajuste cuatri- 
mestral o semestral- se iba a tomar en consideración la varia- 
ción operada en el índice respectivo durante el periódo en que 
los ajustes no habían tenido lugar. 


Reitero que la Comisión, en mayoría, entendió que cra 
conveniente que el Senado no hiciera suyas las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes y se pronunciara 
en esta única votación -que debe realizar de acuerdo con las 
normas constitucionales y reglamentarias a que ha hecho refe- 
rencia el señor Presidente al comenzar el tratamiento de este 
asunto- rechazando las modificaciones de la Cámara de Repre- 
sentantes, de modo que el tema sea considerado en la Asam- 
blea General donde sí es posible introducir modificaciones. 


A juicio de la mayoría de los integrantes de la Comisión, se 
abre, no sólo la posibilidad de examinar la solución que, opor- 
tunamente, había votado el Senado -es decir, la suspensión, 
con carácter general, del ajuste del primero de setiembre, para 
todas las categorías de deudores de vivienda- sino también la 
de una solución parcial u otras que se han estado examinando, 
como puede ser la del establecimiento de topes distintos, según 
los niveles de ingreso de las diferentes familias o de las distin- 
tas categorías de viviendas o bien otra que pueda surgir en el 
seno de la Asamblea General. 


Por esta razón, señor Presidente -y cumplo con la promesa 
de ser breve, a efectos de colaborar con la resolución de este 
asunto, así como de los otros que aún faltó considerar, corres- 
pondientes al orden del día- los miembros de la Comisión, en 
mayoría, se pronuncian por el rechazo de las modificaciones 
introducidas en la Cámara de Representantes y por el envío del 
asunto a la Asamblea General, para su consideración amplia y 
la búsqueda de soluciones más justas. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA.- Señor Presidente: sim- 
plemente, deseamos hacer una serie de puntualizaciones y adc- 
lantamos que no es nuestro espíritu reabrir cl debate en torno a 
este tema, puesto que consideramos que ha sido suficientemen- 
te tratado en varias oportunidades, tanto por este Cuerpo como 
por el restante que integra el Poder Legislativo. 


Desde un primer momento hemos entendido -y así lo ex- 
presamos cuando se discutió este proyecto de ley- que lo que 
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se plantea en los primeros cuatro artículos es, precisamente, la 
solución de fondo para los deudores del Banco Hipotecario. Es 
más, en la actualidad continuamos pensando que esta es la 
solución perdurable al problema, ya que no atiende una contin- 
gencia particular como sí lo hace el artículo 5. 


Por otra parte, consideramos que si bien el artículo 5% po- 
dría haber tenido una razón de existir y alguna vigencia en la 
oportunidad en la que los señores senadores que así lo enten- 
dieron plantearon su incorporación, en este momento, meses 
después de que el ajuste ha sido promovido y cobrado por el 
Banco -no debemos olvidar que el mismo comenzó a aplicarse 
a partir del 1* de setiembre y hoy estamos a 3 de noviembre- es 
una solución que, en el caso hipotético de que pudiera prospe- 
rar, sería de difícil aplicación y, además, sentaría un precedente 
por el que la Institución se vería obligada a devolver a los 
deudores buena parte de los importes o, por lo menos, acredi- 
tarlos contablemente, Creemos, pues, que esto sería lo menos 
saludable dentro de todas las posibilidades que plantea este 
artículo $*, 


Por lo expuesto es que en la Comisión y hoy en el Pleno, 
mantendremos nuestra posición original de aceptar como solu- 
ción de fondo al problema lo estructurado por los primeros 
cuatro artículos de este proyecto de ley en lo que hace a la 
aceptación del tope del 26% de los ingresos del núcleo fami- 
liar, a los efectos de que quienes tienen deudas con el Banco 
Hipotecario no vean afectado su equilibrio económico y que 
puedan mantener sus viviendas tal como lo están haciendo 
hasta el presente. 


Las ajustadas mayorías que oportunamente se obtuvieron 
para promover este artículo 5%, tanto en la Cámara de Senado- 
res en ocasión de votarse el proyecto de ley, como en la Comi- 
sión de Vivienda que integramos cuando se rechazaron las mo- 
dificaciones establecidas por la Cámara de Representantes, nos 
hacen augurar y pensar que difícilmente en la Asamblea Gene- 
ral se pueda llegar a cambiar lo que ha acontecido en el trámite 
de ambas Cámaras parlamentarias. 


En este sentido es, señor Presidente, que queríamos dejar 
constancia de nuestra posición y repetimos una vez más que la 
solución al problema de los deudores del Banco Hipotecario no 
pasa por la consideración de un tema coyuntural y puntual, 
como es el de no aplicar los ajustes anuales o semestrales de las 
cuotas que aquéllos abonan, sino por la base misma del tema. 


Es cuanto deseábamos señalar. 
SEÑOR BELVISI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tienc la palabra el señor senador. 


SEÑOR BELVISI.- Señor Presidente: muy brevemente, y 
sin pretender ir al fondo de un tema que ya ha sido analizado a 
nivel de ambas ramas del Parlamento, queremos expresar la 
coherencia de la postura de nuestro sector en lo que tiene que 
ver con el mantenimiento de la modificación que se plantea 
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respecto a la suspensión de los reajustes a aplicar en el mes de 
setiembre a las categorías de viviendas I, II, II y IV. 


Hemos mantenido esta postura a lo largo de todas las ins- 
tancias parlamentarias, ya sea a nivel de lo que fue la introduc- 
ción -sin discusión alguna- de los artículos 499 y 500 de la 
Rendición de Cuentas, así como cuando se aprobó una seric de 
modificaciones a la Ley de Vivienda N* 13.728, y también en 
Comisión, previamente a que este proyecto llegara a considera- 
ción del Pleno. 


Nosotros, que en un principio estuvimos de acuerdo con la 
derogación lisa y llana de estos artículos en aras de buscar un 
mejor entendimiento y, además, para aliviar las subas que ha- 
bían sufrido las cuotas de los deudores del Banco Hipotecario, 
admitimos votar esta solución que se plantea en las primeras 
cuatro disposiciones del proyecto de ley ya que, entre otras 
cosas, recogen fórmulas que mejoran la situación actual, por 
ejemplo, en relación con el tope del 26% de los ingresos fami- 
liares que se afectan al pago de las cuotas. 


No obstante, luego de transcurrido este tiempo, hoy vemos 
más que nunca -reiteramos que no es nuestra intención entrar al 
fondo del tema- la necesidad de mantener el artículo 5% que ha 
sido incluido en este proyecto. Inclusive, queremos hacer notar 
que cada vez más queda en evidencia la necesidad de que el 
Banco Hipotecario cumpla la función social que le corresponde 
en atender a un amplio sector de la población, sin perjuicio de 
lo que significan los programas del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que ofrece a los 
sectores más deprimidos, porque hasta en los informes y con- 
clusiones de este Gobierno y del anterior se ha señalado que el 
40% de las familias uruguayas necesita de un subsidio directo o 
indirecto para poder acceder a una vivienda decorosa y digna, y 
de ahí la acción del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Insistimos en que no es nuestra intención entrar al fondo del 
tema y menos aún revisar y analizar lo que ha sido la puesta en 
práctica del Plan Nacional de Viviendas, no obstante lo cual, 
luego del tiempo transcurrido, hoy nos damos cuenta de que 
aquél sobre el que tanto se habló era quinquenal, prácticamente 
ha pasado a ser trienal o, en el mejor de los casos, cuatrienal en 
virtud de que, en los hechos, la construcción de viviendas no ha 
avanzado en estos dos últimos años. Es más, si recordamos que 
dicho Plan en un 50% depende del endeudamiento externo y de 
préstamos cuya concreción se ha ido dilatando, advertiremos 
que ese sector más modesto de la población uruguaya tampoco 
ha sido debidamente atendido. 


Naturalmente que el tradicional espacio en materia de vi- 
vienda del Banco Hipotecario no ha sido cubierto últimamente 
en lo que tiene que ver con una acción social a ese numeroso 
núcleo de familias de clase media. 


Esto de las subas de las cuotas ha llevado a una situación 
extrema que queda corroborada por una serie de telegramas de 
intimación de pago -algunos de los cuales se encuentran en 
nuestro poder- que a lo largo y ancho del país el Banco Hipote- 
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cario ha remitido a los deudores que no pueden pagar las cuo- 
tas reajustadas, que han motivado esta iniciativa presentada por 
los señores senadores Irurtia y Millor. 


En consecuencia -adelantamos que no nos extenderemos 
más en esta intervención- el Foro Batllista insistirá en su postu- 
ra respecto al mantenimiento de este artículo 5% que oportuna- 
mente fuera aprobado por este Cuerpo. 


SEÑOR ARANA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: hace ya prácticamente 
un año expresamos firmemente nuestra posición -y desgracia- 
damente no contamos con las mayorías necesarias- de impedir 
modificaciones sustanciales a una ley de vivienda que bien 
merecía otro destino. En aquel entonces -y también ahora- en- 
tendimos que tales modificaciones eran, en su gran mayoría, 
inconvenientes. 


A esto ahora se suma la angustia que muchas familias uru- 
guayas están evidenciando -y desde largos meses atrás- en tor- 
no a la superposición de condiciones particularmente desfavo- 
rables para las personas y grupos de más escasos recursos. A 
esto se suma, por ejemplo, los ajustes de intereses que, por otra 
parte, vienen a agregarse a situaciones particularmente depri- 
midas en forma creciente en relación con los sectores de ingre- 
sos fijos. 


Asimismo deseamos señalar que no tenemos dudas de que 
problemas como el de la vivienda, dentro y fuera del país, 
deben ser enfrentados con criterios consensuales amplios y ftr- 
mes políticas por parte del Estado. 


Sin duda, esto obligará a que se vuelva a estudiar esta 
situación angustiosa que afecta a tantas personas a lo largo y 
ancho del país, tanto en Montevideo como en el interior. 


A través de la decisión que la agrupación política del Frente 
Amplio adoptará en esta instancia -es decir, brindar su apoyo al 
informe en mayoría de la Comisión- tratamos no sólo de defen- 
der lo que creemos justo, sino también de habilitar nuevas 
instancias -en caso de que esto pueda contar con una minoría 
muy ajustada o que, eventualmente, suceda lo mismo en la 
sesión de la Asamblea General- que permitan soluciones más 
estables y equitativas que las que actualmente deben enfrentar 
miles de familias uruguayas cuyas situaciones son, en la prácti- 
ca, verdaderamente angustiosas. Por supuesto, me estoy refi- 
riendo al pago de las amortizaciones de sus adeudos con el 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Consideramos que si bien el artículo que fija un tope a las 
amortizaciones constituye en sí un avance, ese porcentaje no 
significa lo mismo para aquellos núcleos familiares que perci- 
ben entre dos y tres Salarios Mínimos Nacionales -lo que hace 
que deban destinar más de una cuarta parte de sus menguados 
ingresos al fin citado- que para aquellos otros que ganan diez, 
doce, quince o más Salarios Mínimos Nacionales por mes. 
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Precisamente, todo lo que he citado anteriormente ha indu- 
cido a los integrantes del Frente Amplio a votar afirmativa- 
mente la solución mayoritaria aprobada por la Comisión. 


SEÑOR RICALDON!.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!I.- Señor Presidente: adelanto que seré 
muy breve, porque considero que la posición del Foro Batllista 
ya ha sido expuesta con toda claridad por el señor senador 
Belvisi. Simplemente, quisiera hacer dos o tres reflexiones adi- 
cionales. 


Se ha dicho que el problema de los deudores del Banco 
Hipotecario del Uruguay no se soluciona con una fórmula como 
la que se propone incluida en el proyecto de ley de la Cámara 
de Senadores, rechazado por la Cámara de Representantes, En 
lo personal, estoy de acuerdo. Sin embargo, quiero decir que 
aunque este proyecto de ley no ofrece una solución de fondo al 
problema, me pregunto cuál es esa solución de fondo, que 
resultaría de la política de viviendas del Gobierno. Creo que es 
muy difícil encontrarla analizando los indicadores correspon- 
dientes a los que han hecho referencia los señores senadores 
preopinantes y particularmente el señor senador Belvisi. 


Debo decir que no resisto la tentación de señalar que esto 
forma parte de una filosofía inserta en la Ley de Empresas 
Públicas -y lo digo ahora porque considero que tiene mucho 
que ver con el asunto que nos ocupa-,cuyo artículo 5* establece 
que las actividades de los Entes Autónomos sólo pueden desa- 
rrollarse en la medida que estén previstas y financiadas en sus 
presupuestos o cuando cuenten con un subsidio explícito. Evi- 
dentemente, esto significa que en ciertas políticas existe un 
marco insuperable al que no escapa la de viviendas- en el que 
todo aquello que no está financiado de una determinada mane- 
ra -obviamente, existen muchas maneras de financiar- no tiene 
cabida, 


Asimismo, creo que han tenido lugar hechos nuevos, que 
indican la necesidad de reflexionar nuevamente acerca de este 
tema. En este sentido, pienso que el escenario adecuado será, 
sin duda, la Asamblea General. En ese ámbito, se tratará de 
buscar -tal como se ha señalado en Sala- una solución que no 
sea coyuntural, aunque en principio habrá de dilucidar el dife- 
rendo surgido entre las dos Cámaras. 


En lo que tiene que ver con la decisión relativa a rescindir 
unilateralmente el Banco de Seguros, los seguros de vida de los 
ahorristas del Banco Hipotecario, vigente a partir de 1988, será 
una traba y un perjuicio adicionales, si no para todos los dcu- 
dores del Banco Hipotecario del Uruguay, por lo menos para 
muchos de ellos. Pensamos que también habrá que reflexionar 
acerca de esta cuestión. Dicho sea de paso, quiero expresar que 
no estoy seguro de la legalidad de esta medida unilateral adop- 
tada por el Banco de Seguros del Estado, Tal vez la decisión 


3 de Noviembre de 1992 


signifique, a la larga, devoluciones o entregas importantes de 
dinero por parte de ese Banco, por concepto de daños y perjui- 
cios, cn la medida cn que, tal como parece a primera vista, la 
ruptura unilateral de los acuerdos establecidos con el Banco 
Hipotecario del Uruguay va mucho más allá de lo que permite 
el ordenamiento jurídico vigente. 


Finalmente, quiero decir que no he llevado la cuenta -no 
lo ha hecho el Foro Batllista, y pienso que tampoco la mayoría 
de Jos señores senadores- acerca de si la mayoría con la que se 
aprobó el artículo 5% que ha motivado el diferendo entre ambas 
Cámaras, fue estrecha o amplia. No es ese el tema, señor Presi- 
dente. De lo que en realidad se trata es de pensar, sin precon- 
ceptos, acerca de posibles soluciones que sean justas y que 
atiendan los reclamos de la sociedad, a través de políticas so- 
ciales que son imprescindibles, Tal vez las mayorías que hoy 
son estrechas, sean mañana amplias; en todo caso, señor Presi- 
dente, el tema no es simplemente votar afirmativamente o no, 
franquear o no el pase de este proyecto de ley a la Asamblea 
General, síno que consiste en examinar lo que cada uno de 
nosotros siente respecto de lo que debe ser una adecuada políti- 
ca en materia de viviendas y, fundamentalmente, en una inspi- 
rada en un criterio social justo. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: simplemente, quisie- 
ra dejar constancia de nuestra posición. Aclaro que seré muy 
breve porque ésta constituye una etapa más de un largo debate 
-que se ha desarrollado en el país desde hace un par de años- 
sobre la política que debe seguir el Banco Hipotecario del 
Uruguay en materia de viviendas. Asimismo, creemos que ésta 
no es la última instancia, ya que tenemos la esperanza de que a 
partir de la votación que se registre hoy, este debate continúe 
en la Asamblea General. 


Quiero decir que nosotros vamos a mantener nuestro voto a 
favor de la suspensión de los reajustes de las cuotas del Banco 
Hipotecario del Uruguay correspondientes al mes de setiembre. 
En este sentido, corroboramos prácticamente todo lo que han 
señalado los señores senadores preopinantes, quienes votarán 
de acuerdo con la posición señalada. 


Entendemos que ésta no es la solución ideal; entendemos 
que a ella se acercaba mucho el primitivo proyecto que presen- 
tamos a través del cual, entre otras cosas, se derogaban los 
ajustes cuatrimestrales y semestrales. Sin embargo, a veces se 
aspira al bien absoluto y hay que contentarse con el bien posi- 
ble, En aquel momento, las mayorías parlamentarias, que no 
eran estrechas -y ahora quisiera recordar que fueron 17 senado- 
res en 31 los que consagraron este proyecto de ley- se inclina- 
ron por esta solución que si bien no es definitiva ni ideal, 
significa un alivio para más de 100.000 familias deudoras del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


Con la esperanza de que este tema sea debatido en la Asam- 
blea General y de que allí se obtengan las mayorías necesarias 
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para dar firmeza a este proyecto de ley -o alguna otra solución 
ingeniosa que haga que el Banco Hipotecario del Uruguay vuelva 
a desarrollar, en alguna medida, aquella política social que 
supo seguir y que, lamentablemente, ha perdido en estos días- 
es que nosotros mantendremos nuestro voto a favor de la sus- 
pensión de los reajustes de las cuotas del Banco Hipotecario 
del Uruguay correspondientes al mes de setiembre. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Haciendo uso de la Banca del 
señor senador Bouza, participé en la Comisión presidida por el 
señor senador Cassina. En esa ocasión, manifesté que éste es 
un tema nuevo para nosotros. He seguido de cerca el trabajo de 
la Cámara de Representantes y del Senado y dije en esa Comi- 
sión que nos encontrábamos sorprendidos -hoy está ausente un 
miembro de la Comisión, el señor senador Singlet- por la sensi- 
bilidad y la dedicación con que se había estudiado este tema 
tan importante. 


Nuestro grupo mantiene una posición discorde al respecto y 
quisiéramos decir que nos sentimos sensibilizados por los argu- 
mentos que han dado quienes apoyan el mantenimiento del 
artículo 5%. Realmente, nos sorprende -como desconocedorcs 
del tema y del movimiento de estas discusiones- esta situación 
y nos da cierta impresión de que hay una caja o una galera que 
siempre tiene dinero. 


Quien habla, votaría este artículo -seguramente los demás 
integrantes de la agrupación también lo harían- si nos pudieran 
asegurar que el mismo día están las 400 casas para la gente 
nueva que no conozco. Como bien dicen algunos señores sena- 
dores, en el país hay otro tipo de problemas, por ejemplo, 
sueldos muy bajos. Además hemos podido detectar una situa- 
ción de desempleo en quienes habitan las viviendas del Banco 
Hipotecario, lo que hace difícil estos pagos. Evidentemente, es 
una posición que nos ducle, ya que uno es sensible a circuns- 
tancias humanas de esta naturaleza. Repito que si está el dinero 
para ambas cosas, nosotros votaríamos este artículo con la ma- 
yor satisfacción. Sin embargo, hay gente que no conozco, que 
debe ser poseedora de esas 400 casas del Banco Hipotecario a 
quienes no me animo a climinar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar si se está a favor o en contra de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes. Quienes voten 
afirmativamente, lo harán por la aceptación de esas modifica- 
ciones y por la sanción definitiva del proyecto. Y quienes lo 
hagan en forma negativa, estarán rechazándolas. En caso de 
que esta última sea la votación mayoritaria, el proyecto de ley 
pasará a la Asamblea General. 


(Se vota:) 


- 14 en 29. Negativa. 
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SEÑOR PEREYRA.- Solicito que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación. 

(Se vota:) 
-14 en 29. Negativa. 


Quedan rechazadas las modificaciones introducidas por la 
Cámara de Representantes y, de acuerdo con el artículo 135 de 
la Constitución de la República, corresponde que el Senado 
solicite la reunión de la Asamblea General para decidir sobre 
este proyecto de ley. 


Así se procederá. 
23) SESION ORDINARIA DEL SENADO 


SEÑOR SANTORO.-Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: es sabido que la 
Comisión de Defensa Nacional, integrada con representantes 
de las de Hacienda y Asuntos Laborales y Seguridad Social, 
está analizando el proyecto de ley oportunamente elevado por 
el Poder Ejecutivo referente al pago de las jubilaciones milita- 
res y policiales, de acuerdo con lo que dispone el artículo 67 de 
la Constitución de la República. Además, en dicho proyecto se 
incluyen otras disposiciones que modifican las Leyes Orgáni- 
cas de los distintos cuerpos de las Fuerzas Armadas. 


Se trata de una Comisión numerosa, que tiene un arduo 
trabajo y que está en la etapa de información. El tiempo que 
queda para entrar directamente al estudio del proyecto es cada 
vez más reducido, por lo que en la última sesión la Comisión 
dispuso que por intermedio se solicitara al Senado que se sus- 
pendiera la sesión ordinaria del día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción de orden presentada por el señor senador 
Santoro en el sentido de que se suspenda la sesión ordinaria del 
Senado del día de mañana a los fines que él ha expresado. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


24) DOCTOR ELBIO ROSSELLI FRIERI, EMBAJADOR 
JUAN ANDRES PACHECO RAMIREZ Y DOCTOR 
JORGE TOMAS LARRIEUX RODRIGUEZ 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los asuntos 
que figuran en el decimotercer lugar del orden del día: Infor- 
mes de la Comisión de Asuntos Internacionales relacionados 
con Mensajes del Poder Ejecutivo solicitando acuerdo para acre- 
ditar embajadores. 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


Corresponde pasar a sesión secreta. 

(Así se hace. Es la hora 18 y 51 minutos) 

(En sesión pública) 

(Ocupa la Presidencia el señor senador Abreu) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu).- Habiendo nú- 
mero, continúa la sesión. 


(Es la hora 19 y 8 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr, Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado en sesión secreta concedió al Poder Ejecutivo venias para 
designar como Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de 
la República ante el Dominio de Canadá, al doctor Elbio Ros- 
selli Frieri y como Embajador Extraordinario y Plenipotencia- 
rio de la República en el Reino de los Países Bajos al Embaja- 
dor Juan Andrés Pacheco Ramírez. Asimismo, concedió a la 
Suprema Corte de Justicia la aprobación para designar al doc- 
tor Jorge Tomás Larrieux Rodríguez, como Miembro del Tri- 
bunal de Apelaciones. 


25) ACUERDO DE TRANSPORTE AEREO CON LA 
UNION DE LAS REPUBLICAS SOCIALISTAS SO- 
VIETICAS. Su ratificación. Comunicación del Poder 
Ejecutivo. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Se pasa a 
considerar cl asunto que figura en decimocuarto lugar del or- 
den del día: “Informe de la Comisión de Asuntos Intemaciona- 
les relacionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando 
la devolución del proyecto de ley por el que se aprueba el 
Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la Repúbli- 
ca y el Gobierno de la ex Unión de Republicas Socialistas 
Soviéticas. (Carp. N* 714/91 - Rep. N* 481/92)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 714/91 
Rep. N* 481/92 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Montevidco, 1? sctiembre 1992, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo 
en relación al Mensaje oportunamente enviado para someter a 
su consideración el Acuerdo de Transporte Aéreo entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, suscrito en Mon- 
tevideo el 6 de setiembre de 1991. 
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Al respecto, corresponde poner en su conocimiento que al 
momento de la firma del Acuerdo referido y de su remisión a la 
Asamblea General solicitando la aprobación parlamentaria, el 
mencionado Estado tenía aún existencia jurídica. 


Ahora bien, la desaparición internacional de la U.R.S.S. en 
virtud de la aplicación de los principios del instituto de la 
sucesión de Estados en materia de tratados, conllevó en gene- 
ral, y dadas las características especiales de la situación plan- 
teada en este caso, a que los acuerdos en que la U.R.S.S. era 
parte, que cumplieran los requisitos pragmáticamente aplica- 
bles, pasaran a ser tratados en los cuales Rusia sustituyó a la 
antigua Unión Soviética, en la medida en que ello fuera políti- 
ca y jurídicamente posible. 


El Acuerdo de Transporte Aérco que se sometió a la consi- 
deración de esc Cuerpo, no habiendo sido ratificado a la fecha 
en que la U.R.S.S, dejó de existir, no llegó a entrar en vigor y 
por ello no puede ser aplicable el criterio indicado en el párrafo 
anterior. 


Es por estas consideraciones que el Poder Ejecutivo estima 
del caso solicitar la devolución del Mensaje oportunamente 
remitido a fin de, luego de evaluadas las actuales circunstan- 
cias, determinar si corresponde negociar un nuevo tratado, en 
idénticos términos o similares, con Rusia y/o con alguno de los 
otros Estados que pertenecieron a la ex Unión Soviética. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Mariano Brito, 
Wilson Elso Goñi. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Montevideo, 10 de diciembre de 1991. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 168, inciso 20 de la 
Constitución de la República, para someter a su consideración 
el Acuerdo de Transporte Aéreo entre los Gobiernos de la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la Unión de Repúblicas Socia- 
listas Soviéticas, suscrito en Montevideo el 6 de setiembre de 
1991, 


El presente Acuerdo pretende favorecer el incremento de 
las relaciones de carácter económico, cultural y turístico entre 
los dos Estados, a través del establecimiento de servicios de 
transporte aéreo que constituyen un instrumento eficaz y nece- 
sario de cooperación en esos campos, 
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El artículo 1 define precisamente la terminología que se 
emplea en el Acuerdo. 


Por su parte, el artículo 11 define los derechos que se conce- 
den recíprocamente ambas Partes, con el fin de establecer los 
servicios convenidos en las rutas especificadas. 


El Acuerdo establece las condiciones para el ejercicio de 
los derechos otorgados (Art. III), así como para ejercer el dere- 
cho de revocación al permiso de explotación, o de suspender, o 
limitar los derechos (Art. IV). 


A los efectos de garantizar la seguridad de los vuclos que se 
operarán en los servicios convenidos, las Partes se conceden las 
facilidades necesarias de radiocomunicaciones, iluminación, 
meteorología y uso de instalaciones y servicios requeridos para 
la operación de dichos vuclos, estableciéndose, además, que los 
derechos aeroportuarios no podrán ser más altos que los que 
pagan las otras líneas aéreas extranjeras que operan en los 
servicios internacionales regulares. (Art, V). 


A los fines del desarrollo eficaz de los servicios convenidos 
por las líneas aéreas designadas, se establece en el artículo VI 
la exención de derechos aduaneros, de inspección y otros dere- 
chos o impuestos, para las aeronaves, su equipo habitual, com- 
bustibles, lubricantes, piezas de repuestos y provisiones de a 
bordo, con la condición de que al entrar en el territorio de la 
otra Parte Contratante, permanezcan a bordo de las aeronaves 
hasta que el vuelo continúe. Sin perjuicio de ello, sc admite la 
posibilidad de que los artículos antes referidos sean sometidos 
a vigilancia o control aduanero. 


Los artículos VH, VII y IX explicitan los criterios para la 
fijación de las tarifas; el compromiso para asegurar la libertad 
de transferencia de los excedentes de los ingresos sobre gastos 
realizados en su territorio, en lo que concierne al transporte de 
pasajeros, correo y carga; y las facilidades a que estarán sujetos 
los pasajeros, equipaje y carga en tránsito. 


Asimismo, se especifican en este Convenio las marcas, cer- 
tificados, licencias y habilitaciones requeridos por las aerona- 
ves (Art. X). 


En el artículo XI se determina que en caso de aterrizaje 
forzoso, o de accidente de una aeronave, y sin perjuicio de 
llevarse a cabo de inmediato las acciones de socorro, se toma- 
rán las medidas necesarias para investigar las circunstancias y 
causas del mismo tanto por una como por otra parte, informán- 
dose mutuamente de los resultados obtenidos. 


Por su parte, los artículos XII y XIH regulan lo referente a 
los representantes y asistentes de las líneas aéreas, así como la 
aplicación de las leyes, reglamentos y demás disposiciones de 
cada una de las Partes Contratantes relativas a la entrada, per- 
manencia o salida de su territorio de las aeronaves. 


A fin de asegurar la aplicación satisfactoria tanto de las 
disposiciones del presente Acuerdo como de sus Anexos, se 
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prevé un mecanismo para realizar un intercambio regular de 
información (Art. XIV). 


Se fijan los criterios para definir las zonas prohibidas (por 
razones militares, o de seguridad pública), así como la comuni- 
cación de éstas a la otra Parte Contratante (Art. XV). 


De conformidad con los derechos y obligaciones que les 
impone el Derecho Internacional, así como con las disposicio- 
nes sobre seguridad de la aviación, establecidas por la Organi- 
zación de Aviación Civil Internacional, las partes se compro- 
meten a observar las disposiciones sobre seguridad de la avia- 
ción y colaborar para prevenir y luchar contra actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil intemacional. (Art. XVD. 


En las siguientes disposiciones se establece la posibilidad 
de realizar consultas entre las autoridades, toda vez que se 
considere deseable modificar el Acuerdo o sus anexos (Art. 
XVII), se prevé el mecanismo de solución de controversias 
(Art. XVIII) y se determina el plazo de vigencia del Acuerdo, 
así como la posibilidad de denunciarlo (Arts. XIX y XX). 


El acuerdo contiene tres anexos. En el primero se fija lo 
relativo a la capacidad que deberán ofrecer las líneas aéreas 
designadas, de acuerdo a coeficientes de carga razonables; así 
como la concesión justa e igual oportunidad a las líneas aéreas 
designadas por las Partes. El Gobierno de la Unión de Repúbli- 
cas Socialistas Soviéticas designa a la Dirección Central de 
Transporte Aéreo Internacional de AEROFLOT (Líneas Aéreas 
Soviéticas) para la operación de los servicios convenidos, mien- 
tras que la designación de la línea aérea uruguaya será hecha 
cuando el Gobierno de la República Oriental del Uruguay lo 
estime oportuno. Al menos con treinta días de antelación a la 
puesta en explotación efectiva de los servicios convenidos, las 
autoridades aeronáuticas se comunicarán, a los fines de su apro- 
bación, las frecuencias e itinerarios, así como sus eventuales 
modificaciones, los tipos de aeronaves que serán utilizadas y 
los horarios, con sus modificaciones eventuales. 


El segundo anexo fija cuáles serán las rutas a ser explotadas 
en ambos sentidos. 


El tercer anexo confidencial se refiere a la hipótesis del no 
uso por parte de una de las Partes Contratantes de los derechos 
de explotación otorgados por el presente Acuerdo. 


Por último se agregó al texto del acuerdo una Declaración 
Interpretativa de la República Oriental del Uruguay, respecto al 
momento a partir del cual la República, de conformidad con las 
normas constitucionales vigentes, se considera obligada por el 
mencionado instrumento internacional. 


Para finalizar, cabe tener presente que queda abierta y ope- 
rativa una vía de comunicación aérea directa entre nuestro país 
y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas -en un momen- 
to histórico tan importante como singular- lo que beneficiará el 
mejor relacionamiento bilateral y vinculación gencral entre los 
dos países, y que, al mismo tiempo facilita el acceso a la Unión 


CAMARA DE SENADORES 


3 de Noviembre de 1992 


Soviética a través de su terminal en Moscú, así como a otros 
países de Europa, Asia y Africa con los cuales se encuentra 
conectado directamente aquel país. Se hace notar, a tales efec- 
tos, que AEROFLOT es la empresa aérea de mayor dimensión 
en el mundo, contando actualmente con una flota de 15.000 
aviones para el transporte de pasajeros y carga. Así pues, el 
establecimiento de un servicio regular de transporte aéreo de 
pasajeros, correo y carga entre la República y la U.R.S.S, cons- 
tituirá un importante hito en las relaciones aéreo-comerciales 
de nuestro país, facilitando el acceso a una importante nación 
en pleno proceso de cambios políticos y económicos y con un 
amplio mercado que el Uruguay no puede ignorar. 


El Poder Ejecutivo se permite poner de manifiesto la im- 
portancia de este Acuerdo para el incremento de los vínculos 
existentes entre los dos países, así como para el logro de un 
más eficaz flujo de personas, bienes y servicios, por lo cual, a 
los efectos de la entrada en vigor del mismo, solicita su corres- 
pondiente aprobación. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asam- 
blea General las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA), Héctor Gros Espiell, Mariano Brito, 
Wilson Elso Goñi. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Apruébase el Acuerdo de Transporte Aéreo 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, 
suscripto el día 8 de setiembre de 1991. 


Art. 2*. - Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Mariano Brito, Wilson Elso 
Goñi”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Léase el in- 
forme. 


(Se lee) 
-En consideración. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Blan- 
co. 


SEÑOR BLANCO. - El asunto que ahora está a considera- 
ción del Senado se origina en lo siguiente. Oportunamente cl 
Poder Ejecutivo había suscrito con el Gobierno de la ex Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas un Acuerdo de Transporte 
Aéreo, para el cual solicitó la correspondiente ratificación par- 
lamentaria por Mensaje de 10 de diciembre de 1991. 


Posteriormente, debido a los hechos de notoriedad y a los 
cambios jurídicos y políticos que acontecieron en la antigua 
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Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, la Comisión 
consultó al Ministerio de Relaciones Exteriores acerca de cuál 
era la posición de esa repartición del Gobierno con respecto al 
Acuerdo que he mencionado. Luego, se recibió una nota de la 
Cancillería en la cual se solicita que el Convenio sea devuelto 
al Poder Ejecutivo a los efectos de su reestudio y, eventual- 
mente, su renegociación con el Gobierno sucesor que es la 
Federación Rusa u otros países que integran la Confederación 
de Estados Independientes. 


Es esta la información que deseaba brindar solicitando, al 
mismo tiempo, que el proyecto de ley que recomienda la ratifi- 
cación de este Tratado, sea devuelto al Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Antes que nada debo admitir que 
el punto que voy a plantear es muy formal y quizás no debiera 
efectuarlo a esta altura de la tarde por razones de economía 
cronológica. No obstante entiendo que la resolución que debe 
adoptar el Senado no es la de devolver este proyecto al Poder 
Ejecutivo. Pienso que este procedimiento no es el más apropiado. 


En materia de tratados siempre se ha dicho que el Senado 
aprueba o reprueba y así lo establece la Constitución en el 
numeral 7 del artículo 85. Asimismo, esta es una de las razones 
por las cuales no se puede aprobar un tratado con modificacio- 
nes por lo cual entendemos que también quedaría excluida una 
resolución que establezca la devolución de un proyecto.” 


Pienso que lo que debe hacer el Senado es tomar nota de la 
comunicación del Poder Ejecutivo en el sentido de que no 
puede celebrar un tratado con el Gobierno de la URSS porque 
esta no existe, Desde luego que el Poder Ejecutivo queda habi- 
litado para reestudiar cl tema y analizar si existe la posibilidad 
de suscribir ese tratado con Rusia que en algunos planos es la 
que ha sucedido a la URSS. 


De todas maneras creo que una decisión por la cual se 
devuelve una iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo es 
algo que no tiene asidero formal o constitucional, Creo que el 
Senado debe tomar nota de la comunicación del Poder Ejecuti- 
vo y archivarla y, repito, el Poder Ejecutivo queda habilitado 
para reestudiar este punto puesto que tiene la iniciativa en 
materia de relaciones internacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Si la Presi- 
dencia ha interpretado correctamente, el señor senador Korze- 
niak hace moción para que el Senado tome nota de la comuni- 
cación del Poder Ejecutivo y cfectue el archivo correspondiente. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - En lo que a mi respecta no tengo 
inconveniente en seguir el procedimiento sugerido por el señor 
senador Korzeniak. 


La preocupación de la Comisión no estaba dirigida al as- 
pecto que el señor senador Korzeniak ha planteado pero, de 
todas formas, es bueno que lo haya hecho. Lo que sí deseaba la 
Comisión es que con respecto a este tema que figuraba en la 
lista de asuntos pendientes se diera una solución de tal modo 
que no quede como una omisión en cel trabajo. De esta forma se 
despacharía rápidamente el asunto y se mantendría al día su 
agenda. 


A estos efectos la solución que propone el señor senador 
Korzeniak es satisfactoria porque permite el archivo del corres- 
pondiente proyecto de ley con lo tratado. Por lo tanto, se despe- 
ja la lista de asuntos de la Comisión y se habilita la posibilidad 
de que el Poder Ejecutivo, si lo desea, pueda negociar o rene- 
gociar un tratado de características similares con la Federación 
Rusa o con algunos de los países que han surgido a partir de la 
antigua Unión Soviética. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Entonces, se 
tomaría nota del Mensaje del Poder Ejecutivo, se procedería a 
su archivo y se comunicaría a este Poder la decisión tomada 
por el Plenario. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-17 en 21. Afirmativa. 


26) ORGANISMOS FINANCIEROS INTERNACIONA- 
LES RELACIONADOS CON NUESTRO PAIS 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Tiene la pala- 
bra el señor senador, 


SEÑOR ARANA. - Deseo solicitar autorización del Cuerpo 
para hacer efectiva una exposición de cuarenta minutos en la 
próxima sesión ordinaria del miércoles 11 sobre nuevas tenden- 
cias acerca de los organismos financieros internacionales de los 
que nuestro país forma parte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Si no se hace 
uso de la palabra se va a votar la solicitud del señor senador 
Arana para realizar una exposición de cuarenta minutos en la 
sesión ordinaria del miércoles 11 lo que se incluirá en el orden 
del día como corresponde. 
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(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


27) INFORME DE LA COMISION DE ASUNTOS ADMI- 
NISTRATIVOS RELACIONADO CON SOLICITU- 
DES DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO PARA 
EXONERAR DE SUS CARGOS A VARIOS FUNCIO- 
NARIOS PUBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Corresponde 
pasar a sesión secreta para tratar el asunto que figura en deci- 
moquinto lugar del orden del día relacionado con informes de 
la Comisión de Asuntos Administrativos relacionados con soli- 
citudes de venia del Poder Ejecutivo. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 13 minutos) 
(Vueltos a sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - Habiendo mú- 
mero, continúa la sesión. 


(Es la hora 19 y 42 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 
(Se da de lo siguiente:) , 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado, en sesión secreta, concedió al Poder Ejecutivo venia para 
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destituir de sus cargos a dos funcionarios del Ministerio de 
Educación y Cultura, a un funcionario del Ministerio de Salud 
Pública, a un funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social y a un funcionario del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Además, resolvió devolver los anteceden- 
tes referidos a la destitución de un funcionario del Ministerio 
de Educación y Cultura. 


28) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Sergio Abreu). - No habiendo 
más asuntos que considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 42 minutos, presidiendo el señor 
senador Abreu y estando presentes los señores senadores 
Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Araújo, Astori, Blan- 
co, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Boismenu, Gargano, 
González Modernell, Librán Bonino, Olascoaga, Pérez, San- 
toro y Silveira Zavala.) 


DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presidente 


, 


Dr. Juan Harán Urioste 
Dn. Mario Farachio 
Secretarios 
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